Los criterios de imputación objetiva de resultado del derecho penal aplicados a la responsabilidad extracontractual de la administración colombiana, al margen del acto terrorista by Meza Mercado, Cesar Hernando
LOS CRITERIOS DE IMPUTACIÓN OBJETIVA DE RESULTADO DEL DERECHO 
PENAL APLICADOS A LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DE LA 



















UNIVERSIDAD LIBRE DE BOGOTÁ  
FACULTAD DE DERECHO  
INSTITUTO DE POSGRADOS 
DOCTORADO EN DERECHO 
BOGOTÁ, D.C 
2020 
LOS CRITERIOS DE IMPUTACIÓN OBJETIVA DE RESULTADO DEL DERECHO 
PENAL APLICADOS A LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DE LA 
ADMINISTRACIÓN COLOMBIANA, AL MARGEN DEL ACTO TERRORISTA 
 
 
CESAR HERNANDO MEZA MERCADO 
 





Dr. JOSÉ RORY FORERO SALCEDO  
Docente Investigador del Centro de Investigaciones Socio - Jurídicas 







UNIVERSIDAD LIBRE DE BOGOTÁ  
FACULTAD DE DERECHO  
INSTITUTO DE POSGRADOS 
DOCTORADO EN DERECHO 






Dr. Jorge Alarcón Niño  
Presidente 
 
Dr. Jorge Gaviria Liévano  
Vicepresidente Nacional  
 
Dr. Fernando Dejanón Rodríguez  
Rector Nacional 
 




Dr. Ricardo Sopo Méndez.  
 
Dr. Floro Hermes Gómez  
Secretario General  
 
Dra. María Elizabeth García G.  
Presidente Sede Principal 
 
Dr. Luis Francisco Ramos A.  
Decano Facultad de Derecho  
 
Dr. John F. Martínez V.  
Director Centro de Investigaciones Socio-Jurídicas 
 
Dra. Nohora Pardo Posada  
Director del Instituto de Posgrados 
 
Dr. Ricardo Sánchez Ángel 
Director del Doctorado 
 
Dr. José Rory Forero Salcedo 







































Dedico éste trabajo a Dios y los Santos,  
a mi hermano Hernando Tomas Meza Mercado (In memoriam),  
quien ha sido un apoyo incondicional y permanente en la construcción de mi 
proyecto de vida y académico, durante los duros años de formación doctoral  
y de mi vida personal, agradeciéndole siempre por su dedicación, y 
reconociéndole su valor por haber entregado su vida como médico internista e 
intensivista (Jefe de UCI) al servicio de la sociedad colombiana  
en medio de la pandemia covid 19 sars cov 2 (29/08/2020).  
 
A mis padres Ana María Mercado Llanos (In memoriam) quien fallecío luchando 
arduamente contra el cáncer de mama (17/08/2017), y Hernando Meza Ortiz, 
quienes me enseñaron que por muy difícil que sea el camino, siempre existe una 
forma de avanzar, por lo que jamás se debe perder la fe y la esperanza, que 
alimentan la mente y el espíritu del hombre. 
 
A mi madre Ana María, quien me mostró un derrotero de vida a seguir,  
fundamentado en principios, valores, y las buenas costumbres; inculcándome la 
motivación y convicción que se necesita para alcanzar los objetivos de mi vida.  
 
A mi padre Hernando Enrique quien me entregó las herramientas y me enseñó a 
luchar, a construir un futuro profesional, a manejar las situaciones que pudieran 
contener mi marcha, tanto en el ámbito personal como profesional y a mantener 
una posición esperanzadora frente a la vida; pero, sobre todo, el tesón que se 





Quiero expresar mi sincero e inmenso agradecimiento a mis maestros los Doctores 
Cesar Torres Ormaza, Guillermo Arévalo Gaitán, Rodolfo Pérez, José Rory Forero, 
Gloria Gonzales de Gutiérrez y Zhejer Gutiérrez González, quienes han contribuido 
incansablemente a la consecución de esta tesis doctoral. 
 
Son ellos quienes me han apoyado, escuchado y aconsejado en mi tarea como 
operador de justicia, al igual que me han infundido la ilustración, la técnica y el tesón 
que debe tener un buen académico debe tener. 
 
Gracias a todos ellos por su apoyo incondicional, y sobre todo por depositar su voto 
de confianza en este apasionado por la responsabilidad extracontractual del Estado. 
 


















Con la presente investigación doctoral se pretende demostrar, como hipótesis, que 
el esquema actual de atribución material para los casos de omisiones 
administrativas, en la responsabilidad extracontractual del Estado y fundamentado 
en la aplicación plena de las teorías de imputación objetiva de resultados 
provenientes de la escuela funcionalista del Derecho Penal alemán (El riesgo 
permitido, El principio de confianza, La posición de garante, La acción a propio 
riesgo, La prohibición de regreso, y El fin de protección de la norma), no se ajusta a 
las pretensiones de la responsabilidad administrativa, desnaturalizando los fines 
propios de dicha institución.  
 
La jurisprudencia contencioso administrativa colombiana, a partir de la década de 
los 90´ comenzó a trasladar las teorías del Derecho Penal alemán, desarrolladas en 
un periodo entreguerras (1939-1945) con la finalidad de proponer una solución de 
tipo teórico al problema de la indeterminación causal en el juicio de responsabilidad 
de la administración frente a los actos de terrorismo cometidos por terceros y en 
cualquier tipo de eventos donde se presente “incumplimiento a los deberes de 
actuación”; debido a que las “teorías causales”, se habían tornado insuficientes para 
explicar la atribución de resultados en cabeza de un determinado sujeto, cuando la 
fuente no provenía de la esfera “ontológica” sino de la “normativa”.  
 
En ese orden de ideas y teniendo en cuenta que el problema de la indeterminación 
causal fue solucionado por la jurisdicción contencioso administrativa colombiana 
mediante el trasladado y aplicación de teorías desarrolladas para el Derecho Penal 
alemán, se tiene que este ejercicio ha generado una contaminación “teórico-
práctica”, relacionada con la forma en que se atribuye materialmente un resultado a 
la administración, por el incumplimiento en sus deberes de actuación.  
  
 
Actualmente se utiliza en forma plena una sumatoria de las teorías del 
Funcionalismo Moderado de Claus Roxin, basadas en el aumento o disminución del 
riesgo y el Funcionalismo Radical de Gunter Jakobs, sustentada en los roles 
sociales dentro del ámbito de la responsabilidad estatal para atribuir materialmente 
resultados a la administración frente a las omisiones administrativas.  
 
En tal virtud, se pretende falsear la actual visión “teórico-práctica” de la 
responsabilidad extracontractual del Estado, relacionada con la forma de atribución 
de resultados por omisión, adaptando y condicionando las teorías de imputación 
objetiva del Derecho Penal a los principios, reglas básicas y pretensiones propias 
del Derecho Administrativo y, en especial, de la responsabilidad extracontractual de 
la administración.  
 
Para tal efecto, se propondrá la sistematización de cinco sub reglas o criterios 
modificatorios para la aplicación de la teoría de imputación objetiva de resultados al 
interior de la disciplina de la responsabilidad extracontractual de la administración, 
las cuales serán las bases de lo que esta investigación estructurará como una 
tipología nueva para el Derecho Administrativo colombiano, a la cual se le ha 
denominado “La teoría del funcionalismo Estatal”, cimentada en la teoría de la 
función administrativa y del cumplimiento de ésta mediante la prestación de 
servicios públicos o “Escuela de servicios públicos, consignada en el artículo 365 
de la Constitución Política.  
 
Palabras clave: Responsabilidad extracontractual, Estado, imputación plena, 
imputación material, imputación objetiva de resultado, Estado garante, principio de 
confianza, riesgo permitido, acción a propio riesgo, fin fe protección de la norma. 
ABSTRACT 
 
With the present doctoral research is intended to demonstrate as a hypothesis that 
the current scheme of material attribution for cases of administrative omissions in 
the extracontractual liability of the State, based on the full application of the theories 
of objective imputation of results from the functionalist school of German criminal 
law (The permitted risk, The principle of trust, The position of guarantor, The action 
at own risk, The prohibition of return, and The end of protection of the rule), do not 
conform to the claims of administrative responsibility, denaturing the proper 
purposes of said institution. 
 
The Colombian administrative litigation jurisprudence from the decade of the 90 
'began to transfer the theories of the German criminal law developed in a period 
between wars (1939 - 1945), with the purpose of proposing a solution of theoretical 
type to the problem of the causal indetermination in the judgment of the responsibility 
of the administration against acts of terrorism committed by third parties, and in any 
type of events where there is a "breach of the duties of action"; because the "causal 
theories" had become insufficient to explain the attribution of results in the head of a 
given subject, when the source did not come from the "ontological" sphere but from 
the "normative" sphere. 
 
In this order of ideas, taking into account that the problem of causal indeterminacy 
was solved by the Colombian administrative contentious jurisdiction through the 
transfer and application of theories developed for German criminal law, this exercise 
has generated a "theoretical" contamination practice "related to the way in which a 
result is materially attributed to the administration due to non-compliance with its 
performance duties. 
 
Nowadays, it is used in full, a sum of the theories of Moderate Functionalism of Claus 
Roxin based on the increase or decrease of risk and the Radical Functionalism of 
Gunter Jakobs based on social roles within the scope of state responsibility to 
materially attribute results to the administration in the face of administrative 
omissions. In this virtue, it is intended to distort the current "theoretical-practical" 
view of the extracontractual responsibility of the State, related to the form of 
attribution of results by omission, adapting and conditioning the theories of objective 
imputation of criminal law to the principles, basic rules and pretensions inherent to 
administrative law, and especially the non-contractual liability of the administration. 
For this purpose, the systematization of five (5) sub-rules or modifying criteria for the 
application of the objective imputation of results theory within the discipline of the 
non-contractual responsibility of the administration will be proposed, which will be 
the bases of what This research will structure as a new typology for Colombian 
administrative law, which has been called "The theory of State Functionalism", based 
on the theory of administrative function (1, 2, and 209), and compliance with it is 
through the provision of public services or "School of public services" consigned in 
article 365 of the Political Constitution.  
 
Key words: Extracontractual liability, State, full imputation, material imputation, 
objective imputation of result, guarantor State, principle of confidence, allowed risk, 
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Esta investigación doctoral pretende demostrar que el esquema actual de atribución 
material para los casos de omisiones administrativas en la responsabilidad 
extracontractual del Estado, fundamentado en la aplicación plena de las teorías de 
imputación objetiva de resultados provenientes de la escuela funcionalista del 
Derecho Penal alemán (El riesgo permitido, El principio de confianza, La posición 
de garante, La acción a propio riesgo, La prohibición de regreso, y El fin de 
protección de la norma), no se ajustan a las pretensiones de la responsabilidad 
administrativa, desnaturalizando los fines propios de dicha institución.  
 
Es por ello que, a partir de la demostración de dicha hipótesis se buscará levantar 
los pilares fundamentales para la elaboración dogmática de una tipología nueva 
para el Derecho Administrativo colombiano, denominada La teoría del funcionalismo 
Estatal, la cual se fundamentará en la sistematización de cuatro (4) sub reglas o 
criterios modificatorios para la aplicación adecuada de la teoría de imputación 
objetiva de resultados, al interior de la disciplina de la responsabilidad 
extracontractual de la administración, precisando que dichas reglas encuentran su 
base jurídico-teórica en la función administrativa y la “Escuela de servicios públicos” 
consignada en el artículo 365 de la Constitución Política. Falseando con ello la 
actual visión teórico-práctica de la responsabilidad extracontractual del Estado, 
relacionada con la forma de atribución de resultados por omisión1.  
 
La jurisprudencia contencioso administrativa colombiana, a partir de la expedición 
de la constitución de 1991, comenzó a trasladar las teorías del Derecho Penal 
alemán desarrolladas en el periodo de la Segunda Guerra Mundial (1939-1945), con 
la finalidad de proponer una solución de tipo teórico al problema de la 
indeterminación causal en el juicio de responsabilidad de la administración frente a 
                                                          




los actos de terrorismo cometidos por terceros, así como en cualquier tipo de 
eventos donde se presente incumplimiento a los deberes de actuación, debido a 
que las teorías causales se habían vuelto insuficientes para explicar la atribución de 
resultados en cabeza de un determinado sujeto, cuando la fuente no provenía de la 
esfera ontológica sino de la normativa.  
 
Atendiendo a que el problema de la indeterminación causal fue solucionado por la 
jurisdicción contencioso administrativa colombiana mediante el traslado y aplicación 
de teorías desarrolladas para el Derecho Penal alemán, se tiene que este ejercicio 
ha generado una contaminación teórico - práctica, relacionada con la forma en que 
se atribuye materialmente un resultado a la administración por el incumplimiento en 
sus deberes de actuación, pues actualmente se utiliza en forma plena una sumatoria 
de las teorías del Funcionalismo Moderado de Claus Roxin, basadas en el aumento 
o disminución del riesgo “Los criterios de disminución de riesgo, creación o no 
creación de un riesgo jurídicamente relevante, aumento o falta de aumento del 
riesgo permitido, la esfera de protección de la norma”2 y el Funcionalismo Radical 
de Gunter Jakobs, sustentada en los roles sociales “El riesgo permitido, principio de 
confianza, prohibición de regreso, competencia de la víctima"3 dentro del ámbito de 
la responsabilidad estatal para atribuir materialmente resultados a la administración 
frente a las omisiones administrativas.  
 
Esa contaminación que padece el Derecho Administrativo Colombiano ha sido 
generada por la aplicación de teorías desarrolladas sobre la base del principio de 
justicia retributiva (Derecho Punitivo) en la disciplina de la responsabilidad 
extracontractual, cuyo fundamento es el principio de justicia correctivo, razón por la 
cual los operadores judiciales, al momento de realizar la atribución material por 
incumplimiento de deberes de actuación de la administración, se encuentran 
                                                          
2 ROXIN, Claus. Zitschrift für die gesamte Strafreschtswissenschaft (ZStW), 1974; ambos trabajos 
en ROXIN, Claus. Problemas Básicos del Derecho Penal. Madrid: Ed. Reus, 1976. 
3 JAKOBS, Günther. La imputación objetiva en Derecho Penal. Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 1994. pp. 24 y ss. 
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generando interpretaciones contradictorias que conllevan a una gran inseguridad 
jurídica dentro de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, producto de la 
aplicación indiscriminada de teorías elaboradas por el Derecho Penal hace más de 
siete (7) décadas, para atribuir resultados en los delitos de comisión por omisión.  
 
Máxime si se tiene en cuenta que, la finalidad de la: teoría de imputación objetiva 
de resultado es atribuir y/o limitar la atribución de un resultado al autor de una 
conducta punible o delito en cuanto a persona; y no el de asignar el resultado de 
una conducta al causante de un ilícito civil o cuasidelito en cuanto a institución 
pública4.  
 
En relación con el planteamiento del problema es menester precisar que, al 
interior de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se comenzó a utilizar 
indiscriminadamente en el juicio de responsabilidad extracontractual del Estado, 
derivado de los actos de terrorismo cometidos por terceros, las teorías de 
imputación objetiva de resultado emanadas de la escuela funcionalista del Derecho 
Penal alemán, como una respuesta a la problemática de atribución de resultados en 
relación con las omisiones a partir del año de 1991, con la consolidación del modelo 
de Estado Social y Democrático de Derecho; sin embargo ni en el desarrollo de la 
línea jurisprudencial, ni en la doctrina relacionada con el tema, militan las 
justificaciones ni la forma a través de las cuales el juez de lo contencioso 
administrativo, traslada las teorías explicativas de la atribución de resultados de la 
responsabilidad penal a la responsabilidad extracontractual del Estado. 
 
En ese orden de ideas, el cuestionamiento esencial se concreta en determinar si la 
teoría de la imputación objetiva de resultado proveniente de la escuela funcionalista 
del Derecho Penal alemán se ajusta de manera idónea a los parámetros que señala 
el artículo 1494 del Código Civil, como fuente de las obligaciones dentro del 
                                                          




ordenamiento jurídico colombiano y específicamente al artículo 90 constitucional, 
como fundamento de la responsabilidad extracontractual del Estado; o si, por el 
contrario, atendiendo a que las pretensiones de la responsabilidad penal son muy 
distintas a las de la responsabilidad extracontractual del Estado (Ley 599, 2000; Art. 
9), la implementación plena de esta teoría podría desfigurar la finalidad del sistema 
de responsabilidad de la administración, de no aplicarse filtros a la misma.  
 
En tal virtud, se parte de la pregunta problema de investigación, que surge de la 
problemática expuestas: ¿Cómo debe efectuarse el traslado de los principios y 
teorías de la imputación objetiva de resultados del Derecho Penal a los juicios de 
responsabilidad extracontractual del Estado en general, y de que manera ha sido 
analizada la responsabilidad por el acto de terrorismo en la jurisdicción?  
 
El objetivo general de la presente investigación es establecer la compatibilidad de 
instituciones propias del Derecho Penal alemán (escuela funcionalista) con el 
Derecho Administrativo colombiano, específicamente en la responsabilidad 
extracontractual del Estado por actos de terrorismo.  
 
Para tal efecto, como objetivos específicos encaminados a desarrollar el objeto 
central de la presente investigación: i) Se determinan los fundamentos filosóficos y 
teóricos sobre los cuales se erige la responsabilidad extracontractual, en forma 
general y en particular la del Estado colombiano; ii) Se elabora una reconstrucción 
histórica de la interpretación o comprensión de la imputación material al interior del 
juicio de responsabilidad extracontractual del Estado, sintetizando los elementos 
estructurales del sistema de responsabilidad civil y penal:  
 
iii) Se establece la noción de actos de terrorismo, así como los fundamentos y 
principios de justicia que concurren en el juicio de responsabilidad extracontractual 
del Estado para que surja el deber de reparar y, finalmente, iv) Se resuelve la 
problemática asociada a la forma de realizar el traslado de las teorías de imputación 
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objetiva de resultados del Derecho Penal, al juicio de responsabilidad 
extracontractual del Estado por actos de terrorismo; en razón de lo anterior, se 
propone y justifica la aplicación de la teoría del funcionalismo estatal al interior de la 
escuela de prestación de servicios públicos del Derecho Administrativo colombiano, 
a efectos de sistematizar el uso de la imputación objetiva de resultados en la 
responsabilidad administrativa por actos de terrorismo, según los artículos 1498, 
2341 del Código Civil, y de la (Constitución Política, 1991; arts.1, 2, 209 y 365).  
 
A su turno, la hipótesis de trabajo de la presente tesis doctoral se sintetiza bajo el 
argumento de que: 
 
En la disciplina de la responsabilidad extracontractual no es posible que lo único 
que importe al momento de la atribución material sea la comprobación del nexo 
causal en sí mismo, sino que hay que discutir la explicación de factores que 
corresponden a las exigencias del orden jurídico; A partir de ello se advierten dos 
(2) posiciones muy bien definidas y sustentadas en relación con el proceso de 
corrección de la crisis del dogma causal5. 
 
Al interior de la jurisdicción de lo contencioso administrativo:  
 
i) La primera es la aplicación en forma plena de la teoría de la imputación objetiva 
de resultados, proveniente de la escuela funcionalista del Derecho Penal alemán, 
como forma de atribución material para los casos de omisiones administrativas, 
como criterio actual en la jurisdicción contencioso administrativa, bajo el entendido 
de que la responsabilidad es una sola disciplina; sin embargo, ésta se divide en 
diferentes taxonomías, como son la responsabilidad civil, administrativa, penal, 
disciplinaria, fiscal, entre otras, De ello deviene que la responsabilidad tiene unos 
                                                          
5 HONIG, Richard. Kausalität und objektive Zurechnung. Festgabe für Reinhard Von Frank zum 70. 
Geburstag 16. August 1930, t. 1. p.174-201. En: Política Criminal: Revista Electrónica Semestral de 
Políticas Públicas en Materias Penales. [En línea] Disponible en: < http://bit.ly/2NixFnh > 
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elementos comunes y transversales en todas sus categorías, como lo son la 
existencia de un daño y la atribución del mismo6.  
 
En consecuencia, ante la ausencia de elementos de atribución material propios en 
el juicio de responsabilidad extracontractual del Estado frente a las omisiones de la 
administración para la década de los 90´, el juez de lo contencioso administrativo 
perfectamente podía y puede aplicar las teorías de imputación objetiva -entendidas 
por el Consejo de Estado- como: 
 
“i) El riesgo permitido, ii) El principio de confianza, iii) La posición de garante, iv) La 
acción a propio riesgo, v) La prohibición de regreso y, vi), El fin de protección de la 
norma7” en el juicio de responsabilidad de la administración frente a los actos de 
terrorismo cometidos por terceros y en cualquier tipo de eventos donde se presente 
incumplimiento a los deberes de actuación como una solución al problema de la 
insuficiencia de las teorías causales para la atribución de resultados en cabeza de 
un determinado sujeto, cuando la fuente de la imputación no deviene de la esfera 
ontológica sino de la normativa; Este enfoque de la responsabilidad constituye la 
visión actual y generalizada de la jurisdicción de lo contencioso administrativo para 
la atribución material de resultados. 
 
ii) La segunda es la aplicación condicionada de la teoría de imputación objetiva de 
resultados para los casos de omisiones administrativas, bajo el entendido de que si 
bien al interior de la jurisdicción de lo contencioso administrativo no existen teorías 
propias encaminadas a controlar o corregir la problemática de la crisis del dogma 
                                                          
6 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 19.385. (9 
de junio de 2010) Sección Tercera; Sentencia Expediente 9955. (28 de noviembre de 1994). Sección 
Tercera; Sentencia Expediente 9276. (19 de agosto de 1994). Sección Tercera; Sentencia 
Expediente 11798. (2 de diciembre de 1996) Sección Tercera; Sentencia Expediente 11781. (25 de 
septiembre 1997) Sección Tercera.  
7 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia SU-1184. (13 de noviembre de 2001) [M.P. 
Eduardo Montealegre Lynett]; Sentencia T-980. (23 de octubre de 2003) [M.P. Eduardo Montealegre 
Lynett]; Sentencia Expediente 19.385, 2010. Op. cit. 
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causal, una solución plausible a este proceso es el uso de las teorías provenientes 
del Derecho Penal.  
 
Según las valoraciones efectuadas a los marcos jurídicos, teóricos y estado del arte, 
se estima que una posible respuesta al problema jurídico consiste en la utilización 
de la segunda posición, en el sentido de que la aplicación de la teoría de imputación 
objetiva de resultado de manera condicionada a las pretensiones propias de la 
responsabilidad extracontractual se erige como una fórmula de corrección más 
adecuada para responder a la crisis del dogma causal al interior del juicio de 
responsabilidad extracontractual del Estado que la aplicación plena de la misma sin 
ningún tipo de salvedad. Razón por la cual, la hipótesis que se defiende en la 
presente investigación es la segunda posición. 
 
Para arribar a la anterior elección, es menester apelar al Filósofo del Derecho Karl 
Raimund Popper, quien propuso a inicios del siglo XX la teoría del falsacionismo, la 
cual hace referencia a que, en la lógica de la investigación científica, el conocimiento 
científico no avanza confirmando nuevas leyes, sino descartando leyes que 
contradicen la experiencia. “El criterio de demarcación puede definirse como la 
susceptibilidad de una proposición de ser refutada o falsada. Sólo se admitirán como 
proposiciones científicas aquellas para las que sea conceptualmente posible un 
experimento o una observación que las contradiga”.  
 
En tal sentido, se ha de traer a colación el siguiente aparte de su obra: “Aunque no 
podamos justificar racionalmente nuestras teorías, y ni siquiera probar que son 
probables, podemos criticarlas de forma racional y objetiva, buscando y eliminando 
errores al servicio de la verdad, distinguiendo así entre teorías mejores y peores8”. 
 
                                                          
8 POPPER, Karl R. Op. cit. 
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Así pues, la falsación ocurre cuando la comunidad científica se pone de acuerdo en 
que una teoría correspondería a una moda9 más o menos pasajera. Es decir, la 
ciencia progresa a través de la superación de obstáculos epistemológicos, "en 
contra de conocimiento anterior, destruyendo conocimientos mal adquiridos o 
superando aquello que, en el espíritu mismo, obstaculiza la espiritualización10", de 
tal manera que la ciencia no puede producir verdad, lo que debe hacer es buscar 
mejores maneras de preguntar11, pues todo lo cognoscible por los sentidos detenta 
un gado de falseabilidad.  
 
De conformidad con lo anterior se considera que, a efectos de generar nuevo 
conocimiento al interior de la comunidad científico - jurídica, es de gran relevancia 
contrastar la teoría dominante al interior de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo relativa a la aplicación plena de la imputación objetiva de resultados 
en la responsabilidad extracontractual del Estado, con la adecuación de dicha 
fórmula a las pretensiones propias de la responsabilidad extracontractual del 
Estado. 
 
Para tal efecto, se estima pertinente establecer las particularidades temidas en 
cuenta a mediados del siglo XX en el Derecho Penal alemán para desarrollar la 
teoría de la imputación objetiva de resultados, así como las necesidades propias de 
la responsabilidad extracontractual del Estado colombiano que conllevaron a la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo a la aplicación de la misma.  
 
                                                          
9 CARTWRIGHT, Nancy. How the Laws of Physics Lie. Oxford. Oxford University Press, 1983. 
10 BACHELARD, Gasston. La formation de l'esprit scientifique (1934) [En línea] Disponible en: 
<http://bit.ly/2MV1RFS>. "Independientemente de lo que uno podría asumir, en la vida de la ciencia 
los problemas no surgen por sí mismos; Es precisamente esta sensación de problema la marca del 
auténtico espíritu científico; Para un espíritu científico, todo conocimiento es la respuesta a una 
pregunta. Si no tenemos una pregunta, no podemos tener conocimiento científico; Nada procede de 
sí mismo, Nada es dado, Todo es construido" 
11 POPPER, Karl R. Op. cit. 
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En ese orden, se abordará el estudio del Derecho Penal con la obra del profesor 
Claus Roxin Derecho Penal Parte General - Fundamentos y Estructura de la Teoría 
del Delito, partiendo de la estructura clásica del delito hasta la concepción 
contemporánea del delito, hasta llegar a la obra del profesor Gunther Jakobs 
Derecho Penal: Parte General, Fundamentos y teoría de la imputación, y frente al 
Derecho Administrativo se partirá del estudio del Fallo Blanco y sus consecuencias 
en el mundo del Derecho, pasando por las escuelas de Poder de Policía12 y Servicio 
Público13.  
 
Por este motivo, se proponen unos condicionamientos o reglas que permiten filtrar 
los aspectos de la teoría de imputación objetiva de resultados que no se adecúen a 
los fines del sistema de reparación de daños administrativos, máxime si se tiene en 
cuenta que este tipo de teorías fueron desarrolladas en Alemania durante la 
Segunda Guerra Mundial (1939-1945), obedeciendo a unas circunstancias de orden 
político y social distinto a las del sitio de recepción de estas teorías (Colombia).14 
En ese orden de ideas, se proponen los siguientes:  
 
i) Delimitar teóricamente el uso del Funcionalismo Moderado y el Funcionalismo 
Radical por parte de los operadores judiciales al momento de atribuir materialmente 
resultados por omisión, en las acciones de reparación directa; ii) Excluir el uso de la 
“acción a propio riesgo, prohibición de regreso, y fin de protección de la norma en 
la jurisdicción contenciosa, debido a su incompatibilidad con las pretensiones de la 
responsabilidad administrativa”; iii) La aplicación residual del riesgo permitido, 
principio de confianza, y posición de garante, en razón a que las mismas tienen 
aplicación frente a la atribución de resultados en cuanto institución; iv) La utilización 
de los criterios de riesgo permitido, principio de confianza, y posición de garante, 
                                                          
12 PAREJO ALFONSO, Luciano. Lecciones de Derecho Administrativo. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2011. p. 49.  
13 PAREJO ALFONSO, Luciano. El concepto del Derecho administrativo. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2009. p. 92.  
14 LÓPEZ MEDINA, Diego. Teoría impura del Derecho: La Trasformación de la Cultura Jurídica 
Latinoamericana. Bogotá: Editorial Legis, 2004.  
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condicionados a la función administrativa (Constitución Política, 1991; arts.1, 2, y 
209) y la prestación de servicios públicos consignada en la (Constitución Política, 
1991; art. 365) La organización sistemática - temporal de los criterios de atribución 
material en el juicio de responsabilidad administrativo, atendiendo a la dogmática 
jurídica penal y administrativa.  
  
La sistematización de estas reglas estructura la base de una tipología nueva para 
el Derecho Administrativo colombiano, denominada La teoría del funcionalismo 
Estatal, la cual se desprendería de la escuela de prestación de servicios públicos 
que tiene plena vigencia en el ordenamiento jurídico nacional (Constitución Política, 
1991; art. 365), y que constituye una manera de despenalizar la disciplina de la 
responsabilidad extracontractual del Estado, filtrando las teorías de imputación 
objetiva de resultado a través de las reglas de la función administrativa (Constitución 
Política, 1991; arts.1, 2, y 209) pues, se reitera, los daños cometidos por la 
administración se realizan en el desarrollo de la prestación un servicio público como 
herramienta para materializar el cumplimiento de la función administrativa que 
ordena la constitución15.  
 
Se precisa que la presente investigación se encuentra delimitada teóricamente 
por las teorías emanadas del Derecho Penal y Administrativo que han servido como 
fundamento para solucionar el problema de la indeterminación causal frente al 
incumplimiento en los deberes de actuación de la administración pública en los 
eventos en que se presentan actos de terrorismo cometidos por terceros; así mismo, 
la delimitación temporal enuncia que los periodos en los que se efectuara la 
búsqueda y recolección de datos, sobre los cuales se edifica este trabajo, están 
comprendidos entre los años 1991 y 2018, evidenciando que la delimitación 
territorial se circunscribe a los casos puntuales de conflictos de interpretaciones 
relacionadas con el uso de las teorías de imputación objetiva de resultados en el 
                                                          
15 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. Bogotá: Editorial 
Universidad Externado de Colombia, 2003. p.23.  
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Derecho Administrativo por parte de los operadores jurídicos en los Tribunales 
Contencioso Administrativos del Atlántico y Consejo de Estado.  
 
En torno a la justificación de la presente investigación, es del caso realizar las 
siguientes precisiones: a partir de la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, 
específicamente de su artículo 90, el cual incorpora por primera vez en el 
ordenamiento jurídico positivo la “cláusula general de responsabilidad patrimonial 
del Estado16”, teniendo como fundamento la determinación de: i) Un daño 
antijurídico causado a un administrado17 y ii), Imputación del mismo a la 
administración pública desde el plano fáctico y jurídico, a lo que la doctrina le 
denomina la imputación plena18.  
 
En relación, los daños ocasionados a los administrados por los actos terroristas 
generados por terceros, en un estadio histórico de la jurisprudencia administrativa 
se presentó una polémica en cuanto a la existencia o no de la responsabilidad del 
Estado y los títulos de imputación endilgables a la administración por parte de los 
operadores judiciales, dada la complejidad del conflicto armado en Colombia. Sin 
embargo, en la actualidad tanto la doctrina como la jurisprudencia del H. Consejo 
de Estado, al avanzar en la búsqueda de un responsable por dichos actos, han 
mantenido la posibilidad de declarar la responsabilidad patrimonial del Estado, tanto 
desde el territorio de la causalidad como de la imputación.  
 
                                                          
16 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-864 (7 de septiembre de 2004) [M.P. 
Jaime Araújo Rentería]; Sentencia C-037 de (28 de enero de 2003) [M.P. Alvaro Tafur Galvis] 
17 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-254 (25 de marzo de 2003) [M.P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra] […] “antijuridicidad del perjuicio no depende de la licitud o ilicitud de la 
conducta desplegada por la Administración sino de la no soportabilidad del daño por parte de la 
víctima; De otra lado, la concepción del daño antijurídico a partir de la consideración de que quien lo 
sufre no está obligado a soportarlo constituye otra forma de plantear el principio constitucional según 
el cual, la igualdad frente a las cargas públicas es sustento de la actividad de la administración 
pública” 
18 Ibid. “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de imputabilidad; De 
conformidad con éste, la indemnización del daño antijurídico le corresponde al estado cuando exista 
título jurídico de atribución, es decir, cuando de la voluntad del constituyente o del legislador pueda 




En ese orden, la presente tesis doctoral se centra sobre la problemática que le asiste 
al operador judicial en el juicio de responsabilidad administrativa por actos de 
terrorismo, al momento de determinar la forma idónea de la atribución material del 
resultado19 frente a la indeterminación causal.20 
 
En consideración, se tiene que desde mil novecientos cincuenta y ocho (1958) 
autores como el civilista Karl Larezn21 han venido exteriorizando las teorías de 
imputación objetiva de resultado en contraposición a las teorías causalistas 
pregonadas por autores como Boffi Boggero22, bajo el entendido que la primera 
opera en el plano del nomos -Derecho- de conformidad con deberes de protección 
asignados por el ordenamiento jurídico a un sujeto determinado y, la segunda, 
desde el territorio de la physis -hechos de la naturaleza-, las cuales vienen a tomar 
un papel de suma importancia en el proceso de atribución fáctica en el juicio de 
responsabilidad del Estado23. 
 
Se estima aquí necesario definir quiénes son los terceros que pueden cometer actos 
de terrorismo y las razones por las cuales se han formado grupos armados al 
margen de la ley dedicados a realizar estos actos, tales como: a) Guerrillas, b) 
Paramilitares, c) Grupos disidentes que forman su propia estructura criminal, d) 
Bandas criminales, y, e) Grupos de delincuencia común.  
 
                                                          
19 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-619 (8 de agosto de 2002) [M.P. Jaime 
Córdoba Triviño]; […] “Bajo el actual orden institucional, la cláusula de responsabilidad patrimonial 
del Estado emerge directamente de la Constitución Política, al consagrar en su artículo 90 que: El 
Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados 
por la acción o la omisión de las autoridades públicas; Con fundamento en este postulado de 
principio, el instituto resarcitorio se configura siempre y cuando: i) ocurra un daño antijurídico lesión, 
ii) éste sea imputable a la acción u omisión de un ente público y iii) exista una relación de causalidad 
entre el daño y la acción u omisión del ente público” […] 
20 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Bogotá: Temis, 2011. 5ª. 
Ed. p. 22. 
21 LARENZ, Karl. Derecho de obligaciones. Madrid: Editorial, Revista de Derecho Privado, 1958. 
Tomo I. p. 200. 
22 PALUDI, Osvaldo. La relación de causalidad en la responsabilidad civil por el hecho propio. Buenos 
Aires: Astrea, 1976. 
23 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit. 
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Lo anterior, a efectos de construir las bases jurídicas para determinar si la aplicación 
plena de la teoría de la imputación objetiva de resultado se ajusta de manera idónea 
a los parámetros de la responsabilidad administrativa (artículo 90 constitucional) o 
si por el contrario, atendiendo a que las pretensiones de la responsabilidad penal 
(Ley 599, 2000; Art. 9) son distintas a las de la responsabilidad extracontractual, la 
implementación pura de esta teoría podría desfigurar la finalidad del sistema de 
responsabilidad de la Nación a la luz de los artículos 1494 y 2341 del Código Civil.  
 
La estrategia metodológica implementada en la presente investigación consta de 
distintos criterios metodológicos, cuyo propósito general es establecer la 
compatibilidad en el uso de instituciones propias del Derecho Penal alemán (escuela 
funcionalista) en el Derecho Administrativo colombiano, específicamente en la 
responsabilidad extracontractual del Estado por actos de terrorismo.  
 
“Es una investigación básica jurídica-documental24, consistente en un proceso 
de búsqueda, recuperación, análisis, crítica e interpretación de datos 
secundarios, es decir, los obtenidos y registrados por otros investigadores en 
fuentes documentales, impresas, audiovisuales o electrónicas; Como en toda 
investigación, el propósito de este diseño es el aporte de nuevos conocimientos 
y falsear los existentes25”. 
 
El método a utilizar en la investigación, es el método cualitativo26, donde se 
recopila información de las categorías de investigación en profundidad, con la 
                                                          
24 SÁNCHEZ HUETE, Juan Carlos. Métodos de investigación educativa. Sevilla: Punto Rojo Libros, 
2014. p. 58 
25 ARIAS ODÓN, Fidias Gerardo. El proyecto de investigación. Introducción a la metodología 
científica. Caracas: Episteme, 2012. p. 27. 
26 ÁLVAREZ, Juan Luis y JURGENSON, Gayou. Cómo hacer investigación cualitativa: fundamentos 
y metodología. Madrid: Paidós, 2003. p.93. “La investigación cualitativa es inductiva. Los 
investigadores desarrollan conceptos e intelecciones, partiendo de los datos y no recogiendo datos 
para evaluar modelos, hipótesis, o teorías preconcebidos; En la metodología cualitativa el 
investigador ve al escenario y a las personas en una perspectiva holística; Las personas, los 
escenarios o los grupos no son reducidos a variables sino considerados como un todo; El 
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finalidad de comprender los hechos, las razones y los acontecimientos que rodean 
el problema, abarcando el estudio, uso y recolección de una variedad de materiales 
empíricos, textos observacionales, históricos, interaccionales y visuales27. 
 
La técnica de recolección de datos se selecciona en virtud del tipo y diseño de la 
investigación; se considera la técnica de observación como la más común en una 
investigación, puesto que la observación sugiere, motiva los problemas y conduce 
a la necesidad de la sistematización de información. La observación indirecta es 
definida como la observación hecha por el investigador de los datos tomados de 
otros, ya sea de testimonios orales o escritos28.  
 
La observación indirecta se entiende como observación documental, que es 
conceptualizada como la observación directa de documentos; en ella se detecta, 
obtiene, consulta, extrae, recopila y selecciona la información o datos necesarios 
para el estudio o investigación de fuentes escritas. La presente investigación cuenta 
con un tipo de investigación analítica y diseño bibliográfico, por ende, las técnicas 
de recolección a utilizar en el desarrollo de la presente investigación son la de fichaje 
y observación documental indirecta29. Se aplican instrumentos de recolección de 
información, como las fichas de trabajo o fichaje, que recogen la información 
bibliográfica, es decir, aquellas que se recolecta de libros, revistas, periódicos y 
demás documentos30.   
                                                          
investigador cualitativo estudia a las personas en el contexto de su pasado y las situaciones en las 
que se encuentran” 
27 LEÓN, Ivan Hurtado y TORRE GARRIDO, Josegina. Paradigmas y Métodos de Investigación en 
Tiempos de Cambios, 2007 [En linea] Disponible en: <http://bit.ly/2pVhRiq> “En el concepto de 
Mason la particular solidez de la investigación cualitativa yace en el conocimiento que proporciona 
acerca de la dinámica de los procesos sociales, del cambio y del contexto social y en su habilidad 
para contestar, en esos dominios, a las preguntas ¿Cómo? y ¿Por qué? Sin embargo, los distintos 
enfoques cualitativos tienen sus propias reglas y sus propios procedimientos analíticos y explicativos” 
28 TAMAYO y TAMAYO, Mario. El proceso de la investigación científica. México: Limusa, 2004. p. 
67.  
29 MÉNDEZ ÁLVAREZ, Carlos Eduardo. Metodología: diseño y desarrollo del proceso de 
investigación con énfasis en ciencias empresariales. México: Limusa, 2006. p. 228. 












FUNDAMENTOS FILOSÓFICOS DE LA RESPONSABILIDAD 




1. LAS TEORÍAS MORALES DE JUSTICIA DESDE LA TEORÍA DEL DERECHO  
 
En este primer capítulo se exponen de manera muy sucinta los fundamentos 
generales de la responsabilidad extracontractual, para lo cual se partirá de una 
visión clásica de lo que es la responsabilidad en el derecho, pues, pese a ser la 
responsabilidad administrativa el objeto de la presente obra, existe una gran 
incidencia y comunicación entre los principios que gobiernan la responsabilidad en 
el Derecho Privado y que tuvieron un impacto fuerte en el campo del Derecho 
Público.  
 
En ese orden de ideas, es del caso examinar los fundamentos filosóficos sobre los 
cuales se edifica la institución de la responsabilidad extracontractual, la cual 
podríamos mirar como un concepto jurídico fundamental en el marco propio de la 
Teoría General del Derecho, y vincular de manera sistemática la noción de 
responsabilidad con otras nociones o categorías jurídicas, toda vez que la 
responsabilidad como genero va a permitir o posibilitar la articulación de múltiples 
especies, tales como la responsabilidad civil, administrativa y penal, entre otras 
(fiscal - disciplinaria). 
 
Sea lo primero aclarar que, en relación con el estudio de la responsabilidad 
extracontractual existen dos aproximaciones principales: i) Por una parte está el 
análisis económico del Derecho, cuya principal tesis es que la responsabilidad 
extracontractual es un mecanismo de minimización de costos sociales producidos 
por los accidentes; y ii) Las teorías morales o teorías basadas en la justicia, las 
cuales estudian la responsabilidad extracontractual como la ejemplificación de 
determinados principios morales o requisitos de justicia31.  
                                                          
31 BERNAL PULIDO, Carlos; ZAMORA FABRA Jorge y HONORÉ Anthony. La filosofía de la 
responsabilidad civil, Estudios sobre los fundamentos filosófico-jurídicos de la responsabilidad civil 
extracontractual. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013, p. 23-58 “Introducción, El 
objetivo este escrito es presentar el estado del arte de la filosofía la responsabilidad extracontractual. 




Es de anotar que el Derecho Continental detenta una visión de la responsabilidad 
extracontractual basada exclusivamente en las teorías “morales o de justicia”, por 
lo que será esta visión la que se desarrollará en el presente trabajo de investigación.  
 
1.1. ANÁLISIS ECONÓMICO DE LA RESPONSABILIDAD 
EXTRACONTRACTUAL  
  
Se considera pertinente realizar algunas precisiones sobre la responsabilidad 
basada en el análisis económico del Derecho antes de descender al tema central 
de estudio, para lo cual se trae a colación el texto “La filosofía de la responsabilidad 
civil, Estudios sobre los fundamentos filosófico – jurídicos de la responsabilidad civil 
extracontractual32” escrito por los maestros Jorge Fabra Zamora, Carlos Bernal 
Pulido y Anthony Honoré.  
 
El análisis económico de la responsabilidad extracontractual. Tradicionalmente se 
ha dicho que el análisis económico del derecho es la “aplicación de las teorías y 
métodos de la economía a las instituciones centrales del sistema jurídico”33. Sin 
embargo, creo que el análisis económico del derecho es mucho más que eso, y que, 
en realidad, lleva implícito una concepción ética. Por ello no me centraré en exponer 
                                                          
mitad del siglo XX. Dado que el presente libro es la introducción de esta filosofía del derecho especial 
en Iberoamérica, espero que esta presentación descriptiva y taxonómica sirva como mapa para los 
interesados en esta materia. Existen dos aproximaciones principales al problema de la 
responsabilidad extracontractual, con diferentes pretensiones teóricas (sección I); Por una parte está 
el análisis económico del derecho, cuya principal tesis es que la responsabilidad extracontractual es 
un mecanismo de minimización de costos sociales producidos por los accidentes (sección II); Las 
teorías morales o teorías basadas en la justicia, por otra parte, estudian la responsabilidad 
extracontractual como la ejemplificación determinados principios morales o requisitos de justicia. De 
todas las teorías morales, la más antigua importante es la teoría de la justicia correctiva (sección III); 
aunque un conjunto de teorías alternativas a la de la justicia correctiva han ganado notable 
importancia recientemente (sección IV)”  
32 Ibid; WENDELL HOLMES, Oliver Jr. La teoría de los daños=The Theory of Torts. En: Harvard Law 
Review, (44), 1931. p. 773-785. BALLESTEROS SANTOS, Jorge. Instituciones de responsabilidad 
civil. Bogotá: Universidad Javeriana, 2006, Tomo III. p.18. 
33 POSNER, Richard A. El enfoque económico del Derecho = The Economic Approach to Law. En: 
Texas Law Review (53), 1975. p. 575.  
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los aspectos técnicos de esta teoría, i, e., al modo como ha utilizado la técnica 
microeconómica en el estudio de los conceptos, instituciones y procedimientos 
jurídicos34; mi énfasis será desentrañar esta concepción filosófica que el análisis 
económico del derecho defiende y la forma en que ella ilumina la responsabilidad 
extracontractual35.  
 
Una mirada general al análisis económico del derecho: “El análisis económico ve 
al derecho como un conjunto racional, coherente y determinado que se explica 
por el principio de eficiencia; Como los recursos sociales son escasos, el 
imperativo de eficacia ordena obtener el mayor beneficio o rendimiento de estos 
recursos36”.  
                                                          
34 Sobre el análisis económico, de forma general, véase: POLINSKY, Mitchell. Una introducción al 
derecho y la economía = An Introduction to Law and Economics. 3ª Ed. Nueva York: Aspen, 2003; 
POSNER, Richard A. Análisis económico del Derecho = Economic Analysis of Law. En: Texas Law 
Review, 1992. p. 1-50; SHAVELL Steven. Fundamentos del análisis económico del Derecho = 
Foundations of economic Analysis of Law. Cambridge: Harvad University Press, 2004; AVERY 
WIENER Katz (ed.). Fundamentos del enfoque económico del Derecho = Foundations of the 
Economic Aproach to Law. Nueva York, Oxford, 1998; LEWIS, Kornhauser. Análisis económico del 
Derecho = Economic Analysis of Law. [En linea] Disponible en: <https://stanford.io/2pk6T60> 
BULLARD, Alfredo. Derecho y Economia: El análisis económico de las instituciones legales. Lima: 
Palestra, 2003; SPECTOR, Horacio. Elementos de análisis económico del Derecho. Buenos Aires 
Rubinzal, 2004; ROEMER, Andrés. Introducción al análisis económico del Derecho. México: Instituto 
Tecnológico Autónomo de México, 1994; GUESTRIN, Andrés. Fundamentos para un nuevo análisis 
económico del Derecho. Buenos Aires: Ábaco, 2004; MÁRQUEZ, Carlos Pablo, Anotaciones sobre 
análisis económico del Derecho. Bogotá: Javegraf, 2005.  
35 En particular, para una visión general del análisis económico de la responsabilidad 
extracontractual, véase ACCIARRI, Hugo A. El análisis extracontractual del derecho de daños”, y 
SHAVEL Steven, “Responsabilidad extracontractual por accidentes en el análisis económico del 
Derecho. ACCIARRI, Hugo A. Elementos de análisis económico del derecho de daños. En: University 
of California at Berkeley Law and Economics Center, 2008; PAPAYANNIS Diego Martin. 
Fundamentos económicos de la responsabilidad extracontractual. Buenos Aires: Ad Hoc, 2009, y El 
enfoque económico del derecho de daños. En: Doxa. (32) 2009, p. 450-496.  
36 “El análisis económico del Derecho recurre a la técnica económica para entender cuando una 
acción es eficiente; El primer desarrollo fue el concepto eficiencia en el sentido de PARETO (u óptimo 
de PARETO): según su introductor, VILFREDO PARETO, una situación A eso periodo una situación 
B cuando el paso de A a B supone una mejora para los miembros de la sociedad o una mejora para 
algunos, sin que los demás resulten perjudicados. Se considera eficiente, entonces, aquella situación 
en la cual no es posible beneficiar a mas individuos en un sistema sin perjudicar a otros; Como este 
criterio paretiano es demasiado exigente, los profesores KALDOR y HICKS separadamente 
sostuvieron un criterio más simple” En la fórmula eficiencia KALDOR - HICKS, un resultado se 
considera más eficiente cuando puede ser alcanzado por una compensación suficiente, es decir, el 
resultado tenido bajo el óptimo de Pareto puede ser alcanzado por la sociedad si los que se 
benefician compensan a los que se perjudican de modo que no quedara peor que antes” KALDOR, 




La eficacia es el criterio que legítima las doctrinas, las instituciones y los 
procedimientos jurídicos además de guiar la promoción de reformas, ellos para que 
sean eficientes.37 De este modo, el análisis económico del derecho es: 
 
”Una teoría instrumental tanto en su sentido de explicación como en la 
justificación del derecho que gira alrededor de la ciencia: todo el discurso jurídico, 
en los niveles de creación legislativa y aplicación ejecutivo y judicial por los 
funcionarios, y en el cumplimiento de las reglas por los ciudadanos, se explica y 
se justifica según este objetivo de aprovechamiento eficiente de los recursos; La 
lógica del derecho, dice enfáticamente Posner, es la economía38”. 
 
Según el profesor Bernal Pulido, esta caracterización general se extiende a la 
responsabilidad contractual, que es vista como:  
 
“Mecanismo particular para cumplir este objetivo social; Si la economía en 
general es la administración de los recursos con criterios racionales en búsqueda 
de su maximización, entonces la responsabilidad extracontractual, entendida en 
términos económicos, también maximiza la riqueza social, En tal virtud señala: 
Pero esta búsqueda de la eficiencia en el derecho de daños se hace de una forma 
negativa: minimizando los costos de los accidentes, y el costo de evitarlos, Éste 
es el gran punto de acuerdo de los teóricos del análisis económico quienes 
sostienen que mediante la minimización de los recursos sociales que se utilizan 
en el pago de compensaciones se optimiza el aprovechamiento estos recursos y 
así se incrementa la felicidad colectiva y el bienestar general; Para lograr este 
cometido, en términos generales, se busca disuadir a los actores particulares de 
                                                          
Welfare Propositions in Economics and Interpersonal Comparisons of Utility. En: Economic Journal, 
(49) 1993. p. 549-552.  
37 POSNER, Richard A. Análisis económico del Derecho = Economic Analysis of Law. Op. cit. p. 7-8.  
38 POSNER, Richard A. El Enfoque Económico a la Ley de Agravios = The Economic Approach to 
Tort Law. En: Texas Review (57), 1975. p. 764. 
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que no generen actividades que causan accidentes y se promueven incentivos 
para que los particulares tomen precauciones y tenga en cuenta los costos que 
se imponen a otros39”. 
 
Esta visión particular se traduce en una premisa epistémica del análisis económico 
del derecho, cuyo origen puede rastrearse en la propuesta de Ronald Coase.40 El 
elemento estelar de su concepción, sin embargo, es la evitación de costos. Como 
es imposible evitar la ocurrencia de accidentes en la sociedad imperfecta en la que 
vivimos, debemos entonces “minimizar la suma de los accidentes y los costos de 
prevenirlos”41  
 
“El costo de los accidentes es el resultado de tres variables, a saber: costos 
primarios, costos secundarios y costos terciarios, que deben ser minimizadas. En 
términos generales, la reducción de costos primarios se refiere a la reducción del 
número y la severidad de los accidentes que generan perjuicios; la reducción de 
costos secundarios se refiere a la reducción de los costos sociales y económicos 
del desajuste sufrido por las víctimas de los accidentes y sus familias; y la 
reducción de costos terciarios se refiere a los costos de administrar el sistema 
regulatorio para alcanzar la reducción de los costos primarios y secundarios; El 
ideal que informa la posición es evitar que ocurran accidentes que no ameriten 
sus costos, y distribuir el costo de los accidentes que no valen el costo de 
evitarlos42”.  
 
                                                          
39 POSNER, Richard A. Análisis económico del Derecho = Economic Analysis of Law. Op. cit. p. 7-
10, y CALABRESI, Guido. El costo de los accidentes = The Cost of Accidents. New Heaven: Yale 
University Press, 1970. p. 23 - 26.  
40 ACCIARRI, Hugo A. El análisis económico del derecho de daños. Una aproximación general. 
Bienos Aires La Ley Thomson Reuters, 2015. “El siguiente ejemplo no pretende ser una exegesis 
exacta del pensamiento de Coase, sino que se introduce para efectos pedagógicos; Para una 
presentación más detallada del argumento de Coase y su relevancia para la responsabilidad 
extracontractual” 
41 CALABRESI, Guido. Op. cit. p. 26.  
42 BERNAL PULIDO, Carlos; ZAMORA FABRA Jorge y HONORÉ Anthony. Op. cit.  
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De lo anterior, se tiene que desde este enfoque de la responsabilidad se determinan 
tres características metodológicas: En primer lugar, las reglas jurídicas de la 
responsabilidad son un instrumento para conseguir una distribución más eficiente 
de los riesgos y costos relacionados con los daños y accidentes, con el fin de 
alcanzar una optimización en el uso de los recursos de la sociedad. En segundo 
lugar, el Derecho de Daños es sólo un modo entre varios para alcanzar esa 
eficiencia. Tercero, no existe nada particularmente especial en la relación bilateral 
entre el dañador y la víctima, sino el hecho de que el demandante se vincule con el 
demandado es accesorio.  
 
En tal virtud, se tiene que el objetivo del análisis económico de la responsabilidad 
se justifica según en el aprovechamiento eficiente de los recursos, en donde el 
Estado debe incentivar la disminución de actividades que causan accidentes y 
promover incentivos para que los particulares tomen precauciones frente a los 
mismos, tomando en cuenta los costos que esto implica43.  
                                                          
43 DE CARVALHO LEAL, Virginia. Justicia Correctiva y Derecho de Daños Jules Coleman, Ernest 
Weinrib y los fundamentos de la responsabilidad. Universidad de León, Facultad de Derecho, León, 
2015, p. 72-98. “En Estados Unidos y a partir aproximadamente de los años sesenta del pasado 
siglo, la teoría tomó otro camino, de la mano de la escuela del análisis económico del Derecho; Y 
ahí llega el siguiente paso del análisis económico del Derecho en estas cuestiones; Esa atribución 
de responsabilidad, que es vista nada más que como atribución de costes, debe obedecer a criterios 
de eficiencia económica general; Se presupone que los accidentes son malos, pues, se carguen los 
costes a quien se carguen, restan recursos económicos a la colectividad. Pague quien pague por las 
casas destruidas por un terremoto o por la bomba de unos terroristas, se detraen así recursos 
económicos que podrían ser destinados a otros fines más productivos o que aumentasen más el 
bienestar general; Así que de eso se trata, de regular la atribución de costes de los accidentes de 
forma tal que dicha regulación permita que los accidentes sean los menos o que su coste sea el más 
bajo posible; El criterio no es de justicia, y menos de justicia interpersonal, sino de eficiencia 
económica general; El derecho de daños no es una manifestación de la justicia interpersonal, sino 
una herramienta de ingeniería social; El en fondo, por supuesto, late una cierta concepción 
utilitaristas de la justicia: sociedad más justa es aquella económicamente más eficiente, ya que el 
nivel total de bienestar será mayor allí donde sean más los recursos y, por tanto, menos la parte de 
esos recursos que deba destinarse a compensar accidentes o desgracias; Alcanzamos de esa 
manera la regla más general del análisis económico del derecho para el derecho de daños, muy 
elemental y sintéticamente formulada aquí: los costes de los accidentes deben imputarse a aquel a 
quien le resulte más barato prevenir tales accidentes; Por tanto, y al menos sobre el papel, acaecido 
el accidente con sus costes, se trata de regular la atribución de esos costes del modo que resulte 
económicamente más eficiente en perspectiva global; Es la eficiencia económica lo que cuenta, sin 
que sean en sí determinantes factores atinentes a la justicia en el tratamiento de los individuos y de 
sus situaciones, Es decir, que los costes se imputen al que materialmente causó el daño, al que obró 
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1.2. ANÁLISIS MORAL DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL  
 
Ahora bien, en relación con las teorías morales o de justicia derivadas de la 
responsabilidad civil extracontractual, éstas tienen su génesis en los postulados de 
las corrientes filosóficas de la Teoría del Derecho como el derecho natural, el 
positivismo jurídico, y el positivismo sociológico.  
 
Por la anterior razón es pertinente resaltar que la historia de la aproximación 
filosófica de la responsabilidad extracontractual puede remontarse al Corpus 
aristotélico, al medioevo y la modernidad44, resurgiendo ésta área en el mundo 
anglosajón desde los años cincuenta del siglo pasado. Así las cosas, se considera 
pertinente organizar la información relacionada con esta visión del Derecho, 
atendiendo a sus escuelas, autores y sistematización temporal.  
 
                                                          
con algún tipo de negligencia o sin atender a un estándar objetivo de cuidado, a un grupo 
determinado de personas, a la sociedad en su conjunto o a la propia víctima del accidente dependerá 
de lo que resulte económicamente más eficiente; Bajo ese prisma, lo que importa es que el mejor 
situado para prevenir el riesgo tenga en la carga de esos costes la motivación o el incentivo para 
tomar las medidas preventivas pertinentes; Puede ser el causante culpable, puede ser el causante 
no culpable, puede ser la misma víctima del accidente o puede ser un tercero cuya relación con el 
daño no sea de causalidad y actúe o no según los estándares de cuidado debido, puede ser un 
determinado grupo que desarrolle determinadas actividades o puede ser la sociedad en su conjunto, 
es decir, pueden cargarse los costes al erario público; A partir de los primeros avances del análisis 
económico del derecho en materia de derecho de daños y de las obras seminales de autores como 
Calabresi o Posner, entre otros, el debate teórico sobre los fundamentos de la responsabilidad por 
daño extracontractual queda redefinido como pugna entre enfoques eficientistas o instrumentalistas 
y enfoques de justicia o deontológicos”  
44 FREY, R. G. y MORRIS, Cristopher (eds.). Responsabilidad y responsabilidad =Liability and 
Responsibility. Nueva York: Cambridge University Press, 1991. p. 291. “Ernest Weinrib tiene razón 
cuando manifiesta que no se pueden leer los grandes clásicos de la filosofía moral y política 
occidental, sin impresionarse por la influencia que el derecho privado ha tenido en esos escritos” 
(Liberty, community and corrective justice). Para un comentario histórico sobre la filosofía de la 
responsabilidad extracontractual desde tiempos aristotélicos hasta la modernidad.  
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1.2.1. El Derecho Natural, Positivismo Jurídico, y Positivismo Sociológico 
como instrumento para sistematizar la evolución del concepto de justicia. 
 
Sea lo primero anotar que, en razón a la existencia de innumerables y reconocidos 
teóricos del Derecho que han sistematizado en forma diversa y con diferentes 
taxonomías la información relacionada con la Teoría del Derecho, se aclara que 
“para los efectos de la presente investigación, y como parámetro de orientación para 
el estudio de las teorías de justicia moral”, se adopta el esquema sugerido por el 
profesor Edgar Bodenheimer45; pues este investigador considera que la visión del 
referenciado autor ofrece una orientación más clara y sencilla frente a otros 
doctrinantes sobre la materia, en efecto:  
 
El Derecho Natural se encuentra compuesto esencialmente por tres grandes 
corrientes: 
 
i) El Ius naturalismo clásico, el cual hace referencia al orden natural de derechos 
y valores que están presentes en el hombre y en el cosmos y dentro de este grupo 
encontramos:  
 El Ius naturalismo en la Grecia Antigua;  
 El Ius naturalismo en Roma Antigua.  
ii) El Ius naturalismo Cristiano - Medieval, en donde se afirma que la ley de Dios 
está inscrita en la Naturaleza e integrada por:  
 La línea Platónico - Agustina,  
 La línea Aristotélico - Tomista,  
 La línea moderna (Siglo XIV)46 y 
                                                          
45 BODENHEIMER, Edgar. Teoría del Derecho. México: Fondo de Cultura Económica, 1994. p. 129-
153 
46 BOTERO-BERNAL, Andrés. El positivismo jurídico en la historia: Las escuelas del positivismo 
jurídico en el siglo XIX y primera mitad del siglo XX. En: Enciclopedia de Filosofía y Teoría del 
Derecho, vol. 1. México: Universidad Nacional Autónoma de México, 2015. p. 63-170 
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iii) El Ius naturalismo racionalista, que elimina el fundamento divino y lo sustituye 
por la razón. Sirve como soporte filosófico a las teorías contractualitas, justifica la 
existencia del poder político del Estado y que los derechos se poseen antes de la 
constitución del Estado47.  
 
A su turno, el positivismo jurídico en términos de Norberto Bobbio48, se encuentra 
clasificado en tres categorías: 
 
i) El positivismo ideológico (Estructuralista / Formalista), basado en la 
exegesis49;  
ii) El positivismo analítico, fundamentado en el Derecho Coercitivo como 
mandato del Estado50; y  
iii) El positivismo metodológico, donde se extrae cualquier elemento extraño al 
Derecho, tales como componentes de orden psicológicos o sociales en el estudio 
de la disciplina5152.  
                                                          
47 BODENHEIMER, Edgar. Op. cit. p. 129-153.  
48 BOBBIO, Norberto. El problema del positivismo jurídico. Coyoacán, Fontamara, 1999. p. 37-66. 
BOBBIO, Norberto. Teoría General del Derecho. Bogotá, Temis, 1987. pp. VIII-X. 
49 Ibid. “i) El ideológico o como ideología que, sintetizando, considera al Derecho válido 
(especialmente si es válido por ser fruto de la voluntad de un órgano representativo-democrático) 
como justo y sabio; La validez jurídica sería algo así como la garantía de la justicia y la sabiduría de 
una norma; Se refiere, pues, Bobbio, a la idea más expandida, aunque no del todo correcta como lo 
veremos más adelante, de la exégesis decimonónica” 
50 Ibid. “El teórico o como teoría (Analítico) que, resumiendo, considera que el Derecho válido, por 
tanto, el que obliga y el que es coercible, es el que es fruto del Estado por lo que termina por 
identificar positivismo jurídico con la teoría estatal del Derecho El concepto de Derecho no puede ser 
definido tomando su adecuación a la moral, sino su validez y eficacia” 
51 Ibid. “El metodológico o como modo de acercarse al estudio del Derecho que, grosso modo, señala 
que el discurso científico legítimo del derecho no es otro que el que se ocupa del estudio del Derecho 
positivo o válido, y no del Derecho que debería ser Derecho, es decir, Derecho ideal, por lo que la 
elección determinada y consciente del objeto de estudio es lo que lo hace un positivismo, dejando 
de lado otras facetas que si bien igualmente pudieron ser estudiadas se dejan en manos de otras 
disciplinas diferentes a la jurídica” 
52 BOBBIO, Norberto. Teoría General del Derecho. Op. cit. p. VIII-X: “Las escuelas iuspositivistas en 
dos grandes grupos: i) Funcionalistas (o realistas) - ii) Estructuralistas (o normativistas) El 
funcionalismo se centra más en la pregunta por el Derecho eficaz (ya sea ante los jueces o ante 
la sociedad), el estructuralismo se centra más en la pregunta por la validez de la norma a partir 
del ordenamiento jurídico; De esta forma, un funcionalista se pregunta por la función del Derecho en 
campos judiciales o sociales, mientras que el estructuralista define el Derecho mismo desde la norma 
jurídica y desde el ordenamiento jurídico. Escuelas propiamente dichas: i) Escuela de la exégesis; ii) 
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En igual sentido, es del caso traer a colación algunas áreas del positivismo 
sociológico, dentro de las cuales se encuentran: 
 
i) El realismo jurídico norteamericano;  
ii) El realismo jurídico alemán; y  
iii) El realismo jurídico escandinavo53.  
 
Tabla 1. Teoría del derecho 
TEORÍA DEL DERECHO 
I. Derecho Natural 
Ius naturalismo clásico: 
Orden natural de derechos y 
valores que están presentes 





- Los sofistas (Siglo V AC): Heráclito, 
Protágoras de Abdrea, Platón, Aristóteles. 
 Ius 
Naturalismo en 
Roma Antigua  
 - Cicerón (106 AC - 43 AC): Recoge el 
pensamiento clásico: Aristotélico, estoico. 
Sigue a platón, Derecho Natural como 
fundamento de la ley del hombre.  
- Séneca (4 AC - DC 65): Fraternidad y amor 
universal. 
Ius naturalismo cristiano - 
Medieval: Afirma que la ley 





- Agustín de Hipona (354 – 430) / Civitate day, 
Ciudad del hombre vs ciudad de Dios 




- Tomas de Aquino - Escolástica (1225 -1274) 
Escolástica, Fe sobre la razón, la razón 
establece los presupuestos de la fe. La razón 
de Dios. Lo natural - Razón. Lo sobrenatural - 
Revelación. 
Línea Moderna 
(Siglo XIV)  
- Duns Scoto (1266 – 1308) Superioridad de la 
voluntad del intelecto. 
- Guillermo de Ockam (1285 - 1349) Empirismo 
radical, excluye a Dios del campo de la 
investigación radical.  
Ius naturalismo 
racionalista: Elimina el 
fundamento divino y lo 
sustituye por la razón.  
Sirve como 
soporte 
filosófico a las 
teorías 
- Hugo Grocio (1583 - 1645) i) La vida en 
comunidad, ii) Razón. Derecho voluntario 
humano y divino. 
                                                          
Las escuelas de jurisprudencia alemanas y la reacción anti-formalista francesa; iii) Escuela del 
positivismo inglés; iv) La teoría pura del Derecho. v) El funcionalismo o realismo” BOTERO-BERNAL, 
Andrés. Op. cit. FINNIS, John. Ley Natural y Derechos Naturales. Buenos Aires; Abeledo Perrot, 
2000 y HERVADA, Javier. Apuntes para una exposición del realismo jurídico clásico. [En linea] 
Disponible en: <http://bit.ly/2pX5kuI> 










antes de la 
constitución 
del Estado. 
- Thomas Hobbes (1588 - 1679) Materialismo 
mecanicista. Cuerpo físico. Niega toda realidad 
que no sea constatable empíricamente. El 
leviatán.  
- Pufendorf (1632 - 1694) Naturaleza humana 
empírica - Instintito de protección - Monarquía. 
- Jonh Loccke (1632 – 1704) Transito del 
Estado de naturaleza al Estado contractualista. 
El absolutismo no es la idea del pacto. 
- Jean Jacques Rousseau (1712 - 1778) Origen 
de la desigualdad. Contrato social. Naturaleza 
es opuesta a la razón. Surge la sociedad civil.  
II. Positivismo Jurídico 
Positivismo 
ideológico  
Estructuralistas / Formalistas - 
Exegesis 
- Pothier (1699-1772)  
- Toullier (1752-1835) 
Positivismo analítico - 
Derecho coercitivo 
como mandato del 
Estado 
Funcionalismo - Anti formalista - Jeremy Bentham ( 1748 - 1832)  
- Rudolf Von Jhering ( 1818 - 1892)  
- John Austin (1790 – 1859) 
- Hart (1907-1992) 
Positivismo 
metodológico - Se 
deja de lado otras 
facetas distintas a la 
jurídica. 
Funcionalismo -Anti formalista  - Hans Kelsen (1881 – 1973) - Teoría 
Pura del Derecho 
III. Positivismo Sociológico 






Norteamericano: Se crea a 
partir de la realidad social y de 
lo que piensa el Juez al 
momento emitir la decisión 
judicial según sus convicciones 
ideológicas, académicas y 
personales.  
 
- Oliver Wendell Holmes (1841-
1935)  
- Benjamin Cardozo Cardozo 
(1870-1938)  
- Jerome Frank (1889- 1957)  
- Roscoe Pound (1870-1964)  
- Karl Llewellyn (1893-1962)  
- Duncan Kennedy (1942)  
Nota: Elaboración propia.  
Se aclara que la función del anterior esquema es orientar al lector frente al proceso 
de sistematización y evolución que ha sufrido el concepto de “justicia” en los 





1.3. PRINCIPIOS DE JUSTICIA CORRECTIVA, DISTRIBUTIVA Y RETRIBUTIVA 
EN EL CAMPO DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL 
 
Las teorías basadas en justicia (consecuencialismo54) son muy diferentes del 
análisis económico (Instrumentalismo). Estas son propuestas que se fundamentan 
en conceptos de filosofía moral y política para explicar los fundamentos de la 
responsabilidad extracontractual. Es importante tener en cuenta que en su aspecto 
ético, todas estas teorías tienen en común el hecho de que son propuestas 
alternativas a la visión del análisis económico de la responsabilidad55.  
 
Los teóricos basados en la justicia han tomado como propias las críticas que los 
consecuencialistas en el campo de la ética han formulado contra el 
instrumentalismo: El deber de maximizar y conseguir el resultado más óptimo en 
todas las circunstancias exige demasiado del individuo y desconoce sus derechos, 
relaciones y preferencias56, Por oponerse al instrumentalismo, estas concepciones 
de justicia también son conocidas como teorías basadas en la equidad o en los 
derechos57, que como vimos entran en conflicto contra las concepciones del 
bienestar, la utilidad o el interés general. 
                                                          
54 SINGER, Peter y VIGIL RUBIO, Jorge. Compendio de Ética. Madrid: Alianza, 2004. p. 296. 
“En ética, el consecuencialismo, también conocido como ética teleológica (del griego τέλος telos, fin, 
en el sentido de finalidad) se refiere a todas aquellas teorías de la ética normativa que sostienen que 
la bondad o maldad de un acto está determinada por las consecuencias que comporta; Para las 
teorías consecuencialistas, una acción se juzga buena si genera el mayor bien posible o un 
excedente de la cantidad de bien sobre el mal; Así, en la visión consecuencialista el buen proceder 
es el que optimiza algunos valores dados axiológicamente por una metaética, siempre que los 
valores hagan referencia a un efecto en el mundo” 
55 La oposición tradicional a la visión consecuencialista es el deontologismo MCNAUGHTON, David 
y RAWLING, Piers. Deontología=Dentology. En: The Oxford Handbook of Ethical Theory. Oxford: 
Oxford University Press, 2007. p. 424-482. “que es un conjunto de teorías basadas en deberes 
objetivos, cuyo principal modelo es la teoría ética de Kant; Sin embargo, con excepción de Weinrib 
y Ripstein, las teorías de la justicia no son estrictamente deontológicas; Por ello se utiliza la expresión 
no consecuencialista”. 
56 BERNARD, Williams, Smart, J.J.C. (eds). Utilitarismo a favor y en contra = Utilitarianism for and 
Against. Cambridge, Cambridge University Press, 1973. p. 77-135; RAWLS, John. A Theory of 
Justice. Cambridge: Harvard University Press, 1999. p. 19 – 26.  
57 WEINRIB, Enest J. La idea del Derecho Privado=The Idea of Private Law. Oxford: Oxford 
University Press; Edición: 2012. p.. 1-83; COLEMAN, Jules L. Risks an Wrongs. Cambridge, 




“En general, se entiende el problema de responsabilidad extracontractual como 
una situación privada entre individuos particulares, sin considerar su estatus 
principal particular o los recursos que tienen estos individuos, y por fuera de la 
búsqueda de un objetivo particular que las instituciones deban cumplir; Por tanto, 
las teorías basadas en justicia se centran en estudiar la responsabilidad 
extracontractual como una relación que existe entre los dañadores y las víctimas 
y no como la búsqueda ex ante de la eficiencia o la minimización de costos58”.  
 
Los principios de justicia sobre los cuales se basan los elementos del juicio de 
responsabilidad civil extracontractual tienen por finalidad explicar el fundamento de 
porqué la víctima de un ilícito civil tiene la posibilidad de reclamar la reparación del 
daño ante el autor del mismo.  
 
Para Jules Coleman, uno de los fundadores de la disciplina de la filosofía de la 
responsabilidad civil extracontractual, el principio de justicia conecta a los elementos 
constitutivos de este tipo de responsabilidad, bajo el entendido de que se parte de 
la existencia de un demandante y un demandado; el demandante sufre un daño 
antijurídico causado por la conducta del demandado, por esa razón debe ser 
indemnizado por este último, de manera correlativa al daño antijurídico sufrido. 
   
1.3.1. Principio de justicia correctiva o conmutativa 
 
“Dentro de estas teorías basadas en la justicia, la concepción de la justicia 
correctiva tiene un lugar especial; Las teorías de la justicia correctiva surgen de 
la simple y elegante idea59 de que cuando una persona ha sido dañada por otra, 
                                                          
58 Ibid. 
59 ZIPURSKY C., Benjamín. Recurso civil, no justicia corrective=Civil Recourse, not Corrective 
Justice. En: Georgetown Law Journal, (91), 2002. p. 695.  
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el dañador debe compensar a la víctima;60 La responsabilidad extracontractual 
es vista como la rectificación de una situación dañosa, y esta rectificación 
encarna un tipo particular de justicia, pues las teorías de justicia correctiva se 
erigen como la teoría general del derecho privado opuesta a las teorías del 
mercado”61 
 
El principio de justicia correctiva implica que un individuo tiene el deber de reparar 
el daño antijurídico que ha causado con su conducta62; Este principio crea dos 
conjuntos de deberes: i) Un deber de primer orden (el deber de no causar daño a 
nadie) y ii) Un deber de segundo orden (el deber de reparar los daños que se 
hubieren causado), de tal suerte que, si una persona viola el deber de primer orden 
de no dañar a nadie y causa un daño antijurídico, entonces emerge el deber de 
segundo orden, es decir, el de reparar los daños antijurídicos causados; Entonces, 
el principio de justicia correctiva fundamenta la atribución de responsabilidad por 
daños únicamente a quien los ha causado63; Es de anotar que la justicia correctiva 
presupone que sea el demandado el que haya causado un daño al demandante, y 
es esa causación de daño lo que se necesita corregir, por lo tanto, se hace necesaria 
la existencia de una relación entre la conducta del demandado y la pérdida del 
demandante64. 
 
                                                          
60 WEINRIB, Enest J, Responsabilidad extracontractual como justicia correcctiva. Oxford: Oxford 
University Press; Edición: 2012. ROSENKRANTZ, Carlos. Tres concepciones de justicia correctiva y 
de la responsabilidad extracontractual. [En línea] Disponible en: <http://bit.ly/341Jhlo>; 
PAPAYANNIS, Diego. Derechos y deberes de indemnidad, 2012. [En línea] Disponible en: 
<http://bit.ly/2MX9TOR> 
61 DE CARVALHO LEAL, Virginia, 2015. Op. cit. 
62 COLEMAN, Jules L. Risks an Wrongs. Op. cit. D. M. Papayannis: Riesgos y daños, Madrid-
Barcelona, Marcial Pons, 2010. 
63 Ibid. 
64 PERRY, Stephen R. Los fundamentos morales de la ley de agravios=The Moral Foundations of 
Tort Law. En: Iowa Law Review, (77), 1992, p. 449-514. 
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La primera noción de justicia correctiva fue desarrollada por Aristóteles65 (384AC- 
322DC), la teoría aristotélica surge en contraposición de Platón (427-347A.C.)66, 
según el cual la justicia es el ordenamiento correcto de las demás virtudes tanto en 
el ámbito individual como en el orden social. Aristóteles critica la ambigua 
teorización platónica, manifestando que existen múltiples sentidos en los cuales la 
palabra justicia puede ser interpretada. Según su famoso ejemplo, utilizamos la 
palabra injusto por igual para referirnos a personas que han transgredido la ley y 
para referirnos al ambicioso que ha tomado más bienes y menos mal es de los que 
le corresponden, violando la igualdad.  
 
Con base en esto, Aristóteles realiza una primera distinción entre un tipo de justicia: 
La universal (o general) y la justicia particular. La primera se refiere a la virtud 
completa en relación con los demás67, es decir, una virtud del nivel superior que 
comprende aquellos aspectos de todas las otras virtudes o caracteres discutidas en 
la Ética; mientras que la segunda es la virtud carácter ordinaria, qué es lo opuesto 
al vicio de la codicia, especialmente cuestiones relacionadas con el honor, la 
riqueza, la seguridad y los otro bienes68.  
 
“En la responsabilidad extracontractual existe una segunda distinción entre dos 
tipos diferentes de justicia particular: justicia distributiva y justicia correctiva; 
Mientras que la primera se encarga de la distribución de bienes y cargas sociales 
entre los miembros de la comunidad, incluyendo cargos públicos y honores, la 
segunda se encarga de la rectificación de los injustos que surge en las 
transacciones, a su vez, Aristóteles distingue entre dos tipos de transacciones en 
las cuales la justicia correctiva es aplicable. La justicia correctiva se aplica al 
entrar en las transacciones voluntarias como los contratos, y en las transacciones 
                                                          
65 ARISTÓTELES. Ética a Nicómaco. Madrid: El libro de bolsillo Clásicos de Grecia y Roma Alianza 
Editorial, 2005.  
66 PLATÓN. La República. [En línea] Disponible en: <www.bibliotecabasica.com.ar> 
67 ARISTÓTELES. Ética a Nicómaco.Op. cit. Capítulo I 
68 Ibid.  
31 
 
involuntarias como el daño a la propiedad; por ello Aristóteles sostiene que, en 
las transacciones involuntarias, la justicia requiere que se le restituya a la víctima 
lo que ha perdido por la actuación del dañador69”.  
 
Tomas de Aquino (1225-1274), en un intento de traducir fielmente la idea 
aristotélica, acuñó la expresión justicia conmutativa, que ha sido tremendamente 
influyente en la tradición filosófica posterior70. Sin embargo, debido al origen de la 
palabra conmutativo (en latín significa intercambio), la expresión ha venido a 
relacionarse más con los contratos y demás transacciones voluntarias que con la 
responsabilidad extracontractual, siendo sinónimos de esta justicia correctiva o 
justicia en la rectificación71.  
 
Gráfico 1. Mapa mental sobre la justicia 
 
Fuente: BERNAL PULIDO, Carlos, ZAMORA FABRA, Jorge y HONORÉ, Anthony. La filosofía de la 
responsabilidad civil, Estudios sobre los fundamentos filosófico – jurídicos de la responsabilidad civil 
extracontractual. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013. p. 64. 
 
“La interpretación tradicional es que estos diferentes modos de entender la 
justicia se aplican en áreas diferentes del derecho; La justicia distributiva se aplica 
principalmente en el Derecho Público, en especial en el Derecho Constitucional, 
Administrativo y Tributario, para poder proporcionar una distribución justa de los 
                                                          
69 Ibid. 
70 DE AQUINO, Tomás. La Suma Teológica. Madrid: Biblioteca de Autores Cristianos, 2001. FINNIS, 
John. Ley Natural y Derechos Naturales. Op. cit, p. 171; DEL VECCHIO, Giorgio. Justicia: un ensayo 
histórico y filosófico = Justice: An Historical and Philosophical Essay. Nueva York: Fred B. Rothman, 
1982. p. 61-62.  
71 Aristóteles no diferencia entre la justicia correctiva y lo que hoy denominamos “justicia retributiva” 
(el tipo de justicia que informa el Derecho Penal).  
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bienes y cargas sociales; mientras que la justicia correctiva de las transacciones 
involuntarias es utilizada para estudiar principalmente el ámbito de la 
responsabilidad extracontractual72”.  
 
Aristóteles expone la diferencia entre los dos tipos de justicia particular con 
analogías matemáticas. La justicia distributiva se refiere a un criterio de igualdad 
geométrica, según el cual los seres iguales deben ser tratados por el Derecho de 
manera igual si sus circunstancias relevantes son iguales, pero deben ser tratados 
de forma desigual si tales circunstancias son desiguales, en proporción al tamaño 
de la desigualdad. Por su parte la justicia conmutativa se aplica como criterio de 
igualdad aritmética, es decir, las partes son consideradas numéricamente iguales.  
 
“La rectificación que requiere la justicia correctiva se aplica cuando el equilibrio 
igualdad preexistente entre las partes se ha roto, como cuando una persona ha 
cometido una injusticia con otra, o cuando una de las partes ha provocado un 
daño y otro lo ha sufrido; En estos casos una parte sufre un daño y la otra persona 
se beneficia de él; por ello, al hacer que la parte que se ha beneficiado restituya 
lo que la otra ha perdido, la labor de justicia correctiva es restaurar así el equilibrio 
de igualdad entre ellas73”.  
 
Aristóteles representa la igualdad inicial entre las partes con dos líneas iguales. La 
injusticia del dañador distorsiona la igualdad al remover un segmento de la línea de 
la víctima, que añade a la suya. La corrección restaura la igualdad, tomando el 
                                                          
72 VINOGRADOFF, Paul. Aristóteles sobre la reparación legal=Aristotle on Legal Redress. En: 
Columbia Law Review, (8), 1908. p. 548-560; DYER, R.R. Categorías de Aristóteles de los agravios 
voluntarios=Aristotle´s Categories of voluntary Torts. En: Classical Review, (15), 1965. p. 250-252; 
MARC-WOGAU, Konrad. La teoría aristotélica de la justicia correctiva y la reciprocidad = Aristotle´s 
Theory of Corrective Justice an Reciprocity. En: Philosophical Essays, Lund, Library of Theoria. p. 
21-40; NEYERS, Jason. Las inconsistencias de la teoría aristotélica de la justicia correctiva=The 
Inconsistencies of Aristotle´s Theory of Corrective Justice. En: Canadian Journal of Law an 
Jurisprudence. Vol. II. p. 311-328; WEINRIB, Ernest J. Las formas de la justicia de 
Aristóteles=Aristotle´s Froms of Justice. En: Ratio Juris, (2), 1989, p. 211 - 226.  
73 ARISTÓTELES. Ética a Nicómaco.Op. cit. Libro 5;Capítulo 4 
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segmento de la línea del ganador y restaurándolo en la línea de la víctima. Si la 
igualdad ha sido restaurada, la injusticia ha sido corregida o rectificada.74  
 
En tal virtud y en términos del profesor Jorge Fabra Zamora75, afirma que la 
historia de la filosofía de la responsabilidad extracontractual hasta antes del 
Siglo XX se resume en los estudios de la doctrina de Aristóteles. Durante la 
edad media (476-1492), los comentaristas se centraron en glosar la interpretación 
de la justicia correctiva dentro de los grandes cuerpos teológico - jurídico76. Éste 
concepto también hizo parte del arsenal teórico de los juristas de la modernidad. 
Hugo Grocio (1583 - 1645), en su Tratado de la guerra y la paz de 162677 y Samuel 
Puffendorf (1632 - 1694), en su obra Derecho natural y derecho de gentes de 
167278, desarrollaron extensas explicaciones del ideal de justicia correctiva.  
 
De forma interesante, mientras que el primero sostuvo que la justicia correctiva 
requiere la existencia de culpa para la imposición de responsabilidad 
extracontractual, el segundo defendió en ediciones posteriores de sus obras la 
responsabilidad objetiva o sin culpa.  
 
La noción de justicia correctiva parece desaparecer en la obra de Tomas Hobbes 
(1588-1679), quien viene a ser más influyente que Kant (1724-1804), Aquino y 
Aristóteles, en lo relacionado con la concepción de justicia. Hobbes expresamente 
crítica las concepciones aristotélicas de justicia distributiva y conmutativa. En el 
Leviatán, la justicia conmutativa se equipara a la justicia de los contratantes en las 
transacciones mercantiles, mientras que la justicia distributiva es la justicia de un 
                                                          
74 ARISTÓTELES. Ética a Nicómaco. Op. cit. Capítulo 5; p.30-35, Utiliza Aristóteles, al intentar definir 
la justicia, no solamente un proverbio sino que también una citación literaria: “Esta clase de justicia 
es la virtud perfecta, no absolutamente hablando, sino con relación a otro; y por eso muchas veces 
la justicia parece la más excelente de las virtudes, y que ,y decimos con el proverbio que” 
75 BERNAL PULIDO, Carlos; ZAMORA FABRA Jorge y HONORÉ Anthony. Op. cit. 
76 DE AQUINO, Tomás. Op. cit. 
77 GROCIO, Hugo. Tratado de la guerra y la paz = De iure belli ac pacis, 1625. [En línea] Disponible 
en: < http://bit.ly/2JsFa9W> 
78 “PUFFENDORF, Samuel. Derecho Natural y Derecho de Gentes”  
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árbitro, es decir, de aquel encargado en establecer lo que es justo79. Esta fue la 
posición de justicia que influyó la posición kantiana, donde existen tres principios de 
justicia: distributiva, la comunicativa y la protectora iustitia tutarix80. 
 
Las dos primeras equivalen al significado que le dio Hobbes, mientras la última ha 
sido entendida como el respeto al principio de legalidad. Es claro, entonces, que en 
las versiones de Hobbes y Kant no se aprecia un estudio detallado de la justicia 
especial de la responsabilidad extracontractual.  
 
Es de anotar que, debido a la incidencia y traslación de los estudios filosóficos 
de la responsabilidad extracontractual en el sistema derecho anglosajón al 
continental81, es pertinente citar que dentro de los filósofos contemporáneos de la 
materia, la aproximación aristotélica pura es rescatada en la obra de Ernest J. 
Weinrib82, quien ha sido considerado el principal responsable del renacer de la 
noción de justicia correctiva83.  
 
Otros autores como Richard A. Epstein (1973) con A Teory of Strict Liability84 y 
George P. Fletcher (1992) en su obra Fairness an Utility in Tort Theory85, expusieron 
nociones de justicia correctiva en sentido no aristotélico. La primera basada en la 
filosofía libertaria para construir un sistema de responsabilidad objetivo, y la 
segunda en el principio de reciprocidad86.  
 
                                                          
79 HOBBES, Tomas, El Leviatán. México: Fondo de Cultura Económica, 2017. Cap. Xv, p. 16. 
80 KANT, Imanuel. Metafísica de las Costumbres. Madrid: Tecnos, 2005. p. 41.  
81 ALISTE SANTOS, Tomas J. Sistema de Common Law. Salamanca. Universidad Internacional de 
la Roma UNIR, 2013. p. 31.  
82 WEINRIB, Ernest J. Utilitarismo, economía y teoría jurídica=Utilitarianism, economics, and legal 
theory. En: University of Toronto Law Journal, 1980. p. 307-332. 
83 DE CARVALHO LEAL, Virginia, 2015. Op. cit. p.72-98.  
84 EPSTEIN, Richard A. Una teoría de la responsabilidad estricta=Theory of Strict Liability. En: 
Journal of Legal Studies. (2) 1973. p.151 - 204.  
85 FLETCHER, George P. Los conceptos básicos del pensamiento jurídico = The Basic Concepts of 
Legal Thought. Nueva York: Oxford University Press, 1996. p. 79-94. 
86 DE CARVALHO LEAL, Virginia, 2015. Op. cit. p.72-98. 
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Richard A. Epstein con A Teory of Strict Liability87, propone una concepción de 
justicia correctiva basada en el liberalismo libertario y defiende un sistema general 
de responsabilidad objetiva. Desde su visión, la responsabilidad extracontractual no 
es un sistema que busca la disuasión eficiente, como sostendría el economista, 
sino: 
 
“Un sistema de justicia correctiva que mira la conducta de las partes, entendida 
en términos amplios, en el caso concreto frente a la protección de los derechos 
de libertad y propiedad88; El elemento relevante de todo caso de responsabilidad 
es que el sujeto A ha infringido los derechos del sujeto B, por lo que todo aquel 
que cause una infracción sobre esos derechos debe compensarlo, a menos que 
pueda demostrar que hay una justificación en su acto89”.  
 
La concepción de Epstein presupone un Estado mínimo laissez-faire, cuya función 
es únicamente proporcionar seguridad a las personas y sus bienes, establecer 
mecanismos para la solución de conflictos (como jueces), y la prohibición de 
intervenir para subsidiar o perjudicar actividades de determinados individuos. La 
mayor carga de la concepción libertaria ha sido desarrollar la noción de relación de 
causalidad, en el sentido de que un agente sólo es responsable por los daños que 
causa a otro. 
 
Fletcher, expresa la preocupación central del autor que la disciplina de “la 
responsabilidad extracontractual se había llenado de discusiones acerca de costos 
y la distribución y evitación de riesgos, pero se había olvidado precisamente de las 
características que hacen única a la responsabilidad extracontractual,la Justicia 
Correctiva90”. Siendo la pretensión de esta obra colocar un freno no 
                                                          
87 EPSTEIN, Richard A. Una teoría de la responsabilidad estricta. Op. cit. 
88 EPSTEIN, Richard A. Daños intencionales = Intentional Harms. En: The Journal of Legal Studies 
(4)2,1975. p. 391-442  
89 EPSTEIN, Richard A. Una teoría de la responsabilidad estricta. Op. cit. p.274. 
90 FLETCHER, George P. Los conceptos básicos del pensamiento jurídico. Op. cit. p. 79-94. 
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consecuencialista a la lectura economicista prevalente en la academia anglosajona, 
así:  
 
“El análisis económico de la responsabilidad contractual es un argumento de 
justicia distributiva y no de justicia correctiva, porque se trata de la riqueza y el 
estatus del demandado, y no de su conducta; Utilizar el sistema de 
responsabilidad contractual para redistribuir la riqueza negativa (pérdidas 
producidas por los accidentes) viola la premisa de justicia correctiva, es decir, 
que la responsabilidad debe ser caracterizada por lo que el demandante ha 
hecho, y no por quien es […] La naturaleza real del debates es mantener nuestras 
instituciones de derecho tributario diferentes de nuestra responsabilidad 
contractual91”.  
 
Es de anotar que subsiguientemente, Fletcher publicaría en su obra Corrective 
Justice for Moderns92, donde aceptaría las criticas realzadas por Coleman en 
Justice and Reciprocity in Trot Theory93 y Perry en The Moral Foundations of Tort 
Law94 a su trabajo.  
 
Por su parte, Jules L. Coleman (1992) propondría su concepción de justicia 
correctiva, la cual sería el producto de una larga evolución. Fue a partir de 198295 
donde vino a definir la noción de justicia correctiva como el principio de anulación 
                                                          
91 FLETCHER, George P. Equidad y utilidad en la teoría del agravio=Fairness and Utility in Tort 
Theory. Harvard Law Review, 85, (3), 1972. p. 538.  
92 FLETCHER, George P. Justicia correctiva para los modernos=Corrective Justice for Moderns. En: 
Hardvard Law Review, (106), 1993. p. 1658-1678. 
93 COLEMAN, Jules. Justicia y reciprocidad en la teoría del agravio=Justice and Reciprocity in Tort 
Theory. p. 116 - 118. [En linea] Disponible en: <http://bit.ly/2MTHHwd> 
94 PERRY, Stephen R. Los Fundamentos Morales del Derecho de Daños=The Moral Foundations of 
Tort Law. En: Iowa LAw Review. (77), 1992. p. 471-472.  
95 COLEMAN, Jules. Justicia correctiva y ganancia ilícita=Corrective Justice and Wrongful Gain”, En: 
Journal of Legal Studies, (II), 1982. p. 421-440.  
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de pérdidas que está en el centro de la responsabilidad extracontractual. Esta visión 
tuvo su máximo desarrollo entre 1982 y 19929697 respectivamente.  
 
Esta versión de la justicia correctiva vino a ser conocida como la versión anuladora. 
Es importante notar que para Coleman la postura aristotélica es ambigua, por lo que 
se aparta de ella y elabora su propia versión. La idea central de Coleman es que 
“una persona tiene derecho a ser compensada por las pérdidas ilícitas que sufre, es 
decir es un requisito de la justicia correctiva el que las pérdidas ilícitas sean 
anuladas o eliminadas98”.  
 
El armazón conceptual de la concepción anuladora se fundamenta en cuatro (4) 
pilares: 
  
i) La diferenciación entre los fundamentos de la compensación y responsabilidad, 
que ya había distinguido Fletcher;  
ii) La distinción entre los fundamentos de la compensación y los modos de 
compensación, siendo el modo el método para que la compensación sea efectiva, 
es decir la forma de hacer cumplir el derecho a ser compensado.  
iii) El tercero busca diferenciar entre los fundamentos y la extensión de la 
responsabilidad y  
iv) La cuarta se refiere a la justificación de la acción.99  
 
                                                          
96 COLEMAN, Jules. Teorías morales de los agravios: su alcance y límites: parte. I=Moral Theories 
of Torts: Their Scope and Limits: Part. I. En: Law and Philosophy, 1983. p. 371-390.  
97 COLEMAN, Jules. La Ley de Agravios y las Demandas de Justicia Correctiva = Tort Law and the 
Demands of Corrective Justice. En: Indiana Law Journal. (67), 1992. p. 349-379.  
98 COLEMAN, Jules. La práctica de la justicia correctiva=The Practice of Corrective Justice. En: Yale 
Law School Legal Scholarship Repository, 1995. p. 18. 
99 BERNAL PULIDO Carlos, ZAMORA FABRA Jorge, HONORÉ Anthony, Op. cit. p. 76. 
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La concepción anuladora de Coleman fue objeto de muchas críticas, principalmente 
de Stephen R. Perry (1992) en su obra comment on Coleman100, donde se enuncia 
que  
 
“Es un error el que la concepción anuladora no reconozca la relación entre el 
dañador y la víctima en una explicación de la responsabilidad extracontractual. 
Como en la concepción anuladora se afirma que la distribución de las pérdidas 
es una responsabilidad del Estado, que debe señalar los modos de 
responsabilidad, el problema de la responsabilidad extracontractual se convierte 
en un problema de justicia distributiva; De este modo, la concepción anuladora 
como está planteada no genera razones para una acción que vinculen al dañador 
y la víctima como las partes relevantes en la relación jurídica de responsabilidad 
extracontractual; es decir, generan el mismo tipo de razones para la justicia 
distributiva, razones neutrales al agente; De este modo, para Perry la concepción 
anuladora no defiende un tipo de justicia correctiva, sino una concepción de 
justicia distributiva incapaz de explicar la responsabilidad extracontractual; 
Coleman termina por aceptar las críticas de Perry y modifica su teoría por una 
versión mixta101”  
 
                                                          
100 PERRY, Stephen R. Comentarios a Coleman=Comment on Coleman. En: Indiana Law Journal, 
(67), 1992. p. 381-409.  
101 BERNAL PULIDO Carlos, ZAMORA FABRA Jorge, HONORÉ Anthony, Op.cit., p. 88, “Los 
conceptos centrales de la concepción mixta se resumen en una triada: i) Responsabilidad, ii) Deber 
de reparar y iii) Pérdida ilícita; La responsabilidad está relacionada con la marca que los individuos 
dejan en el mundo, es decir, la justicia correctiva se aplica la acción humana y no a los infortunios 
de la vida, como los desastres naturales y otros hechos fortuitos. El deber de reparación, en esta 
nueva versión, es explicado de forma relacionada con una razón relativa al agente, que no existía 
en la concepción anuladora original” COLEMAN, Jules. La concepción mixta de la justicia 
corrective=The Mixed Conception of corrective Justice. En: Iowa Law Review, (77), 1992, p. 482 Dice 
Coleman: “Si yo Josephine toma la radio de Ronald, entonces la justicia correctiva genera una razón 
para la acción que nadie más tiene; Ella tiene un deber de regresar la radio o reparar el daño, un 
deber que nadie más tiene; Finalmente, este deber surge únicamente por las pérdidas ilícitas; 
Coleman no cree que el derecho de responsabilidad deba lidiar con el ilícito civil en general, sino que 
el deber, la razón para la acción relativa al agente que surgen de la responsabilidad extracontractual, 
es anular la pérdida ilícita; En conclusión: la justicia correctiva impone un deber al dañador de reparar 
las pérdidas injustas que sus actos generan; El deber de reparar se derivan de la visión relacional; 
importancia de las pérdidas ilícitas se deriva de la tesis de la anulación, Esta es la visión mixta”  
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Ahora bien, contrario a la concepción anuladora donde la relación entre el dañador 
y la víctima no tenían ninguna relevancia, la tesis racional pone esta relación en el 
lugar central de la responsabilidad extracontractual. Esta relación ha sido conocida 
como el elemento bilateral o racional, y ha sido Ernest J. Weinrib (1995) quien ha 
ofrecido una explicación detallada de este elemento con una mescla de argumento 
aristotélicos, kantianos y formalista102.  
 
La posición de Weinrib se nutre directamente de la idea aristotélica de “justicia 
correctiva, que tiene como idea central la bipolaridad o correlatividad de la relación 
entre el dañador y la víctima; La justicia correctiva no es un principio moral, sino una 
forma de justicia entre las partes, que es diferente de la justicia distributiva103”. Esta 
última hace parte del Derecho público y se encarga de distribuir los recursos, en 
tanto la primera hace parte del Derecho privado y se encarga de regular la relación 
entre dos partes sujetas a relaciones normativas.  
 
“La responsabilidad extracontractual se encarga de un tipo de particular de 
relaciones que ocurren cuando se rompe el equilibrio normativo prexistente entre 
las partes y se hace necesaria una compensación que obligue la restauración de 
este equilibrio. En otras palabras, cuando A le causa daño a B está rompiendo 
un equilibrio normativo preexistente entre las partes, por lo cual A está obligado 
a restaurar ese equilibrio mediante una compensación que debe pagar a B; El 
elemento central es la relación A y B, y ninguna otra relación es importante; En 
ese orden, se desprende que: i) B tiene un derecho a que no se vulnere el 
equilibrio normativo, que es correlativo a un deber de A de no vulnerarlo; ii) La 
actuación de A es relevante para B sólo y en la medida en que vulnera ese 
equilibrio y viceversa; iii) Esa actuación genera un deber de A de compensar por 
las consecuencias de sus actos, que es correlativo a un derecho de B de recibir 
                                                          
102 WEINRIB, Ernest J. The case for Duty to Rescue. En: Yale Law Journal, (90), 1980. p. 247-293.  
103 WEINRIB, Ernest J. Entendiendo la Ley de Agravios=Understandig Tort Law. En: Valparaiso 
University Law Review, (485), 1989. p. 485-526.  
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la compensación; Entonces, la justicia correctiva será, la idea de que la 
responsabilidad rectifica la injusticia que una persona ha sufrido por otra104105”.  
 
Para Weinrib la responsabilidad extracontractual es una relación exclusiva entre 
victimario y víctima (donde nadie más debe intervenir), teniendo el primero un deber 
de responder frente al segundo (y frente a nadie más). Correlativamente la victima 
tiene un derecho a ser compensado por el dañador y por nadie más. Surgiendo esta 
obligación porque el equilibrio normativo se ha roto, debiendo ser rehecho, debiendo 
ser la compensación exactamente igual al monto de la pérdida sufrida por la 
víctima.106 En consecuencia, este modelo sólo acepta la responsabilidad basada en 
la culpa como esquema coherente con la justicia correctiva.  
 
1.3.2. Principio de justicia distributiva 
 
“Respecto al principio de justicia distributiva, Aristóteles y otros filósofos 
desarrollaron esta teoría, siendo el riesgo un elemento transversal sobre el cual 
descansa la misma, pues si bien esta forma de justicia se ocupa generalmente 
de la distribución de bienes, también comprende la distribución de las pérdidas y 
las cargas; Por ejemplo, se aplica a la incidencia de las cargas impositivas, la 
justa distribución de las cargas y las pérdidas entre los miembros de una 
sociedad, lo cual exige que se determine un criterio según el cual ellas puedan 
ser distribuidas justamente; Según Aristóteles la noción de justicia distributiva 
alude a una proporción geométrica en la que cada ciudadano recibe en 
proporción al mérito, y a su vez, cada régimen político distinto va a identificar en 
qué constituye, para cada uno de ellos, el mérito. La justicia distributiva sería el 
                                                          
104 WEINRIB, Ernest J. Correlatividad, personalidad y el consenso emergente sobre justicia 
corrective=Correlativity, Personality, and the Emerginf Consensus on Corrective Justice. En: Faculty 
of Law, University of Toronto, Theoretical Inquiries in Law, 2001. p.349. 
105 BERNAL PULIDO, Carlos, ZAMORA FABRA, Jorge y HONORÉ Anthony, Op. cit. p. 81. 
106 WEINRIB, Ernest J, “La idea del Derecho Privado. Op. cit. p. 14 – 15.  
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término medio entre lo más y lo menos y lo igual según su proporción, que será 
distribuido de acuerdo con la forma o régimen de distribución establecido107”. 
 
En relación con la definición del principio de justicia distributiva, la profesora Virginia 
De Carvalho Leal, señala lo siguiente:  
 
“Sostiene Aristóteles que la justicia distributiva es la que tiene como actos propios 
la distribución de los bienes o cargas comunes, y que su justo medio lo tiene la 
proporción geométrica propiamente dicha; Explica que esta proporción es la que 
los matemáticos llaman geométrica, en la que el todo está respecto del todo en 
la misma relación que cada parte respecto a cada parte, El recurso a la formula 
geométrica busca alcanzar la objetividad e imparcialidad que entiende necesarias 
en la distribución de las cantidades de objeto en proporción a las cantidades de 
mérito, No obstante, aquí es más importante el concepto de proporcionalidad que 
propiamente el calificativo geométrico108”. 
 
“Lo justo sería lo proporcional y lo injusto lo que va contra lo proporcional. Aunque 
se trate de la distribución de un fondo común, se hará conforme a la proporción 
en que estén, unas respecto de otras, las contribuciones aportadas; Sugiere que 
el mérito debe ser la base para la distribución, y una vez que la proporción se 
haya establecido, lo justo será exactamente la distribución de acuerdo a lo 
establecido en esta proporción; En resumen, lo justo será lo proporcional; De esta 
manera, elegido el criterio de distribución (sea el mérito u otro cualquiera), se 
procederá a la justa distribución en proporción al criterio establecido109”. 
 
“Posteriormente utilizará también Aristóteles referencias matemáticas para 
describir y comparar a la justicia correctiva; En cuanto a esta otra especie de 
                                                          
107 ARISTÓTELES. Ética a Nicómaco. Op. cit. p.19-25. 




justicia equitativa-justicia correctiva o conmutativa que regula los intercambios 
voluntarios e involuntarios, tiene como actos propios el intercambio de bienes y 
como su justo medio está la proporción aritmética de equivalencia; A partir de 
esta subdivisión Aristóteles pone de manifiesto que el problema de la justicia es 
el problema del equilibrio y la distribución de bienes y cargas, derechos y 
obligaciones110”. 
 
“La justicia distributiva estaría basada en la proporción geométrica, mientras la 
justicia correctiva, en la proporción aritmética; Esta, como lo subrayó Aristóteles, 
interviene para corregir las desigualdades que puedan viciar los tratos entre las 
partes, mientras que la primera preside todo cambio o reparto de bienes; La 
justicia distributiva se aplica para repartir los bienes entre los miembros de una 
sociedad, para asegurar una continua distribución apropiada. Implica una 
distribución no igualitaria sino equitativa de los bienes comunes que sean 
divisibles, en porciones, en distintos tamaños y siguiendo criterios asignados y 
no arbitrarios -proporcionalmente iguales-, en relación con alguna calidad de los 
que reciben o a partir de criterios previamente establecidos; Al tratar sobre la 
justicia correctiva, Aristóteles destaca que es una forma de justicia distinta de la 
anterior y que tiene lugar en los modos de trato - sean estos voluntarios o 
involuntarios. Si en la justicia distributiva lo justo era lo proporcional y lo injusto lo 
que va contra esta proporción, la justicia en los modos de trato -o justicia 
correctiva- es una igualdad (Aristóteles EN1131 b,32). En resumen, lo justo sería 
una igualdad, mientras que lo injusto sería, pues, una desigualdad, una 
desigualdad aritmética111”.  
 
De conformidad con la anterior premisa, el principio de justicia distributiva se 
concreta en la repartición de los riesgos atribuibles a conductas humanas, pérdidas 
                                                          
110 Ibid. 
111 DE CARVALHO LEAL, Virginia, 2015. Op. cit. p.42 
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o ganancias de una situación, a lo largo de toda la sociedad.112 En este principio de 
distribución de riesgos descansa la intuición moral, según la cual la distribución de 
riesgos sirve para justificar la responsabilidad por los resultados y ésta abre la 
puerta para imponer la obligación de indemnizar en los casos correspondientes.  
 
“La justicia distributiva atiende a los repartos entre los sujetos que integran un 
determinado grupo social de referencia. Bajo tal óptica, lo que determinaría que 
un sujeto deba responder por el daño que causa a otro no es la calidad de la 
acción moral del dañador o dañado, sino el grado de justicia (distributiva) de 
la nueva situación creada a través de la acción del dañador; Esto es, si, 
acontecido el daño, la situación creada es más justa, en términos de justicia 
distributiva, no habría que invocar la obligación de uno o el derecho de otro para 
que se restablezca la situación anterior; En otras palabras, si en clave de justicia 
distributiva el estado de cosas posterior a la acción del dañador es más justo que 
la situación antecedente, no procedería la imputación de responsabilidad por 
daño113”. 
 
“Ejemplo: mediante una acción culposa A causa a B un daño consistente en 
privarlo de una cantidad x de un bien, y que en el mismo grado A se beneficia de 
una cantidad x de tal bien. Imaginemos que A es muy pobre y carece casi por 
completo del bien x, mientras que B es muy rico y tiene abundancia de dicho 
bien, de manera que es escasa la utilidad que le brinda tener ese grado x del 
bien a B; Si consideramos que a la hora de ordenar a A compensar el daño de 
B, deben tenerse en cuenta tales datos, y que A debe ser privado de su ganancia 
en menos de lo que lo sería si no fuera tan pobre, y que B debe ser compensado 
en grado menor de su pérdida si no fuera tan rico, el principio rector de la 
responsabilidad por daño sería de justicia distributiva114” . 
                                                          
112 BERNAL PULIDO, Carlos, ZAMORA FABRA, Jorge y HONORÉ Anthony, Op. cit. p.16. 
113 DE CARVALHO LEAL, Virginia, 2015. Op. cit. p.130.  




“Una de las características de la justicia distributiva es que algo es injusto (en 
este caso, una distribución de bienes), no da a ningún individuo en concreto una 
razón para corregir esa injusticia, sino que legitima a los poderes públicos para 
actuar en pro de su corrección;115 Según Papayannis, los miembros de una 
comunidad política se relacionan entre sí de distintas maneras; los individuos 
integran un colectivo sólo una vez que ciertos lazos de cooperación hayan tenido 
lugar; La cooperación, aunque beneficiosa para todos, produce indefectiblemente 
conflictos; El primer conflicto que debe solucionarse a nivel social es el de 
la justicia distributiva; básicamente, el problema es determinar qué porción 
del excedente cooperativo corresponde a cada uno; Independientemente de 
cuál sea el criterio adecuado para resolver esta cuestión; La característica 
distintiva de la justicia distributiva es que vincula a cada individuo con el resto de 
la comunidad, los reclamos fundados en ella se dirigen a la sociedad en su 
conjunto; no están dirigidos contra ninguna persona en particular; De la misma 
forma, los deberes fundados en la justicia distributiva, es decir, las cargas 
derivadas de la cooperación social, son satisfechos a favor del colectivo. El típico 
deber de justicia distributiva es el de pagar impuestos116”  
 
1.3.3. Principio de justicia retributiva  
 
Por último, el principio de justicia retributiva se fundamenta en la aceptación de los 
daños punitivos, principio que tiene dos elementos:  
 
                                                          
115 COLEMAN, Jules L. Risks an Wrongs. Op. cit. “Según una concepción de la justicia distributiva, 
todos tenemos razones para actuar de cierta manera, a fin de proveer a cada miembro de la 
comunidad aquello que el principio de justicia distributiva exige de nosotros; Esta responsabilidad 
recae en todos y cada uno de nosotros, pero la coordinación para el cumplimiento eficiente de este 
deber es compleja; Por tanto, se crea una institución más grande, el Estado, que actúa como nuestro 
agente y procura que cumplamos nuestras obligaciones de acuerdo con la justicia correctiva”  
116 PAPAYANNIS, Diego M. Justicia correctiva, bienestar y responsabilidad: Derecho de Daños, 
principios morales y justicia social. Madrid: Marcial Pons, 2013. p. 101-126.  
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“i) Uno exige que sea impuesta una sanción aproximadamente proporcional a la 
gravedad moral de la conducta y, ii) El otro prohíbe que sea impuesta una sanción 
desproporcionada frente a la gravedad de la conducta; El principio limitante requiere 
que la sanción no sea mayor de lo que está justificado por la gravedad de la 
conducta, de la cual el grado de culpa es un ingrediente importante; Por supuesto, 
la correlación es extremadamente aproximada117”; Es decir, el principio retributivo o 
vindicativo pregona porque el causante de una lesión reciba una sanción 
proporcional a la que recibió la víctima en razón a su conducta.  
 
Es decir, los daños soportados por las víctimas deben ser compensados por quienes 
los han causado, debiéndose compensar las consecuencias de las acciones 
incorrectas, mientras que las víctimas deben soportar las consecuencias dañosas 
de nuestras acciones correctas. Existen muchas formas distintas de justicia 
retributiva como consecuencia de los distintos puntos de vista acerca de lo que 
debemos entender por la incorrección de una acción.  
 
Según Coleman, “el principio retributivo, implica que un actor que actúa 
culpablemente obra de manera subjetivamente reprochable, y debe recibir por 
ello su merecido; El daño se debe a la culpa, la culpa implica reprochabilidad 
subjetiva de la correspondiente conducta dañosa y ahí está la base para la 
imposición de la responsabilidad, para la atribución a ese sujeto de los costes del 
daño118”  
  
                                                          
117 Ibid.   
118ROSENKRANTZ, Carlos. El riesgo y la responsabilidad extracontractual: Algunas consideraciones 
filosóficas, jurídicas y económicas acerca de una difícil relación. En: Revista Jurídica de la 
Universidad de Palermo, 1998. p. 45-80. “Rosenkrantz nos recuerda que detrás de la habitual 
concepción de la culpa en el derecho de la responsabilidad civil late una concepción retributiva, 
según la cual existe una analogía entre el castigo y la compensación, por lo que únicamente 




En este sentido, algunos creen que las acciones incorrectas son todas aquellas que, 
independientemente de ser dañosas o no dañosas, imponen a terceros un riesgo 
de daño de distinta naturaleza y/o grado que el riesgo que los terceros imponen a 
quien realiza la acción en cuestión.  
 
Para George Fletcher119, “la responsabilidad extracontractual puede explicarse, 
y justificarse, en términos de un paradigma de acuerdo con el cual la única razón 
por la que la víctima de un daño puede aspirar a su compensación, es el hecho 
de haber sido sometida por el causante de dicho daño a un riesgo que ella, a su 
vez, no impuso al causante, es decir, un riesgo no recíproco; Por el contrario, si 
el daño fuera la consecuencia de un riesgo de la misma naturaleza y grado que 
el riesgo que la víctima impone al causante, aquélla no tendría título alguno para 
la compensación; Naturalmente, Fletcher llamó a este paradigma el paradigma 
de la reciprocidad120”. 
 
“Otros autores parten de una interpretación distinta de lo que significa la 
incorrección de las acciones. Sostienen que las acciones incorrectas son 
aquellas que resultan de la violación de un nivel razonable de cuidado y atención 
por los bienes de los demás, nivel que se construye objetivamente. Un ejemplo 
de esta visión es la teoría del Profesor de la Universidad de Edimburgo I. 
MacCormick121”.  
 
“Este autor al invocar a Hume, sostiene que el principio en virtud del cual debe 
imponerse la obligación de compensar es aquel que establece que cada uno tiene 
derecho a estar protegido frente a los daños, ocasionados por cualquier pérdida 
                                                          
119 FLETCHER, George P. “Equidad y utilidad en la teoría del agravio. Op. cit. 
120 Ibid. “Fletcher afirmaba “el principio [...] (de la reciprocidad) [...] se expresaba en muchas 
situaciones gobernada: por diversos criterios doctrinales en que la víctima tiene derecho a recobrar 
los daños causados por un riesgo más grande en grado y diferente en naturaleza de aquellos creados 
por la víctima e impuestos por ella al demandante” (p. 253) 
121 MACCORMICK, Neil. La Obligación de Reparación en Derecho Legal y Socialdemocracia, Neil 
MacCormick. Madrid; Tecnos, 1990. 
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de un nivel razonable de cuidado y atención por parte de cualquier otra persona; 
De este modo, de acuerdo con MacCormick, sólo la realización de alguna acción 
que no tuviera el nivel razonable de cuidado y atención podría justificar la 
pretensión de reparación de una víctima122”.  
 
Por su parte, Weinrib señala que “la incorrección de una acción es una función 
del grado de reprochabilidad moral del agente al realizar la acción que causó el 
daño en cuestión, la que, a su vez, depende de si dicha acción fue causada en 
forma intencional o culpable; Es decir, sólo cuando la acción de un individuo es 
de algún modo culpable o manifiesta algún grado de reprochabilidad moral, 
puede imponérsele la obligación de compensar los daños que causa123”. 
 
Ahora bien, teniendo en cuenta que sobre este principio se sustenta y se justifica 
por excelencia el sistema de responsabilidad penal, es del caso resaltar que para 
Claus Roxin (1997) “la teoría de la retribución indica que el sentido de la pena 
socialmente útil comprende la imposición de un mal que merecidamente se 
retribuye, equilibra y expía la culpabilidad del autor por el hecho cometido, de tal 
manera que detrás de la teoría de la retribución se encuentra el viejo principio del 
Talión Ojo por ojo, diente por diente124”.  
 
Kant intentó fundamentar las ideas de retribución y justicia, para este autor debe 
existir la pena, incluso aunque el Estado y la sociedad ya no existieran, pues “el 
victimitimario debeía soportar un agravio proporcional al realizado a la víctima, para 
                                                          
122 ROSENKRANTZ, Carlos F. Tres concepciones de la justicia correctiva y de la responsabilidad 
extracontractual. Op. cit. 
123 WEINRIB, Ernest J. Hacia una teoría de negligencia moral=Toward a Moral Theory of Negligence 
Law. En: Journal of Law and Philosophy, 1983. Causación y maldad=Causation and Wrongdoing. 
En: Chicago-Kent Law Review. (63) 3, 1987. Formalismo legal=Legal Formalism. En: Yale Law 
Remera, 1980. p. 949. Justicia conectiva=Conective Justice. En: Iowa Law Review. (77)2, 1992. 
124 ROXIN, Claus. La Estructura de la Teoría del Delito. En: Derecho Penal, Parte General: 
Fundamentos. Madrid: Civitas, 1997. p.81-84.  
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que cada cual sufra lo que sus hechos merecen, y la culpa de la sangre no pese 
sobre la comunidad que no ha exigido ese castigo125”.  
 
En consecuencia se tiene que, la teoría de la retribución radica en su capacidad de 
impresión psicológico-social, que proporciona una escala para la magnitud de la 
pena, pues:  
 
“Si la pena debe corresponder a la magnitud de la culpabilidad, está prohibido en 
todo caso dar un escarmiento mediante una penalización drástica en los casos 
de culpabilidad leve; La idea de la retribución marca un límite al poder punitivo 
del Estado y tiene, en esa medida, una función liberal de salvaguarda de la 
libertad126”.  
                                                          
125 KANT, Imanuel. Fundamentación de la Metafísica de las Costumbres. Madrid: Austral, 2016 
126 BERNAL PULIDO, Carlos, ZAMORA FABRA, Jorge y HONORÉ Anthony, Op. cit. p.123. 
“Conductas que se convierten en ilícitos civiles; Se lo primero hacer alusión a la respuesta brindada 
por H. L. Hart, en su obra Punishment and responsability, al analizar los fines del Derecho Penal, 
donde indicó que tenía por finalidad anunciar a la sociedad que esas acciones no deben ser 




Tabla 2. Evolución de las teorías morales de justicia 
EVOLUCIÓN DE LAS TEORÍAS MORALES DE JUSTICIA 

















347 A. C.) 
La República 
Según el cual la justicia es el ordenamiento correcto de las demás virtudes tanto en el ámbito individual 
como en el orden social. 
Aristóteles 
(384 AC - 322 
DC)  
 Ética a 
Nicómaco 
Aristóteles critica la ambigua teorización platónica, manifestando que existen múltiples sentidos en 
los cuales la palabra “justicia” puede ser interpretada. Realiza una primera distinción entre un tipo de 
justicia: La universal (o general) y la justicia particular. La primera se refiere a la “virtud completa en 
relación con los demás”, es decir, una virtud del nivel de nivel superior que comprende aquellos 
aspectos de todas las otras virtudes caracteres discutidas en la Ética; mientras que la segunda es la 
virtud carácter ordinaria qué es lo opuesto al vicio. Se puede decir que la historia de la filosofía la 
responsabilidad extracontractual hasta antes del Siglo XX se resume en los estudios de la 





Sigue un método aristotélico, e intenta traducir fielmente la idea aristotélica, acuñando la expresión 
“justicia conmutativa”. 
Hugo Grocio 
(1583 - 1645) 
Tratado de la 
Guerra y la Paz 
de 1626 
Sostuvo que la justicia correctiva requiere la existencia de culpa para la imposición de 
responsabilidad extracontractual.  
Samuel 
Puffendorf 
(1632 - 1694) 
Derecho Natural 
y Derecho de 
Gentes de 1672 





La noción de justicia correctiva parece desaparecer con Hobbes, pues critica las concepciones 
aristotélicas de justicia distributiva y conmutativa. Equipara la justicia conmutativa a la justicia de los 
contratantes en las transacciones mercantiles, mientras que la justicia distributiva es la justicia de un 
árbitro, es decir, “de aquel encargado en establecer lo que es justo.  
Immanuel 
Kant (1724 - 
1804) 
La Metafísica de 
las Costumbres 
La teorización Hobbes sirvió de base al pensamiento Kantiano, donde existen tres principios de 
justicia: distributiva, la comunicativa y la protectora (iustitia tutarix). Las dos primeras equivalen al 











Expone nociones de justicia correctiva en sentido no aristotélico, basadas en la filosofía libertaria. 
Propone una concepción de justicia correctiva basada en el liberalismo libertario y defiende un 
sistema general de responsabilidad objetiva. La responsabilidad extracontractual no es un sistema 
que busca la disuasión eficiente, como sostendría el economista, sino “un sistema de justicia 
correctiva que mira la conducta de las partes, entendida en términos amplios, en el caso concreto 
frente a la protección de los derechos de libertad y propiedad”. La mayor carga de la concepción 
libertaria ha sido desarrollar la noción de relación de causalidad, en el sentido de que un agente solo 





Utilidad en la 
Teoría del Ilícito 
Civil 
Expone nociones de justicia correctiva en sentido no aristotélico, basadas en el principio de 
reciprocidad. Señala que la disciplina de la responsabilidad extracontractual se había llenado de 
discusiones acerca de costos y la distribución y evitación de riesgos, pero se había olvidado 
precisamente de las características que hacen única a la responsabilidad extracontractual “La 
Justicia Correctiva”. Siendo la pretensión de esta obra colocar un freno no consecuencialista a la 







Define la noción de justicia correctiva como el principio de anulación de pérdidas que está en el 
centro de la responsabilidad extracontractual. Esta visión tuvo su desarrollo entre 1982 y 1992. La 
idea central de Coleman es que una persona tiene derecho a ser compensada por las pérdidas 
ilícitas que sufre, es decir es un requisito de la justicia correctiva el que las pérdidas ilícitas sean 





Enuncia que es un error el que la concepción anuladora no reconozca la relación entre el dañador y 
la víctima en una explicación de la responsabilidad extracontractual. Como en la concepción 
anuladora se afirma que la distribución de las pérdidas es una responsabilidad del Estado, que debe 
señalar los modos de responsabilidad, el problema de la responsabilidad extracontractual se 





El Caso del 
Deber de 
Rescate 
Propone la tesis racional en el lugar central de la responsabilidad extracontractual. Esta relación ha 
sido conocida como el elemento “bilateral” o “racional”. La posición de Weinrib se nutre directamente 
de la idea aristotélica de justicia correctiva, que tiene como idea central la bipolaridad o 
correlatividad de la relación entre el dañador y la víctima. La justicia correctiva no es un principio 
moral, sino una forma de justicia entre las partes, que es diferente de la justicia distributiva. Esta 
última hace parte del Derecho Público y se encarga de distribuir los recursos, en tanto la primera 
hace parte del Derecho Privado y se encarga de regular la relación entre dos partes sujetas a 
relaciones normativas. La responsabilidad extracontractual se encarga rehacer la ruptura del 




















(384 AC - 322 
DC)  
 Ética a 
Nicómaco 
“Alude a una proporción geométrica en la que cada ciudadano recibe en proporción al mérito, y 
a su vez, cada régimen político distinto va identificar en qué constituye, para cada uno de ellos, 
el mérito; La justicia distributiva sería el término medio entre lo más y lo menos y lo igual según 
su proporción, que será distribuido de acuerdo con la forma o régimen de distribución 
establecido”; El principio de justicia distributiva se concreta en la repartición de los riesgos 





(384 AC - 322 
DC)  





Kant (1724 - 
1804) 
La Metafísica de 
las Costumbres 
“Tantos como sean los asesinos que hayan cometido el asesinato, o que asimismo lo hayan 
ordenado, o hayan colaborado con él, tantos también tendrán que sufrir la muerte; así lo quiere 
la justicia como idea del poder judicial según las leyes generales y fundamentadas a priori. Para 





Utilidad en la 
Teoría del 
Agravio 
La responsabilidad extracontractual puede explicarse, y justificarse, en términos de un paradigma 
de acuerdo con el cual la única razón por la que la víctima de un daño puede aspirar a su 
compensación, es el hecho de haber sido sometida por el causante de dicho daño a un riesgo 







“Implica que un actor que actúa culpablemente obra de manera subjetivamente reprochable, y 
debe recibir por ello su merecido. El daño se debe a la culpa, la culpa implica reprochabilidad 
subjetiva de la correspondiente conducta dañosa y ahí está la base para la imposición de la 




La Obligación de 
Reparación 
Sostiene que el principio en virtud del cual debe imponerse la obligación de compensar es aquel 
que establece que cada uno tiene derecho a estar protegido frente a los daños ocasionados por 







La “incorrección” de una acción es una función del grado de reprochabilidad moral del agente al 
realizar la acción que causó el daño en cuestión, la que a su vez, depende de si dicha acción fue 
causada en forma intencional o culpable. 
Claus Roxin 
(1997) 
Derecho Penal - 
Parte General - 
Fundamentos, La 
Estructura de la 
Teoría del Delito 
“La teoría de la retribución no encuentra el sentido de la pena en la persecución de fin alguno 
socialmente útil, sino que mediante la imposición de un mal merecidamente se retribuye, equilibra 
y expía la culpabilidad del autor por el hecho cometido. Detrás de la teoría de la retribución se 




1.4. LA GÉNESIS DE LA ATRIBUCIÓN  
 
1.4.1. Los Sofistas  
  
En relación con los grupos ius naturalistas más influyentes en la responsabilidad 
extracontractual, se tienen que los Sofistas griegos en el siglo “V” A.C, estructuraron 
una primera etapa en relación con la filosofía de esta disciplina, como lo es la etapa 
cosmológica y es aquí donde comienza la introducción de los conceptos de physis 
y nomos como elementos estructurales de la atribución, los cuales constituyen la 
clave de la permanente tensión entre el Derecho Natural y el Derecho Positivo, en 
términos generales. 
 
En la filosofía griega, Heraclito (500 A.C.) señaló que todas las leyes humanas se 
nutren del uno divino, y este uno divino era el logos o cosmos, que correspondía a 
un orden universal, etéreo común a todos los seres, dioses y hombres127. Es decir, 
el ser y el deber ser hacen parte del uno divino, donde la phisis y nomos hacen parte 
de una unidad en ese entendimiento; pues encontramos que era un sistema de 
nacimiento del pueblo griego, fuertemente religioso, manejado bajo una concepción 
política aristócrata.128 
 
Posteriormente se va a dar un viraje hacia un segundo modelo que va a ser el 
segundo estadio, como lo es el antropológico; en ese estadio se pasa de una 
concepción religiosa a una concepción cultural; de un sistema aristocrático a una 
democracia y se pasa a un sistema denominado el iluminismo griego129. 
 
En este punto, Protágoras de Abdrea (486 A.C.) señala la idea del homo mensura, 
bajo el entendido de que “el hombre es la medida de todas las cosas: de las que 
                                                          
127 BALLESTEROS SANTOS, Jorge. Op. cit. p. 18.  
128 WELZEL, Hans. Introducción a la Filosofía del Derecho. Madrid: Biblioteca Jurídica Aguilar, 1971. 
p. 3. 
129 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit. p. 63-68. 
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son en cuanto son y las que no son en cuanto no son”130, realizando la separación 
entre la physis y el nomos, bajo el entendido de que En la physis no intervienen los 
hombres, y ella constituye el orden natural; en el nomos son los hombre sus 
creadores131; siendo entonces la physis las leyes de la naturaleza y el nomos las 
reglas que estaban construidas por el hombre. 
 
1.4.2. La physis 
 
La physis es entendida como las leyes de la naturaleza, constituidas por una causa 
y un efecto; esa causa y ese efecto tienen un vínculo que se denomina un nexo y, 
ese vínculo o nexo, es el que relaciona la estructura óntica, física o empírica del ser, 
con las leyes de la naturaleza.132 
 
Sin embargo, los sofistas encontraron que las leyes de la naturaleza eran perfectas 
e indefectibles y se gobernaban bajo el principio de la necesidad o de la fatalidad, 
precisando que las leyes de la naturaleza parten de la observación y la constatación; 
por ello se observaba cómo en esa estructura, en las leyes de la naturaleza se 
generaba un nexo frente a la causa que infaliblemente produciría un efecto. 
 
Por ejemplo: El fuego ineludiblemente produce quemaduras en la piel humana y, la 
ley de la gravedad, necesariamente produce la aceleración y caída de un cuerpo; 
allí se observaba entonces ese nexo de necesidad o de fatalidad. 
 
Ahora bien, en desarrollo de los citados postulados sofistas, Aristóteles (384 - 322 
A.C.) va a indicar que en la producción de todo resultado intervienen cuatro causas: 
                                                          
130 BALLESTEROS SANTOS, Jorge. Op. cit. p. 18. 
131 Ibid. 
132 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit. p. 63 al 68. 
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i) La causa formal, ii) La causa material, iii) La causa motris, y iv) La causa final, 
tesis que constituiría los primeros asomos de las teorías causalistas.133 
 
Así las cosas, se tiene que la causa formal es el receptáculo sobre el cual actúan 
las demás causas; la causa material es la esencia o explicación fenoménica de 
porqué se produjo la consecuencia del hecho; verbigracia: el fuego quema porque 
destruye las células de la epidermis provocando dolor; la causa motriz es la energía 
positiva que produce el hecho; y la causa final la constituye el efecto o 
consecuencia. 
 
Quiere decir lo anterior que, para Aristóteles, el mundo de la naturaleza se va a 
mover en el plano de la causalidad; por eso se puede decir que la causalidad es 
entendida como un principio, como una categoría o un nexo en el campo del 
conocimiento científico. 
 
                                                          
133 ARISTÓTELES. Metafísica [En línea] Disponible en: <http://bit.ly/36g3aXC> Libro IV, “Aristóteles 
presenta en este texto la noción de causa, en sus cuatro acepciones principales: como materia, como 
forma, como causa eficiente y como fin; Se llama Causa, ya la materia de que una cosa se hace: el 
bronce es la causa de la estatua, la plata de la copa, y, remontándonos más, lo son los géneros a 
que pertenecen la plata y el bronce; ya la forma y el modelo, así como sus géneros, es decir, la 
noción de la esencia: la causa de la octava es la relación de dos a uno, y, en general, el número y 
las partes que entran en la definición de la octava; También se llama causa al primer principio del 
cambio o del reposo; El que da un consejo es una causa, y el padre es causa del hijo; y en general, 
aquello que hace es causa de lo hecho, y lo que imprime el cambio lo es de lo que experimenta el 
cambio; La causa es también el fin, y entiendo por esto aquello en vista de lo que se hace una cosa; 
La salud es causa del paseo ¿Por qué se pasea? Para mantenerse uno sano, respondemos 
nosotros; y al hablar de esta manera, creemos haber dicho la causa; Por último, se llaman causas 
todos los intermedios entre el motor y el objeto; La maceración, por ejemplo, la purgación, los 
remedios, los instrumentos del médico, son causas de la salud; porque todos estos medios se 
emplean en vista del fin; Estas causas difieren, sin embargo, entre sí, en cuanto son las unas 
instrumentos y otras operaciones. Tales son, sobre poco más o menos, las diversas acepciones de 
la palabra causa”  
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1.4.3. El nomos 
 
Los griegos advirtieron que, paralelamente a esas leyes de la naturaleza, los 
hombres regulaban la conducta humana mediante las costumbres, los usos y las 
normas, a lo cual le denominaron nomos; evidenciando además que, así como la 
ley de la naturaleza tenía una estructura, las normas también tenían una estructura, 
un supuesto, y una consecuencia. De tal suerte que, en este estadío histórico, los 
griegos realizan precisiones sobre la estructura deóntica de la norma, la cual estaría 
compuesta por: i) Un supuesto de hecho y ii) Una consecuencia jurídica134.  
 
Los griegos advirtieron que frente a un supuesto de hecho debía darse una 
consecuencia, precisando que el hombre es libre de realizar el supuesto, pero si el 
hombre lo realiza, le es imputable. Entonces, es a partir del nomos que se 
desprende la figura de la imputación, la cual puede ser considerada como la 
posibilidad de referir un acto o un efecto al obrar de un sujeto, tesis que se va a 
mover en el campo del Derecho135. 
                                                          
134 Ibid. “De otra parte, los filósofos del Derecho Natural también intentaron dar explicación a la 
referida pregunta, tal como lo pretendió David Hume (1711 -1776) con su obra Tratado de la 
naturaleza humana, en donde propondría la “teoría de la falacia naturalista, la cual puede ser 
sintetizada bajo el argumento de que del ser no se puede derivar el deber ser, es decir, que de los 
hechos no pueden emanar valores, reglas o proposiciones éticas, pues ello constituiría una falacia; 
En contraposición a la falacia naturalista, hoy en día, la filosofía del Derecho acepta que en el ser 
hay una carga de deber ser, pues la metafísica está compuesta de ética, por lo que es perfectamente 
válido afirmar que de la naturaleza humana indefectiblemente se establece una ley ética; Por 
ejemplo, si no existiese el tipo penal de lesiones personales, en el evento de que un hombre con 
gran musculatura golpeara con toda su fuerza a una mujer en el rostro, aun cuando no existiera una 
norma que prohibiera dicha conducta, de la misma se desprenderían juicios de reproche de carácter 
éticos, inherentes a la conducta humana, los cuales serán medidos bajo el criterio de justicia natural; 
A su turno, algunos autores del Derecho Natural, como Aristóteles y Santo Tomas de Aquino, estiman 
que el Derecho Natural es un Derecho que debe ser extractado de la naturaleza, de su observación, 
más no de la razón misma, tal como lo señalan los positivistas; por ello plantean la teoría de la razón 
práctica, según la cual sólo se puede comprender el criterio de lo justo a la luz de lo que puede 
entenderse como el bien; es decir que, según el pensamiento iusnaturalista, el paso del ser al deber 
ser resulta posible porque se asume la justicia como valor; Desde esta óptica de análisis, la noción 
de bien constituye el primer principio de la razón práctica, bajo el aforismo de que el bien ha de 
hacerse y el mal ha de evitarse, pues sobre este axioma están fundamentados los demás preceptos 
de la ley natural; es así como el principio de lo justo apareja otros principios de la racionalidad que 
especifican las normas primordiales del bien y el mal” 




Así las cosas, se tiene que la causalidad (physis) opera en el mundo de la naturaleza 
y se rige por el criterio de la demostración, propio de las ciencias experimentales, 
que corroboran premisas que han sido comprobadas en laboratorio con 
experimentación, para sacar unas consecuencias validas de esas premisas. 
Verbigracia: La física, la mecánica, la termodinámica. Por el contrario, la imputación 
(nomos) se trata de un modelo de argumentación, propio de las ciencias no 
demostrativas, pues el Derecho no tiende a demostrar, sino a persuadir136.  
                                                          
136 ARISTÓTELES. La retórica de Aristóteles. [En linea] Disponible en: <http://bit.ly/2JsbPNa> 
“Según Aristóteles la persuasión comporta una técnica de manipulación de un individuo; la cual 
busca controlar el comportamiento de un sujeto o de un grupo, al persuasor solo le interesa que el 
persuadido crea, haga, o piense o lo que él quiere. Según Aristóteles existen cuatro pilares sobre los 
cueles se cimenta la argumentación jurídica: Topoi, Ethos, Patos, Logos: i) Los Topois o lugares 
comunes: Son las máximas, bocardos los aforismos los principios que han sido aceptados por una 
comunidad por un grupo, “dura es la ley pero es la ley”, principios rectores del Derecho Penal. Esos 
Topoi en el campo de la argumentación tienen fuerza, cuando se discute y se trae una máxima que 
es aceptada, se está imponiendo y tiene fuerza en el campo de la argumentación; ii) Ethos: Es el 
argumento de prestigio, al citar autores reconocidos en relación con una línea de pensamiento; Eje: 
Cuando se le dice al juez, citando a Carrara, se tiene que el delito de fuga no debe ser punible porque 
el Derecho no puede refrenar los instintos naturales del hombre, pues el Derecho no puede ser contra 
natura, el instinto básico del hombre es la libertad por ello es el Estado el que debe construir cárceles 
seguras y muros altos, porque el hombre siempre ansiara la libertad. (Argumento del Derecho 
natural); iii) Pathos: Es el lado emocional del argumento, a veces se gana sin la razón, por eso 
«pascal» dice hay situaciones que la razón no entiende, por eso el juez siente la justicia primero en 
el corazón y luego en la razón; Eje: Hubo un caso donde un soldado prestaba el servicio militar y 
tuvo paludismo, en una ceremonia fue obligado a participar en la misma cuando debía estar en la 
enfermería con tratamiento, el hombre caía desmayado y lo hacían parar, lo hicieron parar varias 
veces hasta que la última cayó muerto en la ceremonia militar; El C de Estado indicó que el inhumano 
capitán exigía que sus soldados murieran de pie «como mueren los robles en la vieja España; ¿Quién 
va a ser insensible frente a una situación tan clara y tan obvia, ese es el lado emocional del 
argumento; iv) Logos: Es el elemento racional del argumento, va a ser la Constitución, la Ley, la 




2. FUNDAMENTOS TEÓRICOS DE LA RESPONSABILIDAD ESTATAL 
  
2.1. CIRCUNSTANCIAS JURÍDICO - POLÍTICAS EN QUE SURGE LA 
RESPONSABILIDAD ESTATAL 
 
Al afirmar que el Derecho Administrativo es fundamentalmente el Derecho de la 
Administración, se tiene que existe una relación entre esas dos instituciones. En tal 
virtud, es pertinente traer a colación las formas en que ha sido concebida la 
administración pública y su forma de responder a los administrados137:  
 
2.1.1. La administración no sometida al Derecho - La Irresponsabilidad del 
Gobernante 
 
Con anterioridad al Siglo XVIII, un Estado podía vivir épocas en que las autoridades 
públicas no estuviesen obligadas a respetar normas jurídicas. Allí encontraremos 
entonces un Estado arbitrario138.  
 
Como lo anota el Profesor Jean Rivero: 
 
“Una situación de total arbitrariedad es difícil de concebir en un Estado, por lo 
menos medianamente organizado, ya que es casi imposible que pueda actuar sin 
                                                          
137 RODRÍGUEZ, Libardo R. Derecho Administrativo General y Colombiano. Bogotá: Temis S.A, 
2002. “Ahora bien, en relación con la doctrina relativa a la responsabilidad estatal ha pasado por al 
menos tres etapas: i) La primera de irresponsabilidad total, que va hasta la segunda mitad del siglo 
XIX, en virtud de la soberanía del Estado, el cual podía imponer sus decisiones a todos sin 
compensación alguna. ii) En una segunda etapa de reconocimiento de responsabilidad, con el 
denominado Fallo Blanco proferido en 1873 por el Tribunal de Conflictos francés, se consideró que 
el Estado sí era responsable por sus actos, posición que se basó principalmente en la noción de falla 
o falta del servicio público, cuando se evidenciaba una ausencia, una deficiente o una retardada 
prestación de las actividades a cargo del Estado, independientemente de que existiera o no norma 
legal, y sin tener en cuenta que se tratara de actos de gestión o de poder. iii) Y una tercera etapa de 
responsabilidad concreta, en la cual se ha reconoce que en distintos eventos el Estado debe 
responder a sus administrados”  
138 Ibid. p.16.  
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que exista un mínimo de normas o reglas para su organización y actividad; Sin 
embargo, la simple existencia de algunas normas no convierte a una 
organización estatal en un Estado respetuoso del Derecho; Es necesario que las 
normas existentes tengan el carácter de normas jurídicas, es decir que su 
cumplimiento sea obligatorio no sólo para los gobernados sino también para los 
gobernantes139”.  
 
“Esa ausencia de normas obligatorias para los gobernantes frente a los 
gobernados, se ha presentado en la historia cuando los gobernantes han 
pretendido monopolizar el poder de una manera tal, que consideran que ellos 
tienen todos los derechos frente a los subordinados, mientras que éstos no 
poseen ninguno frente a las autoridades. Un ejemplo histórico de esta situación 
es el Estado francés anterior a la Revolución (1789), que se inmortaliza con la 
famosa expresión de Luis XIV El Estado soy yo-L'Etat c'est moi140”.  
 
“El auge de las monarquías absolutistas entre los siglos XVI al XVIII reforzó así 
la idea de la irresponsabilidad del gobernante: Antiguamente existía una 
incompatibilidad entre los conceptos de soberanía y responsabilidad: The king 
can do not wrong-El rey no puede equivocarse; Principio que los defensores de 
dicha teoría de la irresponsabilidad del gobernante resumían diciendo que lo 
propio de la soberanía era imponerse a todos sin compensación, consideraciones 
que el Derecho Administrativo rechaza de plano, por antijurídicas; Lo 
característico de este período era una confusión entre los bienes del monarca y 
los del reino, entre las prerrogativas personales y las potestades reales; Bajo 
estas circunstancias, se entenderá la inexistencia de un tipo de responsabilidad 
imputable al rey o a sus vasallos, pues simplemente no la tenían y, si la tuvieron 
alguna vez, dicha responsabilidad era personal, no institucional"141  
                                                          
139 RIVERO, Jean. Derecho Administrativo. Venezuela: Instituto de Derecho Público – Universidad 
Central de Venezuela, Caracas, 1984. p. 14.  
140 Ibid. 




“Esta situación podemos encontrarla en el periodo de transición que se produce 
al triunfar la Revolución Francesa (1789), entendida esta expresión como todo 
movimiento político que se impone en un momento dado, basado en el 
desconocimiento de las reglas que regirían el Estado antes de su triunfo. Pasado 
este periodo, de transición aparecerá un nuevo Estado de Derecho142”.  
 
2.1.2. La administración sometida al Derecho - Inicio de la responsabilidad 
estatal.  
 
“Uno de los principios fundamentales de la Revolución francesa fue el llamado 
principio de legalidad, consistente en que el Estado, y por consiguiente la 
administración, también están obligados, como los particulares, a respetar las 
normas que rigen la organización y actividad de la comunidad, es decir, a respetar 
el ordenamiento jurídico; Este principio es, por consiguiente una de las 
características de los Estrados modernos143; pero esta sumisión al Derecho por 
parte del Estado y consecuencialmente de la administración, puede dar lugar a 
dos posibilidades: i) Que el derecho al cual está sometido el Estado sea 
fundamentalmente el mismo que se aplica a los particulares (Derecho de los 
particulares)144, o ii) Que ese derecho sea fundamentalmente diferente (Derecho 
Administrativo)145”.  
                                                          
142 Ibid. 
143 RENE, David. Los grandes sistemas jurídicos contemporáneos. Madrid: Biblioteca Jurídica 
Aguilar, 1973. p.146.  
144 VÉLEZ GARCÍA, Jorge. Los Dos Sistemas del Derecho Administrativo: Ensayo de Derecho 
Público Comparado. Bogotá: Universidad Sergio Arboleda, 1996. “La administración sometida al 
mimo Derecho de los particulares. A pesar de que en todos los Estados existen normas especiales 
para la organización de la administración, se dice que en algunos de ellos, cuando la administración 
actúa, queda sometida por regla general a las mismas normas que regulan la actividad de los 
particulares, es decir, al Derecho Privado. Así, los contratos que ella celebre y su responsabilidad 
tanto contractual como extracontractual, estarán sometidos al Derecho Civil, al Comercial o Laboral. 
Generalmente se cita a Inglaterra como ejemplo típico de esta situación”  
145 RIVERO, Jean. Op. cit. p.18. “La administración sometida a un Derecho especial llamado Derecho 
Administrativo. Durante el Siglo XIX y en especial a finales del mismo, se fue formando en Francia 
una nueva rama del Derecho, cuyo objeto consistía en establecer una serie de principios especiales 




Recordemos que el Derecho Administrativo es una concepción jurídica francesa, 
por lo cual se hace relevante citar algunos estadios históricos del desarrollo de esta 
disciplina, debido a que el deber de responder del Estado fue evolucionando 
concomitantemente con sus instituciones jurídicas y con su sistema de 
administración de justicia.  
 
En cuanto a los distintos periodos en los cuales se configura la responsabilidad del 
Estado según la visión francesa, es menester realizar de manera breve las 
siguientes precisiones sobre estos estadíos:  
  
- Época de la monarquía (anterioridad al Siglo XVIII): “En esta época se conocían 
algunos tribunales especializados en asuntos administrativos, como por ejemplo las 
Cámaras de Cuentas, Jurisdicciones para Problemas de Aguas y Bosques, y la 
Corte de Monedas; sin embargo, no se podía hablar de la existencia de un Derecho 
Administrativo ni de una jurisdicción administrativa, debido a que las actividades de 
estos organismos citados estaban regidas por el principio de la soberanía del 
monarca, que implicaba, a su vez, que toda la justicia emana del rey; Es decir, estos 
tribunales más que juzgar a la administración, defendían los intereses de este146”.  
 
- Época de la revolución francesa (1789): Al triunfar la Revolución se produce la 
desconfianza de los hombres de la revolución hacia los parlamentos que eran 
organismos encargados de la función de administrar justicia en épocas anteriores; 
de tal manera que, “la teoría de la tridivisión del poder en ramas separadas e 
independientes, hizo pensar que las labores jurisdiccionales debían estar 
completamente alejadas de la administración, razon por la cual mediante la Ley 16 
                                                          
Así, el principio en Francia, es la sumisión de la administración a un Derecho diferente a aquel que 
rige las actividades privadas, en el sentido de que, ante problemas similares (los contratos, la 
responsabilidad), aporta soluciones distintas” 
146 RODRÍGUEZ, Libardo R. Op. cit. p.24.  
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del 24/06/1790, se estableció en Francia que las funciones judiciales son y 
continuarán siendo separadas de las funciones administrativas147”. 
 
En este punto, la Administración no tenía un juez que juzgara su conducta, lo cual 
podría traer como fácil consecuencia la arbitrariedad, quedando así 
fundamentalmente desvirtuado el principio de legalidad; de tal manera que, al no 
existir un juez o autoridad ante quien pudieran dirigirse los gobernados en caso de 
considerar que la administración estaba actuando ilegalmente, los particulares 
debían presentar sus reclamaciones ante la misma administración, estableciendose 
la institución de la Administración-Juez, según la cual, las reclamaciones contra la 
administración eran resueltas por ella misma.  
 
En tal virtud, mediante la Constitución de 1799 se creó el Consejo de Estado 
Francés, como una imitación del antiguo Consejo del Rey148, al igual que se crean 
los Consejos de Prefectura, con la función de asesorar al prefecto (Gobernador), 
cumpliendo las mismas funciones del Consejo de Estado.  
 
- Evolución posterior a 1806: Con la creación del Consejo de Estado y de los 
Consejos de Prefectura como organismos asesores del jefe del poder ejecutivo, se 
deja en evidencia que “estos no tenían un carácter jurisdiccional, sino que hacian 
parte de aquél; es decir que, se presentaba el fenómeno de la justicia retenida, en 
el sentido de que, si bien los organismos asesores estudiaban el caso y proponían 
la solución, el jefe del ejecutivo retenía el poder de tomar propiamente la decisión 
que considerase”. Y es sólo con el final del absolutismo y el comienzo del Estado 
de Derecho, en el cual podemos encontrar los dos grandes principios formulados 
                                                          
147 LONG, Marceau. Las constituciones de Francia desde 1789=Les constitutions de la France depuis 
1789. En: Paris, Garnier – Flammarion, 1970. p. 59.  
148 Constitución Francesa de 1799, “Art 52 A este nuevo organismo se lo otorgaron dos grandes 
funciones que debía ejercer bajo la dirección del ejecutivo, la primera era la de redactar los proyectos 
de ley, reglamentaciones administrativas, y resolver las dificultades que se presenten en materia 
administrativa. La segunda función se traducía era la de ser Consejero del Jefe de Estado”  
62 
 
más tarde por Maurice Hauriou: a) Principio de legalidad y, b) Principio de 
responsabilidad.  
 
En ese orden de ideas, a partir del Siglo XIX se producirá una nueva concepción del 
Estado que adopta el principio de legalidad, lo cual generará el desarrollo paulatino 
de la responsabilidad estatal, hasta la formulación de una teoría de la 
responsabilidad a partir del Fallo Blanco proferido en Francia (1873) por el Tribunal 
de Conflictos Frances.  
 
Es de anotar que la responsabilidad patrimonial del Estado en un primer momento 
acudió a la aplicación directa de los principios y disposiciones del Derecho civil, 
a falta de un Derecho administrativo o político autónomo y eficiente; “El código 
civil ofrecía en cada caso una normatividad general frente a la responsabilidad 
del Estado y la Administración, tanto así que hasta mediados del siglo XX, en 
algunos países como Italia, Inglaterra y varios de Latinoamérica, se aplicaron 
tales disposiciones; ejemplo de ello es que que en Colombia la jurisprudencia de 
la Corte Suprema de Justicia hasta el año de 1939, aplicaba por analogía los 
preceptos del Código Civil, especialmente los artículos 2341 (responsabilidad por 
hecho propio), 2347, 2348 y 2349 (responsabilidad por el hecho ajeno) y las 
nociones doctrinarias sobre culpa in eligendo y la culpa in vigilando, para 
responsabilizar a la administración pública en ejercicio de sus actos de 
gestión149”. 
 
Sin embargo, las tesis y principios civilistas empezaron a mostrar sus limitaciones 
frente a la resolucion de conflictos de carácter administrativo, a la par que el 
Derecho administrativo empezaba a desarrollarse por via jurisprudencial; de tal 
manera que, es con posterioridad al famoso Fallo Blanco en Francia (1873) que se 
                                                          
149 JIMÉNEZ, Guillermo William. Op. cit. p. 8. 
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introdujo un régimen especial de responsabilidad administrativa o estatal, 
permitiendo el desarrollo del Derecho administrativo y su respectiva jurisdicción.  
 
En este punto, el Tribunal de Conflictos Frances determinó que la responsabilidad 
que puede incumbir al Estado por los daños causados a los particulares por hechos 
de las personas que emplea el servicio público, no puede ser regida por los 
principios generales establecidos en el Código Civil, pues tiene reglas especiales 
que varían según las peculiaridades del servicio; es decir,  
 
“i) Se reafirmó de manera expresa el principio de responsabilidad del Estado por 
los daños causados por los servidores públicos a particulares; ii) La 
responsabilidad de la Administración no podía tener fundamento en los principios 
del Código Civil, pues se basa en las particularidades del servicios público, y que 
iii) Los procesos originados en este tipo de responsabilidad se debían resolver 
en la justicia administrativa. Es por ello, que entonces aparece la escuela de 
Burdeos en Francia, en donde se desarrollaría la teoría del servicio público, 
concepto justificaría toda actividad y finalidad del Estado150”.  
 
2.1.3. Separación de la responsabilidad de la administración y la 
responsabilidad personal del funcionario (1918).  
 
“La distinción entre la responsabilidad de la administración y la del funcionario 
estriba en la oposición fundamental entre la falta del servicio y la falta personal; 
El daño ocasionado por una falta de un agente público compromete la 
responsabilidad de la administración si se trata de una falta del servicio; por el 
contrario, compromete únicamente al funcionario cuando hay una falta personal; 
La falta del servicio sucede cuando el funcionario sirve a su función, es decir, es 
cometida al tratar de cumplir su función, y se señala que es una culpa leve que 
                                                          
150 LÓPEZ MORALES, Juan. Responsabilidad del Estado por error judicial. 2ª ed. Bogotá: Ediciones 
Doctrina y Ley, 2007. p. 35-36. 
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atañe más al servicio que al funcionario; este no está obligado a reparar pero sí 
la Administración, si la víctima recurre a la jurisdicción administrativa; La falta 
personal en cambio, sucede cuando el funcionario se sirve de la función, es decir, 
utiliza la función para un fin distinto a aquel para el cual se estableció; se genera 
entonces una culpa intencional o culpa lata que compromete al funcionario, la 
cual se ventila ante la jurisdicción ordinaria”151 
 
2.2. ESCUELAS QUE JUSTIFICAN LA EXISTENCIA DEL DERECHO 
ADMINISTRATIVO: DERECHO DE POLICÍA Y SERVICIOS PÚBLICOS 
 
Una vez establecido el proceso de evolución de la responsabilidad estatal, se hace 
pertinente aclarar que toda la actividad administrativa se justifica bajo la elaboración 
de dos (2) propuestas consignadas en el Siglo XIX, las cuales hoy en día siguen 
siendo las pautas o criterios esenciales para la determinación de la naturaleza de 
las actividades de la administración pública152, así:  
 
                                                          
151 DE LAUBADÈRE, André. Manual de Derecho Administrativo. Bogotá: Temis, 1984. p. 110. 
152 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. Op. cit. p. 38. “En 
cuanto a las formas de acción de o actividad administrativa también denominadas funciones 
materiales de la administración pública, han sido objeto de las más variadas clasificaciones y 
posturas doctrinales; Para los franceses, el problema se resume en la división dicotómica entre la 
actividad de policía y de servicio público, dentro de las cuales engloban la totalidad de 
responsabilidades públicas; En España, por el contrario, algunos sectores prefirieron ampliar este 
marco funcional proponiendo una clasificación ya clásica en ese país de actividad de limitación o 
policía, de fomento y de prestación o de servicios públicos, la cual se ha visto acrecentada en la 
reciente doctrina por las de actividad administrativa sancionadora, arbitral, interior o reflexiva, de 
planificación, jurídica material o técnica, etc” PRADA, Ramon. Derecho Administrativo. Madrid: 
Marcial Pons, 2000. p. 399. “En estas últimas ediciones de su Manual de Derecho Administrativo, 
Parejo Alfonso adopta una amplia clasificación de la materia, así: actividad interna mixta y externa; 
actividad de Derecho Público y actividad de Derecho Privado común; actividad jurídica y actividad 
material real o técnica; actividad unilateral y actividad contractual; actividad de ordenación e 




 El Derecho Administrativo definido por la noción de “Poder Público” o “Poder de 
Policía”.153 En esta época (Siglo XIX) se consideraba que la administración realizaba 
dos clases de actividades:  
 
- La actividad de poder o de autoridad, que consistía en que los organismos del 
Estado actuaban por medio de órdenes, prohibiciones y reglamentos unilaterales, 
                                                          
153 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-873 (8 de junio de 1999) [M.P. Alfredo 
Beltrán Sierra] “La noción clásica de poder de policía en el Estado Social de Derecho, entendida 
como la facultad de las autoridades administrativas, titulares de este poder, para establecer 
límites a los derechos y libertades de los administrados con el fin de conservar el orden 
público, -definición de policía administrativa-, pasa convertir este fin -la defensa del orden 
público- en un medio; En donde el poder de policía hoy, ha de buscar no la limitación de los 
derechos y libertades de los individuos que habitan el territorio, sino el efectivo ejercicio de éstos; En 
otros términos, el poder de policía ha de mirar más hacía la realización de los derechos y libertades 
individuales que a su limitación. En donde la preservación del orden público, deja de ser un fin para 
convertirse en el medio que permite el efectivo ejercicio de aquéllos. Orden público constituido por 
las clásicas nociones de seguridad, salubridad y tranquilidad; La policía, en sus diversos aspectos, 
busca entonces preservar el orden público. Pero el orden público no debe ser entendido como un 
valor en sí mismo sino como el conjunto de condiciones de seguridad, tranquilidad y salubridad que 
permiten la prosperidad general y el goce de los derechos humanos; El orden público, en el Estado 
Social de Derecho, es entonces un valor subordinado al respeto a la dignidad humana, por lo cual el 
fin último de la Policía, en sus diversas formas y aspectos, es la protección de los derechos humanos; 
Estos constituyen entonces el fundamento y el límite del poder de policía; La preservación del orden 
público lograda mediante la supresión de las libertades públicas no es entonces compatible con el 
ideal democrático, puesto que el sentido que subyace a las autoridades de policía no es el de 
mantener el orden a toda costa sino el de determinar cómo permitir el más amplio ejercicio de las 
libertades ciudadanas sin que ello afecte el orden público” Sentencia C-024 (27 de enero de 1994) 
[M.P. Vladimiro Naranjo Mesa] “Dentro de este marco, los titulares de este poder y quienes ejercen 
el control sobre su ejercicio, han de tener en cuenta que los derechos y las libertades de los 
individuos, constituyen no sólo su razón de ser sino su límite; En la sentencia C-024 de 1994, esta 
Corporación fijó unos parámetros que han de tenerse en cuenta para el ejercicio de este poder, en 
especial, del poder de policía administrativa, definida como el poder jurídico por parte de las 
autoridades de tomar decisiones que limitan la libertad y propiedad de los particulares; Estos 
parámetros, en términos generales, pueden resumirse así: - Sometimiento al principio de 
legalidad. Máxime cuando lo que está en juego, es la restricción de derechos y libertades de rango 
fundamental; Primacía de los principios de eficacia y necesidad en el uso del poder y las medidas 
que se adopten; No siempre las medidas que adoptan las autoridades administrativas en uso de este 
poder, resultan ser la más eficaces para el fin propuesto; Pero sí, lo suficientemente lesivas de los 
derechos y libertades de los individuos; Por esta razón, se afirmó en la sentencia en comento que 
La adopción del remedio más enérgico de entre los varios posibles, ha de ser siempre la última ratio 
de la policía; Proporcionalidad y razonabilidad de las medidas adoptadas, teniendo en cuenta las 
circunstancias y el fin perseguido con la medida a imponer, puesto que El poder de la policía se 
ejerce para preservar el orden [...] No puede entonces traducirse en una supresión absoluta 
de las libertades; Si bien las decisiones adoptadas en uso de este poder son discrecionales, esa 
discrecionalidad tiene límites impuestos por el propio legislador, al exigir que éstas sean adecuadas 
a los fines perseguidos, y proporcionales a los hechos que le dan origen (artículo 36 del Código 
Contencioso Administrativo)” (Negrillas propias)  
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es decir, actuaciones con las cuales el Estado manifestaba una voluntad de mando. 
Esta actividad deba lugar, por tanto, a la expedición de actos de poder o de 
autoridad.  
 
- La actividad de gestión, que consistía en aquellas actuaciones que realizaba el 
Estado sin utilizar su poder de mando y que, por consiguiente, eran semejantes a 
las actuaciones de los particulares. Cuando el Estado actuaba en esa forma, lo 
hacía mediante actos de gestión. En esta etapa se consideraba que contratar era 
una actividad propia de los particulares, pues allí no ejercía ningún poder de mando, 
sino que, por el contrario, se trataba de un acuerdo de voluntades. En consecuencia 
siempre que la administración contrataba se trataba de un acto de gestión.154  
 
De acuerdo con estas ideas, cuando se estaba frente a una actividad de poder 
debían aplicarse a la administración principios y normas especiales. Por el 
Contrario, cuando la administración actuaba mediante actos de gestión, quedaba 
sometida al Derecho común. Esta idea de poder público se acomodaba a la 
actividad del Estado de la época, regido por los principios del liberalismo clásico. En 
efecto, el llamado Estado – Gendarme, cumplía casi exclusivamente tareas de tipo 
político: las relacionadas con la guerra (defensa exterior), la policía (control de orden 
interno) y a la administración de justicia, las cuales se diferenciaban claramente de 
las actividades particulares por el poder de mando que implicaba su ejercicio.,155 
siendo la actividad de fomento de la intervención de particulares en la economía 
uno de los pilares fundamentales para el desarrollo económico y social del 
Estado.156  
 
Aun así, esta situación no se conservó, pues el Estado empezó a prestar una serie 
de servicios públicos de carácter técnico cuyo objeto era satisfacer algunas 
                                                          
154 ADAMOVICH, Ludwig. Manual de Derecho Administrativo Austriaco=Oandbuch des 
österreichischen Verwaltungsrechts. Vienna: Springer, 2017. 5ª ed. p. 102. 
155 RODRÍGUEZ, Libardo R. Op. cit. p.26.  
156 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. 2003. Op. cit. p.41. 
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necesidades de la comunidad, como la enseñanza, la asistencia social, la 
distribución de gas, los ferrocarriles, la electricidad, etc. En esas actividades ya no 
aparece la noción de poder como esencial.  
 
2.2.1. El Derecho Administrativo definido por la noción de Servicio Público.  
 
Si la noción de poder o mando ya no era el elemento esencial que permitía 
diferenciar claramente la actividad administrativa de la realidad de los particulares, 
algunos autores de comienzos del Siglo XX consideraron que era necesario 
encontrar una nueva noción. Fue así como basados en la jurisprudencia (Fallo 
Blanco 1873, Fallo Cadot 1889, Fallo Terrier 1903), concluyeron que la nueva 
noción clave era la del servicio público, caracterizada por un elemento fundamental 
que era la búsqueda del interés general.157 Para defender esta teoría llegó a 
formarse una nueva verdadera escuela, denominada la escuela del servicio público, 
cuyos principales exponentes fueron León Deguit, Gastón Jéze, y René Bonnard.  
 
Según esta escuela, el servicio público era “toda actividad de una persona u 
organismo público, tendiente a satisfacer una necesidad de interés general”.158 Y 
era en consecuencia esta noción la que explicaba y justificaba la aplicación de un 
Derecho especial a la administración.  
 
Esta fórmula se adaptaba a la vida administrativa de comienzos del siglo XX. En 
efecto, hasta la época de la primera guerra mundial, la organización del Estado se 
conservaba relativamente simple: por una parte, aquel continuaba encargado de los 
llamados servicios públicos tradicionales como lo eran la defensa nacional, la policía 
y la administración de justicia; por otra, ya sabemos que a finales del siglo XIX, 
empezó a prestar igualmente servicios de carácter técnico, como los correos, los 
                                                          
157 LONG, Marceau. Las principales sentencias de la jurisprudencia administrativa. Op. cit. p. 67-68. 
158 DE LAUBADÈRE, André. Op. cit. p. 35. 
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ferrocarriles, la enseñanza, etc. 159 Todas estas actividades se diferenciaban de la 
de los particulares por el elemento esencial de la búsqueda del interés general. 
Igualmente se diferenciaban de las actividades privadas de la administración, es 
decir, de aquellas que no se ejercían con miras al interés general sino al simple 
interés particular de la administración.  
 
De conformidad con lo expuesto y atendiendo a la evolución la actividad 
administrativa, se concluye que los deberes de responder que surgen de la 
administración frente a los gobernados, se circunscribe hoy en día a la prestación 
del servicio público; de tal manera que, la premisa base que se erige de éste “Titulo 
- Capítulo” es que toda construcción teórica encaminada a la resolución de conflictos 
de carácter extracontractual entre el Estado y los administrados, debe observarse 
de cara a la teoría de la prestación del servicio público160.  
                                                          
159 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. 2003. Op. cit. p.43. 
NOCIÓN DE SERVICIO PÚBLICO. ACTIVIDAD DE INTERVENCIÓN, CONTROL Y VIGILANCIA. 
“En consecuencia, será actividad administrativa materialmente considerada toda aquella en la cual 
las autoridades adoptan decisiones y ejecutan o desarrollan operaciones tendientes a intervenir en 
la actividad de los particulares para regular procesos o impedir el desbordamiento de las mismas en 
detrimento del interés general, procurando mantener el balance indispensable en las relaciones entre 
los asociados; De igual manera, todas aquellas actividades encomendadas por el ordenamiento 
jurídico en dirección al ejercicio de controles de tipo disciplinario o fiscal, como el depositado en los 
llamados órganos de control y aquellos oreos de supervisión de procesos o actuaciones particulares, 
incluso, de instituciones públicas que implican el ejercicio de la inspección, control, vigilancia, 
supervisión y sanción cuándos se ha desconocido el principio de legalidad; Es común la presencia 
de este tipo de actividad pública administrativa respecto de actividades como la bancaria, bursátil, 
financiera, cambiaria, educativa, de servicios públicos, urbanística, notarial, Etc En los últimos años, 
y en razón de las políticas neoliberales privatizadoras y de relegación al mercado de muchas 
actividades tradicionalmente desarrolladas por la administración, a esta le ha correspondido asumir 
frente a las mismas precisamente un papel de control e inspección, vigilando su ejercicio adecuado, 
oportuno y eficiente frente al interés general, por quienes los han asumid, e incluso sancionado 
administrativamente a estos sujetos cuando se apartan de la ley, de la regulación, o desconocen las 
reglas y principios del mercado; A través de actos de competencia desleal o abusando de la posición 
dentro del mismo”.  
160 Ibid. NOCIÓN DE SERVICIO PÚBLICO. ACTIVIDAD NORMATIVA REGULADORA. “En la 
reciente evolución de las actividades estatales resulta innegable que también es peculiar la actividad 
administrativa en el ejercicio de ciertas potestades tendientes a la habilitación de las autoridades 
para expedir normas o, en algunos casos, regulaciones de carácter general subordinadas y 
dependientes de la Constitución y de la ley, que abordan materias y áreas especificas que por sus 
complejidades o en virtud de procesos de descentralización ameritan este tipo de desarrollo. Se 
concreta esta actividad administrativa con la presencia de regulaciones por parte de organismos 
públicos especializados o de autoridades expresamente habilitadas, al igual que en el ejercicio de la 




Es decir que, la herramienta jurídica utilizada con destinación a resolver este tipo de 
controversias debe guardar correspondencia con la finalidad para la cual fue 
instituida la disciplina de la responsabilidad extracontractual del Estado, como lo es 
juzgar las conductas de la administración en el desarrollo de actos de poder161 y hoy 
la prestación de servicios públicos162 Evidenciándose entonces que esta variante de 
                                                          
promulgación de órdenes, directivas, circulares y demás disposiciones que impliquen, 
independientemente del nombre, que se les otorgue el establecimiento de normas o disposiciones 
de diversos contenidos determinantes de la conducta a seguir por los asociados o generales 
corresponden en estricto sentido a la naturaleza del poder legislativo, esta realidad doctrinal no 
impide que para el cumplimiento directo de la Constitución o de la ley, las autoridades administrativas 
expidan normas de carácter general o establezcan regulaciones, sin desconocer el principio de la 
división de poderes y respetando los estrictos parámetros del principio de legalidad y el ámbito de 
competencias de los poderes públicos y de sus autoridades; cuando esto ocurre, nos encontramos 
sin duda, desde el punto de vista genérico, frente a decisiones administrativas de carácter general” 
161 Ibid. NOCIÓN DE SERVICIO PÚBLICO. ACTIVIDAD PLANIFICADORA Y PROGRAMADORA. 
“La actividad administrativa, en cuanto depositaria del interés general, no puede ser el producto de 
la improvisación; de aquí que dentro de todo Estado Social de Derecho se sujete la adopción de las 
más trascendentales decisiones públicas y la operación o ejecución de las mismas a la identificación 
previa de planes, programas y políticas; Es decir, la actividad administrativa resulta vinculada 
necesariamente dentro de su legalidad y como condición fundamental para su desarrollo, a senderos 
de orden y de prioridades, que permitan adecuar el comportamiento público a las reales necesidades 
de la comunidad evitando a todo momento el desvío de recursos y esfuerzos a lo no trascendental 
de la vida ciudadana; En este contexto, las decisiones administrativas de política económica, de 
preservación ambiental, de infraestructura en todos sus aspectos y sectores (transporte, vías, 
aeropuertos, puertos, etc), de prestación de servicios públicos, fomento, y la dirección que al mismo 
se le otorgue, desarrollo urbano e, incluso, hasta la misma defensa de las instituciones o del territorio 
nacional, o la simple ejecución de los presupuestos públicos, dependen de la planeación y 
planificación adecuada y oportuna” 
162 Ibid. NOCIÓN DE SERVICIO PÚBLICO. ACTIVIDAD ECONÓMICA Y DE BANCA CENTRAL. 
“En economías incorporadas dentro de contextos de libertad de mercados, el postulado 
constitucional básico rector de esta actividad, invita al Estado a respetar la iniciativa privada, 
permitiendo que las actividades económicas sean desarrolladas independientemente por los 
particulares, siempre y cuando no atenten contra el bien común, esto es, asuman responsabilidades 
y compromisos. El estado el Estado bajo estas circunstancias tan solo puede asumir una posición 
de control, con el propósito de que los actores de la economía no desborden los parámetros que 
tanto como el mercado como el interés general le imponen. En este sentido, resulta obvio y evidente 
que el Estado como tal, y en especial de la administración, no se espera que asuma el papel de actor 
central de la economía produciendo bienes y servicios, a semejanza de los particulares; cuando esto 
ocurra, lo cual deberá será absolutamente excepcional y por razones de interés general, la función 
desarrollada en estas circunstancias prestamente se desnaturaliza de la base administrativa y 
adquiere las mismas características de aquella de los particulares, incluso sujetándose al régimen 
jurídico de estos. Lo anterior, sin embargo, no se opone a que el Estado por mandato constitucional 
sea un protagonista inevitable, en cuanto a la dirección general de la economía, para enderezar 
procesos productivos y de explotación de recursos, uso de suelo, distribución, utilización y consumo 
de bienes con estrictos propósitos de mejorar las condiciones de vida de la comunidad. En este 
sentido, la actividad desarrollada por los entes estatales competentes en cumplimiento de lo 
dispuesto en las normas legales sobre la materia es función típicamente administrativa” 
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la responsabilidad extracontractual tiene sus particularidades propias desde el 
punto de vista histórico - teleológico, en relación con otras vertientes de la 




Tabla 3. Escuelas del Derecho Administrativo 
Escuelas del Derecho Administrativo 


































Cuando se estaba frente a una actividad de poder debían 
aplicarse a la admonición principios y normas especiales. Por 
el Contrario, cuando la administración actuaba mediante 
actos de gestión, quedaba sometida al Derecho común. Esta 
idea de poder público se acomodaba a la actividad del Estado 
de la época, regido por los principios del liberalismo clásico. 
En efecto, el llamado Estado – Gendarme, cumplía casi 
exclusivamente tareas de tipo político: las relacionadas con 
la guerra (defensa exterior), la policía (control de orden 
interno) y a la administración de justicia, las cuales se 
diferenciaban claramente de las actividades particulares por 
el poder de mando que implicaba su ejercicio. Siendo la 
actividad de fomento de la intervención de particulares en la 
economía uno de los pilares fundamentales para el desarrollo 











































Público - 1913 
Si la noción de poder o mando ya no era el elemento esencial 
que permitía diferenciar claramente la actividad 
administrativa de la realidad de los particulares, algunos 
autores de comienzos del Siglo XX consideraron que era 
necesario encontrar una nueva noción. Fue así como 
basados en la jurisprudencia (Fallo Blanco 1873, Fallo Cadot 
1889, Fallo Terrier 1903), concluyeron que la nueva noción 
clave era la del servicio público, caracterizada por un 
elemento fundamental que era la búsqueda del interés 
general. Según esta escuela, el servicio público era “toda 
actividad de una persona u organismo público, tendiente a 
satisfacer una necesidad de interés general”. Y era en 
consecuencia, esta noción la que explicaba y justificaba la 
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Nota: Fuente propia. 
2.2.2. Fundamentos normativos de la responsabilidad extracontractual en 
Colombia 
 
Hoy la constitución colombiana de 1991 y específicamente su artículo 90, recopila 
los antecedentes filosóficos que gobiernan los elementos de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, en consonancia con las directrices del Código Civil, de 
las cuales se extrae que la disciplina de la responsabilidad puede ser definida como 
“la obligación que recae sobre una persona de reparar el daño que ha causado a 
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otra, sea en naturaleza, por un equivalente monetario o mediante el pago de una 
indemnización de perjuicios”163 
 
Teniendo en cuenta que no existe una legislación específica para la responsabilidad 
extracontractual de la Administración, por analogía el Consejo de Estado ha 
considerado que éste sistema de responsabilidad encuentra su fundamento en 
nuestro derecho positivo a la luz del artículo 1494 del Código Civil, el cual señala 
que: 
 
“las obligaciones nacen ya: i) Del concurso real de las voluntades de dos o más 
personas, como en los contratos o convenciones; ii) De un hecho voluntario de 
la persona que se obliga, como en la aceptación de una herencia o legado y en 
todos los cuasicontratos; iii) Consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o 
daño a otra persona, como en los delitos; y iv) Por disposición de la ley, como 
entre los padres y los hijos de familia”164 
 
De la norma citada, se tiene que el hecho dañoso constituye una fuente de 
obligaciones, en tanto se genera para el acreedor o victima el derecho de exigir una 
prestación al responsable, que se llama deudor o victimario, o como “La sujeción de 
una persona que vulnera un deber de conducta impuesto en interés de otro sujeto 
a la obligación de reparar el daño producido”165 
 
El ordenamiento jurídico colombiano pregona por una concepción dualista de la 
responsabilidad civil, regulada de manera autónoma e independiente en capítulos 
distintos del Código Civil, encontrándose la responsabilidad contractual desarrollada 
en los artículos 1494 al 2340 del referido estatuto normativo y la responsabilidad 
                                                          
163 DIEZ-PICAZO, Luis y GULLÓN, Antonio. Sistema de Derecho Civil. Madrid: Tecnos, 1994. p. 591 
y 614. 
164 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 84 (31 de mayo de 1873) “Código Civil de 
los Estados Unidos de Colombia” Artículo 1494. 
165 DIEZ-PICAZO, Luis y GULLÓN, Antonio Op. cit. 
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extracontractual en los artículos 2341 al 2360. La responsabilidad extracontractual 
puede ser definida como aquella en donde:  
 
“No existía ningún vínculo de derecho entre el autor del daño y su víctima antes 
de que hayan entrado en juego los principios de la responsabilidad166, contrario 
a lo que ocurre con la responsabilidad contractual, la cual supone una obligación 
anterior, se produce entre personas ligadas por un vínculo jurídico preexistente y 
cuya violación sirve de sanción; Es la que proviene de la violación de un contrato: 
consiste en la obligación de indemnizar al acreedor el perjuicio que le causa el 
incumplimiento del contrato o su cumplimiento tardío o imperfecto”167 […] 
 
El Código Civil subdivide este sistema de responsabilidad en: i) La responsabilidad 
por el hecho propio consagrada en los artículos 2341 y 2360 del C.C; ii) La 
responsabilidad por el hecho de un tercero consignada en los artículos 2341, 2347, 
2345, 2346, 2347, 2348, 2349, 2352 del C.C; y iii) La responsabilidad por el hecho 






                                                          
166 MAZEAUD, Henri León Jean. Lecciones de Derecho Civil. La responsabilidad civil. Los 
cuasicontratos. Buenos Aires: Ediciones Jurídicas Europa-América, 1960, p. 116; CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil y Agraria. Sentencia Expediente 5177 (14 de marzo 
de 2000). [M. P. Manuel Ardila Velásquez] “Quien por sí o a través de sus agentes causa a otro un 
daño, originado en un hecho o culpa suya, está obligado a resarcirlo lo que equivale a decir que 
quien reclama a su vez indemnización por igual concepto” 
167 ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo. De la responsabilidad extracontractual en el Derecho Civil. 
Santiago de Chile: Universal, 1981. p. 42; CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia 
C-1008 (9 de diciembre de 2010) [M.P. Luís Ernesto Vargas Silva]. Expediente D-8146 “Aquella que 
resulta de la inejecución o ejecución imperfecta o tardía de una obligación estipulada en un contrato 
válido; De este modo, el concepto de responsabilidad civil contractual se ubica en el contexto de un 
derecho de crédito de orden privado, que solo obra en un campo exclusivo y limitado, vale decir, 







TÍTULO II  
VISIÓN ACTUAL DE LA IMPUTACIÓN MATERIAL AL INTERIOR DEL JUICIO 






1. ESTRUCTURA DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL 
ESTADO  
 
1.1. ESTRUCTURA DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL 
ESTADO 
 
Sea lo primero precisar que, los elementos constitutivos del juicio de 
responsabilidad extracontractual del Estado se encuentran consignados en la 
cláusula general de responsabilidad administrativa, consagrada en el artículo 90 
constitucional168, como fuente positiva de las obligaciones para el Estado, en razón 
del ilícito civil o delitos, en concordancia con el artículo 1494 del Código Civil169, los 
cuales señalan:  
 
Art. 90. “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que 
le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas”170 
 
Art. 1494: “fuente de las obligaciones: Las obligaciones nacen, ya del concurso 
real de las voluntades de dos o más personas, como en los contratos o 
convenciones; ya de un hecho voluntario de la persona que se obliga, como en 
la aceptación de una herencia o legado y en todos los cuasicontratos; ya a 
                                                          
168 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Constitución Política de Colombia, (13 de junio 
de 1991) “art 90 El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que lesean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas; En el evento de ser 
condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia 
de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquel deberá repetir contra éste” 
169 Ley 84, 1873. Código civil, art. 1494. Fuente de las obligaciones. “Las obligaciones nacen, ya del 
concurso real de las voluntades de dos o más personas, como en los contratos o convenciones; ya 
de un hecho voluntario de la persona que se obliga, como en la aceptación de una herencia o legado 
y en todos los cuasicontratos; ya a consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a otra 




consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona, como 
en los delitos; ya por disposición de la ley, como entre los padres y los hijos de 
familia171” (Subraya y negrilla propias) 
 
1.1.1. Clausula general de responsabilidad extracontractual del Estado 
 
El artículo 90 de la C.P172 se erige como la cláusula general de la responsabilidad 
extracontractual del Estado173, la cual requiere dos elementos fundamentales para 
comprometer su responsabilidad, tales como: i) El daño antijurídico174 y ii) La 
imputación plena175 - fáctica y jurídica176. 
 
                                                          
171 Ibid. 
172 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-832 (8 de agosto de 2001) [M.P. 
Rodrigo Escobar Gil] “El Estado de Derecho se funda en dos grandes axiomas: El principio de 
legalidad y la responsabilidad patrimonial del Estado; La garantía de los derechos y libertades de los 
ciudadanos no se preserva solamente con la exigencia a las autoridades públicas que en sus 
actuaciones se sujeten a la ley sino que también es esencial que si el Estado en ejercicio de sus 
poderes de intervención causa un daño antijurídico o lesión lo repare íntegramente”  
173 Sentencia C-864, 2004. Op. cit. Sentencia C-037, 2003. Op. cit. “3) Hasta la Constitución de 1991, 
no existía en la Constitución ni en la ley una cláusula general expresa sobre la responsabilidad 
patrimonial del Estado. Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y, en especial, 
del Consejo de Estado encontraron en diversas normas de la constitución derogada –en especial en 
el artículo 16) los fundamentos constitucionales de esa responsabilidad estatal y plantearon, en 
particular en el campo extracontractual, la existencia de diversos regímenes de responsabilidad, 
como la falla en el servicio, el régimen de riesgo o el de daño especial; Por el contrario, la actual 
Constitución reconoce expresamente la responsabilidad patrimonial del Estado” 
174 Sentencia C-254, 2003. Op. cit. […] “La antijuridicidad del daño no depende de la licitud o ilicitud 
de la conducta desplegada por la Administración sino de la soportabilidad o no por parte de la víctima” 
[…] 
175 Ibid “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de imputabilidad; De 
conformidad con éste, la indemnización del daño antijurídico le corresponde al estado cuando exista 
título jurídico de atribución, es decir, cuando de la voluntad del constituyente o del legislador pueda 
deducirse que la acción u omisión de una autoridad pública compromete al Estado con sus 
resultados” 
176 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 
504222331000950196-01 (28 de junio de 2006) [C.P. Ruth Stella Correa Palacio] Sección Tercera. 
Salvamento de Voto, Consejero Mauricio Fajardo Gómez, “Esta Corporación antes ha manifestado 
muy clara y acertadamente que: «Las imputaciones fácticas son las indicaciones históricas referidas 
a los hechos en los cuales el demandante edifica sus pretensiones; o el simple señalamiento de las 
causas materiales, en criterio de quien imputa, que guardan inmediatez con el hecho y, que 
considera, contribuyeron desde el punto de vista físico a la concreción del daño; En cambio las 
imputaciones jurídicas aluden a la fuente normativa de deberes y de obligaciones —constitucionales, 




1.1.2. Aspectos generales del daño y la imputación plena 
 
El daño debe ser antijurídico, es decir, aquella lesión a un bien o interés 
jurídicamente tutelado que la persona no está en el deber jurídico de soportar; dicho 
daño tiene como características que sea cierto, presente o futuro, determinado o 
determinable, anormal y que se trate de una situación jurídicamente protegida; al 
respecto, el precedente constitucional ha concluido:  
 
[…] “antijuridicidad del perjuicio no depende de la licitud o ilicitud de la conducta 
desplegada por la Administración sino de la no soportabilidad del daño por parte 
de la víctima. De otra lado, la concepción del daño antijurídico a partir de la 
consideración de que quien lo sufre no está obligado a soportarlo constituye otra 
forma de plantear el principio constitucional según el cual, la igualdad frente a las 
cargas públicas es sustento de la actividad de la administración pública”177 
 
De igual manera, el precedente jurisprudencial constitucional considera que el daño 
antijurídico tiene como fundamento los: principios consagrados en la Constitución, 
tales como la solidaridad (Art. 1º) y la igualdad (Art. 13), y en la garantía integral del 
patrimonio de los ciudadanos, prevista por los artículos 2º y 58 de la Constitución178; 
Queda claro entonces que es un concepto constante en la jurisprudencia 
contenciosa administrativa, que debe ser objeto de adecuación y actualización a la 
luz de los principios del Estado Social de Derecho, ya que como lo señala el 
precedente del Consejo de Estado, un Estado Social de Derecho, solidario y 
                                                          
177 Sentencia C-254, 2003. Op. cit. “El artículo 90 de la Carta, atendiendo las (sic) construcciones 
jurisprudenciales, le dio un nuevo enfoque normativo a la responsabilidad patrimonial del Estado 
desplazando su fundamento desde la falla del servicio hasta el daño antijurídico; Ello implica la 
ampliación del espacio en el que puede declararse la responsabilidad patrimonial del Estado pues el 
punto de partida para la determinación de esa responsabilidad ya no está determinado por la irregular 
actuación estatal – bien sea por la no prestación del servicio, por la prestación irregular o por la 
prestación tardía- sino por la producción de un daño antijurídico que la víctima no está en el deber 
de soportar, independientemente de la regularidad o irregularidad de esa actuación” 
178 Sentencia C-832, 2001. Op. cit. “La responsabilidad patrimonial del Estado en nuestro 




respetuoso de la dignidad de la persona humana, no puede causar daños 
antijurídicos y no indemnizarlos179”. 
 
En cuanto a la imputación plena, el profesor Yesid Reyes Alvarado ha precisado 
que está conformada por dos manifestaciones diversas que reciben los nombres de 
imputación fáctica (imputaio facti) e imputación jurídica (imputatio juris), siendo 
aquélla útil para calificar un proceso como conducta y, esta última, para juzgar a 
una conducta como conforme o contraria a Derecho180. Son los dos niveles de la 
imputación:  
 
a) La imputación fáctica, la cual puede ser analizada a su vez desde dos campos: 
El primero comprende la conexión entre diversos elementos dentro del sistema o 
leyes de la naturaleza, denominada causalidad material o física en el plano óntico 
(hacer); y el segundo hace referencia a ingredientes normativos y sociales que 
permiten establecer cuándo un resultado puede ser atribuido a alguien, denominado 
causalidad hipotética o imputación (no hacer) 181.  
 
b) La imputación jurídica, la cual constituye el fundamento o razón de la 
obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la 
materialización de un daño antijurídico y que se erige con fundamento en los 
regímenes de responsabilidad subjetivo (falla del servicio) u objetivo (riego 
exepcional y daño espcial) 182. 
                                                          
179 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 9550 (9 
de febrero 1995) [C.P. Daniel Suarez Hernández] Sección Tercera “Para eludir el cumplimiento de 
sus deberes jurídicos no puede exigirle al juez que, como no le alcanzan sus recursos fiscales, no le 
condene por ejemplo, por los atentados de la fuerza pública, contra la dignidad de la persona 
humana” 
180 ALVARADO Yesid Reyes. Imputación objetiva. Bogotá: Temis, 1996. 2a Ed. p. 114 
181 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Expediente 9955, 1994. Op. cit.; 
Sentencia Expediente 9276, 1994. Op cit.; Sentencia Expediente 11798, 1996. Op. cit.; Sentencia 
Expediente 11781, 1997. Op. cit. 
182 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación número: 54001-23-
31-000-1994-08654-01(19976) (9 de mayo de 2011) [C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa] 




A efectos de que sea declarada la responsabilidad patrimonial del Estado en un 
supuesto concreto, se hace necesario evidenciar la existencia de una relación de 
causa - efecto entre un comportamiento que automáticamente generan un resultado 
(causalidad) o, la asignación de un resultado que pueden ser atribuido a alguien 
(imputación) -imputación fáctica-183; así como la concurrencia de una serie de 
requisitos normativos de índole jurídico, que permitan determinar el fundamento del 
por qué debe responder un sujeto en razón a la producción de un daño -imputación 
jurídica-. Es decir, que mientras el primer nivel de imputación (fáctica) hace 
referencia a la atribución de un resultado dañoso en cabeza de un determinado 
sujeto, el segundo nivel de imputación (jurídico) hace referencia al fundamento de 
por qué ese sujeto se encuentra en la obligación de reparar el daño. 
 
Quiere decir lo anterior que los elementos constitutivos del juicio de responsabilidad 
extracontractual del Estado pueden sintetizarse como una ecuación, en los 
siguientes términos: Responsabilidad (R) = Daño Antijurídico (DA) + Imputación 
Plena (IP); donde la imputación plena se encuentra constituida por la Imputación 
Material (IM) + la Imputación Jurídica. Es decir, R = DA + IP (IM + IJ). 
 
1.1.3. Imputación plena 
 
Recapitulando, tal como se indicó líneas arriba, la imputación plena comprende la 
atribución de un resultado en cabeza de un determinado sujeto de manera global184 
y está conformada por dos niveles diversos que reciben los nombres de imputación 
material e imputación jurídica, teniendo la primera la finalidad de calificar un proceso 
                                                          
183 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación No: 050012326000-
1995-01203-01, Expediente No. 17145 (11 de febrero de 2009) [C.P. Mauricio Fajardo]. Salvamento 
de voto 
184 PEINADO FACIO, Jorge. Responsabilidad extracontractual. Bogotá, Temis, 1981. 3ª Ed. p. 21. 
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como conducta, y la última de juzgar dicha conducta como conforme o contraria a 
Derecho185. 
 
1.1.4. Imputación material 
 
El primer nivel, hace referencia a las imputaciones fácticas o materiales, así:  
 
“Hace alusión a las indicaciones históricas referidas a los hechos en los cuales 
el demandante edifica las pretensiones; o el simple señalamiento de las causas 
materiales en criterio de quien imputa, que guardan inmediatez con el hecho y 
que, considera, contribuyeron desde el punto de vista físico a la concreción del 
daño186”  
 
Es decir, que tiene como objeto realizar la atribución de un resultado dañoso en 
cabeza de un determinado sujeto, pudiendo ser analizada a su vez a través dos 
factores de imputación material. El primero comprende la conexión entre diversos 
elementos dentro del sistema o leyes de la naturaleza, denominado causalidad 
material o física en el plano óntico-physis (hacer) y, el segundo, que hace referencia 
a ingredientes normativos y sociales que permiten establecer cuándo un resultado 
puede ser atribuido a alguien, denominado imputación en el plano deontológico - 




                                                          
185 ALVARADO YESID, Reyes. Op. cit. p.114. 
186 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 
504222331000950196-01 (28 de junio de 2006) [C.P. Ruth Stella Correa Palacio] 
187 MIR PUIG, Santiago. Derecho Penal. Parte General. Barcelona: Reppertor, 1998. 5ª ed. p. 318 y 




1.1.4.1. Factores de atribución material - De la noción de causalidad e 
imputación 
 
A efectos de determinar las nociones de causalidad e imputación, se considera 
pertinente traer a colación las precisiones efectuadas por el Consejo de Estado, en 
Sentencia Radicación No: 050012326000-1995-01203-01 de 2009, respecto al 
tema, así: 
 
“Uno de los tantos notables aportes de Hans Kelsen a la ciencia jurídica consistió 
en explicitar la distinción, no sólo terminológica sino -especialmente- conceptual 
entre la causalidad -entendida como conexión entre diversos elementos dentro 
del sistema de la naturaleza- y la imputación -referida al enlace formal que existe 
entre antecedente y consecuente y se expresa a través de reglas jurídicas188189” 
 
“Es decir, para Kelsen ha de negarse la existencia de una causalidad de tipo 
jurídico, si se tiene en cuenta que la causalidad es siempre una noción 
naturalística, fenomenológica, completamente ajena a consideraciones 
valorativo-normativas; en ese orden de ideas, se debe separar claramente el 
plano de la causalidad y el de la atribución de resultados a conductas imputación, 
pues mientras el primero se corresponde con el terreno de los hechos, el segundo 
constituye un nivel meramente jurídico-valorativo190”.  
                                                          
188 Radicación No: 050012326000-1995-01203-01, 2009. Op. cit. 
189 KELSEN, Hans. Teoría general del Estado. México: Nacional, 1973. p. 63. 
190 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación No 050012326000- 
1995-01203-01, Expediente No. 17145. (11 de febrero de 2009) [C.P. Mauricio Fajardo Gómez] “sin 
que se escape a la Sala, como con acierto lo pone de presente GOLDENBERG quien refleja de muy 
ilustrativa manera la altamente compleja idea de la relatividad desarrollada, entre otros, por Albert 
Einstein, que la física moderna ha reformulado el concepto de causalidad a partir del cuestionamiento 
del postulado tradicional de uniformidad de la naturaleza de acuerdo al cual dado un antecedente el 
resultado opera inexorablemente de la misma manera; Actualmente no es aceptable ya un 
determinismo causal rígido, en virtud de la comprobación que la energía se libera en saltos 
discontinuos e irregulares cuyo origen y dirección no son aún conocidos; El riguroso mecanicismo 
es reemplazado por el concepto de probabilidad como medida del azar: junto al mundo de la 
causalidad está también lo fortuito, la física cuántica ha combinado las ideas de causación y azar; lo 
que anteriormente se consideraban leyes comprobadas ahora se reputan verdades aproximadas, 
simples posibilidades, lo que conduce a un concepto flexibilizado de causa”  
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Por otra parte, el mismo Consejo de Estado, refiriéndose a la distinción entre 
causalidad e imputación, cita al profesor Mir Puigpelat Oriol191, indicando que “la 
comprensión mayoritaria -aunque deba darse cuenta de la existencia de pareceres 
discrepantes- niega que las omisiones puedan ser causa en un sentido 
estrictamente naturalístico u ontológico de un resultado”, como lo ha señalado 
Jescheck:  
 
“Resulta imposible sostener que un resultado positivo pueda haber sido causado, 
en el sentido de las ciencias de la naturaleza, por un puro no hacer ex nihilo nihil 
fit (énfasis en el texto original), sostiene aquél; La causalidad, como categoría del 
ser, requiere una fuente real de energía que sea capaz de conllevar un 
despliegue de fuerzas, y ello falta precisamente en la omisión ex nihilo nihil fit192”. 
 
La distinción entre causalidad e imputación permite explicar, la naturaleza del 
razonamiento al cual está llamado el Juez de lo Contencioso Administrativo cuando 
debe establecer si la responsabilidad del Estado debe quedar comprometida como 
secuela no ya de una acción, sino como consecuencia de una omisión de la entidad 
demandada; pues si bien en principio una conducta omisiva fenomenológicamente 
no puede dar lugar a la producción de un resultado positivo -de un daño-, ello no 
implica una ausencia de responsabilidad extracontractual que deba ser asumida por 
el omitente; lo que ocurre es que la cuestión se convierte en un asunto de causalidad 
y no de imputacion.  
 
En ese sentido, el Consejo de Estado citando al Profesor Mir Puigpelat, señala 
que “cuando la conducta es una omisión, la relación de causalidad no es sólo 
insuficiente, sino, incluso, innecesaria, y existirá imputación del resultado cuando 
el omitente tenía el deber jurídico de evitar el resultado lesivo, poseyendo la 
acción omitida y la capacidad para evitarlo; de tal manera que en el evento de 
                                                          
191 MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria. Op. cit. 
192 MIR PUIG, Santiago. Derecho Penal. Op. cit. p.318 y JESCHECK, Hans-Heinrich. Op. cit. p. 852. 
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que el juez contencioso administrativo compruebe este último situación, se 
examina si existe relación de causalidad entre la acción omitida y el resultado 
producido193”.  
 
De lo expuesto, refulge con meridiana claridad que: i) La causalidad opera en el 
mundo de la naturaleza y se rige por el criterio de la demostración, propios de las 
ciencias experimentales, que corroboran premisas que han sido comprobadas en 
laboratorio con experimentación, para sacar unas consecuencias validas de esas 
premisas, como en las ciencias duras “La física, la mecánica, la termodinámica; 
mientras que ii) La imputación por el contrario, se trata de un modelo de 
argumentación, propio de las ciencias no demostrativas, pues el campo del Derecho 
no tiende a demostrar sino únicamente a persuadir, verbigracia, La filosofía, la ética, 
la crítica, interpretación, argumentación”194  
 
De tal suerte que resulta inconsistente tanto desde el punto de vista terminológico, 
como conceptual, sostener la existencia de la figura denominada causalidad 
jurídica, como quiera la relación de causalidad y el razonamiento jurídico, según se 
ha dicho, operan en planos diversos, cada uno gobernado por sus propias reglas”195, 
pues en términos del profesor Mir Puig196, citado por el Consejo de Estado, en 
Radicación No 050012326000- 1995-01203-01, Expediente No. 17145, 2009 aclara 
que:  
 
“El lector atento podrá haber pensado que la teoría de la imputación objetiva se 
limita a llamar imputación a lo que muchos autores denominan causalidad 
                                                          
193 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación No 050012326000- 
1995-01203-01, Expediente No. 17145. (11 de febrero de 2009) [C.P. Mauricio Fajardo Gómez]; MIR 
PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria. Op. cit. p.70-73 y 
239-247 
194 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit. p. 55-116. 
195 MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la Administración sanitaria. Op. cit. 
p.77-78. 
196 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación No 050012326000- 
1995-01203-01, Expediente No. 17145. (11 de febrero de 2009) [C.P. Mauricio Fajardo Gómez] 
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jurídica, realizando un cambio meramente terminológico y no ya de fondo; Ello, 
sin embargo, no es así […] En efecto, aludir al fenómeno de atribución de 
resultados descrito mediante el término imputación y no ya mediante el de 
causalidad (aunque se le añada a este último el adjetivo jurídica) comporta 
enfatizar el carácter puramente normativo-valorativo del mismo”  
 
Esta precision toma importancia debido a que la jurisprudencia contencioso 
administrativa colombiana, en muchos casos desestima la reclamación de 
responsabilidad administrativa al negar la existencia de relación de causalidad entre 
el daño y el funcionamiento del servicio público, como si fuera una realidad única, 
sin tener en cuenta las verdaderas circunstancias de tipo valorativo-normativas, que 
se encuentran dentro del área de la imputación197. 
 
En relación con la omisión, debe aclararse que el derecho asigna consecuencias 
jurídicas a una abstención desde el plano normativo y no desde el material, debido 
a que la omisión es un concepto normativo, y sólo tiene sentido cuando la inactividad 
del individuo se mira con referencia a una norma que demandaba una actividad de 
su parte198, o lo que es lo mismo, el incumplimiento de un deber de actuación, pues 
la omisión supone la preexistencia de un deber jurídico para que la conducta se 
despliegue en una forma determinada.199  
 
  
                                                          
197 GOLDENBERG, Isidoro. Op. cit. p.10 y 11.; LUDWING, Enneccerus y HEINRICH, Lehmann, 
Tratado de Derecho Civil, Derecho de las Obligaciones. Barcelona: Bosch Casa Editorial, 1948, p. 
66. 
198 GOLDENBERG, Isidoro. Op. cit. p. 201. 
199 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia 
Expediente 14.215. (21 de febrero de 2002).  
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1.1.4.2. Causalidad  
 
Respecto a las teorías causales, como estructuras teóricas para explicar 
fenomenológicamente la producción del daño, es del caso traer a colación la obra 
del profesor Osvaldo Paludi200, en donde precisó cada una de estas tesis en los 
siguientes términos: 
 
1.1.4.3. Teoría generalizadora 
 
A diferencia de las teorías individualizadoras que persiguen determinar entre un 
conjunto de hechos aquel que consideran determinante del daño, esta teoría 
considera que pueden existir muchas causas vinculadas a un mismo resultado 
dañoso201, así:  
 
- Equivalencia de condiciones – conditio sine quanon: Esta teoría fue elaborada 
por Maximiliano Von Buri entre los años 1860 y 1899, aparece fundada en la 
concepción filosófica de causa de John Stuart Mill, quienes nos van a indicar que la 
causa, la constituye la suma de todas las condiciones positivas y negativas tomadas 
juntas, el total de las contingencias de toda naturaleza, que siendo realizadas, hacen 
que se produzca el resultado.202 El fundamento de la teoría se centra en que la 
misma no distingue entre las condiciones y el resultado, pues todas se consideran 
del mismo valor en la producción del daño; de tal manera que cada una de las 
condiciones por si sola es ineficaz.203  
 
Es decir, según esta tesis todas las causas inciden en la producción del daño, 
produciendose un regreso infinito en la búsqueda de los antecedentes para la 
                                                          
200 PALUDI, Osvaldo. Op. cit. p. 
201 BELTRÁN PACHECO, Jorge Alberto. Estudios de la Relación Causal en la Responsabilidad Civil. 
En: Derecho y Sociedad-Asociación Civil. p.260-266 [En linea] Disponible en: <http://bit.ly/31UaBAr> 
202 BOGGERO, Boffi, Op. cit.p. 317. 
203 PALUDI, Osvaldo. Op. cit. p. 24-28. 
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producción del hecho dañoso. “Por ejemplo, si un médico receta a un paciente unas 
pastillas, y éste, al salir de la consulta y dirigirse a la farmacia a comprarlas, es 
atropellado, deberá considerarse al médico causante de la muerte del paciente, e 
incluso los padres del médico, por haberlo concebido, y sus abuelos, bisabuelos, 
etc204”, de tal manera que el regreso de antecedentes no tiene un límite temporal.  
 
1.1.4.4. Dogma causal  
 
El surgimiento del denominado dogma causal aparece en el siglo XIX, como una 
forma de evitar el regreso infinito inherente a la teoría de la equivalencia de 
condiciones, convirtiéndose este pensamiento en la piedra angular sobre la cual se 
erigieron las teorías individualizadoras de la causalidad, a través de las cuales se 
pretendió depurar con base en criterios normativos el concepto de causa.  
 
Al respecto se hace pertinente traer a colación la obra del profesor Isidoro 
Goldemberg, La relación de causalidad en la responsabilidad civil, así:  
 
“Y es que si con detenimiento se analiza la consecuencia de remitir la causalidad 
exclusivamente al terreno de los hechos y, por tanto, al funcionamiento de las 
leyes naturales, habrá que admitir que entre hechos sin más, hechos en bruto, 
no es posible efectuar distinciones sin acudir a criterios valorativos o normativos, 
de suerte que todos esos hechos merecerán una catalogación equivalente de 
cara a la producción de un determinado resultado; en otros términos, puesta la 
causalidad en un terreno exclusivamente empírico, desprovisto de cualquier 
consideración normativo-valorativa que permita distinguir entre los referidos 
hechos, será la tan demeritada teoría de la equivalencia de condiciones la 
explicativa de la relación de causalidad, pues, como la aludida teoría lo 
                                                          
204 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación No: 050012326000-
1995-01203-01, Expediente No. 17145 (11 de febrero de 2009) [C.P. Mauricio Fajardo]; MIR 




preconiza, toda condición de un resultado será considerada causa del mismo y, 
a su vez, habrá de reputarse condición de ése resultado toda aquella que, 
suprimida mentalmente, comporte la desaparición de tal resultado (así pues, en 
el ejemplo provisto por Mir Puigpelat, el hecho de que en un hospital público se 
recete a un paciente unos potentes barbitúricos, será causa del suicidio de dicho 
paciente debido a la ingesta de una dosis letal de tales medicamentos)”205  
 
En esa linea argumentativa, se hace evidente que: 
 
“Con el propósito de evitar el regressus ad infinitum inherente de la teoría de la 
equivalencia de condiciones, el positivismo filosófico y jurídico del siglo XIX 
construyó el que hubo de denominarse dogma causal, a través del cual se 
pretendió atribuir naturaleza normativa y no unicamente fenoménica o 
naturalística a la causalidad, a fin de depurar con base en criterios normativos, 
el concepto de causa; En tal virtud, se produce el surgimiento de las teorías 
individualizadoras de la causalidad, las cuales, partiendo de la distinción entre 
los conceptos de causa y condición, propugnan por establecer que no toda 
condición es causa del resultado, de tal manera que se hace necesario 
indivualizar de entre todas las condiciones concurrentes, aquella a la cual se le 
atribuye directamente el resultado mediante un un juicio de valor”206 
 
En ese orden de ideas, aparece la hoy mayoritariamente aceptada teoría de la 
causalidad adecuada, como teoría causal para la atribucion de resultados, en 
donde la selección de la causa se realiza con fundamento en un criterio jurídico-
valorativo por parte del espectador objetivo y prudente, al cual se le sitúa en el 
momento de la acción y se le dota de todos los conocimientos necesarios para 
identificar aquella condición que parezca la que más probablemente 
                                                          




desencadenará el resultado; de tal manera que, no será adecuada la condición 
cuando resulte muy improbable que produzca el resultado.  
 
“Se trata, entonces de criterios normativos o valorativos que se incorporan en el 
territorio de la causalidad, exclusivamente empírico o naturalístico con el 
propósito de evitar el regreso al infinito que la operatividad de las solas leyes 
naturales, haría inevitable207”. 
 
Es así que se tiene la idea de que los hechos están determinados por las leyes de 
la naturaleza, y que bajo un alto componente emocional se sentía la necesidad de 
realizar una investigación causal de los acontecimientos con el objeto de encontrar 
un responsable.208  
 
Con gran frecuencia un daño deriva de una serie concatenada de acontecimientos 
o, lo que es igual, de una pluralidad muy diversa de causas209; “todas ellas con 
independencia de que sean directas o indirectas, remotas o próximas, que 
constituyen un antecedente sin el cual el resultado final no se hubiese verificado210”; 
cuando esto sucede, al práctico del derecho le corresponde establecer a cuál de 
todas estas causas (o condiciones), le atribuirá la relevancia jurídica; o lo que es lo 
mismo, individualizar la causalidad.211 
 
De ahí que, para establecer los antecedentes que coadyuvan a la producción del 
daño, se han formulados diversas teorías que intentan buscar una explicación 
                                                          
207 Ibid. 
208 KELSEN, Hans. Sociedad y naturaleza. Una investigación sociológica. Buenos Aires: Depalma, 
1945. p. 1, 7, 10, 18, 357, 383 y ss. 
209 MOSSET ITURRASPE, Jorge. Responsabilidad por daños. Santa Fe: Rubinzal Culzoni, 2004. p. 
230. 
210 CHABAS, François. La influencia de la pluralidad de causas sobre el derecho a la 
reparación=L’influence de la pluralité de causes sur le Droit a réparation. Paris: Librairie Générale de 
Droit et de Jurisprudence, 1967. p 2 y ss. 
211 LLAMBÍAS, Jorge. El Derecho no es una física de las acciones humanas. Buenos Aires: La Ley, 
2009. p.1.015  
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coherente de la producción del daño desde el territorio de las leyes de la naturaleza, 
tales como la equivalencia de condiciones, causa próxima, causa eficiente, causa 
adecuada. 
 
“Estas teorías que intentan explicar la causalidad en términos de procesos físicos 
e interacciones ocupan un lugar destacado en la filosofía contemporánea. A 
diferencia de otras teorías que ponen más énfasis en los aspectos 
epistemológicos de la causalidad, estas aproximaciones se centran en el aspecto 
metafísico: intentan descubrir aquello que es la causalidad en el mundo212;
 
En la 
literatura filosófica se hace referencia a ellas con distintas etiquetas: teorías de 
proceso causal213, teorías de la transferencia214, teorías mecanicistas o teorías 
de la causalidad física215. La idea fundamental sobre la que se articulan estas 
teorías es que, cuando en el mundo ocurre lo que llamamos una conexión causal, 




1.1.4.5. Teorías individualizadoras de la causalidad o teorías causales  
 
Son aquellas que persiguen individualizar entre un conjunto de hechos posibles de 
ser considerados determinantes del daño cuál es aquel que lo generó. Dentro de 
estas teorías tenemos a la teoría de la causa próxima, causa eficiente y causa 
adecuada.217 
 
                                                          
212 DOWE, Phil. Causación física=Physical Causation. Nueva York: Cambridge University Press, 
2000. p.10. 
213 Ibid. p.213-233. 
214 REISS, Julien. Causación una opinión introductoria=Causation. An Opinionated Introduction. 
Róterdam: Universidad Erasmo, 2007. 
215 NEY, Alyssa. Causación física y hacer la diferencia=Physical Causation and Difference-Making. 
En: The British Journal for the Philosophy of Science, (60) 4, 2009  
216 DOWE, Phil, Op. cit. p.10. 
217 BELTRÁN PACHECO, Jorge Alberto. Op. cit. p. 260-266. 
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- Causa próxima: “Esta teoría le es atribuida de manera genérica a Francis Bacon 
(filosofo inglés del siglo XVI, 1561 - 1626), esta tesis considera como lo explica 
Llambías, que la causa es el antecedente o factor temporalmente inmediato de un 
resultado; de tal manera que, los demás hechos que influyen más lejanamente en 
la producción de ese resultado, son sus condiciones pero no su causa;218 En igual 
sentido, sobre esta teoría dice Boffi Boggero que, Francisco Bacon, partiendo de la 
base consistente en la dificultad jurídica de juzgar las causas de las causas y las 
respectivas influencias de unas sobre otras, se hace necesario liminar las mismas 
a la causa inmediata, y juzgar las acciones por esta última sin remontar a un grado 
más remoto219220”.  
 
En consecuencia, esta teoría indica que, aunque todas las casusas inciden en la 
producción del daño, sólo la casusa más cercana incide en el hecho dañoso; es 
decir, su característica es el factor de la proximidad en el tiempo. Por ejemplo, si 
una persona se dirige al aeropuerto el Dorado (Bogotá) para tomar su conexión a 
Barajas (Madrid) de 1:00 PM, y es detenido por un agente de tránsito algunos 
minutos, y posteriormente existen demoras en el control de migración, generándole 
la pérdida del vuelo al sujeto; se tiene que sólo la demora en el control de migratorio 
tuvo incidencia en el hecho dañoso.  
 
- Causa eficiente: “Según el profesor Llambias, esta doctrina parte de un postulado 
opuesto al de la teoría de la equivalencia de condiciones, pues entre las condiciones 
necesarias de un resultado no son todas equivalentes, sino al contrario, de eficacia 
distinta221; De tal manera que, algunos autores como Boffi Boggero buscan la 
eficacia en la condición que sea más activa o eficaz, siguiendo un criterio de tipo 
cuantitativo, Al respecto, Karl Von Brikmeyer expresa que si bien es cierto todas las 
condiciones son necesarias en razon a que todas contribuyeron para la producción 
                                                          
218 LLAMBÍAS, Jorge. Op. cit. p. 339. 
219 BOGGERO, Boffi. Op. cit. p. 321. 
220 PALUDI, Osvaldo. Op. cit. p. 24-28.  
221 LLAMBÍAS, Jorge. Op. cit.p. 321. 
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del daño, media una clara diferencia de eficacia entre ellas, en consecuencia, la 
verdadera causa es la que en mayor cantidad ha contribuido al daño222223”.  
 
De conformidad con esta teoría, para que se produzca un resultado específico 
siempre van a converger una multiplicidad de causas y todas son relevantes para la 
producción del resultado; sin embargo, en materia de atribución de un daño en 
cabeza de un sujeto sólo se debe tener en cuenta el factor decisivo para la 
producción del resultado lesivo, por ejemplo:  
 
“Si planto una semilla deben concurrir sin duda diversas condiciones, como la 
humedad y el calor, para que la planta germine; Sin embargo, el sembrar es la 
única causa, y todos los otros antecedentes representan las condiciones; Estas 
condiciones son las decisivas para la existencia de la planta, pero su naturaleza 
está única y exclusivamente determinada por la semilla, de la que depende que 
surja una flor, una palma o una rosa”224  
 
- Causa adecuada: En relación con esta teoría, el profesor Osvaldo Paludi 
retomando las investigaciones de Llambías, explica que la “relación de causalidad 
jurídicamente relevante es la que existe entre el daño ocasionado y el antecedente 
que lo produce normalmente, conforme al curso natural y ordinario de las cosas; 
pues no todas las condiciones del daño son equivalentes; es decir, sólo la condición 
que típicamente origina esa consecuencia dañosa puede ser retenida por nuestra 
mente en el carácter de causa adecuada del daño225”.  
 
Para el filósofo Von Kries partía de que cuando el juez quiera indagar si una acción 
era o no adecuada, debía tomar en consideración lo que era o podía ser conocido 
por el agente en el momento de su actividad; de tal manera que el juicio de 
                                                          
222 BOGGERO, Boffi, Op. cit. vol. II, p. 323. 
223 PALUDI, Osvaldo. Op. cit. p. 24-28. 
224 BOGGERO, Boffi, Op. cit.vol. II, p. 324. 
225 LLAMBÍAS, Jorge. Op. cit. p. 341. 
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adecuación se fundamentaría sobre el saber jurídico, atendiendo a las leyes 
naturales.226  
 
Así, el juez deberá atender a la totalidad de las condiciones que se den en el 
momento del acto, aun cuando fuesen desconocidas por el agente, y a las 
posteriores que hubiesen tenido influencia en la producción del daño, en tanto 
previsibles por el hombre medio, común o normal susceptibles de ser conocidas por 
el autor.227  
 
La teoría de causalidad adecuada, en contraposición a la teoría de la equivalencia 
de condiciones, nos indica que “no todas las condiciones del daño son equivalentes, 
pues sólo la condición que típicamente origina esa consecuencia dañosa puede ser 
retenida por nuestra mente en el carácter de causa adecuada del daño”228 
precisando que, la característica esencial de esta teoría es el conocimiento que era 
o podía tener el agente en el momento de realizar la actividad dañosa que se le 
atribuye. Es decir, esta teoría es formulada con la intención de limitar la 
responsabilidad en el campo de la causalidad, reduciendo los resultados excesivos 
a que conducía la teoría de la equivalencia de las condiciones. 
 
Respecto a la imputación fáctica como elemento de la responsabilidad del Estado, 
en nuestro ordenamiento jurídico la jurisprudencia del Consejo de Estado se ha 
limitado a aplicar una sola de las teorías de las que explican la fenomenología de 
los juicios de imputación fática, la causalidad adecuada; pues la “equivalencia de 
                                                          
226 BOGGERO, Boff I, Op. cit.p. 326. 
227 PALUDI, Osvaldo. Op. cit. p. 24-28. 
228 ROJAS QUIÑONES, Sergio y MOJICA RESTREPO, Juan Diego. De la causalidad adecuada a la 
imputación objetiva en la responsabilidad civil colombiana. En: Revista Vniversitas, 2014. p. 189-




condiciones” actualmente ha sido desechada por regla general del ordenamiento 
nacional para establecer el nexo de causalidad229.  
 
El profesor Tamayo Jaramillo en su obra “De la Responsabilidad Civil. Las 
presunciones de responsabilidad y sus medios de defensa”, señala que para 
explicar el vínculo de causalidad que debe existir entre el hecho y el daño, se han 
ideado varias teorías; las más importantes son: la teoría de la equivalencia de las 
condiciones y la teoría de la causalidad adecuada.  
 
“Respecto a la primera, todas las causas que contribuyeron a la producción del 
daño se consideran, desde el punto de vista jurídico, como causantes del hecho, 
y quienes estén detrás de cualquiera de esas causas, deben responder; y a esta 
teoría se le rechaza por su inaplicabilidad práctica, pues deshumanizaría la 
responsabilidad civil y permitiría, absurdamente, buscar responsables hasta el 
infinito. En contraposicion a ello y para suavizar este criterio, se ha ideado la 
llamada teoría de la causalidad adecuada, según la cual no todos los fenómenos 
que contribuyeron a la producción del daño tienen relevancia para determinar la 
causa jurídica del perjuicio, pues se considera que solamente causó el daño 
aquel o aquellos fenómenos que normalmente debieron haberlo producido230”. 
 
Quiere decir lo anterior, que al momento de analizar la atribución de la 
responsabilidad del Estado desde el ámbito factico, utilizando como factor de 
atribución material la causalidad, ésta se debe hacer como regla general en atención 
a la teoría de la causalidad adecuada, entendida como la relación existente entre el 
daño ocasionado y el antecedente que lo produce normalmente en el curso natural 
y ordinario de las cosas, según lo que era o podía ser conocido por el agente en el 
momento de su actividad. En ese orden, tal como se dejó anotado líneas arriba, es 
claro que en el ámbito de la responsabilidad extracontractual no existen 
                                                          
229 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia 
Expediente 26.308. (6 de julio de 2005)  
230 TAMAYO JARAMILLO, Javier. De la Responsabilidad Civil. Las presunciones de responsabilidad 
y sus medios de defensa. Bogotá: Temis, 1993. Tomo I, Vol 2, p. 245-246. 
94 
 
propiamente dichas escuelas de causalidad; sino que por el contrario, el asunto es 
manejado mediante teorías generalizadoras e individualizadoras de la causalidad, 
sin acudirse como tal a un cuerpo o compendio de doctrinas, fundamentos 
filosóficos, políticos, sociológicos, psicológicos, y jurídicos acerca de la acción 
mecánica del agente frente a la producción del daño. Lo cual no sucede con el 
criterio de imputación como instrumento de atribución material.  
 
Tabla 4. Teorías individualizadoras de la causalidad o teorías causales 
TEORÍAS INDIVIDUALIZADORAS DE LA CAUSALIDAD O TEORÍAS CAUSALES 





































Acerca de la 
Causalidad y su 
Responsabilidad 
Esta teoría parte de la premisa que para determinar la 
causa de un hecho dañoso debemos tener presente el 
análisis de toda la cadena causal y no sólo de un 
segmento de ésta. Para ello debemos efectuar la siguiente 
pregunta (a fin de determinar la participación del suceso 
en la cadena causal) “SÍ es que no se hubiese producido 
tal hecho el resultado no se hubiese realizado”, si la 
respuesta es afirmativa concluiremos que ese hecho es 
importante y por ende es una “causa sin la cual no se 













El surgimiento del denominado “dogma causal” aparece en el siglo XIX, como una forma de evitar el 
regreso infinito inherente a la teoría de la “equivalencia de condiciones”, convirtiéndose este pensamiento 
en la piedra angular sobre la cual se erigieron las “teorías individualizadoras de la causalidad”, a través 




































Esta teoría indica que aunque todas las casusas inciden 
en la producción del daño, sólo la casusa más cercana 
incide en el hecho dañoso; es decir, su característica es el 













Causal en el 
Derecho Penal 
Para que se produzca un resultado específico, siempre 
van a converger una multiplicidad de causas y todas son 
relevantes para la producción del resultado; sin embargo, 
en materia de atribución de un daño en cabeza de un 
sujeto sólo se debe tener en cuenta el factor decisivo para 










la Psicología y 
Filosofía de los 
Órganos de los 
Sentidos  
“Consiste en la relación existente entre el daño 
ocasionado y el antecedente que lo produce normalmente 
según el curso natural y ordinario de las cosas, según lo 
que era o podía ser conocido por el agente en el momento 
de su actividad” 






1.1.5. Imputación  
 
Antes de descender al estudio de las teorías de imputación objetiva aplicadas en la 
responsabilidad extracontractual del Estado como fundamento de atribución 
material, se hace necesario aclarar que estas teorías tienen su génesis en el 
Derecho Penal y no en el Derecho Administrativo y empezaron a ser utilizadas 
en la jurisdicción contenciosa de manera contundente sólo con la expedición de la 
Constitución Política de 1991, en relación con los daños ocasionados a los 
administrados por los actos terroristas generados por terceros231.  
 
De tal manera que se hace menester efectuar un breve recuento histórico sobre la 
evolución de las escuelas desarrolladas por el Derecho Penal desde finales del siglo 
XIX hasta mediados del siglo XX. Ello con la finalidad de llenar el actual vacio teórico 
relacionado con las preguntas i) ¿De qué manera se debe utilizar en la 
responsabilidad extracontractual del Estado, en las teorías provenientes del 
Derecho Penal? y ¿Hasta qué punto la omisión administrativa puede ser enjuiciable, 
utilizando los criterios de la escuela funcionalista alemana para calificar la omisión 
penal?  
 
En la actualidad la jurisdicción contenciosa ha tomado y aplicado sin mayores 
justificaciones; por ello, se pretende demostrar en el presente trabajo, como la lógica 
que gobierna el ilícito penal es sustancialmente distinta a aquélla que preside a la 
responsabilidad extracontractual del Estado, esto con la finalidad adecuar y mejorar 
desde un criterio dogmatico el uso de las teoria pertenecientes al Derecho Penal en 
el Derecho Administrativo.  
 
                                                          
231 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 9955, 
1994. Op. cit. Sentencia Expediente 9276, 1994. Op cit. Sentencia Expediente 11798, 1996. Op. cit. 
Sentencia Expediente 11781, 1997. Op. cit. 
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En ese orden ideas, de manera genérica podríamos hablar de tres (3) grandes 
agrupaciones sustanciales que diferencian el Derecho Penal de la disciplina de la 
responsabilidad extracontractual: i) Un primer grupo es el atiente a la fuente de las 
obligaciones consagrado en el artículo 1494 del Código Civil; ii) Un segundo grupo 
es el objeto y finalidad del sistema de responsabilidad administrativa y penal; y iii) 
Un tercer grupo es la estructura del juicio de responsabilidad extracontractual 
administrativo vs el de responsabilidad penal; emergiendo a su vez sub 
clasificaciones de estos grupos, tal como se explicará más adelante.  
 
No obstante, lo anterior, se debe anotar que tales precisiones, no impiden que 
pueda adoptarse de manera útil los razonamientos de los cultores del Derecho 
Criminal, siempre y cuando sea posible su adaptación a las normas, estructura y 
función de la responsabilidad extracontractual del Estado. 
 
Bajo tales consideraciones, se observa que para llegar hasta la teorización de la 
imputación objetiva de resultados en el territorio de la responsabilidad 
extracontractual de la Administración, se debe estudiar en primera medida las 
escuelas Causalista, Finalista y Funcionalista del Derecho Penal alemán; 
aclarándose que dicho estudio se limitará únicamente al criterio de acción 
observado desde una perspectiva abstracta, excluyendo otros elementos del delito 
como la culpa, la tipicidad y la antijuridicidad.  
 
De igual manera es pertinente anotar que la presente investigación es de Derecho 
Administrativo, especialmente en lo relacionado con la disciplina de la 
responsabilidad estatal y no de Derecho Penal, aunque la misma se nutra 
teóricamente de los principios, escuelas y fundamentos que aporta esta área del 
derecho. Razón por la cual el lenguaje con el que se redactará el siguiente Titulo - 




1.1.6. Escuelas del Derecho Penal232  
 
1.1.6.1. Escuela causalista 
 
La escuela causalista observa la responsabilidad basada en el acto de la accion 
humana y sus efectos, de tal manera que para atribuir un resultado a un indibiduo 
solo se requiere la comprobacion de la causa, pues el efecto será consecuencia 
directa. Este sistema de pensamiento se dividió a su vez en i) Escuela causalista 




Esta escuela se desarrolla en Alemania entre el año 1881 y 1907 en cabeza de 
Rudolf Von Ihering, quien en su obra “El momento de la culpabilidad en el derecho 
privado romano” afirmó que los hechos podían ser objetivamente lícitos o ilícitos, 
esto es, sin relación con las cualidades del autor o con sus particulares creencias; 
es decir, independiente de la relación moral del sujeto con ellos233. Sumándose a 
este, autores como Franz Von Liszt (1851 - 1919) y Ernst Von Beling (1866 - 1932). 
 
Es decir, la estructura sistemática del causalismo clásico se caracteriza por sostener 
un concepto causal, natural, mecanicista de la acción humana, entendida de modo 
completamente naturalístico, como movimiento corporal que modifica el mundo 
                                                          
232 MONRROY SIERRA, Jerónimo Alberto. Tratado de Derecho Penal, Parte General. Barranquilla: 
Antillas, 2005, p.128. “Las escuelas del Derecho Penal son el conjunto o cuerpo de doctrinas, mas 
importantes conformadas por los postulados con fundamentos filosóficos, políticos, sociológicos, 
psicológicos, y jurídicos acerca del delito, la pena, responsabilidad, imputabilidad y culpa; Tal es la 
importancia de estas escuelas, que han influido en la formación del Derecho Penal positivo, es decir, 
que se han tenido en cuenta los principios o postulados de estas escuelas en la elaboración de los 
códigos penales, conforme a la orientación doctrinaria de sus redactores; Y en Colombia, se debe 
destacar la influencia ejercida inicialmente por los exponentes de la escuela clásica” 
233 AGUDELO BETANCOUR, Nodier. Curso de Derecho Penal: Esquema del Delito. Bogotá: Temis, 
2004. p. 20. 
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exterior234. Siendo las características básicas de esta escuela en relación con la 
acción que235: i) La explicación de la acción con fundamento en un criterio 
mecanicista; ii) La imposibilidad de explicar la omisión por virtud del concepto 
naturalista de acción; iii) Y la explicación de la omisión como una acción por 




Sería Hans Jescheck (1915-2009)237 quien bautizara este sistema como neoclásico, 
también conocido como neokantiano238; esta teoría se desarrolló entre el año 1907-
1930 con la publicación de la obra de Franz Von Liszt Estructura del concepto de 
culpabilidad, donde pone de manifiesto la insuficiencia de la culpabilidad psicológica 
arraigada en el causalismo clásico defendido por Lizst - Belin-Radbruch, y culmina 
en el 1930239; habiendo su mayor auge aproximadamente en el año de 1920240, la 
cual a su vez se divide en i) La Escuela de Marburgo (representada por Cohen, 
                                                          
234 CALDERÓN CEREZO, Ángel y CHOCLAN MONTALVO, José Antonio. Derecho Penal, Parte 
General. Barcelona: Bosch, 1999. p. 74; FERNÁNDEZ CARRASQUILLA, Juan. Derecho Penal 
Fundamental. Bogotá: Temis, 1989. p. 224. 
235 GARCÍA DE MOLINA, Pablos Antonio. Derecho Penal: Introducción. Madrid: Universidad 
Complutense de Madrid, 2000. p. 499-480; ZAFFARONI, Eugenio Raúl; ALAGIA, Alejandro y 
SLOKAR, Alejandro. Manual de Derecho Penal, Parte General. Buenos Aires: Ediar, 2007. p. 298. 
236 ROXIN, Claus. La Estructura de la Teoría del Delito. Op. cit. p.352.  
237 JESCHECK, Hans-Heinrich. Op. cit. p. 277; MIR PUIG, Santiago. Derecho Penal. Op. cit. p. 155. 
238 Término acuñado por el psicólogo Erich Jaensch y seguido por el Profesor WELZEL, Hans. 
Introducción a la Filosofía del Derecho: Derecho Natural y Justicia Material. Madrid: Aguilar, 1962, p. 
198; CÓRDOBA RODA, Juan. Una Nueva Concepción del Delito: La Doctrina Finalista. Barcelona: 
Ariel, 1992, p. 55; GIMBERNAT ORDEIG, Enrique. Concepto y Método de la Ciencia del Derecho 
Penal. Madrid: Tecnos, 1999. p.240; GUTIÉRREZ RAMÍREZ, José Antonio. Introducción a la Teoría 
del Delito en el Nuevo Código Penal. Bogotá: Leyer, 2002, p. 65; VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, 
Fernando. Manual de Derecho Penal, Parte General. Bogotá: Temis, 2004, p.184. 
239 MUÑOZ CONDE, Francisco. Edmundo Mezger y el Derecho Penal de su Tiempo. Valencia: Tirant 
lo Blanch, 2000. p. 29. 
240 VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando. Op. cit. 
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Notaro y Stammler) y ii) La Escuela de Badem o “Escuela sudoccidental alemana241” 
(representada por Windelband, Rickert y Lask) 242. 
 
Es de anotar que Kant dividía al mundo en dos reinos, así:  
 
El derecho y la moral. “El derecho se refiere a los deberes externos, a aquellos 
que prescriben una cierta conducta, pero sin atender a los motivos del obrar; La 
moral, tiene como materia los deberes internos, que son los que prescriben, no sólo 
una determinada conducta, sino, además, que se obre así y/o de otra manera de 
convicción del cumplimiento de un deber; Una conducta por simple inclinación no 
es, en opinión de Kant, una conducta moral. La moral se refiere al fuero interno, el 
derecho se refiere sólo al aspecto físico o externo de los actos: esto es la 
conformidad de la acción con la ley; prescinde de los motivos que determinan el 
acto o la abstención243”.  
 
El derecho resulta así coercible, a diferencia de la moral, ya que sobre las 
intenciones no puede ejercerse violencia. El derecho consiste no en la relación del 
                                                          
241 FERNÁDEZ CARRASQUILLA, Juan. Derecho Penal Fundamental. Bogotá: Temis, Bogotá, 1989, 
p. 246. “se da este nombre precisamente porque se funda filosóficamente en los postulados del 
neokantianismo de Baden, conocida como Escuela Sudoccidental Alemana de Windelband y Rickert, 
que dio origen a la filosofía de los valores” 
242 ROXIN, Claus. Derecho Penal, Parte General. Madrid: Civitas, 1997. p. 200. “Estaba basado 
predominantemente en la filosofía de los valores neokantiana, muy influyente en las primeras 
décadas de nuestro siglo (Windelband, Ricke, Lask), y que, apartándose del naturalismo, quiso 
devolverles un fundamento autónomo a las ciencias del espíritu, considerando que su peculiaridad 
consiste en que se deben referir a la realidad a determinados valores supremos en los que se basan 
las respectivas disciplinas, configurarla, determinarla y delimitarla mediante los mismos y 
sistematizarla desde el punto de vista de los valores; Partiendo de esa perspectiva es consecuente 
interpretar el injusto y la culpabilidad desde los valorativos de la dañosidad o nocividad social y de la 
reprochabilidad, como también ocurre hasta hoy de modo importante a efectos prácticos en la 
mayoría de los proyectos sistemáticos” MIR PUG, Santiago. Introducción a las Bases del Derecho 
Penal: Concepto y Método. Barcelona: Bosch, 1976. p. 233 y ss; CÓRDOBA RODA, Juan.Op. cit. 
p.19; LÓPEZ BARAJA DE QUIROGA, Jacobo. Derecho Penal, Parte General. Barcelona: Marcial 
Pons, 2002. p.47-48; JIMÉNEZ, Javier. Filosofía del Derecho. México: Ángel Editor, 2008. p. 348 y 
ss. 
243 CATENACCI IMERIO, Jorge. Introducción al Derecho. Buenos Aires, Astrea, 2001. p.151; 
AFDTALLON, Enrique R. y VILANOVA, José. Introducción al Derecho. Buenos Aires: Abeledo-
Perrot, Buenos Aires, Argentina, 1988, p.247. 
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deseo de uno con la voluntad del otro, sino en la relación de dos voluntades. El 
derecho rige actos exteriores sin atender a los motivos. La moral se dirige a nuestra 
libertad interior, exigiendo que la intención del acto sea buena. Kant la denomina la 
buena voluntad. El derecho es heterónmo, procede de una orden exterior a cada 
individuo en el cual el legislador y el obligado son dos personas distintas. La moral, 
en cambio, es autónoma, emana de un mandato interior, el imperativo categórico, 
por el que somos, a la vez, legisladores y obligados. El derecho puede imponer sus 
normas mediante la coacción; la moral, no. La única misión del derecho es regular 
las acciones externes de los hombres y hacer posible su coexistencia. 
 
Se anota que el casualismo neoclásico indrtoducida al campo del Derecho por 
filósofos como Emil Lask, Gustav Radbruch y Saúder; produciendose la distinción 
entre ciencias de la naturaleza y ciencias del espíritu”.  
 
En síntesis, para el causalismo neoclásico la acción es un comportamiento humano 
(acción causal) socialmente relevante (acción social); es decir, trabaja con la 
causalidad natural y atenúa la teoría de la causalidad adecuada, lo que significa que 
el daño que se le atribuye a un sujeto como obrar suyo, se hace de un juicio 
naturalístico de causa a efecto, y se comienzan a introducir criterios de orden 
valorativo jurídico244. Por eso a este sistema también se le conoce como sistema 
causal valorativo 
 
Debe aclararse que frente a la acción causal y normativa, hay un sector minoritario 
que no hace ninguna distinción entre la idea de acción imperante en el causalismo 
clásico y neoclásico. Estos autores dicen que no hay diferencias entre uno y otro y 
por esto hablan de un concepto causal sin más distinciones245. Tal como lo señala 
                                                          
244 MEZGER, Edmundo. Tratado de Derecho Penal. Buenos Aires: Editorial Bibliográfica Argentina 
S. R. L, 1958, p.203 y ss. 
245 BETANCUR AGUDELO, Nodier. Curso de Derecho Penal: Esquemas del Delito. Bogotá: Temis, 
2004, p.26 al 56. “La voluntad no es concebida ya en su aspecto mecánico natural, es decir, como 
característica humana que se manifiesta en la producción de un movimiento corporal, que causa, a 
su vez, una modificación perceptible por los sentidos, sino como característica que dota de cierto 
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el profesor Nodier Agudelo, es preciso establecer que si bien la acción sigue siendo 
causal naturalistica porque el contenido de la voluntad debe indagarse en el plano 
físico, no debe perderse de vista que se introdujo el ingrediente del sentido social a 
la acción, la acción causal valorativa y social del causalismo neoclásico que aquí 
estamos analizando; ya no es un concepto empírico o pre jurídico, sino que también 
es un concepto jurídico246. 
 
Recapitulando, se tiene que la escuela causalista neoclásica o neokantiana se 
caracteriza por: i) Ser una teoría complementaria del causalismo clásico; ii) La 
filosofía neokantiana no se desprenderse de la perspectiva naturalista, solo adiciona 
su concepción mediante juicios valorativos - sociales. 
 
Crisis del dogma causal 
 
Es al filósofo Friedrich Hegel (1770-1831) a quien se le atribuye haber sentado la 
piedra angular sobre la que se edifica la teoría de la imputación objetiva.247 En ese 
orden de ideas, citando al profesor, Darío Alberto Dal Dosso en su obra Teoría de 
la Imputación Objetiva, la imputación en sentido genérico es concebida el principio 
de que a una persona sólo le puede ser imputado aquello que constituya su obra y 
no aquello que sea resultado de la simple casualidad, de la mala suerte o del 
destino; siendo su finalidad determinir cuando una obra le puede ser atribuible a un 
determinado sujeto.  
 
A su turno, Karl Larenz en consonancia con los estudios de Hegel en relación con 
la imputación, en el año 1927 publica su obra La imputación de Hegel y el concepto 
                                                          
sentido al actuar humano; Este cierto sentido es el que permite afirmar que un ser humano realiza 
un comportamiento determinado; El matiz al que se está aludiendo es, pues, el que permite pasar 
de la mera inervación al comportamiento human.” 
246 Ibid. 
247 ALVARADO YESID, Reyes. Op. cit. p. 49 y ss. 
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de atribución objetiva248; en donde sugiere las subcategorías de imputación objetiva 
y de imputación subjetiva. Posteriormente, el penalista Richard Honig para el año 
de 1930, en su obra La causalidad y la atribución objetiva249, continuó con los 
desarrollos teoricos de Karl Larenz; en relacion con la diferencia entre las teorías de 
equivalencia de condiciones y causa adecuada, concluyendo que en el Derecho 
ademas de la comprobacion de la relacion causal, se deben analizar las exigencias 
jurídicas entre acción y resultado250. 
 
Es decir, la crisis del dogma causal se centró en establecer los criterios jurídicos 
conforme a los cuales es posible atribuir determinados resultados a una persona, 
superando las parametros del principio de causalidad; razon por la cual para 
mediados del siglo XX, las teorías causalistas como forma atribuir un resultado se 
volvieron insuficientes frente a la realidad social.  
  
Esta crisis ha generado un replanteamiento del conocimiento, con fundamento en 
la probabilidad y no en la certeza, en el campo de la ciencia; pues el derecho desde 
siempre ha intentado explicar la atribución material en cabeza de un determinado 
sujeto dentro del juicio de responsabilidad, a partir de instituciones que no son 
propias de las ciencias sociales. 
 
Es decir, el derecho ha echado mano de las ciencias que operan en el mundo de la 
naturaleza y que se rigen por el criterio de la demostración, causalidad o fatalidad, 
las cuales corroboran premisas que han sido comprobadas en laboratorio, a través 
de la experimentación; como por ejemplo la física, la mecánica, la termodinámica, 
etc, siendo éstas ajenas a la realidad jurídica pues, por el contrario, el derecho a 
través de la imputación, utiliza un modelo de argumentación que no tiende a 
                                                          
248 LARENZ, Karl. Hegel Zurechnungslehre und der Begriff der objektiven Zurechnung. Leipzig: 
Scienta Verlag, 1927. 
249 SANCINETTI, Marcelo (coord.) Causalidad, riesgo e imputación, 2009. p. 105-134. [en línea] 
Disponible en: <http://bit.ly/36eqvJc>, HONIG, Richard. Op. cit. p. 174/201. 
250 Ibid. p. 174. 
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demostrar sino a persuadir, nutriéndose de disciplinas como la filosofía, la ética, la 
crítica, interpretación, etc., con el propósito de acrecentar la adhesión de un 
auditorio a un punto de vista que se somete a consideración.  
 
En ese sentido, el profesor Enrique Gil Botero, siguiendo un similar recuento 
dogmático del Derecho Penal en su obra Responsabilidad Extracontractual del 
Estado, señala que se empieza a llevar acabo el cambio en la perspectiva para la 
atribución material desde la causalidad a la imputación en el campo del Derecho 
Penal y esta última se empieza a convertir en el centro de gravedad de la atribución 
material, desplazando la teoría de la acción de la esfera ontológica a la 
normativa251. 
 
En tal virtud, se tiene que el problema fundamental de la responsabilidad ya no 
consistiría en descubrir una estructura ontológica de la acción que pudiera constituir 
la piedra fundamental de la responsabilidad, sino en establecer un criterio de 
atribución que sea general y susceptible de concreción en cuanto a su contenido252.  
 
El profesor Richad Honig dedicó sus investigaciones al estudio de las falencias del 
modelo causal para la atribucion material, lo cual le hizo enlazar con Karl Larenz, 
arribando a la conclusión de que la conducta humana causante del resultado sólo 
es relevante jurídicamente si se la puede concebir como aquella que prdujo o evitó 
el resultado. Es decir, se concluyó que “esa relación normalmente llamada 
causalidad física no podía seguir siendo la base del sistema de responsabilidad, ni 
un elemento autónomo, ya que es parte estructural del daño posibilitar su existencia 
en la alteración de la realidad253”. 
                                                          
251 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit.  
252 LARENZ, Karl. Op. cit. p. 60. Aunque el término “imputación” en su versión moderna asoma por 
primera vez en SAMUEL PUFENDORF, “De jure naturae et gentium libri octo”, citado en RAFAELLE 
CASTALDO Andrea. La imputación objetiva en el delito culposo de resultado. Buenos Aires: Euros 
editores, 2008. p. 64; véase también: GARCÍA-RIPOLL Montijano, (n. 83) capítulo primero, p. 1 y ss. 





Tales conclusiones dogmaticas han permitido la adopción de criterios como el de 
la imputación objetiva provenientes del Derecho Penal, para explicar más 
coherentemente aspectos de la responsabilidad, ante la insuficiencia de las teorias 




Posteriormente se genera el advenimiento de la escuela finalista, cuyo principal 
defensor fue el filósofo y penalista Hans Welzel (1904-1977), el cual desarrolla en 
su obra Los estudios sobre el sistema de justicia penal254, publicada en el año de 
1939, dos teorías de suma importancia: a) La teoría de la acción final y b) La teoría 
de los sistemas sociales, siendo continuado dicho trabajo por el profesor Armin 
Kaufmann (1922 - 1985). 
  
Es de anotar que la aplicación de esta escuela se produjo un retroceso frente a la 
evolución de las teorías de atribución material, como quiera que, para la elaboración 
de este postulado se retoma la concepción tradicional de atribución del causalismo 
clásico, desconociendo las investigaciones de Richard Honing sobre la tendencia 
de la atribución material de resultados en cabeza de un determinado sujeto con 
fundamento en el derecho (imputación). 
 
En relación con la teoría de la acción final, Hans Wezel considera que: 
 
“La voluntad y el querer del sujeto de derecho responsable del daño se incorpora 
al concepto de acción, razón por la que el comportamiento se encuentra 
conectado por una cadena sucesiva de causas y efectos hasta la producción del 
resultado, motivo por el cual pasó a ser conocida como la teoría final de la acción, 
                                                          
254 WELZEL, Hans. El nuevo sistema del Derecho Penal, una introducción a la doctrina de la acción 
finalista. Madrid: Maestros del Derecho Penal, 2004. p. 54. 
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cuyo sustrato principal se encontraba en las teorías causales de las ciencias 
naturales o empíricas, consideración que defendía una imputación netamente 
subjetiva, fundamentada única y exclusivamente por la cognocibilidad y 
exigibilidad esperada del sujeto -aspectos pertinentes al fuero interno del actor 
del daño o del delito255”.  
 
En palabras de Claus Roxin, la acción final se basa en que “el hombre gracias a su 
saber causal, puede prever en cierta medida las posibles consecuencias de su 
actuación, fijarse por ello en diversos objetivos y dirigir en forma planificada su 
actuación a la consecución de esos objetivos; es una producción consiente de 
efectos partiendo de un objetivo, la cual supra determina el curso causal externo256”. 
 
Welzel coloca como ejemplo el sujeto que envía a otro al bosque con la esperanza 
de que un rayo lo mate, indicando que desde un punto de vista causal no existe 
diferencia alguna entre la muerte del hombre producida por el impacto del rayo o a 
manos de la misma persona que lo envió al bosque, pues en ambos casos se trata 
objetivamente de una simple causación de un resultado, es decir la muerte del 
hombre257.  
 
A su turno, la teoría de la adecuación social pregonaba como idea central, aquellas 
acciones que son socialmente adecuadas, aunque por su tenor literal pudieran 
adecuarse como un tipo penal; es decir, el trafico social las permite, como por 
ejemplo la entrega de un regalo en navidad a un cartero oficial o a un empleado 
público. 
 
                                                          
255 Ibid.  
256 ROXIN, Claus, “Derecho Penal - Parte General – Fundamentos, La Estructura de la Teoría del 
Delito”, Ed. Civitas, Traduccion por Diego Manuel Luzon Peña, Madrid, España, 1997, Pp. 81 – 84.  
257 ROXIN, Claus, “Derecho Penal Parte General”, Tomo I, 2ª Ed. Traducción de Diego Manuel Luzón 
Peña y otros, Civitas, Madrid, España, 1997, Pág. 362. 
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1.1.6.2. Escuela funcionalista - imputación objetiva . 
 
La teoría de la imputación objetiva surge en Alemania entre 1930 y 1960, en cabeza 
de autores como Richard Honig, Hans Welzel, Claus Roxin, Enrique Gimber Ordeig 
y Günther Jakobs; la cual se centrará en ofrecer parametros que faciliten la 
valoración normativa frente a la atribución de resultados, de manera ajena a un 
sistema de atribución causal. Tesis que puede observarse en los delitos de omisión, 
donde no es necesaria la demostración de la causalidad258.  
 
Quiere decir lo anterior que la imputación objetiva surge como una forma de limitar 
la responsabilidad penal y en su actual configuración constituye un mecanismo para 
determinar el comportamiento prohibido, mediante la acción u omisión; 
pretendiendo con ello hacer a un lado el causalismo y el finalismo, para destacar la 
imputación jurídica del acto y del resultado al agente por haber actuado creando un 
riesgo desaprobado jurídicamente en palabras de Roxin o trasngredido los roles o 
espectativas asignadas socialmente en palabras de Jakobs.  
 
Es decir que, esta escuela de atribución gira en torno a las funciones del individuo 
según sus roles en la sociedad; de allí su nombre de funcionalismo. En tal virtud, la 
dogmática del Derecho Penal ha dividido la escuela funcionalista en dos vertientes 
a saber: i) El Funcionalismo Moderado, abanderado por el profesor Claus Roxin; y 
el ii) Funcionalismo Radical, preconizado por el catedrático Ghünter Jakobs. 
 
- Funcionalismo Moderado de Claus Roxin 
 
En relación con el funcionalismo moderado se debe anotar que el sistema de Claus 
Roxin procede del resultado de sucesivas investigaciones a partir de la década del 
60, tal como puede observarse de su obra Contribución a la crítica de la teoría final 
                                                          
258 JAKOBS, Gunther. La imputación objetiva en Derecho Penal. Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 1998. p. 45. 
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de la acción259 en donde criticó lo que consideró excesos ontológicos del finalismo, 
la cual sirvió como punto de partida ineludible para la teoría; y en otro trabajo de 
gran importancia titulado Infracción al deber y resultado en los delitos imprudentes, 
trata el principio de incremento del riesgo como un elemento estructurarte de la 
teoría.260  
 
Con posterioridad, Roxin desarrolla la imputación desligada del dogma causal, 
retomando los postulados de Honig en su obra titulada Reflexiones sobre la 
problemática de la imputación en el Derecho Penal261 relativos a la posibilidad 
objetiva de pretender y los sustituye por el denominado principio del riesgo, 
obteniendo así la teoría de la imputación objetiva por la vertiente de C. Roxin.  
 
La teoría se escructura bajo el entendido de que una daño causado por un agente, 
solo puede ser imputado como obra suya cuando: i) Haya creado un riesgo no 
permitido para el objeto de acción, ii) Cuando el riesgo se haya realizado en el 
resultado concreto, iii) Cuando el resultado se encuentre dentro del alcance del tipo. 
Con ello se pretende entoces, delimitar los hechos de los accidentes.  
 
En tal virtud, para el profesor Roxin una lesión puede ser imputable si el 
comportamiento de la persona a quien se le atribuye un determinado resultado 
constituye o no un riesgo jurídicamente relevante a un bien jurídico. 
 
Se configura así una teoría general de la imputación de resultados completamente 
desligada del dogma causal, lo cual lleva a Roxin al desarrollo de los conocidos 
fundamentos por los que se destaca esta corriente, a partir de los cuales se 
realizará la imputación o la exclusión de la imputación, atendiendo al aspecto 
                                                          
259 ROXIN, Claus. Problemas Básicos del Derecho Penal. Op. cit. p.49; DAL DOSSO, Dario Alberto, 
2011. Op. cit. 
260 Ibid. p. 84-127 y 128-180. 
261 DAL DOSSO, Dario Alberto, 2011. Op. cit. p. 6. 
108 
 
positivo o negativo de la teoría262; se debe anotar que en la vertiente de Roxin los 
fundamentos de la teoría son:  
 
“i) El principio del riesgo permitido, el cual desarrolla los siguientes criterios: a) 
Disminución de riesgo; b) Si falta la creación de peligro; c) Riesgo permitido. ii) 
Y el principio de realización del riesgo no permitido, que a su vez desarrolla los 
criterios de: a) Si falta la realización del peligro; b) Si falta la realización del riesgo 
no permitido; c) Si el resultado no se encuentra cubierto por el fin de protección 
de la norma de cuidado263”.  
 
El profesor Alberto Dal Dosso explica los criterios de imputación objetiva del 
profesor Claus Roxin, señala:  
 
i) El principio del riesgo permitido 
 
a) Los criterios de disminución de riesgo: “En palabras de Roxin se excluye 
la impuación en los casos de disminución del riesgo, debido a que una acción que 
en principio pudiera coincidir con un tipo, no puede ser un parametro para la 
atribución de un daño en la medida que no empeora una situación jurídica sino que 
la mejora.  
 
Por ejemplo, una persona que observa como una priedra fue lanzada a la cabeza 
de otro, y logra desviarla hacia un sitio de menor peligrosidad como una pierna; aun 
cuando formalmente pudiese apreciarse una conducta de lesiones personales, la 
misma no es atribuible al agente debido a que con su actuacion evitó una lesion de 
mayor grado. Es decir, se debe excluir la imputacion porque el Derecho no puede 
                                                          
262 GIMBERNAT ORDEIG, Enrique. ¿Qué es la imputación objetiva? En: Estudios penales y 
Criminológicos X, [1986] p. 169-185 
263 ROXIN, Claus. Problemas Básicos del Derecho Penal. Op. cit. p.49; DAL DOSSO, Dario Alberto, 
2011. Op. cit. 
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prohibir acciones que no empeoran, sino que mejoran la situación de un bien 
jurídico específico, como lo es la miticacion de los sucesos dañosos.264  
 
En consecuencia, según la doctrina, para que se excluya la imputacion, no basta 
que opere la disminución del riesgo; sino que se deben presentar requisitos como: 
i) Debe tratarse de un mismo bien jurídico, cuya titularidad pertenezca a un solo 
sujeto; ii) Que exista una misma relación de riesgo; iii) Que el sujeto no esté 
obligado a reducir integralmente el peligro.  
 
De lo anterior se tiene que el criterio de disminución del riesgo consiste básicamente 
en la exclusión de la imputación del resultado, debido a que, si bien la conducta 
desplegada por el agente provocó un daño, el mismo reduce la probabilidad de que 
se hubiese presentado una lesión mayor a un bien jurídicamente protegido. El cual 
opera a partir de tres sub-reglas: i) Debe tratarse de un mismo bien jurídico, cuya 
titularidad pertenezca a un solo sujeto; ii) Que exista una misma relación de riesgo; 
iii) Que el sujeto no esté obligado a reducir integralmente el peligro. 
  
b) Creación o no creación de un riesgo jurídicamente relevante: Indica Roxin 
que se excluye la imputación si falta la creación de un peligro para la el bien jurídico 
protegido, de tal manera que se rechaza la imputación cuando el agente no ha 
disminuido el riesgo de lesión, pero tampoco lo ha aumentado. Es decir, existe una 
permision de realizar actividades normales, que eventualmente podrían generar 
daños; pero el derecho no tomo en cuenta los riesgos mínimos sociales, pues 
generaría una prohibición en relacion con todas las actividades relacionadas con el 
tráfico social.  
 
De tal manera que, solo a aquellas conductas que ponen en peligro de manera 
relevante un bien jurídico, podría atribuirseles un resultado; es decir, todo 
                                                          
264 Ibid. p.15-43. 
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dependerá de la observación y del prudente juicio del agente en relación con los 
riesgos que se desprenden de la conducta. Por ejemplo, una persona podría 
aconsejar a otra dar un paseo, sabiendo que existe un ladron en las cercanias; 
podría afirmarse que hay una creación de peligro, pero sugerir un paseo no 
constituye una acción que incremente el riesgo permitido, razón por la cual no 
podría atribuirsele al agente el delito de hurto.  
 
Luego el criterio de creación o no creación de un riesgo jurídicamente relevante 
consistirá en que el derecho no toma en cuenta los mínimos riesgos socialmente 
adecuados, pues, todas las conductas sociales generan riesgos; de tal manera que 
no es imputable la causación del resultado a un sujeto cuando es el riesgo mínimo 
que se configura. Como aquel que recomienda dar un paseo en el parque y es 
alcanzado por un rayo. En todo caso, para establecer si se creó un riesgo relevante, 
será necesario dotar al observador de una inteligencia tal, capaz de predecir “si 
antes del hecho (ex ante) hubiera considerado que la correspondiente conducta es 
arriesgada o que aumenta el peligro”.  
 
c) Aumento del riesgo permitido: En cuanto a la exlusión de la imputación en 
los casos de riesgo permitido, se precisa que aunque el agente haya creado un 
riesgo jurídicamente relavante, no es posible efectuar su atribución si se tratra de 
un riesgo aprobado por el ordenamiento jurídico.  
 
De tal manera que, se entiende por riesgo permitido una conducta que introduce a 
la sociedad un peligro relevante, pero que el mismo es permitido por el 
ordenamiento jurídico; ejemplo, la conduccion de vehiculos automotores o la 
conducción de redes de energía electrica, con la observancia de las reglas de tráfico 
y de manejo de electricidad. Por el contrario, la imputación objetiva del resultado 
111 
 
será procedente cuando la conducta del sujeto ha significado un aumento de riesgo 
aprobado.265  
 
ii) El principio de realización del riesgo no permitido: 
 
a) Si falta la realización del peligro: En los eventos en que el resultado no se 
produjo como consecuencia de la materialación del peligro, se interrumpe la 
posibilidad de realizar la imputación al agente. Es decir, puede que el autor cree un 
peligro contra un bien jurídicamente protegido, pero el resultado puede ser producto 
del azar o la casualidad. Como por ejemplo, cuando la víctima de un disparo no 
muere en razón al disparo de su atacante, sino por que el hospital en que se 
encontraba se incendió. A lo cual la doctrina le denomina las desviaciones del 
concurso causal.  
 
Se encuentra excluida la imputación al tipo objetivo, en los casos en que el autor 
ha creado un peligro para el bien jurídico protegido, pero el resultado se produce 
no como efecto de la plasmación de ese peligro, sino sólo en conexión fortuita con 
el mismo. En el ejemplo del disparo, se ha provocado un resultado como 
consecuencia de un concurso causal imprevisible. 
 
b) Si falta la realización del riesgo no permitido: En terminos de Roxin se 
exluye la imputación objetiva si falta la realización del riesgo, pues de no existir la 
accion no repercutirá en manera alguna en el resultado. Un ejemplo de esto ocurre 
en los casos en que alguien ha traspasado las fronteras del riesgo permitido, y se 
demuestra que, aunque se hubiere observado el cuidado exigido, el resultado, con 
gran probabilidad, también se hubiera producido.  
 
                                                          
265 BUSTOS RAMÍREZ, Juan, Imputación Objetiva. Bogotá: Temis S.A, Bogotá, 1989. p.88.  
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En este evento lo importante es establecer si la conducta contraria a la norma de 
cuidado aumentó las posibilidades de producción de un daño. De tal manera que, 
cuando se transgrede la frontera de permisión de los riesgos, se crea un peligro 
desaprobado, que influya en la forma concreta del resultado.  
 
c) Si el resultado no se encuentra cubierto por el fin de protección de la 
norma de cuidado: Por ultimo, existen eventos en los cuales puede existir un 
aumento del riesgo permitido, pero aún ante tal situación no es posible efectuar una 
imputación al agente, tal como sucede en los eventos donde el fin del precepto 
normativo consistente en evitar daños que provengan directamente del agente, y 
no de terceros.  
 
Como por ejemplo, la norma que impone el deber a los ciclistas de llevar una total 
iluminación, la norma se encuentra diseñada para evitar que un individuo que 
maneja bisicleta sea atropellado por un automotor, pero no tiene como finalidad 
evitar que otros ciclistas sean atropellados por otros rodantes, pese a que no portar 
una adecuada iluminación podría aumentar el riesgo de que otro ciclista fuese 
atropellado. Razón por la cual en estos eventos el resultado no es imputable 
objetivamente. 
 
El fin de protección de la norma busca impedir determinados comportamientos, 
pero si el resultado se escapa a los comportamientos que está protegiendo la 
norma, allí entran a jugar los factores de imputación. En la realización del riesgo no 
permitido sucede algo ligeramente distinto que, con la realización general del 
peligro, que sólo depende de la adecuación o previsibilidad del curso causal.  
 
Por ejemplo, en el supuesto de la bicicleta el fin de la norma que impone la 
iluminación consiste en evitar accidentes que procedan directamente de la propia 
bicicleta, pero no que se ilumine a otras bicicletas y que estas eviten accidentes con 
terceros, por lo que en estos casos no se ha realizado el peligro que quería prevenir 
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el concepto de cuidado infringido, impidiéndose la imputación al sujeto. Aclarando 
que el fin de protección de la norma no abarca aquéllos resultados cuya evitación 
cae dentro de la esfera de responsabilidad de otro.  
 
Tabla 5. La imputación objetiva en la vertiente de Roxin 
LA IMPUTACIÓN OBJETIVA EN LA VERTIENTE DE ROXIN  







































































































































i) Creación de un riesgo no permitido:  
a) Disminución de riesgo: Consiste básicamente en la exclusión de la imputación 
del resultado, debido a que, si bien la conducta desplegada por el agente 
provocó un daño, el mismo reduce la probabilidad de que se hubiese presentado 
una lesión mayor a un bien jurídicamente protegido. 
b) Si falta la creación de peligro: Consistirá en que el Derecho no toma en cuenta 
los mínimos riesgos socialmente adecuados, pues todas las conductas sociales 
generan riesgos; de tal manera que, no es imputable la causación del resultado 
a un sujeto cuando es el riesgo mínimo que se configura. 
c) Riesgo permitido: Deriva de una conducta que crea un peligro jurídicamente 
relevante, pero que de modo general está permitida; por tanto, el mantenimiento 
dentro del riesgo permitido impide la imputación al tipo objetivo. 
 
ii) Realización del riesgo no permitido: 
a) “Si falta la realización del peligro: Se encuentra excluida la imputación al tipo 
objetivo, en los casos en que el autor ha creado un peligro para el bien jurídico 
protegido, pero el resultado se produce no como efecto de la plasmación de ese 
peligro, sino sólo en conexión fortuita con el mismo” 
b) “Si falta la realización del riesgo no permitido: Cuando se transgrede la 
frontera de permisión de los riesgos, se crea un peligro desaprobado, pero no 
basta con dicha transgresión, porque para poder imputar el resultado es 
necesario que la violación del riesgo permitido haya influido en la forma concreta 
del resultado” 
c) Si el resultado no se encuentra cubierto por el fin de protección de la norma 
de cuidado: Busca impedir determinados comportamientos, pero si el resultado 
se escapa a los comportamientos que está protegiendo la norma, allí entran a 
jugar los factores de imputación. 
Nota: Elaboración propia 
 
De lo anterior se advierte que el funcionalismo moderado de Roxin concibe la 
imputación al tipo objetivo mediante la realización de un peligro creado por el autor 






- Funcionalismo radical de Gunther Jakobs  
 
De manera general Jakobs concibe la imputacion objetiva al tipo penal, bajo el 
entendido de que el delito configura el quebrantamiento deber de comportamiento, 
frente al cual el Derecho debe reaccionar para su estabilización. De tal manera que 
la imputación debe elaborarse atendiendo a la forma como está organizada la 
sociedad y sus funciones. 
 
Esta vision de la atribución se sirve de la teoría de los sistemas sociales de Niklas 
Luhmann266, bajo el entendido de que en una sociedad las expectativas de 
comportamiento deben ser fijadas normativamente, esto es, debe existir un sistema 
de normas vinculantes que hagan prever cómo se van a comportar los demás frente 
a una determinada situación, de conformidad con el rol que la sociedad asigna a 
cada individuo. En consecuencia, se espera que quien es poseedor de un rol lo 
cumpla y no lo defraude; tal como se espera de un medico que cumpla de manera 
adecuada con su profesión, de un conductor que cumpla con las normas de tránsito. 
De tal manera que, todo girará respecto de las espectativas de comportamiento que 
surgen de un rol. 
 
Así las cosas, en la vertiente de Jakobs los fundamentos de la teoría constan de 
dos niveles: En un primer nivel, la imputación objetiva del comportamiento (se trata 
de determinar el comportamiento socialmente perturbador - calificación del 
comportamiento como típico).  
 
                                                          
266 LUHMANN, Niklas. Sistemas Sociales. Lineamientos para una teoría general. Bogotá, Ed. 
Anthropos CEJA, 1998, p. 288, 289, y 378, “La evolución sólo es posible en el sistema social y sus 
subsistemas, es decir, en el cambio de estructuras por variación, selección y restabilizacion. Los 
sistemas de interacción pueden o no contribuir a la evolución social; contribuyen si preparan 
formaciones de estructuras que muestran eficacia en el sistema social. Ninguna evolución social 
sería posible sin este amplio campo de experimentación de las interacciones y sin la insignificancia 
social del término de mayor parte de las interacciones; También en este sentido, la sociedad depende 
de una diferenciación entre sociedad e interacción” 
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“En la que se trata de determinar si la persona, como portadora de un rol, se ha 
mantenido en ese rol de ciudadano fiel al Derecho, o si con su comportamiento 
lo ha quebrantado, tornándose socialmente perturbador; En este caso, existe al 
menos, una tentativa de delito”267 
 
El cual desarrolla los siguientes criterios a) Posición de garante, b) Riesgo permitido, 
c) Principio de confianza, d) Prohibición de regreso, y e) Actuación a riesgo propio.  
 
En un segundo nivel, La realización de riesgos (se analiza si un resultado producido 
continua de la tentativa a la consumación) que consiste en la constatación de si el 
resultado producido queda explicado precisamente por el comportamiento 
objetivamente imputable -en el ámbito de los delitos de resultado. 
 
“En este nivel se establece si el comportamiento prohibido del autor es el que 
explica el suceso externo o si, por el contrario, el comportamiento de la víctima, 
de un tercero o la desgracia, constituyen la única explicación. Básicamente, si el 
resultado es o no la continuación de la tentativa iniciada por el autor”268  
 
Es de anotar que, tal como se dijo líneas arriba, a partir de estos criterios se realizará 
la imputación o la exclusión de la imputación, atendiendo al aspecto positivo o 
negativo de la teoría.269 
  
 
                                                          
267 JAKOBS, Günther. La imputación objetiva en Derecho Penal. Op. cit. p. 101. Una visión similar 
es la de ALVARADO YESID, Reyes. Op. cit. p.; y más cerca aún de la concepción de Jakobs: M. 
CANCIO MELIÁ, Manuel. Conducta de la víctima e imputación objetiva en Derecho Penal. Estudios 
sobre los ámbitos de responsabilidad de víctima y autor en actividades arriesgadas. J.M. Bosch, 
1998. 
268 JAKOBS, Günther y CANCIO MELIÁ, Manuel. El Sistema Funcionalista del Derecho Penal. Perú: 
Grijley, 2000. p 23. 
269 PELÁEZ MEJÍA, José María. Causales de justificación y ausencia de lesividad como criterios 
negativos de imputación objetiva: Una propuesta de ampliación del concepto riesgo permitido para 
la constitución de un esquema bipartito del delito. Universidad Libre, Bogotá, 2018, p. 126. 
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i) La imputación objetiva del comportamiento:  
 
- Posición de garante: Ampliando un poco más lo dicho sobre la posición de 
garante, se reitera que para Jakobs, el delito no es un suceso natural sino un hecho 
social provisto de un significado, consistente en el quebrantamiento de la norma, 
frente al cual el Derecho Penal debe reaccionar para su estabilización. De tal 
manera que el titular del rol detenta la posición de garante respecto de las 
expectativas de comportamiento que surgen de ese rol, por al razon solo le atañe lo 
que resulte del icumplimiento de su rol o garantía.  
 
La misión del Derecho Penal no es la protección de bienes jurídicos como lo señala 
la doctrina dominante, sino el aseguramiento de las expectativas normativas que 
han sido defraudadas. Es decir, la posición de garante es aquella situación en que 
coloca el ordenamiento jurídico a un sujeto, en relación con el cumplimiento de una 
obligación (positiva o negativa); en consecuencia, si el sujeto desconoce su rol, le 
sería atribuible la misma sanción que al autor material y directo del hecho. De tal 
manera que, lo importante es determinar si los deberes de actuación o abstención 
se encuentran dentro del ámbito de responsabilidad o rol del un sujeto a quien se 
le atribuye el resultado. Pues no forma parte del rol de cualquier ciudadano eliminar 
todo riesgo de lesión de otro. 
 
Ejemplo: Un médico desconecta un aparato que prolonga artificialmente la vida de 
un paciente, quien, a consecuencia de ello, muere en forma instantánea. Aquí, a 
pesar de la causación, el médico no ha realizado una conducta típica, porque 
cuando el paciente entra en coma irreversible, el galeno no tiene el deber de 
prolongar artificialmente la vida del enfermo. Si en estos casos no es garante (no 
tiene deberes de evitación del resultado), el hecho no le es imputable.  
 
“En consecuencia, la posición de garante trata de dar una explicación teórica a 
la cuestión de cuáles son las condiciones que deben darse para que el no impedir 
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la entrada de un resultado sea equiparable a la causación positiva del mismo; es 
decir, busca solucionar solamente un problema normativo – social, que tiene 
fundamento en el concepto de deber jurídico”270 Precisando que existen las 
siguientes posiciones de garante:  
 
a) Riesgo permitido: Se repite que, existe un riesgo permitido por el 
ordenamiento jurídico, y que en la sociedad no es un mecanismo que garantiza la 
máxima protección de los derechos, sino que tiene como finalidad la permisión del 
trafico social, pues la prohición de cualquier comportamiento que genere peligro 
haría imposible el desarrollo de la sociedad, incluyendo los comportamientos de 
salvación. Es decir, no forma parte de las obligaciones de cualquier ciudadano 
disminuir los riesgos de lesion del otro.  
 
Se precisa que el ordenamiento jurídico parte del supuesto de que la sociedad 
funciona como un sistema de engranajes, donde cualquier anomalía en una 
estructura puede conllevar a un incremento del riesgo aceptado; en ese orden de 
ideas, se tiene que las sociedades modernas están estructuradas sobre la base del 
riesgo, pero no se rechazan todos ellos, sino que se aceptan aquellos necesarios 
para el funcionamiento de la economía y la sociedad, so pena de sacrificar el 
desarrollo de la sociedad.  
 
b) Principio de confianza: De igual manera se parte del rol, pues es el que hace 
posible la división del trabajo; en ese orden de ideas, existe una base de confianza 
en relación con la actuación de los sujetos y el cumplimiento de su respectivo rol 
en la sociedad, y la protección de bienes jurídicos que se encuentre a cargo del 
agente. Este principio parte de la base de que el autor realizará su comportamiento 
                                                          
270 PERDOMO TORRES, Fernando Jorge. La problemática de la posición de garante en los delitos 
de comisión por omisión. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2001. p.17 a 20; LÓPEZ 
DÍAZ, Claudia. Introducción a la imputación objetiva. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
1993; JAKOBS, Günther. Derecho Penal, Parte General. Madrid: Marcial Pons, 1995; ROXIN, Claus. 
Derecho Penal, Parte General. Op. cit. 
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de modo correcto; como por ejemplo, el cirujano que al hacer una intervenció confía 
en que el equipo de instrumentación quirurgica haya esterilizado adecuadamente 
el bisturí y las pinzas, y si existe un cumplimiento de deberes, no se ocasiona daño 
alguno. 
 
En ese orden de ideas, se tiene que el principio de confianza tiene como finalidad 
posibilitar la división del trabajo, y su realización conforme a las normas que regulan 
las actividades sociales, es precisamente tal situación lo que genera la confianza; 
por ejemplo, ya no se confía en quien manejando un vehículo se halla en estado de 
embriaguez. El principio de confianza tiene se erige sobre la autorresponsabilidad, 
pues cada sujeto tiene el deber de diriguir su conducta de tal forma que no lesione 
los bienes ajenos; sin que sea deber del agente preocuparse porque los demás 
observen el mismo comportamiento, es decir, de manera genérica se responde por 
el hecho propio.  
 
Este principio parte de reconocer que la sociedad se mueve bajo la interacción de 
conocimientos y roles asignados a cada uno de los participantes según su oficio, lo 
cual genera unas obligaciones de orden positivo, de conducta o éticas que se 
esperan sean cumplidas por cada uno de estos participantes; razón por la cual, si 
se defrauda el rol respectivo y se produce un daño, el resultado desencadenante 
será imputable a quien defraudó las expectativas sociales derivadas de su 
cometido. 
 
c) Prohibición de regreso: Esta categoría hace referencia a casos en los que 
el autor desvía hacia lo delictivo el comportamiento de un tercero, que no constituye 
una actuación delictiva; aquí podemos ver el ejemplo del autor que compra un 
veneno para ratas a un tendero y lo utiliza para matar a una persona, haciendo 
complice a quien vende el veneno; en este caso, se parte de la base de que el 




Entonces, la prohibición de regreso consistirá en la imposibilidad de atribuir un 
resultado lesivo a un sujeto que participó previamente a la materialización del 
hecho, al margen de que haya obrado de manera dolosa, culposa o inconsciente, 
ya que su intervención no materializa o determina la concreción del riesgo 
jurídicamente desaprobado. En otras palabras, no es posible atribuir un resultado 
en cabeza de un determinado sujeto, cuando su actuación no ha tenido la 
relevancia suficiente para que se pueda afirmar que la misma influyó en la 
producción fenomenológica del daño. 
 
d) Competencia de la víctima o acción a propio riesgo: Consiste en que el 
propio comportamiento de la víctima gnera la consecuencia lesiva, pues contribuye 
de mara eficiente a la produccion del daño; cuyo equivalente en el Derecho Civil es 
la culpa exclusiva de la víctima.  
 
Por ejemplo, si un campesino riega sus vegetales en un predio situado en una 
ladera, un exceso de agua generará el desplome de la ladera y la perdida de los 
mismos, de tal manera que no sería atribuible el daño a quien suministra el agua; 
es decir, es lo propia víctima quien descuida su deber de auto protección.  
 
Entonces, la competencia de la víctima impedirá atribuir un resultado lesivo a un 
sujeto, cuándo las circunstancias que anteceden a la producción de esta lesión son 
atribuibles total o parcialmente a la propia víctima, en tanto desconoció su deber de 
autoprotección y, por tanto, la defraudación del rol y la concreción del riesgo fue 




Tabla 6. La imputación objetiva en la vertiente de Jakobs 
LA IMPUTACIÓN OBJETIVA EN LA VERTIENTE DE JAKOBS 









































































































i) La imputación objetiva del comportamiento: 
- “Posición de garante: Debe entenderse aquella situación en que coloca el 
ordenamiento jurídico a un determinado sujeto de derecho, en relación con el 
cumplimiento específico de una obligación de intervención o abstención, de tal 
manera que cualquier desconocimiento de ella acarrea las mismas 
consecuencias, obligaciones y sanciones que repercuten para el autor material 
y directo del hecho”: 
a) Riesgo permitido: Se parte del supuesto según el cual en el contacto social se 
generan de manera permanente riesgos; por lo tanto, el punto de origen lo 
constituyen la premisa de que las actuales sociedades están estructuradas sobre 
la base del riesgo, pero no se rechazan todos ello, sino que se toleran 
precisamente aquellos que se mueven dentro de la categoría de “permitidos”, so 
pena de sacrificar la interrelación ciudadana e inclusive el desarrollo de la 
sociedad (científico, económico, industrial, social, familiar entre otros). 
b) “Principio de confianza: Encuentra uno de sus fundamentos en el principio de 
autorresponsabilidad; La principal consecuencia es la de que en el ámbito de 
responsabilidad de cada uno se limita su propia conducta y sólo bajo específicas 
circunstancias se extiende a las actuaciones de otros” 
c) Prohibición de regreso: No es posible atribuir un resultado en cabeza de un 
determinado sujeto, cuando su actuación no ha tenido la relevancia suficiente 
para que se pueda afirmar que la misma influyó en la producción fenomenológica 
del daño. 
d) Competencia de la víctima: La de la víctima impedirá atribuir un resultado 
lesivo a un sujeto, cuándo las circunstancias que anteceden a la producción de 
esta lesión son atribuibles total o parcialmente a la propia víctima, en tanto 
desconoció su deber de autoprotección y, por tanto, la defraudación del rol y la 
concreción del riesgo fue producto de su actuar. 
 
ii) La realización de riesgos: Se analiza si un resultado producido continua de 
la tentativa a la consumación, consiste en la constatación de si el resultado 
producido queda explicado precisamente por el comportamiento objetivamente 
imputable en el ámbito de los delitos de resultado. 
Nota: Elaboración propia 
121 
 
De lo anterior, se tiene que las escuelas del Derecho Penal pueden ser sintetizadas de la siguiente forma: 
  
Tabla 7. Escuelas del derecho penal 
ESCUELAS DEL DERECHO PENAL  







La escuela causalista establece la 
responsabilidad de un determinado sujeto 
basándose primordialmente en el acto o acción 
humana y su efecto en el mundo material; es 
decir, para atribuir responsabilidad a un individuo 
solo se requiere la comprobación de la causa, 



























































































La acción sería el acto humano voluntario trascendente en el 
mundo exterior, es decir, es un fenómeno natural en el que el 
proceso causal aparece como decisivo en su estructura; esta es 
la razón por la cual se afirma que la escuela clásica profesa un 





































































Se divide en i) La Escuela de Marburgo (representada por 
Cohen, Notaro y Stammler) y ii) La Escuela de Badem o 
“Escuela sudoccidental alemana” (representada por 
Windelband, Rickert y Lask).  
El causalismo neoclásico (neokantismo) propone la “distinción 
entre ciencias de la naturaleza y ciencias del espíritu”; el 
carácter científico de toda la dogmática jurídica solo podía 
fundamentarse dentro de una dirección distinta del naturalismo. 
Esto es lo que intentó el neokantianismo, efectuando una tajante 
distinción entre ciencias de la naturaleza y ciencias del espíritu, 
también llamadas culturales o sociales e incluyendo dentro de 
estas últimas el derecho. Se adicionan los juicios valorativos - 
sociales. 
Dogma causal 
En 1930, el penalista Richard Hong con su obra en su obra 
“La causalidad y la atribución objetiva”, parte de la pugna 
entre las teorías de “equivalencia de condiciones” y “causa 
adecuada”, “llegando a la conclusión de que en la ciencia 
del derecho no es posible que lo único que importe sea la 
comprobación del nexo causal en sí, sino que hay que 
discutir la explicación de una determinada propiedad, que 
corresponde a las exigencias del orden jurídico, del nexo 

















































En la mitad del siglo XX, la dificultad que presentaban las teorías 
causalistas como forma de explicar la atribución de resultados 
en cabeza de un determinado sujeto cuando se presentaban 
ciertas particularidades en el juicio de responsabilidad; esto es 






La aplicación de esta escuela produjo un 
retroceso frente a la evolución de las teorías de 
atribución material, como quiera que, para la 
elaboración de este postulado se retoma la 
concepción tradicional de atribución del 
causalismo clásico, desconociendo las 
investigaciones de Richard Haming sobre la 
tendencia de la atribución material de resultados 
en cabeza de un determinado sujeto con 









































































Con la aplicación de esta escuela produjo un retroceso frente a 
la evolución de las teorías de atribución material, como quiera 
que, para la elaboración de este postulado se retoma la 
concepción tradicional de atribución del causalismo clásico, 
desconociendo las investigaciones de Richard Haming sobre la 
tendencia de la atribución material de resultados en cabeza de 
un determinado sujeto con fundamento en el derecho 
(imputación). 
“La acción final se basa en que el hombre gracias a su saber 
causal, puede prever en cierta medida las posibles 
consecuencias de su actuación, fijarse por ello en diversos 
objetivos y dirigir planificada mente su actuación a la 

















































































“La teoría de la adecuación social pregonaba como idea central, 
aquéllas acciones que se mueven dentro de lo que 
históricamente ha llegado a ser el orden ético-social de la vida 
en comunidad y que por tanto son socialmente adecuadas, no 
pueden encajar en un tipo, aunque según su tenor literal se las 
pudiera subsumir en el mismo; por ejemplo, el caso de la 
entrega al cartero o empleado judicial de un pequeño regalo en 




El funcionalismo alemán surge como respuesta a 
la teoría del finalismo cuyo principal defensor fue 
Hans Wheel; el funcionalismo rescata la noción 
de acción hegeliana y retoma las investigaciones 
de Richard Hong, frente a la alteración del mundo 
exterior, pero parte del obrar o del 










































































































































i) El principio del riesgo permitido:  
a) Disminución de riesgo. 
b) Si falta la creación de peligro. 
c) Riesgo permitido. 
ii) El principio de realización del riesgo no permitido: 
a) Si falta la realización del peligro. 
b) Si falta la realización del riesgo no permitido. 
c) Si el resultado no se encuentra cubierto por el fin de 









































































































l i) La imputación objetiva del comportamiento: 
- Posición de garante: 
a) Riesgo permitido 
b) Principio de confianza 
c) Prohibición de regreso 
d) Actuación a riesgo propio 
ii) La realización de riesgos. 




- La imputación objetiva utilizada en la jurisdicción contencioso administrativa 
como factor de atribución material en el juicio de responsabilidad 
extracontractual de la administración  
 
En este punto, se debe aclarar que son las vertientes del funcionalismo moderado 
de Roxin y del funcionalismo radical de Jakobs, de las cuales emanan las actuales 
teorías de imputación objetiva de resultados aplicadas en la disciplina de la 
responsabilidad extracontractual de la administración en Colombia.  
 
Se hace indispensable dar a conocer que la aplicación de estas teorías se ha venido 
efectuado desde la década de los 90´ de manera asistemática en el ordenamiento 
jurídico colombiano; razón por la cual se hace indispensable esbozar la manera en 
que la jurisdicción contencioso administrativa entendió las teorías provenientes del 
Derecho Penal alemán, y las aplicó en su jurisprudencia. 
 
Citando al maestro Diego López Medina, existen: 
 
“Sitios de producción jurídica compuestos por los llamados países prestigiosos, 
que generan y practican una Teoría Transaccional del Derecho (TTD), donde se 
producen las teorías jurídicas; como también existen los sitios de recepción 
compuestos por los denominados países periféricos, en donde se recepciona las 
teorías emanadas de los sitios de producción normativa, y se crea la Teoría 
Jurídica Local (TJL) destinada a otros teóricos jurídicos locales”271  
 
El profesor López Medina anota que en el viaje que presenta la Teoría del Derecho 
desde sus sitios de producción hasta sus sitios de recepción” se produce una 
transformación o transmutación de la Teoría Transnacional del Derecho por los 
autores locales; donde en el caso colombiano se generan producciones iusteoricas 
                                                          
271 LÓPEZ MEDINA, Diego. Teoría impura del Derecho: La Trasformación de la Cultura Jurídica 
Latinoamericana. Bogotá: Universidad de los Andes, 2006. p. 10-25.  
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colombianas y teoría jurídica po. Este autor plantea que en américa latina existe una 
lectura transformadora por parte los autores locales, lo cual genera un ambiente 
hermenéuticamente empobrecido, producen interpretaciones locales de las lecturas 
canónicas que se convierten en lecturas transformadas, deformadas y ajustadas a 
sus propios objetivos locales. Evidenciándose en muchos casos errores motivados 
o intencionales por parte de los teóricos locales en relación con interpretación de 
las lecturas, para influenciar un pensamiento determinado272.  
 
Es de anotar que los procesos de transformación de la teoría jurídica también se 
dan en los sitios de producción, y las diversas interpretaciones dependen de los 
conflictos entre escuelas de teoría jurídica, de las peculiaridades de la cultura 
jurídica en cada sitio de producción, y de la agenda política que guía a los autores 
canónicos y a sus intérpretes prestigiosos. Ello si se tiene en cuenta que la “TTD” 
puede ser vista como una respuesta y un intento por influenciar esas culturas en el 
marco de proyectos políticos, nacionalistas, filosóficos y profesionales; motivados 
por múltiples ansiedades y agendas ocultas exactamente del mismo tipo que en los 
países periféricos. De tal manera que, es erróneo pensar que los autores 
individuales obedecen a una norma o disciplina de auto representación neutral, 
apolítica y científica, cuando en realidad no es así273.  
 
En consecuencia, la mutación teórica ocurre de dos maneras: i) Se inclina hacia una 
formación social especifica en que las teorías cambian (Materialista), y ii) Existe una 
red intertextual donde nuevas ideas o teorías sufren modificaciones dentro de la 
esfera discursiva (Cultural). O lo que es lo mismo, las teorías mutan ya sea por la 
influencia especifica que se pretende instaurar en una sociedad; o por los cambios 
culturales que existen en las comunidades que recepciona la teoría jurídica.  
 
                                                          
272 Ibid.  
273 Ibid.  
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En el caso de Colombia y específicamente en relación con la aplicación de la teoría 
de imputación objetiva de resultados en la disciplina de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, se debe anotar que la jurisdicción contencioso 
administrativa al traer estas teorías desde el sitio de producción (Alemania 1939 - 
1945) hasta el sitio de recepción (Colombia 1991 – a la fecha), lo hace con la 
finalidad de explicar la manera de atribuir materialmente resultados a la 
administración pública en relación con el incumplimiento de deberes de actuación u 
omisión administrativa, cosa que dogmáticamente no era posible con la aplicación 
de las teorías causales.  
  
Sin embargo al efectuarse el viaje de la teoría de la imputación objetiva del “sitio de 
producción” al “sitio de recepción”, se produjo una lectura transformadora por los 
autores locales al implementar la misma, específicamente por parte del Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera y “Corte 
Constitucional; pudiéndose traer a colación las interpretaciones que empezó a 
realizar la Sección Tercera del Consejo de Estado en las sentencias que se 
referencian: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Expediente 
9955 de 1994, Expediente 9276 de 1994, Expediente 11798 de 1996, Expediente 
11781 de 1997, Expediente 17.994 de 2009 y Exp. 14.215 de 2002” donde precisa:  
 
“Si la ciencia jurídica parte del supuesto de atribuir o endilgar las consecuencias 
jurídicas de un resultado (sanción), previa la constatación de que una 
transgresión se enmarca en una específica posición normativa, es evidente que 
el nexo causal por sí mismo deviene en insuficiente para solucionar el problema 
de la atribución de resultados, tal como desde hace varios años se viene 
demostrando por el Derecho Penal, lo que ha conllevado a que se deseche el 
principio de causalidad a efectos de imputar un hecho, para dar aplicación a una 
serie de instrumentos e ingredientes normativos (v.gr. el incremento del riesgo 
permitido, la posición de garante, el principio de confianza, la prohibición de 
regreso, etc.) dirigidos a establecer cuando determinado resultado es imputable 
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a un sujeto. Lo anterior, como quiera que es posible que un determinado suceso 
tenga origen material en una específica conducta (causa material) pero las 
consecuencias del mismo sean atribuidas a un tercero (v.gr. La responsabilidad 
el hecho de las cosas, por el hecho de otro274 […] En la responsabilidad del 
Estado la imputación no se identifica con la causalidad material, pues la 
atribución de la responsabilidad puede darse también en razón de criterios 
normativos o jurídicos275”. 
 
Antes de descender a analizar la cosmovisión de la imputación objetiva en el 
Derecho Administrativo colombiano, es pertinente aclarar que esta teoría utilizada 
en los litigios de responsabilidad extracontractual del Estado, no genera que la 
responsabilidad se torne en objetiva; por el contrario,  
 
“El título jurídico de imputación por excelencia a la administración es y sigue 
siendo la falla del servicio -al margen de que existan escenarios de 
responsabilidad objetiva; Es decir, el adjetivo objetiva que califica la imputación 
se refiere a que los ingredientes que permiten delimitar la atribución fáctica 
revisten la connotación de imputación material; lo que implica que se encuentra 
al margen o es ajena a la calificación de la conducta en la actuación, lo que es 
propio de la imputación jurídica”276 
 
Ahora bien, la Constitucional en Sentencia SU-1184 de 2001, al determinar cuándo 
un acto se ha cometido dentro o por fuera del servicio militar, desarrolla los criterios 
de imputación objetiva sobre seis clases: i) La posición de garante, ii) El riesgo 
permitido, iii) El principio de confianza, iv) La acción a propio riesgo; v) La prohibición 
de regreso; vi) El fin de protección de la norma. 
                                                          
274 Sentencia Expediente 17.994, 2009. Op. cit. 
275 Sentencia Expediente 14.215, 2002. Op. cit. 
276 GIL BOTERO, Enrique. La teoría de la imputación objetiva en la responsabilidad extracontractual 
del Estado en Colombia. En BERNAL PULIDO, Carlos, ZAMORA FABRA, Jorge y HONORÉ 




En este punto, la Corte Constitucional estima que la posición de garante se sustenta 
en la competencia del sujeto para desplegar actuaciones frente a sus deberes de 
seguridad en el tráfico social con respecto a ciertos riesgos; teniendo su origen tales 
deberes porque el sujeto ha configurado un peligro para los bienes jurídicos y su 
fundamento no es la solidaridad sino la creación del riesgo.  
 
Por el contrario, la Doctrina y el Consejo de Estado teniendo como punto de partida 
las interpretaciones de la Corte Constitucional en la Sentencia SU-1184 de 2001, 
llegan a conclusiones distintas. Es pertinente traer a colación la investigación 
realizada por el profesor Enrique Gil Botero, en razón a que, es uno de los textos 
que mejor ilustración brinda sobre la aplicación de dichas teorías en la 
responsabilidad extracontractual de la administración, siendo la posición de garante 
el primero y más amplio criterio, se entiendo como la posibilidad de atribuir a un 
sujeto la responsabilidad por un daño, causado por un tercero, debido a que era por 
tador de una obligacion que le generaba el deber impedir el suceso; de tal manera 
que se reputa autor también a quien se abstuvo de intervenir, teniendo el deber de 
hacerlo277.  
 
Así las cosas, la Corte Constitucional divide la posición de garante en: “i)Relacional, 
también denominada organizacional278 o ii) Institucional, en ambos casos impuesta 
por el, ordenamiento jurídico, sólo que respecto de la primera el sujeto cuenta con 
cierta libertad para determinar si avoca o no el cometido que se desprende de esa 
circunstancia que introduce peligros o riesgos a la sociedad, mientras que la 
segunda siempre se asigna como una carga obligatoria279”. 
                                                          
277 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit.  
278 LÓPEZ, Claudia. Introducción a la imputación objetiva. Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, Bogotá, 1996, p. 163. 
279 Sentencia SU-1184, 2001. Op. cit.; KAUFMANN, Armin, “Die Dogmatik der Unterlassüngsdelikte”, 
(1959) Verlag Otto Schwartz & Co., Göttingen, 1988, Págs. 283 y ss, Siguen esta orientación, entre 
otros: HARRO, Otto, “Grundkurs Strafrecht Allgemeine Strafrechtslehre”, Vierte Auflage, Walter de 




Pudiéndose citar entre otras, Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sentencia Rad. 16.894, 2007; Sentencia Rad. 13.440, 2009; 
Sentencia Rad. 17.994, 2009; Sentencia Rad. 18.274, 2009. 
 
De conformidad con los criterios doctrinales y jurisprudenciales trascritos, se tiene 
que, la visión de los administrativistas y en especial del Consejo de Estado, le ha 
añadido un tinte adicional a la posición de garante, como lo es explicar su 
fundamentación a partir del principio de solidaridad; el cual como se vio líneas arriba 
en la vertiente de Günther Jakobs, no hace parte del objeto de la escuela 
funcionalista, pues en la ley penal no existe la obligación para el ciudadano raso de 
impedir que una persona cometa un delito en relación con otra, y mucho menos que 
se podría permitir la atribución de un delito en virtud de la redistribución de cargas 
sociales.  
 
                                                          
omisión. Buenos Aires: Astrea, 1970. p.119 y ss, [...] “13)El énfasis hacia el estudio material de las 
posiciones de garante es una tarea del siglo XX, que tuvo su máximo exponente en la llamada teoría 
de las funciones: es la posición que ocupe el sujeto en la sociedad, independientemente del 
reconocimiento expreso del deber de actuar en una ley, lo que fundamenta la obligación de evitar 
determinados resultados. Si bien el concepto de garante, como criterio básico de equivalencia entre 
la acción y la omisión se debe a Nagler (1938), el principal representante de un criterio material fue 
Armin Kaufmann. Para él, la posición del sujeto con respecto al control de fuentes de peligro 
(garantes de vigilancia) o frente a bienes jurídicos que debe defender ante ciertos peligros que los 
amenace (garantes de protección) determina la posición de garante; 14) El moderno Derecho Penal 
de orientación normativista, se caracteriza por el abandono de los criterios con base en los cuales la 
dogmática naturalista del siglo XIX -predominante hasta la década de 1980 en el siglo XX edificó la 
teoría del delito: causalidad, evitabilidad y dolo; Actualmente, el juicio de imputación se 
fundamenta en la delimitación de ámbitos de competencia: sólo se responde por las conductas 
o resultados que debo desarrollar o evitar en virtud de los deberes que surgen de mi ámbito de 
responsabilidad y que se desprenden de los alcances de la posición de garante. Lo demás –salvo 
los deberes generales de solidaridad que sirven de sustento a la omisión de socorro- no le concierne 
al sujeto, no es de su incumbencia” JAKOBS, Günther, «Behandlungsabbruch auf Verlangen und & 
216 StGB», (Tötung auf Verlangen),Medizinrecht-Psychopathologie-Rechtsmedizin.Diesseits und 
jenseits der Grenzen von Recht und Medizin.Festschrift für Günter Schewe.Springer-Verlag, Berlin 
1991. Págs. 72 y ss; JAKOBS, Günther, “La organización de autolesión y heterolesión especialmente 
en caso de muerte. Publicado en: Estudios de Derecho Penal”, UAM ediciones-Civitas. Madrid 1997, 
Traducción de Manuel Cancio Meliá, Enrique Peñaranda Ramos y Carlos Suárez González; ROXIN, 
Claus, “Strafrecht Allgemeiner Teil”, Band I. Grundlagen, Der Aufbau der Verbrechenslehre, 2 
Auflage, Verlag C.H Beck, München, 1994, Págs. 332 y ss; ALVARADO YESID, Reyes. Op. cit. p. 
49 y ss. 
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De tal manera que, al ser modificada la concepción sobre la cual se basa el criterio 
de posición de garante por parte del Derecho Administrativo, necesariamente el 
entendimiento de los sub-criterios que la componen también estarán revestidos de 
una lectura transformadora al momento de su aplicación en el sitio de recepción de 
la teoría.  
 
En consecuencia, la jurisdicción contenciosa administrativa ha entendido por 
posición de garante “aquella situación en que coloca el ordenamiento jurídico a un 
determinado sujeto de derecho, en relación con el cumplimiento específico de una 
obligación de intervención, de tal manera que cualquier desconocimiento de ella 
acarrea las mismas consecuencias, obligaciones y sanciones que repercuten para 
el autor material y directo del hecho”. Así mimo, concibe dos tipos de posición de 
garante, i) El primero, garante organizacional o relacional (creación del riesgo – no 
intervención y no generar daño) y ii) El garante institucional (solidaridad – 
intervención y protección). 
 
En cuanto al criterio del riesgo permitido, el Consejo de Estado, Radicación Número: 
20001-23-31-000-1997-03529-01(18274) de 2010, ha concebido su alcance bajo el 
entendido de que el si bien el daño tiene su origen causal en la conducta de un 
tercero, ello no significa que se hubiese configurado la causa extraña (caso fortuito, 
fuerza mayor, hecho exclusivo de un tercero, culpa exclusiva de la víctima) que 
impida la atribución, pues será imputable siempre que la conducta de la 
Administración, sea por acción u omisión hubiese favorecido el acaecimiento del 
hecho, en el sentido de que si bien existen riesgos permitidos por el ordenamiento 
jurídico, cuando esos riesgos aumentan se constituyen en jurídicamente 
desaprobados, y si se configura el daño, entonces es atribuible materialmente a la 
Administración como si ésta hubiese provocado directamente el daño.  
 
En ese orden de ideas, como sub reglas jurisprudenciales del precedente citado, 
se podrá imputar materialmente con fundamento en este criterio cuando: i) Con 
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fundamento en el ordenamiento jurídico se tenía el deber de impedir la 
materialización del daño (posición de garante); ii) Con su actividad se incrementó 
el riesgo permitido (creación de un riesgo jurídicamente desaprobado); o iii) Se 
estaba dentro del ámbito de protección de una norma de cuidado (se transgredió la 
norma que impedía determinado comportamiento con el fin de evitar un daño, y el 
daño se configuró como consecuencia directa de haber incurrido en ese 
comportamiento)280. 
 
“Entonces, se reitera, el núcleo de la teoría es el riesgo permitido y la concreción 
de un riesgo jurídicamente desaprobado, razón por la cual lo relevante del 
análisis propio en sede de la imputación fáctica (objetiva) consistente en 
determinar: i) Si se creó o no el riesgo jurídicamente desaprobado y ii) si se 
concretó o no y, por tanto, es allí donde se tornan relevante las instituciones 
precisadas puesto que van a determinar si ese daño es atribuible a un sujeto 
respectivo”281 
 
En ese orden de ideas, las contingencias indemnizables surgen cuando: i) El riesgo 
jurídicamente aprobado muta o degenera en uno jurídicamente desaprobado, ii) Y 
el mismo se concreta, iii) Siendo atribuible tal situación a un sujeto determinado, en 
razón a que éste creó el riesgo o facilitó su concreción, en este caso la 
administración pública. La buena fe -o la confianza- es un elemento indispensable 
al momento de aplicar la teoria del principio de confianza.  
 
En esa línea de pensamiento, el Consejo de Estado, (Radicación número: 05001-
23-24-000-1996-00329 01(21928), (2012) señaló que frente a los eventos de 
operaciones militares o judiciales, el Estado no puede generar riesgos 
                                                          
280 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación número: 20001-23-




jurídicamente desaprobados que desconozcan criterios como el principio de 
confianza o el de posición de garante.  
 
En tal virtud, se tiene que el Derecho Administrativo concibe de manera práctica la 
violación del principio de confianza como la defraudación del rol respectivo que se 
encuentra asignado a un sujeto de la sociedad según su oficio; produciéndose un 
daño que será imputable a quien desatendió a las expectativas sociales derivadas 
de su cometido. Es decir, quien participa en el tráfico social puede esperar de las 
otras personas un comportamiento ajustado a su rol; él puede confiar en que los 
otros participantes desarrollarán sus actividades cumpliendo las expectativas que 
emanan de la función que ha sido asignada. 
 
Frente a la acción a propio riesgo, la doctrina administrativa la considera como un 
instrumento que permite establecer cuándo un daño es única y exclusivamente 
atribuible a la propia víctima, en tanto desconoció su deber de autoprotección y, por 
tanto, la defraudación del rol y la concreción del riesgo fue producto de su actuar. 
Por consiguiente es requisito indispensable que la víctima sea un sujeto capaz y 
tenga pleno discernimiento.282  
 
Por su parte, el Consejo de Estado, Radicación Número: 05001-23-31-000-1995-
01939-01(30424) de 2013 señaló que en los eventos en que el lesionado hubiese 
desplegado actuaciones previas a la ocurrencia de los hechos que hubiese 
favorecido a la producción de su propio daño, es posible hablar de la denominada 
“acción a propio riesgo”, la cual puede surgir en los eventos en que se presente: i) 
Una auto puesta en riesgo por parte de la víctima, ii) El consentimiento de la víctima 
en relación con su propio daño, iii) La concreción de acciones peligrosas de 
salvamento, y iv) La transgresión de los deberes de auto protección por parte de la 
víctima283.  
                                                          
282 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit. p. 73. 
283 LÓPEZ, Claudia. Introducción a la imputación objetiva. Op. cit. p. 141 y 143. 
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En consecuencia, el Consejo de Estado ve la acción a propio riesgo en aquellos 
eventos donde el daño se produce por el actuar determinante de la víctima, y, por 
lo tanto, no es posible imputar el daño a la administración pública. Siendo el 
fundamento de este elemento el deber de auto protección.  
 
En cuanto a la prohibición de regreso y fin de protección de la norma, tales criterios 
únicamente se han enunciado en el desarrollo de la aplicación de las teorías de 
imputación objetiva dentro de la jurisprudencia contenciosa, debido a que las 
mismas no difieren en mayor proporción a la causa extraña (casofortuito, fuerza 
mayor, hecho exclusivo de un tercero, culpa exclusiva de la victima) 284. 
 
- Caracterización de la imputación objetiva en la jurisdicción contenciosa 
administrativa  
 
Ahora bien, una vez determinados los alcances de la teoría de imputación objetiva 
por la jurisdicción contencioso administrativa en la disciplina de la responsabilidad 
extracontractual de la administración pública, es posible efectuar las siguientes 
precisiones conceptuales:  
 
a) La mezcla entre el funcionalismo moderado de Roxin y el funcionalismo radical 
de Jakobs, por parte del Consejo de Estado al aplicar la teoría de la imputación 
objetiva.  
 
El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, al 
implementar la teoría de la imputación objetiva de resultados proveniente de la 
escuela funcionalista del Derecho Penal alemán en la jurisdicción contencioso 
administrativa, en sentencias, como la hito Rad. 15.567325 de 2007, realiza una 
fusión o mixtura entre los criterios de imputación desarrollados bajo la vertiente de 
                                                          
284 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit. p. 74 - 75. 
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Claus Roxin y los criterios de imputación desarrollados por Gunther Jakobs; sin 
tener en cuenta que, aunque hacen parte de una misma escuela la visión del 
Derecho Penal derivada de cada vertiente es totalmente diferente.  
 
Esta diferenciación no es inocua y comporta grandes consecuencias en el mundo 
jurídico, pues mientras en la primera vertiente una lesión puede ser imputable si el 
comportamiento de la persona a quien se le atribuye un determinado resultado, ha 
generado un riesgo jurídicamente relevante a un bien jurídico; en la segunda, el 
sistema de imputación se elabora atendiendo a la forma como está organizada la 
sociedad y de acuerdo a los fines y funciones que cumple el derecho en una 
comunidad organizada. Aclarando que, en ésta segunda vertiente, la misión del 
Derecho Penal no es la protección de bienes jurídicos, sino el aseguramiento de 
las expectativas normativas que han sido defraudadas.  
 
Ello genera que el fundamento de la teoría de la imputación objetiva varíe 
dependiendo de cuál de las dos vertientes se utilice, al igual que la argumentación 
de carácter constitucional de la cual se echará mano para la aplicación de la misma 
en un campo diferente al Derecho Penal (Derecho Administrativo).  
 
Es decir, al producirse este fenómeno no podría determinarse de manera clara que 
la base constitucional sobre la cual descansa la teoría de la imputación objetiva en 
el Derecho Administrativo sea la “creación del riesgo relevante” o la “alteración a 
los roles sociales”; debido a que la Alta Corporación entiende como fundamento 
general de la teoría de imputación objetiva, un sincretismo entre el principio de 
solidaridad, el trafico social y la creación de un riesgo jurídicamente relevante285.  
  
Y si ello es así, como se acaba de demostrar, la presente investigación arroja una 
de las primeras críticas a la aplicación de la teoría de imputación objetiva en el 
                                                          
285 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente. 
15.567325 (4 de octubre de 2007) [C.P.Enrique Gil Botero]. Sección Tercera 
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Derecho Administrativo, como lo es la elaboración de una teoría local 
omnicomprensiva de la imputación, cuyos fundamentos de carácter constitucional 
comprenden un esquema ecléptico e integrador de diferentes campos del derecho 
y principios de la responsabilidad únicamente, con la finalidad de atribuir resultados 
a un determinado sujeto y no para delimitar su atribución material en relación con 
sus márgenes de actuación.  
 
Es de anotar que la adición de intereses altruistas a la posición de garante para 
atribuir resultados en cabeza de un determinado sujeto (Estado) como lo es la 
aplicación del principio de solidaridad, no tiene cabida en el Derecho Penal; pues 
no debemos olvidar que una de las características del derecho punitivo de donde 
proviene la actual teoría de la imputación, es la atribución de resultados en relación 
con la persona. De tal manera que el hecho de adicionar este fundamento teórico 
a la explicación de la teoría, modifica el entendimiento de la teoría desde su sitio de 





                                                          
286 LÓPEZ MEDINA, Diego. Teoría Impura del Derecho, 2006. Op. cit. p. 10-25. 
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Tabla 8. La imputación objetiva en el derecho penal y en el derecho administrativo 
LA IMPUTACIÓN OBJETIVA EN EL DERECHO PENAL Y EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO  
DERECHO PENAL DERECHO ADMINISTRATIVO 





































































































































i) El principio del 
riesgo permitido:  
a) Disminución de 
riesgo. 
b) Si falta la creación de 
peligro. 
c) Riesgo permitido. 
ii) El principio de 
realización del riesgo 
no permitido: 
a) Si falta la realización 
del peligro. 
b) Si falta la realización 
del riesgo no permitido. 
c) Si el resultado no se 
encuentra cubierto por 
el fin de protección de la 
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- Fin de 
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i) La imputación 
objetiva del 
comportamiento: 
- Posición de garante 
a) Riesgo permitido 
b) Principio de 
confianza 
c) Prohibición de 
regreso 
d) Actuación a riesgo 
propio 




b) Utilización de los criterios de imputación objetiva únicamente en su aspecto 
afirmativo.  
  
Es de anotar que según la línea jurisprudencial aquí citada287, el Consejo de Estado 
se ha limitado únicamente a utilizar la teoría de imputación objetiva bajo los criterios 
de atribución en su aspecto afirmativo o positivo, dejando relegado su aspecto 
negativo; es decir, solamente emplea la tesis para endilgar resultados en cabeza de 
un determinado sujeto, y no para delimitar la atribución de los mismos como ocurre 
en materia penal; pues en palabras de Larenz “la imputación objetiva no es más 
que un intento de delimitar los hechos propios de los acontecimientos de los 
accidentes288”  
 
De tal manera que la jurisprudencia, al desechar el aspecto negativo de la teoría, 
ha encaminado el discurso de la responsabilidad extracontractual de la 
administración pública a una atribución de todos los resultados posibles que se 
puedan presentar en el trafico social y en la prestación de servicios públicos, como 
una fórmula infalible de imputación, en contraposición a la visión original de la 
imputación objetiva en materia penal, como criterios negativos de la tipicidad 
objetiva289.  
 
Es por ello que la trasmutación de la teoría original de la imputación objetiva del 
Derecho Penal al campo del Derecho Administrativo, a través de criterios de 
imputación únicamente desde el plano afirmativo y con un sincretismo teórico, 
                                                          
287 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 9955, 
1994. Op. cit.; Sentencia Expediente 14.215, 2002. Op. cit.; Sentencia Expediente 15.567325, 2007 
Op. cit.; Sentencia Expediente 16.894. Sentencia del 26/02/2009, Sentencia Expediente 13.440. 
Sentencia del 26/03/2009, Sentencia Expediente 17.994, 2009. Op. cit., Sentencia Expediente 
18.274. Sentencia del 9/05/2010, Sentencia Expediente 19.385, 2010. Op. cit.; Sentencia Expediente 
18274. Sentencia del cinco 05/07/2012, Exp. 21928. 
288 LÓPEZ, Claudia. Introducción a la imputación objetiva. Op. cit. p. 53. 
289 PELÁEZ MEJÍA, José María. Configuración del principio de confianza como criterio negativo de 




podrían configurar interpretaciones contrarias a la seguridad jurídica de la 
administración. Máxime si se tiene en cuenta que, tal como se dijo líneas arriba, los 
criterios que componen la realización del riesgo permitido fueron creados de cara a 
los delitos que admiten tentativa, diferente a la producción del daño en materia 
contencioso administrativa. En consecuencia, si no se atiende a las bases originales 
y la evolución del funcionalismo penal, se podría llegar a la errada conclusión de 
imputar por todo, como ocurre en el actual panorama judicial.  
 
En otras palabras, se puede afirmar que el criterio del “riesgo permitido” se 
constituye en el concepto opuesto al “riesgo jurídicamente desaprobado”; es decir, 
constituye la otra cara de la moneda, de tal manera que así como no es posible 
concebir “el bien sin el mal”, “lo alto sin lo bajo”, y “lo negro sin lo blanco”, tampoco 
es posible concebir la teoría de la imputación objetiva aplicada en el Derecho 
Administrativo con sólo su aspecto afirmativo y excluyendo su aspecto negativo.  
 
Volvamos al ejemplo de la moneda, imaginemos que ésta tiene dos lados que 
representan por una parte (cara) el “riesgo jurídicamente desaprobado”, y de otra 
(sello) el “riesgo permitido”. De tal manera que si la lanzo al aire la moneda, que 
equivaldría a la realización del análisis del juicio de responsabilidad en la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, en el evento de que la moneda caiga 
de cara (lo cual equivaldría a que las pruebas arrojaron que se creó un riesgo 
jurídicamente desaprobado) surgiría para el operador judicial la posibilidad de 
imputar materialmente; sin embargo, en el evento de que la moneda caiga de sello 
(lo cual equivaldría a que las pruebas arrojaron que se existe un riesgo permitido) 
surgiría para el operador judicial la posibilidad de limitar la imputación o inclusive 
estimar que no hay lugar a imputar.  
 
Es decir, la presencia de del criterio afirmativo niega la existencia del negativo, y 
viceversa, pues si la conducta se encuentra autorizada por el ordenamiento jurídico, 
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ésta no puede al mismo tiempo crear un riesgo jurídicamente desaprobado porque 
se vulneraría la coherencia misma del sistema normativo.  
 
Al respecto, el profesor José María Peláez Mejía, en su obra “Causales de 
justificación y ausencia de lesividad como criterios negativos de imputación 
objetiva”290, señala que existen eventos donde el riesgo que inicialmente puede ser 
catalogado como jurídicamente desaprobado, puede convertirse en inexistente 
cuando: i) El riesgo se disminuye, y ii) Cuando existe el riesgo. Pues el primer nivel 
de imputación objetiva solicita que el riesgo sea creado y, naturalmente, si en vez 
de originar el peligro la conducta del agente lo que hace es disminuirla no es posible 
considerar satisfecho el primer nivel de atribución requerido.  
 
De conformidad con la investigación citada, se tiene que en virtud del principio de 
oposición algo no puede ser y no ser al mismo tiempo; es decir, en el sistema de 
imputación objetiva el principio del riesgo permitido que se basa en la forma en que 
el ordenamiento jurídico avala unos mínimos de lesiones por el sólo hecho de vivir 
en sociedad, no puede constituir al mismo tiempo un riesgo jurídicamente 
desaprobado, pues éste sería el concepto diametralmente opuesto, es decir el 
incremento del riesgo por fuera de los parámetros mínimos que señala el sistema 
jurídico.  
 
De tal manera que, en los casos de responsabilidad administrativa para los eventos 
donde se atribuya con imputación objetiva por el factor del riesgo o creación de un 
riesgo jurídicamente desaprobado, deben tenerse en cuenta los criterios negativos 
del mismo (como contracara de aquellos afirmativos), los cuales eventualmente 
podrían avalar la imposibilidad de atribuir un resultado en el caso bajo examen.  
 
 
                                                          
290 PELÁEZ MEJÍA, José María. Causales de justificación y ausencia de lesividad como criterios 
negativos de imputación objetiva. Op. cit. p. 300. 
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Tabla 9. Criterios positivos y negativos de la imputación objetiva 
CRITERIOS POSITIVOS Y NEGATIVOS DE LA IMPUTACIÓN OBJETIVA 
ASPECTO POSITIVO O 
AFIRMATIVO DE LA 
IMPUTACIÓN OBJETIVA 
Requisitos para que exista 
imputación objetiva 
ASPECTO NEGATIVO DE LA IMPUTACIÓN OBJETIVA 
Requisitos para que no exista imputación objetiva 
I. Creación de un riesgo 
jurídicamente desaprobado. 
Se presenta sí y sólo sí:  
 
I. Ausencia de creación de un riesgo jurídicamente desaprobado. 
Se presenta cuando:  
a) Se crea el riesgo  
 
a) - Falta creación del riesgo por  
 - Disminución del riesgo  
b) La conducta comporta en sí 
misma un riesgo, es decir, 
resulta lesiva para el bien 
jurídicamente protegido  
 
b) Inexistencia del riesgo por ausencia de lesividad al tratarse de:  
i) Una conducta carente de peligrosidad por idoneidad del 
comportamiento; 
ii) Una conducta de bagatela o insignificante; o  
iii) Una conducta socialmente adecuada.  
c) Dicho riesgo se encuentra 
jurídicamente desaprobado  
 
c) Falta de desaprobación jurídica del comportamiento al tratarse de un 
riesgo permitido que puede ser:  
i) De tipo general si tiene como base una norma jurídica extrapenal; o  
ii) de tipo situacional si tiene como base o fuente: 1) Una causal de 
justificación; 2) El principio de confianza; 3) La prohibición de regreso; 
4) Una acción a propio riesgo; o 5) Una norma de cuidado proveniente 
de los reglamentos, la Lex artis o la figura del modelo diferenciado.  
II. Realización del riesgo en el 
resultado (exigido 
únicamente para tipos 
penales de resultado). Se 
presenta sí y sólo sí:  
II. Ausencia de realización del riesgo en el resultado. Se presenta: 
a) Existe evitabilidad del 
resultado ocasionado  
 
a) Al darse los casos de inevitabilidad del resultado porque:  
 
i) Aunque se hubiese llevado a cabo una conducta alternativa conforme 
a derecho éste de todas formas habría ocurrido;  
ii) Porque el resultado terminó siendo el producto de un riesgo general 
de vida; o  
iii) Porque fue producto de una fuerza mayor.  
b) El resultado se encontraba 
cobijado por el fin de protección 
de la norma  
b) Cuando el resultado NO se encuentra cobijado por el fin de protección 
de la norma jurídica  
c) Existe previsibilidad del curso 
causal o del resultado 
c) Un caso fortuito  
Fuente. PELÁEZ MEJÍA, José María. Causales de justificación y ausencia de lesividad como criterios 
negativos de imputación objetiva. Op. cit. p.126. 
 
c) La división entre garante institucional y relación es una creación 
jurisprudencial de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado.  
 
De otra parte, cabe anotar que la creación de las sub categorías de garante 
institucional y garante relacional han sido producto del desarrollo jurisprudencial en 
cabeza del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional, las cuales se han 
comenzado a usar en el Derecho Administrativo fundamentadas en los fines y 
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valores de la Constitución Política; aclarando que la clásica doctrina penal no 
establece de manera sistemática estas categorías. De tal manera que también 
resultan ser una variación o adaptación de la teoría al Derecho Administrativo.  
 
Al respecto la Corte Constitucional en Sentencia SU-1184 de 2001 precisa el 
alcance la figura de posición de garante, bajo el entendido de que “la primera 
posición de garante (organizacional) surgirá por la introducción de peligros o riesgos 
que tienen potencialidad para causar daño (v.gr. la instalación de una fábrica de 
sustancias tóxicas; tener un perro peligroso, desarrollar un deporte considerado 
riesgoso, entre otros), mientras que la segunda posición (institucional) se deriva de 
instituciones básicas como el Estado (v.gr. si sobre una persona recaen amenazas 
que son conocidas o podían fácilmente ser inferidas por la administración pública, 
habrá posición de garante) y la familia (v. gr. en una piscina unos podres no podrán 
excusarse de que su hijo se ahogó en virtud de la peligrosidad de ese lugar, sin que 
a la hora de evaluar el riesgo concretado se tendrá en cuenta la intervención y 
participación de aquellos)”.  
 
Así las cosas, la posición de garante puede ser: “i) Relacional también 
denominada organizacional o ii) Institucional, en ambos casos impuesta por el, 
ordenamiento jurídico, sólo que respecto de la primera el sujeto cuenta con cierta 
libertad para determinar si avoca o no el cometido que se desprende de esa 
circunstancia que introduce peligros o riesgos a la sociedad, mientras que la 
segunda siempre se asigna como una carga obligatoria291”. Siendo acogido estos 
criterios por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Radicación: 41 001 23 31 000 2005 01497 01 (48842) de 2016, en donde precisó la 
posibilidad de imputar a la Administración por daños causados por terceros, con 
fundamento en la teoría de la posición de garante292.  
                                                          
291 Sentencia SU-1184, 2001. Op. cit. 
292 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 41 001 23 31 000 
2005 01497 01 (48842). (1 de febrero de 2016) [C.P.Jaime Orlando Santofimio Gamboa]. Sección 
Tercera, Sub-Sección C, 
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Lo anterior, aunado al hecho de que mientras el Derecho Penal observa la posición 
de garante como un criterio general de imputación, del cual se desprenden todos 
los demás sub-criterios o “posiciones de garante” en la vertiente de Jakobs; en la 
jurisdicción contencioso administrativa la posición de garante se observa cómo un 
criterio de atribución que está al mismo nivel de los sub-criterios en el Derecho 
Punitivo, sin hacer diferenciación dogmática alguna.  
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Tabla 10. La posición de garante en el derecho penal y en el derecho administrativo 
LA POSICIÓN DE GARANTE EN EL DERECHO PENAL Y EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO  
DERECHO PENAL DERECHO ADMINISTRATIVO 
















































































- Posición de garante: 
“En una teoría de la imputación 
objetiva construida sobre las 
posiciones de garante, predicable 
tanto de los delitos de acción como 
de omisión, la forma de realización 
externa de la conducta, es decir, 
determinar si un comportamiento 
fue realizado mediante un curso 
causal dañoso o mediante la 
abstención de una acción 
salvadora, pierde toda relevancia 
porque lo importante no es la 
configuración fáctica del hecho, 
sino la demostración de sí una 
persona ha cumplido con los 
deberes que surgen de su posición 
de garante. Si alguien tiene 
deberes de seguridad en el tráfico, 
lo trascendente para la imputación 
es si esa persona desplegó 
deberes de diligencia para evitar 
que el peligro creado no excediera 
los límites de lo prohibido. Si se es 
garante, no interesa si el sujeto 
originó un curso causal (acción) o 
no impidió el desarrollo del mismo 
(omisión), sino, si ha cumplido con 
los deberes de seguridad que le 
impone el ejercicio de una 
actividad peligrosa” 
a) Riesgo permitido 
b) Principio de confianza 
c) Prohibición de regreso 




















La posición de garante 
puede ser: i) Relacional 
también denominada 
organizacional o ii) 
Institucional.  
 
“La primera posición de 
garante surgirá por la 
introducción de peligros o 
riesgos que tienen 
potencialidad para causar 
daño (v. gr. la instalación de 
una fábrica de sustancias 
tóxicas; tener un perro 
peligroso, desarrollar un 
deporte considerado 
riesgoso, entre otros), 
mientras que la segunda 
posición se deriva de 
instituciones básicas como el 
Estado (v. gr. si sobre una 
persona recaen amenazas 
que son conocidas o podían 
fácilmente ser inferidas por la 
administración pública, 
habrá posición de garante) y 
la familia (v. gr. en una 
piscina unos podres no 
podrán excusarse de que su 
hijo se ahogó en virtud de la 
peligrosidad de ese lugar, sin 
que a la hora de evaluar el 
riesgo concretado se tendrá 
en cuenta la intervención y 
participación de aquellos)” 
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1.1.7. Imputación jurídica 
 
Sea lo primero anotar que, aun cuando el objeto de la presente investigación no 
guarda relación con el nivel de imputación jurídica (segundo nivel), no es posible 
efectuar una visión global del tema sin hacer por lo menos alusión a los mismos. 
Entonces, la imputación jurídica hará referencia al fundamento de por qué un 
determinado sujeto se encuentra en la obligación de reparar el daño. “Aluden a la 
fuente normativa de deberes y de obligaciones -constitucionales, legales, 
administrativas, convencionales o contractuales- en las cuales se plasma el derecho 
de reclamación” 
 
Al respecto, el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección 
Tercera, Subsección A Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera 
Sentencia del primero (1) de octubre de dos mil catorce (2014) Expediente: 73001-
23- 31-000-2005-00561-01 (34.047), la ha definido así:  
 
[…] “De otro lado, la concreción de la imputación fáctica no supone por sí misma, 
el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se requiere un estudio de 
segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez 
determina si además existe una obligación jurídica de reparar el daño 
antijurídico; se trata, por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se 
establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios bien a partir de la 
verificación de una culpa (falla), o por la concreción de un riesgo excepcional al 
que es sometido el administrado, o de un daño especial que frente a los demás 
asociados es anormal y que parte del rompimiento de las cargas públicas”293 […] 
(Negrillas propias) 
 
                                                          
293 CONSEJO DE ESTADO Sala de lo Contencioso Administrativo. Expediente: 73001-23-31-000-
2005-00561-01 (34.047) (1 de octubre de 2014) [C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera]. Sección 
Tercera, Subsección A 
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Constituye el fundamento o razón de la obligación de reparar el perjuicio derivado 
de la materialización de un daño antijurídico, el cual puede ser analizado a su vez 
desde dos regímenes: i) El régimen de responsabilidad subjetivo por: a) Falla y b) 
Falta del servicio, y ii) El régimen de responsabilidad objetivo por: a) Riesgo 
excepcional y b) Daño especial. 
 










TÍTULO III  
NOCIÓN DE TERRORISMO Y FUNDAMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD 
EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR ACTOS DE TERRORISMO POR 
VÍA JUDICIAL Y ADMINISTRATIVA 
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CAPÍTULO I  
1. NOCIÓN DE ACTO DE TERRORISMO 
 
La noción de actos de terrorismo, puede ser definida según el artículo 2°, numeral 
1, literal b, del Convenio Internacional de la ONU para la Represión de la 
Financiación del Terrorismo, como:  
 
“Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a 
un civil o a cualquier otra persona que no participe directamente en las 
hostilidades en una situación de conflicto armado, cuando, el propósito de dicho 
acto, por su naturaleza o contexto, sea intimidar a una población u obligar a un 
gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o a abstenerse de 
hacerlo294”. 
 
En igual sentido, el Comité Internacional de Genéve -CICR-, en su revista 
Internacional de la Cruz Roja, artículo del treinta (30) de septiembre de dos mil dos 
(2002), escrito por Hans-Peter Gasser, señaló como elementos del acto de 
terrorismo:  
 
“i) La violencia o amenaza de violencia contra personas civiles corrientes, su vida, 
sus bienes, su bienestar; ii) El terrorismo constituye un medio para alcanzar un 
objetivo político que supuestamente no podría lograrse por medios legales y 
ordinarios, dentro del orden constitucional establecido; iii) Los actos terroristas 
suelen formar parte de una estrategia y los cometen grupos organizados durante 
un largo período de tiempo; iv) El propósito de los actos terroristas es aterrorizar 
a la población para crear unas condiciones que, en opinión de los terroristas, 
favorecen su causa; v) El objetivo del terrorismo es humillar a seres humanos295”. 
                                                          
294 “Ratificado por Colombia mediante Ley 808 del 27 de mayo de 2003” 
295 COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA. Actos de terror, “terrorismo” y derecho 




En pronunciamiento reciente el Consejo de Estado, Radicación: 2005-00451 
(37719), de 2018, al resolver el caso del acto de terrorismo en relación con el Club 
el Nogal, acogió la siguiente definición de acto de terrorismo:  
 
“De donde es dable extraer que, sin distinción del daño producto del ataque ya 
que puede ser dirigido contra el Estado o no, el objeto último del acto terrorista 
se concreta en la desestabilización de la organización o institucionalidad estatal. 
En consonancia con lo anterior y haciendo visible la motivación política, religiosa 
o ideológica inherente a este tipo de actos, en sentencia del 28 de marzo de 
2010, la Sección acogió el concepto de terrorismo consensado por la Comisión 
Andina de Juristas: Reconoce la Sala que no se ha encontrado un concepto 
unívoco de terrorismo, sin embargo, es común a las distintas definiciones el 
elemento que ahora se resalta: el ataque a la sociedad en conjunto, que subyace 
como connatural al atentado terrorista; En este sentido la Comisión Andina de 
Juristas manifestó que el terrorismo; Es un fenómeno de alcance global 
caracterizado por la utilización ilegal o amenaza de violencia premeditada, 
encubierta y sorpresiva que, a partir de un motivación política, busca sembrar el 
terror para establecer un contexto de intimidación, provocar repercusiones 
psicológicas de amplio espectro más allá de la víctima elegida como objetivo, 
generar pánico, producir histeria, miedo, y liquidar el orden y la autoridad en las 
sociedades, afectando sustantivamente el Estado de Derecho o Rule of Law; El 
contexto establecido permite promocionar una causa de índole político, religioso 
o ideológico, las cuales requieren de una accionar político; Como consecuencia 
de todo ello, se pone en peligro la vida, salud y bienestar de las personas, 
atentándose contra la paz y seguridad internacionales; Los protagonistas de la 
comisión de estos actos terroristas pueden ser miembros de organizaciones no 
estatales y sus cómplices, sean Estados o no, de darles apoyo o asilo; De otro 
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lado, también están comprendidos aquellos Estados que utilizan, de modo 
explícito o implícito, sus servicios de inteligencia y sus agentes296297” 
 
En ese orden se observa que, el elemento a traves del cual se define el acto 
terrorista radica en la intención de violencia desplegada a efectos de ejercer presión 
de manera que afecte la estabilidad de la organización e institucionalidad del 
Estado, esto con miras a favorecer intereses políticos, religiosos o ideológicos 
propios del grupo perpetrador.  
 
“Es así, como en decisión proferida por el Consejo de Estado, Subsección A de 
la Sección Tercera el quince (15) de marzo de dos mil diecisiete (2017), tras una 
recopilación sobre el acercamiento al concepto de terrorismo desarrollado por 
las organizaciones internacionales de Derecho Público, la legislación y 
jurisprudencia interna, se concluyó que en aquellos casos en los cuales el 
atentado terrorista tiene un móvil político encaminado contra el Estado, 
cualquiera que sea la víctima directa, ha de entenderse que la utilización del 
terror aparece como un instrumento dirigido a constreñir a la población para que 
ejerza presión social, de forma tal que se debilite o socave la voluntad estatal y 
ceda ante las pretensiones o prerrogativas exigidas por quienes acuden al terror 
como método de acción298”. 
 
Quiere decir lo anterior, que el acto de terrorismo299 comporta “un fenómeno 
complejo, que busca perturbar, alterar y desestabilizar las condiciones normales de 
                                                          
296 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 15.591, 
(28 de marzo de 2010). [M.P. Enrique Gil Botero]. Sección Tercera 
297 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 2005-00451 
(37719), (16 de agosto de 2018). [C.P. Stella Conto Díaz Del Castillo]. Sección Tercera, Sentencia 
Subsección B 
298 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 40357, 
(15 de marzo de 2017). [C.P. Hernan Andrade Rincón]. Sección Tercera, Subsección A 
299 “Para una información más detallada, vea: Schmid, Jongman y otros; Terrorismo político: una 
nueva guía a los agentes, a los autores, a los conceptos, a las bases de datos, a las teorías, y a la 
literatura; El terrorismo es un método de ansiedad-inspirante de acción violenta repetida, empleado 
por (semi) los agentes clandestinos del individuo, del grupo o del estado, por razones idiosincrásicas, 
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seguridad y de tranquilidad de la población con propósitos políticos o 
económicos”300 En tal sentido, precisada la noción de terrorismo y de acto terrorista 
según el ordenamiento jurídico, se exponen los fundamentos de la responsabilidad 
del Estado colombiano derivada de éste tipo de actos.  
 
1.1. ORIGEN DE LOS ACTOS DE TERRORISMO EN COLOMBIA 
 
A efectos de explicar el contexto en el cual se empiezan a generar los actos de 
terrorismo en el territorio colombiano, se hace pertinente traer a colación la 
Investigación Doctoral del Profesor Dr. Hernando Enrique Meza Ortiz “De la 
democracia representativa a la democracia participativa en Colombia”, Universidad 
Privada Dr. Rafael Belloso Chacin, República Bolivariana de Venezuela, 2015, Tesis 
Doctoral presentada para la obtención del grado de Doctor, realizada bajo la 
dirección de la profesor Dr. Paulino Montilla301, en la cual se indicó que uno de los 
problemas centrales de la violencia en Colombia, fue la falta de espacios de 
participación en la vida política de partidos de oposición o grupo disidentes en 
vigencia de la Constitución Política de 1886, en los siguientes términos:  
 
La inexistencia de normas que permitieran la inserción en la vida pública de todas 
las vertientes políticas, ideológicas, sin exclusión, de tal forma que la confrontación 
se hiciera por vías civilizadas y no de la manera como se ha hecho hasta ahora, de 
la violencia fratricida durante más de 50 años. Esta no es una afirmación gratuita y 
en el desarrollo de este trabajo se sustenta de manera completa. 
                                                          
criminales o políticas, por el que – en contraste con el asesinato – los blancos directos no son las 
blancos principales. Eligen a las víctimas humanas aleatoriamente (los blancos de la oportunidad) o 
selectivamente (los blancos representativas o simbólicos) de una como generadores del mensaje; 
Utilizan la amenaza y los procesos de violencia basados en la comunicación entre el 
terrorista(organización), las víctimas, y los blancos principales para manipular el blanco principal 
(audiencia)” 
300 Diccionario Virtual de la Real Academia de la Lengua Española. Terrorismo: [En linea] Disponible 
en: <https://dle.rae.es/?id=Zd3L6Oc>  
301 MEZA ORTIZ, Hernando Enrique. De la democracia representativa a la democracia participativa 





La Constitución Política de 1886, habría cerrado los caminos para producir una 
reforma constitucional por vía del constituyente primario, en efecto, en el artículo 
218 disponía: 
 
“La Constitución, salvo lo que en materia de votación ella dispone en otros 
artículos sólo podrá ser reformada por un acto legislativo, discutido primeramente 
y aprobado por el Congreso en sus sesiones ordinarias; publicado por el 
gobierno, para su examen definitivo en la siguiente legislatura ordinaria; por ésta 
nuevamente debatido, y, últimamente aprobado por la mayoría absoluta del 
individuo que componen cada cámara. Si el gobierno no publicare 
oportunamente el proyecto de acto legislativo, lo hará el presidente del congreso”  
 
Este artículo estaba orientado a impedir que se volviera a convocar al pueblo para 
la aprobación de una reforma constitucional, como ocurrió en 1957, lo que dio paso 
al “Frente Nacional” (Pacto entre el Partido Liberal y el Conservador para hacerse 
elegir alternativamente en la presidencia de la república) y al voto universal. Se 
decía desde entonces, por parte de los constitucionalistas, que se había cerrado la 
puerta al pueblo y se arrojó la llave al mar. 
 
Otros comentaristas del conflicto colombiano ubican el surgimiento de la guerrilla 
colombiana en los hechos del 9 de abril de 1948, en los que fue asesinado el líder 
y caudillo liberal Jorge Eliecer Gaitán, cuando se desarrollaba a la IX Conferencia 
Panamericana que dio origen a la OEA en la ciudad de Bogotá; hechos ocurridos 
bajo el gobierno conservador de Mariano Ospina Pérez. Ese cruento hecho 
conocido en la historia de Colombia como “la violencia”, más de doscientos mil 
muertos es el saldo que este periodo, originó el nacimiento de las autodefensas 
campesinas liberales en contra de las agresiones del gobierno conservador. Fueron 
lideradas por Pedro Antonio Marín “Tirofijo”. Origen de las FARC-EP. Para esa 
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época el objetivo era sobrevivir a la matanza de liberales y el camino de las armas 
era el único que aseguraba ese propósito. 
 
La situación de violencia generalizada, se había desbordado en los años 80’s, con 
la aparición de nuevos actores, la agitación social iba creciendo, y el Estado logró 
identificar puntos cardinales del conflicto. La falta de democracia fue uno, las 
Autodefensas Campesinas-AUC, creada por los ricos y terratenientes 
principalmente para defenderse la violencia guerrillera ante la debilidad del Estado 
colombiano para salvaguardar los bienes, vida y honra de los ciudadanos, el 
asesinato selectivo de líderes políticos de todas las tendencias y el narcotráfico 
entran a jugar su papel como nuevo ingrediente de violencia e intentando incidir en 
la vida política302. 
 
En igual sentido, parafraseando al profesor Dr. Hernando Meza Ortiz, era necesario 
tomar decisiones para frenar ese estado de cosas; y una reforma a la Constitución 
se insinuaba como el mejor camino para solucionar la crisis. La introducción en el 
texto constitucional de un nuevo modelo de Estado que permitiera superar o 
remover los obstáculos para una nueva forma de democracia y reglas claras que 
permitieran superar la exclusión, por lo menos en el campo político. 
 
La institucionalidad se enfrentaba al más grande obstáculo y era la misma 
Constitución de 1886, con el irracional mecanismo de reforma establecido en el 
plebiscito de 1957, que de pronto, para el momento en que se concretó tenía 
sentido, pero con el desarrollo del país en todos los campos, dejó de tener vigencia. 
 
Frente a esta situación, varios fueron los esfuerzos que se hicieron por parte del 
gobierno colombiano, para intentar alcanzar la reconciliación con las guerrillas. Se 
puede afirmar que todos los presidentes, desde la aparición de las guerrillas en el 




siglo XX, han intentado negociaciones de paz con los alzados en armas, sin éxito 
(exceptuando el conflicto armado entre el Estado Colombiano y FARC-EP)303, en 
busca de la reconciliación nacional. Es por eso que Colombia tiene la insurrección 
más antigua del continente y también se distingue por tener los procesos de 
negociaciones más largos de la región. Al respecto, se puede indicar que:  
 
Para aquellos momentos de la vida nacional, hace cuarenta años, hablar de la 
democracia participativa, en una sociedad cuya base era un sistema excluyente 
entre los partidos liberal y conservador (Frente Nacional), para mantener un orden 
jerárquico manejado por una pequeña clase política dominante, era una utopía, ya 
que dicho bipartidismo o frente en sí, era la negación de la participación político-
social popular. 
 
Por cuenta de lo expuesto en líneas arriba en Colombia sus habitantes han vivido 
en estos últimos treinta años un auge del dolor que nos aflige, por el golpe de la 
muerte y desaparición de miles de conciudadanos. A pesar de todo esto, también 
se abriga la esperanza de vivir en un país diferente, cultivado y nutrido por los 
crecientes cambios políticos, especialmente por la reforma de nuestra Carta, que 
en la práctica consistió en la hechura de una nueva.  
 
Los cambios políticos experimentados por el país en el año 90 y 91: la movilización 
nacional en torno a una Asamblea Constituyente, como único instrumento idóneo 
para reformar la Constitución, debido a que el Congreso le falló al país en esa tarea; 
la expedición de la nueva Carta, inspirada en principios democráticos, 
participativos, pluralistas, descentralización y modernización de las instituciones; 
los diálogos para la construcción de la paz en Colombia (desmovilización de grupos 
guerrilleros, entrega de narcotraficantes y el ocaso de figuras expertas en la 
maquinación electoral; el entronizamiento en la arena política, de nuevas fuerzas 
                                                          
303 Acuerdo Final 24.11.2016, “Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de 
una Paz Estable y Duradera”, celebrado entre el Estado Colombiano y las FARC-EP.  
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democráticas, como lo fue en su momento el M-19, que había ganado espacio 
político en sectores marginales y medios de nuestra geografía política). 
 
“Se empieza con las amnistías de 1982, Durante este tiempo ha habido muchas 
interrupciones, desvíos, nuevos conflictos y algunos éxitos parciales; Asimismo, 
en los últimos años, el mundo ha cambiado radicalmente; Por primera vez hemos 
visto procesos de paz, en otros países, que llegaron a soluciones negociadas en 
conflictos internos, a pesar de tener éstos raíces muy profundas; En el año 82, 
cuando se comenzó el primer proceso de paz en Colombia, no existían modelos 
internacionales para resolver una guerra civil a través de negociaciones; Había 
perdedores o ganadores, pero no había casos de negociaciones exitosas dentro 
de la historia de las terminaciones de los conflictos civiles; Desde ese entonces 
especialmente con el fin de la Guerra Fría han surgido numerosos casos de 
soluciones negociadas en Centroamérica, África y el Medio Oriente; Respecto 
de lo inalcanzable de la paz en Colombia, hasta ahora, siempre se ha dicho que 
se trata de un caso excepcional; que Colombia no es El Salvador, no es Israel; 
que las condiciones colombianas son diferentes y los conflictos más 
complicados, con múltiples actores y fuentes de violencia; Los palestinos y los 
israelitas sí pueden llegar a un acuerdo, pero Colombia no; En criterio del autor 
de esta investigación, debe, por el contrario, pensarse que Colombia no es 
excepcional: se puede aprender de otras experiencias; Las condiciones en 
Colombia, a pesar de sus particularidades, no indican que sea imposible llegar a 
una solución negociada. Al contrario, desde la perspectiva de alguien como el 
autor de este trabajo, ha observado detalladamente el proceso desde sus 
comienzos, en 1982, creo que es objetivamente factible llegar a la paz en este 
país; No hay buenas razones por las que no se pueda alcanzar la paz, aun dada 
la violencia entre los múltiples actores en conflicto”304 
 
                                                          
304 SAUMETH CADAVID, Erick. Op. cit. 
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Es de reconocer que en los últimos gobiernos, más exactamente después del 
Frente Nacional, se dio un cambio de paradigmas en el enfoque sociopolítico del 
país, en el sentido que se comenzó a discutir la posibilidad de que, mediante la 
participación política, los alzados en armas pudieran integrarse a la vida nacional 
como simples ciudadanos, detentando los mismos derechos que los demás 
colombianos 305. 
 
Entonces, es de tener en cuenta que las clases políticas colombianas datan de 
mucho tiempo y que, en consecuencia, se hayan arraigado muchos conceptos 
excluyentes, difíciles de resolver o de disolver cuando se pretende hacer un cambio 
que es diametralmente opuesto a la tradición de dos partidos que, durante décadas 
(más un siglo), detentaron el monopolio del sentir político en el país. Los colores 
azul y rojo fueron utilizados como estandartes de los partidos Conservador y 
Liberal, respectivamente, aunque los seguidores de uno y otro partido se guiaban 
más por las figuras de los líderes que por los contenidos programáticos o 
ideológicos de uno y otro partido. 
 
En tal virtud, a través del proceso constituyente que se llevó a efecto en 1991, que 
dio nacimiento a la Constitución Política de dicho año, se produjo una profunda 
transformación en muchas de las instituciones y al organigrama estatal, pero 
fundamentalmente en la concepción de la democracia, tal y como venía consignada 
en la Constitución de 1886. La trasformación de la democracia representativa, la 
cual trastocó en democracia participativa se convertiría una utopía en realidad. 
                                                          
305 MEZA ORTIZ, Hernando Enrique. 2015. Op. cit. 
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CAPÍTULO II  
2. FUNDAMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO 
POR ACTOS DE TERRORISMO 
 
2.1. FUNDAMENTOS CON BASE EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
COLOMBIA  
 
Anteriormente a la expedición de la Constitución de Política 1991: 
 
“No existía una cláusula constitucional ni legal que expresamente reconociera la 
existencia del instituto resarcitorio por las actuaciones de los entes públicos, por 
lo que el Constituyente de 1991, acogiendo los criterios jurisprudenciales fijados 
por la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado para la época, se 
encargó de llenar ese vacío normativo y, al tenor del artículo 90 de la Carta 
Política se reconoce en forma directa la responsabilidad patrimonial del Estado, 
al consagrar que: El Estado responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las 
autoridades públicas”306 […] 
 
En ese orden, la Corte Constitucional, en Sentencia C-333 de 1996307, se pronunció 
sobre el verdadero alcance de esta norma, aclarando que la misma, al margen de 
                                                          
306 Sentencia C-864, 2004. Op. cit. Sentencia C-037, 2003. Op. cit. 
307 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-333 (1 de agosto 1996), [M.P. 
Alejandro Martínez Caballero] “Ahora bien, como se ve, el actual mandato constitucional es no sólo 
imperativo -ya que ordena al Estado responder- sino que no establece distinciones según los ámbitos 
de actuación de las autoridades públicas. En efecto, la norma simplemente establece dos requisitos 
para que opere la responsabilidad, a saber, que haya un daño antijurídico y que éste sea imputable 
a una acción u omisión de una autoridad pública. Pero el artículo 90 no restringe esta responsabilidad 
patrimonial al campo extracontractual sino que consagra un régimen general, por lo cual la Corte no 
considera de recibo el argumento de uno de los intervinientes, según el cual la noción de daño 
antijurídico no es aplicable en el ámbito contractual. Por el contrario, para esta Corporación el inciso 
primero del artículo 90 consagra la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado y 
comprende por ende no sólo la responsabilidad extracontractual sino también el sistema de 
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establecer el imperativo jurídico de la responsabilidad estatal, consagra también un 
régimen único de responsabilidad, a la manera de una cláusula general que 
comprende todos los daños antijurídicos causados por las actuaciones y 
abstenciones de los entes públicos y, por tanto, se proyecta indistintamente en el 
ámbito extracontractual, precontractual y contractual. 
 
Ahora, respecto a la responsabilidad del Estado Colombiano por las actividades 
terroristas que se desarrollen dentro de su territorio, si bien no existe una cláusula 
específica de la cual se pueda atribuir directamente a la administración las 
consecuencias de este tipo de actos generados por terceros, debe el operador 
judicial determinar la responsabilidad patrimonial del Estado con fundamento en la 
protección de las garantías fundamentales de los ciudadanos, desarrollado in 
extenso por la jurisprudencia y expresamente consagrado en el artículo 90 de la 
Constitución Política, el cual a su vez debe interpretarse en concordancia con los 
artículos 2, 13, 58 y 83 del mismo ordenamiento Superior. 
 
En ese orden de ideas, se tiene que: i) Por un lado, se le imponen a las autoridades 
de la República el deber de proteger a todas las personas en Colombia en su vida, 
honra y bienes (art. 2°) y, ii) Por el otro, establecen la obligación de promover la 
igualdad de los particulares ante las cargas públicas (art. 13) y de garantizar la 
confianza, la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con arreglo a las 
leyes civiles (arts. 58 y 83).308 
 
Precisa además la Carta que esa protección constitucional a las garantías 
fundamentales de los particulares se configura, cuando concurren: i) Un daño 
antijurídico o lesión309, derivados de ii) Una acción u omisión imputable al Estado310. 
                                                          
responsabilidad precontractual (derivado de la ruptura de la relación jurídico-administrativa 
precontractual) así como también la responsabilidad patrimonial del Estado de carácter contractual” 
308 Sentencia C-832, 2001. Op. cit. 
309 Sentencia C-333, 1996. Op. cit.; “el menoscabo o perjuicio que sufre la víctima en su patrimonio 
o en sus derechos personalísimos, sin tener el deber jurídico de soportarlo” 




De tal suerte que a través del desarrollo de la jurisprudencia en la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, se ha dado cabida a una variedad de criterios, 
opiniones y teorías acerca de la clase o tipo de responsabilidad que consagra la 
mencionada norma constitucional respecto a los perjuicios ocasionados a 
particulares como consecuencia de actividades terroristas, es decir, sobre los títulos 
de imputación jurídicos o regímenes de responsabilidad que se construyen con 
fundamento en el artículo 90 de la Carta, tales como: El régimen de responsabilidad 
subjetiva (falla o falta en la prestación del servicio) y el régimen de responsabilidad 
objetivo (daño especial y riesgo excepcional).311 
  
2.2. FUNDAMENTOS CONVENCIONALES Y CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD  
 
2.2.1. Control de convencionalidad 
 
En relación con el control de convencionalidad, se tiene que es un mecanismo de 
control ejercido por los cuerpos judiciales, mediante el cual éstos aprecian la validez 
de los actos del Estado, “al confrontarlos no sólo con la Constitución respectiva, sino 
con el elenco de derechos humanos y de obligaciones de los Estados contenidos 
en la Convención Americana de Derechos Humanos312”, o al “aplicar las decisiones 
                                                          
311 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Radicación número: 25000-23-
26-000-1993-08632-01(18472). (29 de octubre 2012) [C.P: Danilo Rojas Betancourth]. Sección 
Tercera, Subsección B.  
312 BAZÁN, Víctor. El control de convencionalidad. Bogotá: Impetra Mano sata Desarrollo, 2012. p. 
53, “5) De la conjugación de los artículos I.I y 2 de la CADH surge que los Estados partes de la 
Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar 
su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna; 
y si tal ejercicio no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, aquellos 
se obligan a adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos tales derechos y libertades. En tal contexto, la palabra garantizar supone el deber del 
Estado de tomar todas las medidas necesarias, incluso a través de decisiones jurisdiccionales, en 
orden a remover los obstáculos que pudieran existir para que sus habitantes estén en condiciones 
de disfrutar de los derechos que la Convención consagra. 6. El citado principio de adecuación 
normativa supone la obligación general de cada Estado parte de adaptar su derecho interno a las 
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vinculantes de la Corte Interamericana, decidiendo en consecuencia, conforme a 
sus competencias, la anulación de las normas nacionales o su inaplicación en el 
caso concreto313”. 
 
Dicho control se efectúa en dos vertientes, i) Por un lado a nivel internacional, por 
la Corte Interamericana, y ii) Por el otro, en el orden interno de los países, por los 
jueces y tribunales nacionales. “Estas dos vertientes las ha identificado García 
Ramírez distinguiendo entre el control propio, original o externo de 
convencionalidad que ejerce la Corte Interamericana, control concentrado, y el 
control interno de convencionalidad que ejercen los tribunales nacionales o control 
difuso314”. 
 
Precisada la noción del control de convencionalidad, es del caso determinar cuáles 
son los fundamentos normativos de la responsabilidad del Estado Colombiano por 
actos terroristas, atendiendo a las normas por reenvío que se incorporan a nuestro 
bloque de constitucionalidad (constitución polítca, 1991; Art. 93): 
 
                                                          
disposiciones de la CADH, en aras de garantizar los derechos en ella reconocidos, lo que significa 
que las medidas de derecho domestico han de ser efectivas con arreglo a la remisa de efffet utile, 
siendo obligación de los magistrados locales (y restantes autoridades públicas) asegurar el 
cumplimiento de aquel deber por medio del control de convencionalidad, mecanismo que, por lo 
demás ha sido pensado como instrumento para lograr la aplicación armoniosa de las reglas, 
principios y valores atinentes a los derechos esenciales” 
313 BREWER CARIAS, Allan R; SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Control de 
Convencionalidad y Responsabilidad del Estado. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013. 
p. 44. 
314 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo. Interpretación conforme y control difuso de convencionalidad, 
Ciudad de México: Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, 2011. p. 132. 
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2.2.2. Fundamentos convencionales 
 
“Se precisa que en la construcción de la responsabilidad extracontractual del 
Estado lo relevante es la víctima y no la actividad del Estado; prima la tutela de 
la dignidad humana, el respeto de los derechos constitucionalmente reconocidos 
y de los derechos humanos; siendo su fundamento la interpretación sistemática 
del preámbulo, de los artículos 1, 2, 4, 13 a 29, 90, 93 y 94 Constitucionales; En 
consecuencia, se exige al operador judicial sustentar el juicio de responsabilidad 
del Estado, tanto a la luz del ordenamiento jurídico nacional, como en ejercicio 
de un control de convencionalidad de las normas que en virtud del bloque 
ampliado de constitucionalidad, que constituyen instrumentos jurídicos 
internacionales (tratados, convenios, acuerdos, etc) de protección de los 
derechos humanos y del derecho internacional humanitario, bien sea que se 
encuentren incorporados por ley al ordenamiento jurídico nacional o que su 
aplicación proceda con efecto directo atendiendo a su carácter de ius cogens”  
 
Por manera que, antes de precisar los fundamentos de orden supraconstitucional, 
sobre los cuales descansa la responsabilidad del Estado por actos de terrorismo, 
es del caso determinar que debe entenderse por Derecho Convencional, Derechos 




2.3. DEFINICIÓN DE DERECHO CONVENCIONAL, DERECHO INTERNACIONAL 
DE LOS DERECHOS HUMANOS -DDHH- Y DERECHO INTERNACIONAL 
HUMANITARIO -DIH-  
 
2.3.1. Derecho Convencional 
 
En lo relacionado con el concepto de Derecho Convencional, el Profesor Jaime 
Orlando Santofimio Gamboa, en su publicación “Convencionalidad y Derecho 
Administrativo”315, precisó: 
 
“La convencionalidad un concepto complejo, preponderante y amplificador del 
ordenamiento jurídico […] 2) En esta línea de pensamiento la convencionalidad 
es esencialmente una estructura sustancial y material de derecho, nutrida de 
principios, valores, reglas y normatividad imperativa y preponderante, surgida del 
hecho natural de la existencia misma de un conjunto de naciones, así como del 
ejercicio pleno de la buena fe316 objetiva pacta sunt servanda entre ellas, que se 
hace acompañar de instrumentos adjetivos y procesales para su debida 
aplicación, el cabal cumplimiento de sus propósitos y el logro de las finalidades 
que de ella se desprenden, en cada caso, para cada uno de los sectores de la 
actividad pública o privada en donde deban surtir plenamente sus efectos, 
                                                          
315 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Convencionalidad y Derecho Administrativo. Madrid: 
Imprenta Universidad Carlos III de Madrid, 2013. p. 6-9. 
316 SORENSEN, Max. Manual de derecho internacional público. México: Fondo de Cultura 
Económica, 2011, p.158-159. “Los Estados y las demás personas internacionales quedan obligadas 
por los tratados celebrados en forma regular y que hayan entrado en vigor: ellos deben cumplirse de 
buena fe. Este principio, afirmado por la Cata de las Naciones Unidas, se expresa comúnmente por 
la máxima pacta sunt servanda, lo que quiere decir, literalmente, “los tratados deben ser cumplidos 
[…] ¿Cuál es la naturaleza de este principio? Si bien todos los escritores reconocen su existencia, 
así como su importancia, no siempre convienen en cuanto a su naturaleza. Para algunos es una 




configurando esencialmente un todo normativo y de principios que excluye 
cualquier lectura dualista de ordenamientos”317 
                                                          
317 TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. Caso Costa. Sentencia del (15 
de julio de 1964), as. 6/64, Rec.1141. “La concepción dualista, durante mucho tiempo prevalente, 
considera que el orden jurídico internacional y los ordenamientos nacionales constituyen sistemas 
independientes y separados que coexisten de forma paralela, de suerte que un tratado 
perfeccionado, es decir regularmente ratificado, sólo producirá efectos en el ordenamiento 
internacional, pues para que resulte imperativamente aplicable en el sistema jurídico de un Estado 
parte resultará necesario que éste recoja las disposiciones del tratado en una norma nacional 
usualmente la ley o las incorpore por medio de alguna fórmula jurídica que opere la correspondiente 
recepción; Así opera una auténtica nacionalización del tratado que lo hace aplicable por las 
autoridades nacionales en su calidad de norma de derecho interno y no como precepto de derecho 
internacional; La concepción monista, en cambio, se sustenta en la unidad del ordenamiento jurídico, 
circunstancia que excluye la posibilidad de que exista solución alguna de continuidad entre los 
órdenes jurídicos internacional y nacionales de los Estados, de forma que dentro de esta concepción 
la norma internacional se aplica en dichos Estados de manera inmediata, en su condición de tal, esto 
es sin necesidad de recepción o de transformación en el sistema de cada uno de los Estados parte 
en el Tratado; entonces, el instrumento internacionalmente perfecto se integra de pleno derecho en 
el sistema normativo que deben aplicar los operadores jurídicos nacionales y sus disposiciones 
resultan de imperativa observancia en su condición originaria de preceptos internacionales; En el 
caso de la Unión Europea referente indiscutible del modelo de Andino de integración, como lo ha 
subrayado el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas TJCE, al indicar que el sistema 
comunitario, especialmente en la medida en que implica conferir atribuciones de naturaleza 
normativa a las instituciones que lo integran, sólo puede concordar con el monismo, única 
concepción compatible con un sistema de integración como el europeo, habida cuenta de que […] al 
constituir una Comunidad de duración ilimitada, dotada de atribuciones propias, de personalidad, de 
capacidad jurídica […] y, con más precisión, de poderes reales surgidos de una limitación de 
competencia o de una transferencia de atribuciones de los Estados a la Comunidad, éstos han 
limitado, aunque en ámbitos restringidos, sus derechos soberanos y creado de esta manera un 
cuerpo de derecho aplicable a sus nacionales y a ellos mismos” TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LAS 
COMUNIDADES EUROPEAS, Caso Simmenthal, sentencia del (9 de marzo de 1978), as. 106/77, 
Rec. 609. “La afirmación es particularmente clara: a diferencia de los tratados internacionales 
ordinarios, el tratado de la Comunidad Económica Europea ha creado un ordenamiento jurídico 
propio integrado en el sistema jurídico de los Estados miembros desde la entrada en vigor del tratado 
y que se impone a sus órganos jurisdiccionales […] De esto hay que deducir que si los Estados 
miembros son libres de conservar su concepción dualista respecto del derecho internacional, el 
dualismo, por el contrario, es rechazado de las relaciones Comunidades/Estados miembros y que el 
derecho comunitario, original o derivado, es inmediatamente aplicable en el ordenamiento jurídico 
interno de los Estados miembros o, según una fórmula mejor del Tribunal, forma “parte integrante 
[…] del ordenamiento jurídico aplicable en el territorio de cada uno de los Estados miembros”, lo que 
implica tres consecuencias: el derecho comunitario está integrado de pleno derecho en el 
ordenamiento interno de los Estados, sin necesitar ninguna fórmula especial de introducción; las 
normas comunitarias ocupan su lugar en el ordenamiento jurídico interno en calidad de derecho 
comunitario; • los jueces nacionales tienen la obligación de aplicar el derecho comunitario” Puede 
verse: STEINER, Henry J.; ALSTON, Philip; GOODMAN, Ryan. Vertical interprenetration: 
International Human Rights Law within States Legal and Political Orders. En: STEINER, Henry J; 
ALSTON, Philip 3ª ed. Oxford; Nueva York: Oxford University Press, 2008; GOODMAN, Ryan, 
“International Human Rights in Context. Law, Politics, Morals”, 3th Ed, Oxford University Press, New 
York, 2007. p.1096 a 1099. 
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“3) Si bien la reciente evolución doctrinal y jurisprudencial identifica la figura en 
cuestión como convencionalidad, denotando la idea de ordenamiento jurídico 
derivado de lo acordado entre naciones, la realidad de la conformación material 
de la misma nos permite sostener, que más que una consecuencia de lo pactado, 
por i) convencionalidad se entiende de manera principal un claro derecho 
internacional de carácter consuetudinario surgido de las relaciones propias de la 
existencia de las naciones mismas y de su convivencia, así como del 
reconocimiento al valor supremo que representamos los seres humanos 
independientemente del contexto nacional al que por accidente nos corresponda 
pertenecer; La persona en sí misma no es solo una responsabilidad y 
compromiso directo de los estados, es un interés general y supremo de la 
humanidad. Precisamente, la convencionalidad permite establecer criterios 
mínimos e igualitarios de tratamiento y respeto a nivel universal”318  
 
Lo anterior no obsta para aceptar que (ii) convencionalidad también es la derivada 
del acuerdo y del pacto internacional que vincula y obliga bajo criterios de 
preponderancia, sujeción, acatamiento, respeto a los Estados, y que compromete 
a sus autoridades a que todas las decisiones en las materias pactadas deban estar 
mediadas en cuanto a la interpretación y aplicación del derecho interno por los 
valores, principios, normas y estándares convencionales sin que el ordenamiento o 
normas de derecho interno se opongan, contradigan o reduzcan su eficacia, tal 
como se desprende de la Convención de Viena de 1969 [artículo 26 pacta sunt 
servanda319; artículo 27. No invocación del derecho interno como incumplimiento 
del tratado320, salvo que aquella cumpla de mejor manera o esté por encima de los 
                                                          
318 Ibid. 
319 VERDROSS, Alfred. Derecho internacional público. Madrid: Aguilar, 1973, p.35. Convención de 
Viena, Derecho de los Tratados, “Artículo 26.- “Pacta sunt servanda”, Todo tratado en vigor obliga a 
las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe”; SORENSEN, Max. Op. cit. p.158-159.  
320 Ibíd. “Art 27 El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar las 
disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Esta norma 
se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46” 
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estándares materiales que deban imponerse convencionalmente, lo cual no rompe 
de todas maneras el carácter del derecho convencional 321. 
 
Del texto citado se tiene que, en términos generales, el derecho convencional se 
erige como un elemento amplificador del ordenamiento jurídico vigente en cada 
Estado, no sólo por el hecho de la pertenencia de éstos a la comunidad 
internacional, sino por estar ligados a ella, a través de instrumentos jurídicos 
vinculantes como los tratados y convenciones internacionales de todo orden. 
 
Así mismo, se anota que en nuestro ordenamiento jurídico existen dos líneas de 
pensamiento relativas a las normas que constituyen o no derecho convencional; de 
tal suerte que, para una de éstas vertientes, el derecho convencional solo se 
encuentra integrado por los tratados internacionales ratificados por Colombia que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de 
excepción322 -vía directa-; mientras que para la otra línea de pensamiento, además 
                                                          
321 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando.Convencionalidad y Derecho Administrativo. Op. Cit. 
322 Constitución Política de Colombia, 1991. Op. cit. “Art 93 Los tratados y convenios internacionales 
ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en 
los estados de excepción, prevalecen en el orden interno; Los derechos y deberes consagrados en 
esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia” CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-774 
(25 de julio de 2001) [M.P. Rodrigo Escobar Gil] “De acuerdo con el artículo 93 de la Constitución 
Política, no todos los tratados internacionales forman parte del bloque de constitucionalidad, la Corte 
ha precisado que: […] sólo constituyen parámetros de control constitucional aquellos tratados y 
convenios internacionales que reconocen derechos humanos (i) y, que prohíben su limitación en 
estados de excepción (ii); Es por ello, que integran el bloque de constitucionalidad, entre otros, los 
tratados del derecho internacional humanitario, tales como los Convenios de Ginebra, los Protocolos 
I y II y ciertas normas del Pacto de San José de Costa Rica” [...] “Las normas que forman parte del 
bloque de constitucionalidad latu sensu (algunos tratados sobre de derechos humanos, leyes 
orgánicas y ciertas leyes estatutarias), forman parámetros de validez constitucional, por virtud de los 
cuales, sí una ley u otra norma de rango inferior es incompatible con lo dispuesto en cualquiera de 
dichas disposiciones, la Corte Constitucional deberá retirarla del ordenamiento jurídico, para cumplir 
con el mandato constitucional de velar por la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución” 
CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-067 (4 de febrero de 2003) [M.P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra] “Dado el rango constitucional que les confiere la carta, las disposiciones que 
integran el bloque superior cumplen la cuádruple finalidad que les asigna Bobbio, a saber, servir de 
i) regla de interpretación respecto de las dudas que puedan suscitarse al momento de su aplicación; 
ii)la de integrar la normatividad cuando no exista norma directamente aplicable al caso; iii) la de 




de los tratados internacionales ratificados en nuestro orden interno, también 
constituyen derecho convencional los principios del ius cogens, de humanidad, y el 
criterio de universalidad de los Derechos Humanos -vía de principios.323  
 
2.3.2. Derecho Internacional de los Derechos Humanos –DDHH y Derecho 
Internacional Humanitario –DIH 
 
En lo referente a la diferencia entre Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario, es del caso anotar el concepto y alcance que cada una de éstas 
instituciones jurídicas entraña. En forma general el Derecho Internacional 
Humanitario y los Derechos Humanos son ordenamientos jurídicos diferentes que 
representan dos situaciones: La guerra y la paz. En relación con los Derechos 
Humanos (DDHH), estos protegen a la persona humana, en todo tiempo y lugar 
haya guerra o haya paz; por su parte el Derecho Internacional Humanitario (DIH), 
sólo es aplicable en situaciones de conflicto armado.  
 
De igual manera, es pertinente anotar que el conflicto armado se divide en “conflicto 
armado internacional” y “conflicto armado sin carácter internacional”, contenidos en 
                                                          
323 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando.Convencionalidad y Derecho Administrativo. Op. Cit. p. 
35, “Donnedieu de Vabres, H, “Le procès de Nuremberg, p.1247” “Respecto de este fallo, donde el 
Tribunal condenó a 19 de los 21 procesados, Donnedieu de Vabres resalta que en él se estableció 
como principio la supremacía del Derecho internacional sobre el Derecho interno; Este Derecho 
internacional, de un desarrollo consuetudinario; es decir, de tratados, de decisiones pronunciadas 
por las jurisdicciones internacionales, y de la doctrina, se impone a los Estados y a los mismos 
individuos; significa, entonces, acoger el derecho de gentes como fuente de disposiciones 
normativas aun prescindiendo de la aquiescencia del Estado contra el cual se pretende su aplicación; 
de este principio, siguiendo este autor, se derivan dos consecuencias, a saber: a) Un Estado no 
puede alegar de modo decisivo, para sustraerse a la aplicación de un tratado, como las 
Convenciones de La Haya, que no ha sido parte en él; Las cláusulas de ese tratado pueden 
imponerse como elementos del Derecho de gentes. b) El individuo no puede alegar, para escapar a 
una incriminación, que esa incriminación es ajena a la ley penal del Estado del que depende. Ella 
puede resultar del Derecho de gentes” BUERGENTHAL, Thomas; NORRIS, E; SHELTON, Dinah, 
“La protección de los derechos humanos en las américas”, Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos, Madrid, 1994, p.94. “El concepto de ius cogens se deriva de una ‘orden superior’ de 
normas legales establecidas en tiempos antiguos y que no pueden ser contravenidas por las leyes 
del hombre o de las naciones. Las normas de ius cogens han sido descritas por los publicistas como 
las que abarcan el ‘orden público internacional” 
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los protocolos I y II adicionales a los Convenios de Ginebra respectivamente; en el 
primer escenario la lucha es entre dos (2) o más Estados, en el segundo escenario 
el enfrentamiento es entre las fuerzas armadas contra grupos disidentes en el 
territorio de un Estado.  
 
-. Dentro de las normas relacionadas con el Derecho Internacional Humanitario 
(DIH), es posible mencionar algunas324, así:  
 
i) La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados del 23/05/1969, 
ratificada por Colombia mediante la Ley 32 de 1981;  
ii) Los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, ratificados por Colombia mediante 
la Ley 5 de 1960, Artículo 3° común a los convenios de Ginebra de 1949 (conflictos 
no internacionales):  
 
1° Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos y los 
enfermos de las fuerzas armadas en campaña 1949.  
2° Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos, los 
enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar 1949. 
3° Convenio de Ginebra relativo al trato debido a los prisioneros de guerra 1949. 
4° Convenio de Ginebra relativo a la protección debida a las personas civiles en 
tiempo de guerra 1949. 
 
iii) Protocolos adicionales I (conflictos armados internacionales) y II (conflictos 
armados no internacionales) a los cuatro Convenios de Ginebra 1977, ratificados 
por Colombia mediante Ley 171 de 1994. 
iv) La Convención de La Haya de 1954 para la protección de los bienes culturales 
en caso de conflicto armado y sus dos protocolos, ratificada por Colombia mediante 
la Ley 340 de 1996.  
                                                          
324 LAMY RAMÍREZ, Andrea. Diferencias Teórico Practicas entre Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario. En: Revista Vía Iuris, 2009. p. 93-122. 
166 
 
v) Convención de 1993 sobre Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la 
Producción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su 
Destrucción.  
vi) Tratado de Ottawa de 1997 sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, 
producción y Transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción.  
 
Así las cosas, se tiene que mientras el Derecho Convencional se concreta en el 
ordenamiento jurídico derivado de lo acordado entre naciones, tales como tratados 
y convenciones internacionales de todo orden, instrumentos jurídicos como el 
Derecho Internacional Humanitario y los Derechos Humanos, constituyen los 
asuntos que pueden o no ser objeto de desarrollo por parte del Derecho 
Convencional (contenido). 
 
Ahora bien, una vez precisados los conceptos de Derecho Convencional, DDHH y 
DHI, es del caso determinar cuáles son las normas de rango convencional 
encaminadas a sustentar los deberes de protección a la vida y seguridad de la 
población civil que le asiste al Estado Colombiano. 
 
2.3.3. Disposiciones de Derecho Internacional de los Derechos Humanos -
DDHH- relativas a la responsabilidad del Estado colombiano por actos de 
terrorismo 
 
Dentro de las disposiciones convencionales relativas al Derecho Internacional de 




La Declaración Universal de los Derechos Humanos325, la Convención Americana 
de Derechos Humanos326, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre327, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos420, las cuales 
consagran la vida como un derecho fundamental, básico e inherente al ser humano, 
presupuesto indispensable para el ejercicio de los demás derechos humanos. 
 
Tales tratados no se limitan a consagrar o reconocer la vida como valor supremo e 
inherente al ser humano, sino que dicho reconocimiento apareja para los Estados 
el deber de respetar y garantizar este derecho a todos los individuos que se 
encuentren en su territorio; de tal suerte, la vida se constituye en un valor supremo, 
básico y fundamental del ser humano, frente al cual los Estados tienen la obligación 
de garantizar la vigencia de este derecho frente a cualquier acto que pretenda 
amenazarlo o vulnerarlo y, más aún, tienen el deber de impedir que sean sus 
propios agentes quienes, por acción o por omisión, atenten contra él. 
 
Así las cosas, se tiene que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos -
DDHH- al integrarse como verdaderas normas o contendidos obligacionales en 
nuestro ordenamiento jurídico, tienen incidencia en el examen de la responsabilidad 
del Estado por actos terroristas, como quiera que constituyen un elemento 
amplificador de la obligación de protección que tiene el Estado frente a sus 
ciudadanos, respecto al derecho fundamental a la vida, pues es la administración 
quien debe desplegar todas las medidas necesarias para garantizar la vigencia, 
interpretación y aplicación de éstos derechos, dado que los mismos estatuyen las 
                                                          
325 La obligatoriedad de la Declaración Universal de Derechos Humanos, fue reconocida en la 
Proclamación de la Conferencia de Teherán en 1968 en la cual se dice que: “La Declaración enuncia 
una concepción común a todos los Pueblos de los derechos iguales e inalienables de todos los 
miembros de la familia humana y la declara obligatoria para la comunicad internacional”. Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario, Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, p. 123. 
326 “Suscrita en San José de Costa Rica el veintidós 22 de 1969, en la Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derechos Humanos. Artículo 4°, numeral 1°, sobre el derecho a la vida que: 
“Toda persona tiene derecho a que se respete su vida, este derecho estará protegido por la Ley y 
en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente” 
327 Art 1°. “Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona” 
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garantías básicas de condiciones de vida inherentes al hombre, y a falta de esta 
protección por parte del Estado, podría generarse su responsabilidad. 
 
2.3.4. Disposiciones de Derecho Internacional Humanitario –DIH relativas a 
la responsabilidad del Estado colombiano por actos de terrorismo 
 
En Colombia han sido ratificados y aprobados mediante ley, los siguientes 
convenios internacionales relativos al Derecho Internacional Humanitario- DIH: 
 
El Convenio IV de Ginebra del doce (12) de agosto de mil novecientos cuarenta y 
nueve (1949), “Relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de 
guerra” (ratificado por Colombia el 8 de noviembre de 1961), y el Protocolo Adicional 
II a los Convenios de Ginebra de doce (12) de agosto de mil novecientos cuarenta 
y nueve (1949) relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados de 
carácter internacional.328 
 
Respecto al Convenio IV de Ginebra, es aplicable el artículo 3 común, relativo a 
conflictos no internacionales, teniendo en cuenta el conflicto armado interno que el 
país viene sufriendo desde hace más de cinco décadas, el cual ha sido reconocido 
en nuestro ordenamiento jurídico interno por la Corte Constitucional, toda vez que 
tratándose de conflicto armado, el Estado y las partes intervinientes, están llamadas 
a aplicar como mínimo los siguientes criterios: En caso de conflicto armado no 
internacional que se surta en el territorio de las partes, cada una deberá procurar: 
i) Que las personas que no participen de las hostilidades serán tratadas con 
                                                          
328 Ley 5 del 26 de agosto de 1960 “Por la cual se aprueba el Acta final y los Convenios suscritos por 
la Conferencia Diplomática de Ginebra del 12 de agosto de 1949”, “Artículo único: Apruébese el texto 
del Acta final y de los siguientes Convenios suscritos por la Conferencia Diplomática reunida en 
Ginebra el 12 de agosto de 1949: III Convenio para mejorar la suerte de los heridos y enfermos de 
las Fuerzas Armadas en campaña. II Convenio para mejorar la suerte de los heridos, enfermos y 
náufragos de las Fuerzas Armadas en el mar, III Convenio relativo a la protección de las personas 
civiles en tiempo de guerra” 
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humanidad sin distinción alguna; ii) Se prohíben los atentados contra la vida e 
integridad física; y iii) La toma de rehenes.329 
 
Frente al Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra, aplicable a los 
conflictos de carácter no internacional, es del caso hacer referencia a los artículos 
3° y 4°, en los cuales se consagra el principio de no intervención de otros Estados, 
y se reiteran los deberes de las partes intervinientes en el conflicto respecto a la 
prohibición de atentados contra la vida, tratos crueles y secuestros330. 
                                                          
329 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-802 (2 de octubre de 2002) [M.P. 
Jaime Córdoba Triviño] “Esta reflexión es aquí de especial importancia en cuanto la realidad 
colombiana ha estado ligada a una reiterada y grave alteración del orden público. A nadie escapan 
las incidencias del conflicto armado que aqueja al país desde hace décadas. Ese conflicto ha 
implicado un alto costo humano, social, económico y político; ha condicionado la convivencia de los 
colombianos en ya varias generaciones; ha implicado retos institucionales; para atenderlo se han 
formulado y reformulado las agendas públicas; se ha diseñado y rediseñado buena parte de la 
normatividad legal; etc. [...] De este modo, en manera alguna se trata de hechos sobrevinientes pues 
todas ellas son situaciones que de tiempo atrás afectan a la sociedad colombiana. No obstante, no 
puede perderse de vista que a pesar de tratarse de hechos arraigados en la historia del conflicto 
armado que afronta el país, las dimensiones que esos comportamientos adquirieron últimamente, 
fundamentalmente tras la ruptura del proceso de paz, les dan unas implicaciones completamente 
diferentes; Es cierto, todas esas modalidades delictivas tienen un profundo contenido de lesividad y 
plantean un palmario desconocimiento de los valores mínimos que posibilitan la pacífica convivencia; 
Pero, no obstante ese contenido de antijuridicidad, esas conductas pueden redefinirse por sus 
autores a partir de una nueva dimensión que los lleva a alentarse de unos nuevos propósitos, a 
modificar sustancialmente las circunstancias de su comisión y, en consecuencia, a generar unas 
implicaciones que en el anterior marco eran inconcebibles” Reconocido así en el precedente 
jurisprudencial constitucional: Sentencias C-172 de 2004; C-291 de 2007; T-444 de 2008; T-496 de 
2008; T-922a de 2008. 
330 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación número: 52001-23-
31-000-2000-00240-01(24070). (22 de octubre de 2012) [C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa] 
Sección Tercera, Subsección C, “Responsabilidad Patrimonial o Extracontractual del Estado - 
Control de Convencionalidad. Conflicto armado / Conflicto Armado - Control de Convencionalidad. 
Tratándose de situaciones ocurridos en el marco del conflicto armado interno, el Estado debe orientar 
su accionar no sólo a cumplir los mandatos constitucionales (artículo 2, especialmente, de la Carta 
Política) y legales, sino también a dar cabal aplicación y respetar lo consagrado en el Protocolo II a 
los Convenios de Ginebra, en especial los siguientes mandatos positivos: i) es aplicable a los 
conflictos armados “que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas 
armadas y fuerzas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar 
operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo (artículo 1); ii) será 
aplicable a todas las personas afectadas por un conflicto armado (artículo 2); iii) la invocación de 
este Protocolo, en los términos del artículo 3.1, no puede hacerse con el objeto de “menoscabar la 
soberanía de un Estado o la responsabilidad que incumbe al gobierno de mantener o restablecer la 
ley y el orden en el Estado o de defender la unidad nacional y la integridad territorial del Estado por 
todos los medios legítimos (respeto del principio de soberanía en sus dimensiones positiva y 
negativa); iv) como garantía fundamental se establece que todas las personas que no participen 
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Evidenciándose además, el principio de distinción331 consagrado en el artículo 52 
del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra, según el cual las partes 
deberán distinguir entre la población civil y combatientes, así como sus bienes332; 
de otra parte, es posible observar los artículos 1° y 4° de la Convención 
Interamericana contra el terrorismo, referente a prevenir y eliminar los actos de 
terrorismo. 
 
Así las cosas, del compendio de nomas y principios relativas al Derecho 
Internacional Humanitario -DIH- arriba transcritas, se tiene que las mismas también 
guardan incidencia directa en la responsabilidad patrimonial del Estado Colombiano 
por actos de terrorismo333, como quiera que al incorporase a nuestro ordenamiento 
                                                          
directamente en las hostilidades, o que hayan de participar en ellas, estén o no privadas de libertad, 
tienen derecho a que se respeten su persona, su honor [...] Serán tratadas con humanidad en toda 
circunstancia, sin ninguna distinción de carácter desfavorable; Queda prohibido ordenar que no haya 
supervivientes (artículo 4.1); y, v) se prohíben los atentados contra la vida, la salud y la integridad 
física o mental de las personas, en particular el homicidio [...] o toda forma de pena corporal” (artículo 
4.2). [...] cabe afirmar que “ante la inevitabilidad de los conflictos, se hace perentorio garantizar, por 
las vías que sean –internacionales o internas, el respeto de las reglas básicas de humanidad 
aplicables en cualquiera situaciones de violencia bélica; situaciones que al día de hoy se presentan 
en su mayor parte como conflictos armados sin carácter internacional”  
331 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-291 (25 de abril 2007). [M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa] 
332 SASSOLI, Maro. Legitimate Targets of Attacks under Internacional Humanitarian Law. En: 
Harvard Program on Humanitarian Policy and Conflict Research, 2003, [En Linea] Disponible en 
<http://bit.ly/2NkeglP> 
333 Radicación número: 52001-23-31-000-2000-00240-01(24070), 2012. Op. cit. “Principio de 
Distinción - Como garantía que es exigible al Estado en el marco del conflicto armado interno / 
Conflicto Armado Interno -Principio de distinción como garantía exigible al Estado / Falla del Servicio 
- Por muerte y lesiones a miembros de la población civil en ataque guerrillero. Aplicación del Bloque 
de Constitucionalidad; Dentro del catálogo de principios reconocidos por los instrumentos de 
Derecho Internacional Humanitario está previsto el principio de distinción, según el cual las partes 
dentro de un conflicto armado deberán distinguir entre población civil y combatientes y entre bienes 
civiles y objetivos militares; Dicho principio se justifica en la necesidad de que las hostilidades se 
libren entre combatientes y contra objetivos militares para que en ninguna circunstancia afecten a 
los no combatientes y a los bienes civiles [...] tal como lo ha señalado la Corte Internacional de 
Justicia, el principio de distinción pretende “la protección de la población civil y de objetos civiles, y 
establece la distinción entre combatientes y no combatientes; los Estados nunca pueden hacer a los 
civiles objeto de ataques, y en consecuencia nunca pueden utilizar armas que sean incapaces de 
diferenciar entre objetivos civiles y militares [...] según la jurisprudencia constitucional tales normas 
convencionales y consuetudinarias de Derecho Internacional Humanitario integran el denominado 
bloque de constitucionalidad. [...] Al respecto, la propia Corte Constitucional ha señalado que [e]l 
hecho de que las normas que integran el bloque de constitucionalidad tengan jerarquía constitucional 
hace de ellas verdaderas fuentes de derecho, lo que significa que los jueces en sus providencias y 
los sujetos de derecho en sus comportamientos oficiales o privados deben atenerse a sus 
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jurídico como normas de carácter imperativo, generan obligaciones adicionales 
para la administración, encaminadas a la protección de los ciudadanos y a la 
prevención y lucha contra actos de terrorismo; por ello se tiene que la 
administración al faltar a éste tipo de compromisos, puede incurrir en conductas 
generadoras de responsabilidad, con fundamento en una falla al cumplimiento de 
los contenidos obligacionales previstos en el ordenamiento jurídico; sin embargo, 
dicha falla debe ser entendida bajo la interpretación efectuada por Corte 




                                                          
prescripciones. Así como el preámbulo, los principios, valores y reglas constitucionales son 
obligatorios y de forzoso cumplimiento en el orden interno, las normas del bloque de 
constitucionalidad son fuente de derecho obligatoria para todos los asociados. [...] El hecho de 
compartir la jerarquía del texto formal de la Carta convierte a los dispositivos del bloque en eje y 
factor de unidad y cohesión de la sociedad, y la condición de ocupar con ellos el máximo peldaño en 
la escala normativa obliga a que toda la legislación interna acondicione su contenido y ajuste sus 
preceptos a los estatutos por aquellas adoptados, pues éstos irradian su potestad sobre todo el 
ordenamiento normativo”  
334 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso de la masacre de Pueblo Bello 
vs. Colombia. (31 de enero de 2006) párr. 123. Caso de la masacre de Mapiripán vs. Colombia, (15 
de septiembre de 2005) Párr. 111. 
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CAPÍTULO III  
3. FUNDAMENTOS JURISPRUDENCIALES DE LA RESPONSABILIDAD DEL 
ESTADO POR ACTOS DE TERRORISMO 
 
3.1. RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD SUBJETIVA  
 
La responsabilidad será subjetiva cuando tenga su fundamento en la culpa. Habrá 
responsabilidad subjetiva cuando los daños “han sido causados por una conducta 
culpable, antijurídica y dañosa, que tiene por fuente el hecho ilícito y por soporte 
esa noción subjetiva de la culpa”335 
 
La nota más relevante de la responsabilidad subjetiva es la noción de culpa, es decir 
“un matiz o color particular de la conducta, es una calificación del proceder humano 
que se caracteriza porque su autor ha incurrido deliberada o fortuitamente en un 
error de conducta, proveniente de su dolo, de su incuria o de su imprudencia.”336 En 
tal sentido, como títulos de imputación jurídica propias del régimen de 
responsabilidad subjetivo extracontractual del Estado Colombiano, se precisan los 
siguientes: 
 
3.1.1. La falla del servicio 
 
La falla del servicio es entendida como un título de imputación jurídico derivado del 
régimen de responsabilidad subjetiva, como creación jurisprudencial del derecho 
francés e incorporada a nuestra cultura jurídica; obviamente en el campo del 
Derecho Público337; ha sido ampliamente desarrollada por los principales 
                                                          
335 BEJARANO SÁNCHEZ, Manuel. Obligaciones civiles. México: Imprenta Oxford University Press-
Harla, 1998. p. 220 
336 Ibid. 
337 Al respecto dice Ramiro Saavedra que [...] “la expresión falla del servicio apareció mucho después 
que el principio de responsabilidad del poder público fuera planteado en los fallos Rotchild y Blanco” 
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doctrinantes de derecho administrativo del mundo; Paul Duez, por ejemplo, 
considera que la falla del servicio no es más que el incumplimiento de las leyes de 
la Administración Pública338; Michel Paillet entiende la falla como una violación del 
derecho al funcionamiento correcto del servicio339; En Colombia es utilizada la teoría 
construida por el Consejo de Estado: 
 
[…] “la falla del servicio es la violación del contenido obligacional que se impone 
al Estado, y que puede ser infringido, ya sea porque así se deduce nítidamente 
de una norma que estatuye con precisión aquello a lo cual está obligado el Estado 
frente al caso concreto, ya sea porque así se deduce de la función genérica del 
Estado, que se encuentra plasmada prioritariamente en el artículo 16 (hoy 2°)340 
de la Constitución Política”341 
 
Quiere decir lo anterior que la falla del servicio se erige como aquellas acciones 
positivas o negativas desplegadas por la administración derivadas del irregular o 
anormal funcionamiento de ésta y que son generadoras de daños imputables al 
Estado342; de tal suerte que cada una de esas fallas o irregularidades en la 
prestación de los servicios del Estado fueron clasificadas por la jurisprudencia 
contenciosa de la siguiente forma: 
 
                                                          
[...] “concretamente aparece entre 1896 y 1897, con los fallos Maugère y Sengés; eso muestra que 
el primer país en donde se empieza a hacer alusión al tema de la falla del servicio, es claramente 
Francia [...] de hecho, Maurice Hauriou, cuando analiza el fallo Tomasso-Grecco, así lo explicita” 
338 “Paul Duez desarrolla esta noción en 1927, diciendo que la falla del servicio se identifica con base 
en las leyes que rigen la estructura de la administración, las cuales, al ser trasgredidas, materializan 
el daño antijurídico” 
339 “Paillet encuentra el fundamento de la responsabilidad extracontractual del Estado, en el derecho 
de los nacionales a disfrutar de un funcionamiento normal de la Administración Pública”  
340 “El referido fallo es anterior a la Constitución Política de 1991, por eso se fundamenta en el 
articulado constitucional de la Carta de 1886” 
341 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación número: 3510. (30 
de marzo de 1990) [C.P. Antonio José de Irisarri Restrepo], Sección Tercera, 
342 OREJUELA RUIZ, Wilson. Responsabilidad del Estado y sus Regímenes. Ecoe Ediciones p.1-12. 
[En línea] Disponible en: < http://bit.ly/2oVvCNV > 
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“a) La falla probada, es el tradicional régimen de responsabilidad en el que deben 
demostrarse por la parte interesada los elementos que la configuran, como son 
la falla o la falta, el daño y el nexo causal;343 b) La falla anónima presupone que 
el hecho dañoso fue por causa de la administración, aun cuando no se haya 
podido determinar la identidad del agente estatal causante del daño;344 c) La falla 
presunta de acuerdo con la doctrina jurisprudencial, admite la presunción de la 
falta en los eventos de la responsabilidad médica con la actual consideración, en 
algunos casos, de la teoría de la carga dinámica de las pruebas y, por un buen 
tiempo, por el uso de armas de dotación oficial, que posteriormente sería 
revaluado para admitir el título jurídico de imputación de responsabilidad por 
riesgo excepcional, entendiendo que el uso de armas es una actividad peligrosa 
que genera riesgo;345 d) La falla relativa, por su parte, se basa en el principio de 
que nadie está obligado a lo imposible incluyendo al Estado, de manera que el 
incumplimiento de una obligación a cargo del Estado y que genere daño 
antijurídico, debe estar precedida de las circunstancias y posibilidades concretas 
de prestar un servicio, de lo contrario la falla será relativa”346 
 
Ahora bien, en lo relacionado con la falla del servicio, como fundamento jurídico de 
la responsabilidad del Estado por actos de terrorismo, la línea jurisprudencial del 
Consejo de Estado ha precisado cuáles son las circunstancias que se deben 
configurar para decretar su responsabilidad. Precisando que por regla general los 
daños ocasionados por terceros no comprometen la responsabilidad de la 
                                                          
343 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 10327 (19 
de septiembre de 1996) [C.P. Carlos Betancourt Jaramillo] Sección Tercera. 
344 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 70001-
23-31-000-1993-4561-01(12812) (28 de noviembre de 2002). [C.P. Ricardo Hoyos Duque]. Sección 
Tercera 
345 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 63001-
23-31-000-1997-04420-01 (15088). (22 de abril de 2004) [C.P. María Elena Giraldo Gómez. Sección 
Tercera; Sentencia Expediente 73001-23-31-000-1997- 04725-01(15127) (10 de agosto de 2005) 
[C.P. María Elena Giraldo Gómez]. Sección Tercera 
346 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 66001-




Administración, debido a que fácticamente no le son imputables. Sin embargo, en 
relación con los actos de terrorismo en contra de instalaciones o bienes del Estado, 
estos pueden ser imputados a la Administración cuando su conducta ha favorecido 
la producción del daño debido al incumplimiento de funciones. 
 
En ese orden de ideas, la falla del servicio se configura en los eventos en que: i)La 
falta de previsión del Estado facilita la actuación terrorista347, ii) La victima contra 
quien se dirige el acto solicita protección y la Policía o el Ejército no despliegan las 
actuaciones debidas348, iii) El acto terrorista era previsible debido a la ubicación 
geográfica, pero no se realizaron acciones de salvamento o protección349, y iv) 
Cuando la Administración omite adoptar medidas para mitigar una situación de 
riesgo objetivamente creada por ella350.  
 
De tal suerte que el Estado puede ser responsable a través de la vía de la falla del 
servicio, por aquellos daños antijurídicos que provienen de un ataque terrorista, 
                                                          
347 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 10.822 
(11 de julio de 1996) [C.P. Daniel Suárez Hernández] Sección Tercera “se declaró la responsabilidad 
patrimonial del Estado por la muerte del comandante de guardia de la cárcel del municipio de 
Cañasgordas (Antioquia) durante un ataque armado perpetrado por presuntos guerrilleros, 
aprovechando las deficientes condiciones de seguridad que presentaba el establecimiento 
carcelario” 
348 Este fue el título de imputación a partir del cual la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró 
la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños causados a las víctimas de la toma del 
Palacio de Justicia. Al respecto, véanse, entre otras, CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo 
Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 9040. (16 de febrero de 1995). [C.P. Juan de Dios 
Montes]. Sección Tercera. Sentencia Expediente 9266 (27 de junio de 1995). [C.P. Juan de Dios 
Montes]. Sección Tercera. Sentencia Expediente 9459 (3 de abril de 1995). [C.P. Juan de Dios 
Montes]. Sección Tercera. Sentencia Expediente 10.920 (29 de marzo de 1996). [C.P. Jesús María 
Carrillo]. Sección Tercera. 
349 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 8233 (12 
de noviembre de 1993) [C.P. Daniel Suárez Hernández] Sección Tercera “responsabiliza al Estado 
por los daños causados con la destrucción de un bus de transporte público por parte de la guerrilla 
del ELN, en protesta por el alza del servicio de transporte entre los municipios de Bucaramanga y 
Piedecuesta (Santander); A juicio de la Sala, el daño es imputable a título de falla del servicio porque, 
aunque la empresa transportadora no solicitó protección a las autoridades, éstas tenían 
conocimiento que en esa región el alza del transporte genera reacciones violentas de parte de 
subversivos en contra de los vehículos con los cuales se presta ese servicio público” 
350 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Radicación número: 25000-23-
26-000-1993-08632-01(18472). (29 de octubre 2012) [C.P: Danilo Rojas Betancourth]. 
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cuya perpetración hubiese sido posible, “en eventos donde las acciones positivas o 
negativas desplegadas por los agentes estatales, intervinieron en la producción 
causal del daño desde un punto de vista meramente naturalístico”351, o como 
consecuencia del incumplimiento de sus deberes de protección y seguridad para 




                                                          
351 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación No: 050012326000-
1995-01203-01, Expediente No. 17145 (11 de febrero de 2009) [C.P. Mauricio Fajardo].  
352 Ver CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Expediente 9955, 1994. Op. 
cit. Sentencia Expediente 9276, 1994. Op cit.; Sentencia Expediente 11798, 1996. Op. cit.; Sentencia 
Expediente 11781, 1997. Op. cit. MIR PUIGPELAT, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la 
Administración sanitaria. Op. cit. p.242-244. “Si se tiene en cuenta que la comprensión mayoritaria -
aunque deba darse cuenta de la existencia de pareceres discrepantes- niega que las omisiones 
puedan ser causa, en un sentido estrictamente naturalístico u ontológico, de un resultado, como lo 
han señalado, por vía de ejemplo, Mir Puig y Jescheck, de la siguiente manera: resulta imposible 
sostener que un resultado positivo pueda haber sido causado, en el sentido de las ciencias de la 
naturaleza, por un puro no hacer (ex nihilo nihil fit) (énfasis en el texto original), sostiene aquél; La 
causalidad, como categoría del ser, requiere una fuente real de energía que sea capaz de conllevar 
un despliegue de fuerzas, y ello falta precisamente en la omisión (ex nihilo nihil fit), afirma éste. MIR 
PUIG, Santiago. Derecho Penal. Op. cit. p.318 y JESCHECK, Hans-Heinrich. Op. cit. p. 852. “Sin 
embargo, la tantas veces aludida distinción categorial entre causalidad e imputación permite explicar, 
precisamente, de forma mucho más coherente que si no se parte de la anotada diferenciación, la 
naturaleza del razonamiento que está llamado a efectuar el Juez de lo Contencioso Administrativo 
cuando se le llama a dilucidar si la responsabilidad del Estado debe quedar comprometida como 
secuela no ya de una actuación positiva, sino como consecuencia de una omisión de la entidad 
demandada, pues aunque se admita que dicha conducta omisiva fenomenológicamente no puede 
dar lugar a la producción de un resultado positivo. Pero esa cuestión constituirá un asunto no de 
causalidad, sino de imputación. Y es que en los eventos en los cuales la conducta examinada es una 
acción, para que proceda la declaratoria de responsabilidad resulta menester que exista relación de 
causalidad entre ella y el resultado, lo cual no es suficiente porque debe añadirse que éste sea 
jurídicamente atribuible o imputable a aquélla”; pero, como señala MIR PUIGPELAT, […] “cuando la 
conducta es, en cambio, una omisión, la relación de causalidad no es sólo insuficiente, sino, incluso, 
innecesaria [...] Y existirá imputación del resultado cuando el omitente tenía el deber jurídico de evitar 
el resultado lesivo, poseyendo la acción -debida- omitida capacidad para evitarlo. Pero obsérvese 
bien: no es una relación e causalidad entre la omisión y el resultado, sino entre la acción (que, a 
diferencia de la omisión, sí tiene eficacia causal) no realizada y el resultado; y, además, es una 
causalidad meramente hipotética, entre una acción imaginada que no ha llegado a producirse y un 
resultado efectivamente acontecido. Los problemas fundamentales que se plantean, pues, en sede 
de omisión (y que son problemas de imputación), son la determinación de cuándo existe el deber 
jurídico de evitar el resultado (en definitiva, la determinación de cuándo se encuentra la 
Administración en posición de garante de la víctima) y la concreción del grado de capacidad evitadora 
del resultado que exigimos a la acción omitida, partiendo de valoraciones normativas, para imputar 




3.1.2. Régimen de responsabilidad objetiva 
 
“Tomando como la base la teoría del riesgo desarrollada por Saleilles y Josserand 
a fines del siglo XIX, se comenzó a aplicar responsabilidad civil en casos en los 
que el autor del daño había actuado lícitamente, imputando responsabilidad fuera 
de toda culpa, por el simple hecho de causar un daño; De este modo surgió la 
idea de responsabilidad objetiva, que toma en cuenta un hecho material, que es 
el causar un daño, independientemente de todo elemento subjetivo como la 
culpa”353  
 
“La diferencia esencial entre la responsabilidad subjetiva y la objetiva es que en 
esta última se impondrá la obligación de reparar daños y perjuicios sin importar 
que el responsable haya actuado con culpa o no; será el dato objetivo de la 
causación de un daño el que dará lugar a la responsabilidad354”. 
 
                                                          
353 CARRERAS MOLANO, María. Responsabilidad Objetiva. En: Diccionario jurídico mexicano. 
México: Porrúa-Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1998. 12ª ed. p.2840. 
354 Ver GUTIÉRREZ Y GONZÁLEZ, Ernesto. Derechos de las obligaciones. México: Imprenta 
Editorial México Porrúa, 1998. 12ª ed. p. 794-795. “Es la necesidad jurídica que tiene una persona 
llamada obligado deudor, de cumplir voluntariamente a favor de otra persona llamada acreedor, que 
le puede exigir, la restitución de una situación jurídica al estado que tenía, y que le causa detrimento 
patrimonial, originado por: a) una conducta o un hecho previsto por la ley como objetivamente 
dañoso; b) el empleo de un objeto que la ley considera en sí mismo peligroso, o c.- por la realización 
de una conducta errónea, de buena fe”; VILLEGAS ROJINA, Rafael. Derecho civil mexicano. México: 
Imprenta Editorial México Porrúa, 1998, 7ª. ed. vol. II. p. 67. “Una fuente de obligaciones reconocida 
en algunos códigos de este siglo, por virtud de la cual, aquel que hace uso de cosas peligrosas, debe 
reparar los daños que cause, aun cuando haya procedido lícitamente”; BEJARANO SÁNCHEZ, 
Manuel. Op, cit. 220. “Si los daños provienen de una conducta licita, jurídica, inculpable, consistente 
en aprovechar un objeto peligroso que crea riesgo de daños, responsabilidad fincada en dicho riesgo 
y que por consiguiente se llama responsabilidad objetiva, por tener su apoyo en un elemento externo 
como es el riesgo creado”; PINA, Rafael. Derecho civil mexicano. México: Imprenta Editorial México 
Porrúa, 1993. 8ª ed. vol. III. p. 232, “En establecer que para que surja la exigencia de la reparación 
del daño ilícito extracontractual no se requiere, en modo alguno, el elemento culpa, por lo que lo 
único que se precisa es probar que el daño existe, así como concurre la relación de causa efecto, 
no siendo necesario para nada el animus nocendi, la intención de dañar, o la imprudencia”; DIEZ-
PICAZO, Luis y GULLÓN, Antonio Op. cit. p. 591, “consideran que la responsabilidad objetiva es 
aquella que se produce con independencia de toda culpa” 
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3.1.3. Riesgo excepcional 
 
En cuanto a la teoría del riesgo excepcional, ésta se erige como el primer 
fundamento del régimen de responsabilidad objetiva extracontractual del Estado, la 
cual ha sido definida por los estudiosos del derecho de responsabilidad civil, así: 
 
“La doctrina del riesgo creado puede ser sintetizada de esta manera: quien se 
sirve de cosas que por su naturaleza o modo de empleo generan riesgos 
potenciales a terceros, debe responder por los daños que ellas originan; La teoría 
que analizamos pone especial atención en el hecho de que alguien cree un 
riesgo, lo conozca o lo domine; quien realiza esta actividad debe cargar con los 
resultados dañosos que ella genere a terceros, sin prestar atención a la existencia 
o no de una culpa del responsable […] Quien introduce en el medio social un 
factor generador de riesgo potencial para terceros, se beneficie o no con él, debe 
soportar los detrimentos que el evento ocasione; Esto es una consecuencia justa 
y razonable del daño causado, que provoca un desequilibrio en el ordenamiento 
social y pone en juego el mecanismo de reparación355”. 
 
En igual sentido, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha analizado ésta 
institución como la teoría aplicable por los daños causados a particulares mediante 
actividades que exponen a los administrados a un riesgo grave y anormal, bajo el 
entendido de que eventualmente existen actividades o cosas que exponen a los 
administrados a un riesgo grave y anormal, pese a ser una actividad lícita por parte 
del Estado, de tal manera que con la mera realización del riesgo el daño puede 
resultarle imputable a la Administración.356 En ese orden, la prueba de diligencia y 
cuidado no exonera a la institución en estos eventos, pues no se discute una 
                                                          
355 PIZARRO, Ramón Daniel. Responsabilidad Civil por el riesgo o vicio de las cosas. Buenos Aires: 
Editorial Universidad, 1983. p. 38-43. 
356 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 10.024. 
(16 de junio de 1997). Sección Tercera 
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conducta subjetiva por parte del agente357; únicamente la Administración podrá 
exonerarse alegando la causa extraña (fuerza mayor, hecho exclusivo de un tercero 
o de la víctima).358 
 
Ahora bien, en lo relacionado con la teoría del riesgo excepcional, como fundamento 
jurídico de la responsabilidad del Estado por actos de terrorismo, la línea 
jurisprudencial del Consejo de Estado ha precisado cuáles son las circunstancias 
que se deben configurar para decretar su responsabilidad, así mismo clasifica desde 
la jurisprudencia el riesgo desde criterios como359:  
 
i) El riesgo peligro: El cual se configura en los eventos donde la Administración 
interviene en la ocurrencia del daño, pero no por haber fallado en el cumplimiento 
de sus obligaciones, sino por haber creado lícitamente un riesgo a partir de la 
utilización de un objeto peligroso, por ejemplo el uso de armas de fuego, vehículos, 
trasmisión de electricidad, combustibles o químicos, actividades que por sí solas 
resultan peligrosas pero son lícitas y necesaria para el cumplimiento de los fines del 
Estado. 
 
ii) El riesgo-beneficio: En este caso, el fundamento de la responsabilidad no recae 
en el peligro creado por el Estado, sino en el provecho que éste o la comunidad 
reciben como consecuencia del ejercicio de la actividad riesgosa correspondiente; 
de tal manera que, el beneficio de la Administración lo que justifica la atribución.  
 
                                                          
357 Ver CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 
12.696. (14 de junio de 2001) [C.P. Alier Hernández Enríquez]. Sección Tercera. Posición 
jurisprudencial reiterada en Sentencia Expediente 16.235 (23 de abril de 2008), Sentencia 
Expediente 18.646 (28 de abril de 2010), entre otras. 
358 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Radicación número: 25000-23-
26-000-1993-08632-01(18472). (29 de octubre 2012) [C.P: Danilo Rojas Betancourth]. 
359 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 16.530, 
(26 de marzo de 2008), [C.P. Mauricio Fajardo Gómez]. Sección Tercera.  
180 
 
iii) El riesgo-álea: Esta forma de riesgo se concreta en la probabilidad estadística 
de la ocurrencia de un daño, derivado de la ejecución de ciertas actividades o el 
desarrollo de algunos procedimientos; es decir, se le podría llamar un “riesgo 
estadístico”.  
 
iv) El riesgo conflicto: Puede definirse como el peligro introducido por el Estado 
respecto a la población civil en la situación de conflicto armado, cuando procede a 
dar cumplimiento a sus deberes legales y constitucionales, mediante el uso de sus 
bienes e instalaciones con la finalidad de repeler la actividad terrorista360. 
 
De conformidad con esta clasificación, para el Consejo de Estado es posible atribuir 
jurídicamente responsabilidad a la Administración por actos de terrorismo cuando 
en el marco del conflicto interno armado, las estaciones de policía, cuarteles 
militares, oleoductos, introduzcan un riesgo a la población civil, generan para los 
civiles un riesgo en razón a su cercanía a ellos. 
 
Es de anotar que para el Consejo de Estado361, “no todos los bienes del Estado 
pueden ser considerados como factores generadores de riesgo, sino solamente 
aquellos que, según las normas del derecho internacional humanitario, revisten 
carácter militar362”, pues ellos no están protegidos por la prohibición general de 
convertirlos en blancos de ataques o represalias, como sí lo están los bienes de 
carácter civil. 
 
                                                          
360 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso administrativo. Sentencia Expediente 18.536. (9 
de junio de 2010). [C.P. Ruth Stella Correa]. Sección Tercera 
361 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Radicación número: 25000-23-
26-000-1993-08632-01(18472). (29 de octubre 2012) [C.P: Danilo Rojas Betancourth]. 
362 “Según lo dispuesto en el artículo 52 del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra de 
1949, los ataques se limitarán exclusivamente a los objetivos militares, los cuales comprenden 
aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmente a 
la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización ofrezca en las 
circunstancias del caso una ventaja militar definida” 
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Es de anotar que, si bien las estaciones de policía363 no revisten carácter de militar, 
son constantemente objeto de ataques por parte de la guerrilla364, al igual que los 
oleoductos; es decir, se encuentran en una situación de indeterminación, en razón 
a que la finalidad de la primera y las utilidades que genera el segundo ayudan a la 
consecución de los fines esenciales del Estado.  
 
“De igual forma cabe precisar que, no en todos los municipios del país es factible 
que se produzca una incursión armada de la guerrilla o un atentado grave contra 
la infraestructura del Estado; éste hecho es, lo que le atribuye al riesgo su 
carácter excepcional365”.  
 
En ese orden de ideas, para que exista el criterio de imputación del riesgo, debe 
probarse: i) La situación de orden público en la región, ii) La presencia de actores 
armados en la región, iii) Los medios que se utilizaron para perpetrar el ataque; y 
iv) El riesgo en que fue colocada la población civil como consecuencia de la 
institución con carácter de objetivo militar, como consecuencia del cumplimiento 
legítimo de las funciones de la institución366. 
                                                          
363 Si bien el artículo 218 de la Constitución Política define a la Policía Nacional como “un cuerpo 
permanente de naturaleza civil, en Colombia se trata de un cuerpo armado que materialmente 
cumple funciones de contrainsurgencia y ello lo ubica dentro de la categoría de población 
combatiente; Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que, aunque desde una 
perspectiva conceptual puede afirmarse la conveniencia y necesidad de mantener la naturaleza civil 
de la policía, en la práctica esta división conceptual encuentra limitaciones derivadas del aumento 
de la violencia social, entre otros factores perturbadores del desarrollo institucional; En efecto, estas 
circunstancias han determinado la existencia de una especie de zona gris o fronteriza en la cual se 
superponen los criterios de seguridad y defensa: Una parte de la doctrina sostiene que la 
ambigüedad propia de esta zona límite, es el resultado de la realidad social impuesta por los grupos 
armados que operan contra el Estado; El fenómeno de la militarización de la policía –esto es, la 
adopción de armas y actitudes propias de la táctica bélica–, según este punto de vista, corresponde 
a la adaptación que dicho cuerpo debe sufrir para cumplir sus objetivos en condiciones de 
perturbación del orden público. Es la gravedad de los delitos y de las amenazas lo que determina el 
papel defensivo y no meramente preventivo de la policía”. CORTE CONSTITUCIONAL DE 
COLOMBIA. Sentencia C-453 (20 de octubre de 1994), [M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz] 
364 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso administrativo. Sentencia Expediente 18.536. (9 
de junio de 2010). [C.P. Ruth Stella Correa]. Sección Tercera 
365 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Radicación número: 25000-23-





Se debe aclarar que la tesis mayoritaria anteriormente expuesta no ha sido asumida 
de forma unánime por el Consejo de Estado; tal como se puede observar del 
salvamento de voto a la sentencia de veintiocho (28) de junio de dos mil seis (2006), 
Exp. 16.630, el Ex - Consejero de Estado Mauricio Fajardo Gómez, en donde se 
indicó que es erróneo considerar que la presencia de una estación de policía en 
medio de la comunidad genera un riesgo de naturaleza excepcional, pues es 
precisamente la institución policial contiene a la delincuencia y genera condiciones 
adecuadas de seguridad. De tal manera que, a juicio del Dr. Mauricio Fajardo una 
interpretación en sentido contrario conduciría a una enorme paradoja, pues la 
institución no podría modificar su conducta para no ser condenada, debido a que: i) 
Si no hace presencia y deja de cumplir sus funciones incurre en omisión, ii) Pero si 
las cumple y para ello se hace presente de modo permanente, entonces es 
responsable por haber creado un riesgo de naturaleza excepcional por el sólo hecho 
de acantonarse367.  
                                                          
367 Radicación: 504222331000950196-01, 2006. Op. cit. […] “El suscrito, al igual que los demás 
miembros de la Sala, también está convencido de que allí donde la comunidad recibe beneficio 
colectivo a costa del perjuicio individual que ha sido legítimamente impuesto sobre alguno de sus 
miembros, aquella debe resarcir a éste a través del erario que colectivamente conforma en virtud del 
principio de solidaridad. No obstante, considero que en casos como el presente, en el que no es 
posible imputar el daño a la acción o a la omisión de la autoridad, sino a la acción criminal que se da 
en medio de fatales circunstancias sociales y políticas, el resarcimiento que con toda justicia merece 
la víctima, como adelante se verá, debe ser dispensado con cargo a los fondos de indemnización 
que funcionen para realizar el principio constitucional de la solidaridad social, pero nunca bajo la 
noción de responsabilidad extracontractual [...] Cosa distinta es la que ocurre -según mi convicción-
, cuando resulta sacrificado un inocente si la fuerza pública, no en razón de su mera localización, 
presencia o existencia, sino al realizar operaciones orientadas a cumplir los deberes constitucionales 
y legales que le son inherentes, despliega lícitamente la fuerza para emprender, o para repeler un 
ataque. Frente a tales casos, sí compartiré la idea de que a la institución, a cuyo cargo haya estado 
la operación, se le podrá imputar con toda la claridad necesaria el daño experimentado por la víctima, 
que será antijurídico sólo si va más allá de lo que normalmente cualquier persona deba soportar por 
el hecho de vivir en una comunidad jurídicamente organizada, comportándose como un sujeto 
solidario. Cuando un terrorista pone en práctica sus execrables métodos para agredir a quienes están 
instituidos precisamente para defender a la sociedad contra la que ha decidido arremeter, mal puede 
decirse, por lo menos dentro de la recta lógica de lo razonable, que son los defensores de esa 
sociedad quienes han causado el daño por haber creado la posibilidad de una confrontación o de 
convertirse en blanco de los ataques; Aquí, la razón moral no pesa menos que la estrictamente 
jurídica, porque estamos en un escenario en el que la responsabilidad patrimonial quiere convertirse 
en sucedáneo de la resignación. Aun cuando ello en principio se muestre muy bondadoso para con 
la víctima, se traduce en iniquidad para quien resulta inculpado a través de una serie de conexiones 
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Es de anotar que esta posición minoritaria consignada en el salvamento de voto del 
Ex-Consejero de Estado Mauricio Fajardo Gómez, se encuentra en consonancia 
con la visión de utilizar los criterios negativos de imputación objetiva desarrollados 
en la presente tesis, escenario que le generaría una mayor relevancia a este 
postulado, y la posibilidad de volver efectuar un nuevo estudio en Sala sobre esta 
posición.  
 
3.1.4. Daño especial 
 
En lo relacionado con actos de terrorismo, la teoría del daño especial, es una 
manifestación de responsabilidad sin falta, que constituye un régimen subsidiario 
basado los principios de equidad368, solidaridad369 y de justicia material370, como 
                                                          
argumentales que vienen a pesar más que los tozudos hechos, que son estos: los terroristas -y no 
la Policía Nacional- fueron quienes causaron la explosión que produjo los daños [...] La causalidad 
adecuada debe tener aplicación allí donde no es clara la relación de causalidad física o allí donde la 
relación de causalidad física que se percibe denota que la causa (física) realmente no es la causa 
determinante del daño experimentado por las víctimas” [...] 
368 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia SU-837 (9 de octubre de 2002). [M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa] “tres elementos característicos de la equidad: El primero es la 
importancia de las particularidades fácticas del caso a resolver; La situación en la cual se encuentran 
las partes-sobre todo los hechos que le dan al contexto empírico una connotación especial-es de 
suma relevancia para determinar la solución equitativa al conflicto; El segundo es el sentido del 
equilibrio en la asignación de cargas y beneficios. La equidad no exige un equilibrio perfecto; Lo que 
repugna a la equidad son las cargas excesivamente onerosas o el desentendimiento respecto de 
una de las partes interesadas; El tercero es la apreciación de los efectos de una decisión en las 
circunstancias de las partes en el contexto del caso. La equidad es remedial porque busca evitar las 
consecuencias injustas que se derivarían de determinada decisión dadas las particularidades de una 
situación” 
369 VIDAL GIL, Ernesto J. Sobre los derechos de solidaridad del Estado Liberal al Social y 
Democrático de Derecho. Valencia: Anuario de Filosofía del Derecho, 1993. 89 -110p. p. 5-6. “La 
solidaridad es un concepto ambiguo, que si bien implica la preferencia de la dimensión comunitaria 
sobre la individual, puede llegar a constituirse como un fin en sí misma, superior a los fines del 
individuo; Es por ello, en el sentido de solidaridad de los antiguos, más propia de las concepciones 
orgánicas, totalitarias (entendiendo por tal en su sentido descriptivo aquella concepción de la 
sociedad y de las relaciones sociales en la que el conjunto y el todo son superiores a lo individual), 
colectivas y cerradas, que, frente a aquellas otras de carácter individualista y abierto rechazan la 
diferencia y ven al otro como un chivo expiatorio sobre el que proyectar las culpas y reforzar a la vez 
la cohesión interna” […] 
370 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
50001-23-26- 000-1991-06081-01(16696). (3 de mayo de 2007). [C.P. Enrique Gil Botero]. Sección 
Tercera “la justicia material se concreta en los casos de daño especial en el objetivo de reequilibrar 
la asunción de cargas públicas, en virtud a que el perjuicio sufrido presenta características de 
excepcional y anormal; En otras palabras es un perjuicio que, desde la perspectiva del principio de 
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materialización del equilibrio ante una ruptura de la igualdad frente a las cargas 
públicas, “fruto del perjuicio especial y anormal que debe soportar el 
administrado”371.  
 
Al respecto la jurisprudencia del Consejo de Estado, Radicación 50001-23-26- 000-
1991-06081-01(16696) de 2007, ha dilucidado este fundamento jurídico bajo el 
entendido de que en ocasiones el ejercicio de la soberanía del Estado puede afectar 
o limitar los derechos de las personas, de tal manera que si la afectación es igual 
para todos no se configura la violación al principio de justicia distributiva que 
justifique la responsabilidad; de tal manera que, para que surja el deber de reparar 
se debe configurar un daño tan anormal y especial que genere un desequilibrio en 
el sostenimiento de las cargas públicas del Estado por parte de los ciudadanos.372  
 
En ese sentido, el Estado se verá compelido a responder cuando en el ejercicio de 
una actividad administrativa legítima haya ocasionado un perjuicio que exceda el 
ámbito normal de molestia que deba ser soportado por un ciudadano, en razón al 
sólo hecho de vivir en sociedad.373 
 
Ahora bien, en lo relacionado con la tesis del daño especial como fundamento 
jurídico de la responsabilidad del Estado por actos de terrorismo, el Consejo de 
Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Radicación 05001-23-24-000-1994-
00332-01(20835) de 2011, ha precisado los fundamentos teóricos de la misma, bajo 
el criterio de que el Estado es el sujeto pasivo contra el cual se dirige el acto de 
                                                          
igualdad frente a las cargas públicas, resulta considerablemente superior al que normalmente deben 
sufrir los ciudadanos en razón del ejercicio de los poderes de actuación con que cuenta la 
administración; Esta anormalidad y especialidad del perjuicio es, precisamente, la que conlleva a un 
rompimiento del principio de igualdad ante las cargas públicas” 
371 Ibid. 
372 CONSEJO DE ESTADO, (21 de abril de 1966) [C.P. Guillermo González Charry] Sección Tercera. 
“todo perjuicio anormal, que por su naturaleza e importancia exceda las molestias y los sacrificios 
corrientes que exige la vida en sociedad, debe ser considerado como una violación de la igualdad 
de los ciudadanos delante de las cargas públicas, y por consiguiente debe ser reparado” 
373 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
50001-23-26- 000-1991-06081-01(16696). (3 de mayo de 2007). [C.P. Enrique Gil Botero]. 
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terrorismo, razón por la cual, como destinatario del perjuicio, en el evento en que 
éste se llegue a concretar en contra de los civiles, debe ser la Administración quien 
asuma la insolvencia de los terroristas que irrogan los perjuicios.  
 
Este título de imputación jurídico se convierte en una medida solidaria para reparar 
a la víctima que no tiene la posibilidad de reclamarle a un actor terrorista que es 
insolvente y anónimo; entonces, el juez tendrá la posibilidad de dar aplicación al 
bloque de constitucionalidad y a las leyes de ayuda humanitaria, para encontrar los 
fundamentos de imputación necesarios para reparar a los perjudicados que 
soportan las consecuencias anormales de un acto de terror cometido por un tercero 
en contra de una institución del Estado. 374 
 
En ese orden de ideas, bajo esta teoría la estructura del Estado genera la obligación 
para éste de garantizar a sus súbditos las condiciones necesarias de protección y 
seguridad, pues en atención a que la Administración tiene el monopolio legítimo de 
la fuerza, es ésta la encargada de proteger con sus fuerzas militares y de policía la 
vida, bienes y honra de los ciudadanos en cumplimiento de los fines esenciales del 
Estado375.  
 
Por consiguiente, debido a que el acto terrorista se dirige contra la sociedad en su 
conjunto pero se localiza materialmente en el perjuicio anormal respecto de un 
ciudadano, será toda la sociedad la que soporte de forma equitativa, y bajo el 
principio de justicia distributivo esa carga. En ese sentido, la solidaridad fundamenta 
la atribución de esos daños al Estado, pues impone el deber de reparar a la víctima 
                                                          
374 GIL BOTERO, Enrique. Temas de responsabilidad extracontractual del Estado. Bogotá: Imprenta 
Comlibros, 2006. 3ª ed. p. 225-234. 
375 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
05001-23-24-000-1994-00332-01(20835). (07 de julio de 2011). [C.P Enrique Gil Botero] Sección 
Tercera Subsección C 
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del acto de terrorismo respecto a un daño excesivo que no tiene el deber jurídico de 
soportar, al margen de una conducta subjetiva.376  
 
Es decir, se produce una socialización de los riesgos, a efectos de distribuir entre 
los diversos miembros de una sociedad, el peso resarcitorio del daño cuando ha 
sido causado en ocasión de un perjuicio público377. 
 
Así las cosas, el Estado puede ser responsable bajo el título de daño especial, por 
los perjuicios ocasionados a los ciudadanos derivados de actos de terrorismo, en la 
medida en que el atentado se hubiese dirigido contra una organización estatal que 
en virtud del desarrollo de actividades inspiradas en el interés colectivo, se 
constituye en causa eficiente del perjuicio para los particulares, como por ejemplo, 
la muerte de un civil a raíz de los disparos efectuados por miembros del Ejército 
Nacional, al repeler un ataque guerrillero dirigido contra una base militar. 
 
De tal suerte que, bajo esta tesis, es el propio Estado el que debe reparar los daños 
causados a particulares, “siguiendo la equidad que debe existir en la repartición de 
las cargas públicas; en última instancia, se está tratando de restablecer el equilibrio 
de los particulares frente a las cargas públicas, vulnerado con la acción terrorista 
causante de los daños, debido a que el actuar de la administración en estos casos 
es lícito, pero ello no la libera del deber jurídico de indemnizar los daños que cause 
con tal motivo378”. 
 
                                                          
376 LÓPEZ MESA, Marcelo J. Algunos excesos en materia de responsabilidad del Estado. ¿Es 
posible aplicar al Estado la doctrina del riesgo creado?” En: Revista de Derecho Administrativo 
(27/29) 2010. p. 437 y ss. 
377 ZAVALA DE GONZÁLEZ, Matilde. Resarcimiento de daños. Buenos Aires: Hammurabi, 1993. p. 
86. 
378 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente No. 9550, 
1995. Op. cit.; Sentencia Expediente No. 8577, 1994. Op. cit.; Sentencia Expediente No. 7096 (19 
de abril de 1994). Sección Tercera; Sentencia Expediente No. 7136 (29 de abril de 1994). Expediente 
Sección Tercera; Sentencia Expediente No. 10120. (27 de julio de 1995). Sección Tercera 
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Sin embargo, es del caso anotar que, igual como se indicó líneas arriba, esta tesis 
tampoco ha sido asumida de forma unánime por el Consejo de Estado; en Sentencia 
Expediente 15.571, 2006, manifestó que no puede afirmarse que: 
 
“La sola existencia de una instalación militar o de policía o, el ejercicio del deber 
de defensa de la comunidad, se convierta por sí mismo en un riesgo para la 
población en general, pues de aceptarse un razonamiento tal, se tendría que 
llegar a la paradoja de que la Fuerza Pública es al mismo tiempo un elemento de 
auxilio y de peligro de la ciudadanía, lo que generaría inestabilidad jurídica que 
atentaría contra los fines esenciales del Estado Social de Derecho consagrados 
en la Constitución Política, pues en ella la connotación que se le dio a la Fuerza 
Publican no fue otra que la de autoridad de protección379”. 
 
                                                          
379 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 15.571 (4 
de diciembre de 2006) [C.P. Ramiro Saavedra] Salvamento de voto. 
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CAPÍTULO IV  
4. FUNDAMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO 
POR ACTOS DE TERRORISMO POR VÍA ADMINISTRATIVA 
 
4.1. COMPENSACIÓN A LAS VÍCTIMAS DE ACTOS DE TERRORISMO POR VÍA 
ADMINISTRATIVA SEGÚN LA JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO 
 
Al interior del Consejo de Estado existe una línea de pensamiento jurisprudencial 
relativa a la forma en que las víctimas de actos terroristas deben ser compensadas, 
la cual se puede advertir en el salvamento de voto del Ex Consejero de Estado 
Mauricio Fajardo Gómez, a la sentencia de veintiocho (28) de junio de dos mil seis 
(2006), Exp. 16.630, donde expuso las razones por las cuales considera que las 
compensaciones a las víctimas de este tipo de actos, deben efectuarse a través de 
los fondos de asistencia, en aplicación al principio de solidaridad y no apelando a la 
figura de la responsabilidad estatal con la intervención del Juez.  
 
Considera que bajo título jurídico de imputación daño especial, las víctimas de los 
actos de terrorismo deberían ser resarcidas mediante un fondo de solidaridad 
común fundamentados en el desequilibrio de las cargas públicas380, y no mediante 
la declaratoria de responsabilidad del juez administrativo; pues considera que no 
es por el vértice de la responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado por 
                                                          
380 “El fondo para atender a las víctimas del terrorismo que surge de todo un bloque normativo 
Decreto 444 de 1993 -hay Fallo de la Corte Constitucional C-197-93 sobre Decreto 444 de 1993 Por 
el cual se dictan medidas de apoyo a las víctimas de atentados terroristas, Leyes 104 de 1993, 241 
de 1995 y 418 de 1997” 
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donde hay que abrirle paso a la socialización de riesgos381 o a la socialización de 
daños”382.  
 
Ello en razón a que no considera viable estructurar una responsabilidad general de 
las Administraciones públicas por los casos fortuitos provenientes de cualquier 
gestión administrativa, pues no sería verdadera responsabilidad civil actuando con 
fundamento en el principio de justicia correctivo, sino planteamientos de la 
seguridad social como mecanismos de protección de riesgos sociales.383 En 
consecuencia, bajo esta lógica los únicos daños que deben ser resarcidos con 
cargo a fondos de indemnización son los que no resultan imputables al Estado384, 
para lo cual considera pertinente echar mano de los artículo 18 y 19 de la Ley 104 
de 1993, artículos 29 y 30 Decreto 444 de 1993.385  
 
Según esta minoritaria línea de pensamiento del Consejo de Estado, se debe 
diferenciar que las compensaciones por sacrificio son netamente distintas de las 
genuinas indemnizaciones de daños. En ese orden, a efectos de realizar 
                                                          
381 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 8577. (23 
de septiembre de 1994). [C.P. Julio Cesar Acosta Uribe]. “La filosofía jurídica que informa la anterior 
normatividad se alimenta de la que es esencia y vida en el artículo 90 de la Constitución Nacional, 
que dispone que el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades” CONSEJO DE ESTADO, Sala 
de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 10731. (8 de febrero de 1999) [C.P. Ricardo 
Hoyos Duque] Actor Eduardo Navarro Guarín. Sección Tercera 
382 DÍEZ PICAZO, Luis. Op Cit. pág. 188. “Todos podríamos estar de acuerdo si establecemos que 
las líneas de lo que se llama ordinariamente socialización, son formas de redistribución de rentas 
que desde las clases o grupos más favorecidos deben ir a parar hacia los menos favorecidos; Sin 
embargo, no tenemos ninguna constancia de que este efecto se produzca en los llamados sistemas 
de socialización de los daños”; REBOLLO, Luis Martín. Nuevos planteamientos en materia de 
responsabilidad de las Administraciones públicas; RETORTILLO BAQUER, Sebastián, Estudios 
sobre la Constitución española. Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría. Madrid: Civitas, 
1991. Vol. III. p. 2811. 
383 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente (24 de 
octubre de 1997), [C.P. Carlos Betancur Jaramillo]. Sección Tercera Actor Carmen Emilia Mora y 
otros); MARTÍNEZ RAVÉ, Gilberto, Responsabilidad Civil Extracontractual, Bogotá: Temis, 2003. p. 
498. “. 
384 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 
504222331000950196-01 (28 de junio de 2006) [C.P. Ruth Stella Correa Palacio]. Actor: Andrés 
Hernando Hoyos Marín, Demandado: Nación – Ministerio De Defensa – Policía Nacional. 
385 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 10731, 
1999. Sección Tercera.  
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compensaciones a las víctimas de actos terroristas con fundamento en el principio 
de solidaridad, el legislador instituyó en nuestro ordenamiento jurídico los siguientes 
instrumentos, que desarrollan ésta visión de la responsabilidad del Estado, así: 
 
4.2. NORMAS QUE REGLAMENTAN LA COMPENSACIÓN PATRIMONIAL A 
LAS VÍCTIMAS DE ACTOS TERRORISTAS CON FUNDAMENTO EN EL 
PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD MEDIANTE FONDOS DE COMPENSACIÓN  
 
Entre los distintos mecanismos para la reparación de las víctimas del conflicto 
armado interno encontramos la vía administrativa, la cual se encuentra regulada en 
los Decreto 444 de 1993, la Ley 104 de 1993, Ley 418 de 1997, Ley 241 de 1995, 
Ley 548 de 1999 y la Ley 782 de 2002 que prorrogó la vigencia de la Ley 418 de 
1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999.  
 
Asi mismo, encontramos el Decreto Ley 1290 del 2008, y la Ley 975 del veinticinco 
(25) de julio de dos mil cinco (2005) de Justicia y Paz, la cual con fundamento en el 
principio de solidaridad establece la obligación de reparar y compensar a las 
víctimas de los grupos armados organizados al margen de la ley. Finalmente esta 
la Ley 1448 de 2001 “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 










5. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO POR ACTOS 
TERRORISTAS DESDE LA COMPRENSIÓN DE LA CAUSALIDAD Y LA 
IMPUTACIÓN OBJETIVA 
 
5.1. VISIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO POR 
ACTOS DE TERRORISMO DESDE EL TERRITORIO DE LA CAUSALIDAD  
 
En lo relacionado con la responsabilidad del Estado por actos de terrorismo desde 
la óptica de la causalidad, es del caso traer a colación las consideraciones 
desplegadas por el Ex Consejero de Estado Mauricio Fajardo Gómez, en el 
salvamento de voto a la sentencia de veintiocho (28) de junio de dos mil seis (2006), 
Exp. 16.630, en donde precisó figuras como la “sociedad del riesgo”, y la 
“inexistencia de un proceso causal u ontológico como presupuesto para la 
configuración de la responsabilidad del Estado”, objetando los títulos de imputación 
objetivos -riesgo excepcional y daño especial- como fundamentos para declarar la 
responsabilidad del Estado por actos de terrorismo, al pronunciarse sobre la 
responsabilidad de la administración por la detonación de una bomba contra una 
estación de policía.  
 
Comentó que si bien la posición mayoritaria de la Sala entiende que la ubicación 
de una estación de la Policía Nacional en medio de la comunidad, genera un riesgo 
conflicto especial que en el evento de producirse compromete la responsabilidad 
de la institución en los términos del título jurídico de imputación riesgo 
excepcional;386 a su juicio la ubicación de una estación de la Policía Nacional en la 
comunidad si bien conlleva algún riesgo, no puede decirse que sea de naturaleza 
                                                          
386 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 
504222331000950196-01 (28 de junio de 2006) [C.P. Ruth Stella Correa Palacio]. 
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excepcional, pues considera que todas las personas por el sólo hecho de vivir en 
sociedad deben asumir riesgos y cargas, las cuales en el territorio colombiano son 
propios de la situación cultural, económica, política y administrativa de la sociedad 
en la que se vive debido al conflicto armado interno que se presenta, razón por la 
cual trae a colación la teoría de la sociedad del riesgo desarrollada por Ulrich 
Beck387. 
 
En ese sentido, siempre existirá un riesgo en la comunidad, sea con la ubicación o 
no de la estación de la Policía Nacional, razón por la cual de todas formas los 
ciudadanos se encuentran en un riesgo; en ese orden de ideas, se presenta una 
paradoja, pues la ausencia y abandono del Estado hace que sea aplicable el 
régimen de responsabilidad subjetivo por falla o falta del servicio, pero si hace 
presencia aumenta el riesgo conflicto de ataque terrorista y le sería aplicable el 
régimen de responsabilidad objetivo por riesgo excepcional, siéndole imputable 
responsabilidad por el hecho cometido por un tercero en el cumplimiento de sus 
funciones, así como por la no intervención388.  
 
Así las cosas, pretender afirmar que la ubicación de una estación de la Policía 
Nacional dentro de la comunidad genera riesgos a la vida social389, se constituye 
                                                          
387 KAUFMANN, Arthur. Filosofía del Derecho. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 
1999. p. 529 y ss. “Que vivimos en una sociedad de riesgo es ya un lugar común. ¿Pero esto qué 
significa en concreto? El término sociedad de riesgo tiene muchos aspectos; En nuestra conexión 
interesa el aspecto iusfilosófico [...] En la sociedad pluralista de riesgo de nuestra época tiene el 
hombre que actuar impetuosamente sobre el mundo, sin poder disponer siempre de antemano de 
normas seguras o remitir a un concepto fijo de naturaleza si su acción es correcta; es decir, tiene 
que actuar con riesgo; Sin duda, existían también en épocas primitivas constelaciones en las que 
había que tomar decisiones riesgosas, pero ellas no eran típicas de las relaciones de entonces; Para 
nuestra época sí lo son. [...] Importa que la magnitud del riesgo y la calidad moral del fin perseguido 
estén en una relación adecuada entre sí” (se subraya). Así mismo: DÍEZ-PICAZO, Luis. Derecho de 
daños. Madrid: Civitas, 1999. p. 116. “En este sentido, puede señalarse [...] que la vida social entera 
es creadora de riesgos, que cada uno de nosotros los crea cotidianamente de un modo u otro y que 
a este tipo de riesgo —riesgo normal, riesgo permitido— no hay razón especial para aplicarle 
especiales criterios en punto a la responsabilidad por Daños” BECK Ulrich, La sociedad del riesgo 
Hacia una nueva modernidad, Editoríal Páidos Básica, ISBN: 84-493-0406-7. 
388 Radicación: 504222331000950196-01, 2006. Op. cit. 
389 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, Sentencia (24 
de octubre de 1997), [C.P. Carlos Betancur Jaramillo] “En este orden de ideas, debe precisarse que 
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más que en un juicio de responsabilidad, en una forma de mitigar la incapacidad de 
no poder responsabilizar al verdadero agente que produjo el daño. De tal manera 
que, bajo esta perspectiva argumentativamente se hace difícil determinar una real 
imputación bajo el entendido del principio de justicia correctivo, pues el tratar el 
problema desde la perspectiva de la víctima390 e intentar materializar el principio de 
neminem ladere391, constituye un asunto relacionado con los criterios de solidaridad 
y equilibrio de las cargas públicas, lo cual genera que el asunto deba ser tratado 
mediante un fondo de compensación y no a través de un juicio de responsabilidad.  
 
Ello si se tiene en cuenta que desde la perspectiva de la causalidad adecuada, no 
es posible acreditar que la mera presencia de una estación de la Policía Nacional 
genera por si sola que sea objeto del ataque terrorista, máxime si se tiene en cuenta 
que esta institución no es un objetivo militar según las normas del DIH; de tal 
                                                          
la jurisprudencia del Consejo de Estado no ha considerado como fuente de responsabilidad estatal 
o como título de imputación el denominado riesgo de la vida social en los términos expuestos por el 
profesor García de Enterría para el sistema jurídico español, derivado de diferenciar los conceptos 
de fuerza mayor y caso fortuito y de la exclusión de este último como causal exoneratoria de 
responsabilidad, por disposición expresa del artículo 106-2 de la constitución española” [...] 
390 DÍEZ-PICAZO, Luis, Op. Cit, Pág. 42. “Cuando ocurre una desgracia, una calamidad o un 
accidente del que se siguen daños para las personas o para las cosas, hay que decidir si el que 
experimenta el daño no tiene otra posibilidad que la resignación (lo sufre él) o si puede esperar algo 
de los demás y, mejor, si tiene derecho a ello; Si la respuesta al interrogante abierto fuera esta última, 
tendríamos que movernos todavía entre las dos alternativas que han quedado dibujadas: o se crea 
un sistema de auxilios o de ayudas, lo que a su vez oscila entre la beneficencia y la seguridad social; 
o se establece un derecho subjetivo del perjudicado a reclamar de otros el importe en que se valore 
el daño; Sólo en este último caso puede hablarse, en rigor, de indemnización, de derecho a la 
indemnización y, por consiguiente, de Derecho de daños” 
391 DÍEZ-PICAZO, Luis, Op. Cit. p. 125. “Cavanillas que estudió la cuestión con detenimiento ha 
citado los siguientes argumentos utilizados por nuestra jurisprudencia [se refiere a la española]: 1º) 
La regla pro damnato o de favorecimiento de las indemnizaciones, que asoma en algunas sentencias 
donde se habla de que “se impone la rigurosa aplicación del non laedere, en la operación de la 
prueba en beneficio del más débil”, es decir, el rigor interpretativo en beneficio del perjudicado y la 
búsqueda con acucioso celo de cuanto conduzca a la reparación del máximo daño causado. 2º) La 
idea de la realidad social acogida por el artículo 3 del Código Civil, como cuando se habla de 
incremento de actividades peligrosas consiguientes al desarrollo de la técnica. 3º) La regla cuius 
commoda eius incommoda, que pone la indemnización como contrapartida de un lucro obtenido por 
una actividad peligrosa y que, si bien en ocasiones se confunde con la doctrina del riesgo, en otras 
parece separarse de ellas. Ver CARRIÓ, Genaro. Notas Sobre Derecho y Lenguaje. Buenos Aires: 
Abeledo-Perrot, 1994, p. 203 “Nada costaría, con un poco de ingenio, elaborar una situación 
imaginaria en la que resultase ‘natural’, por así decirlo, que los jueces de una comunidad aplicaran 
una pauta equivalente a la ley de la ventaja” […] 
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manera que, en relación con el terreno de la causalidad los títulos jurídicos de 
imputación riesgo excepcional y daño especial se quedan cortos 
argumentativamente para explicar la posibilidad de atribuir jurídicamente el hecho 
de un tercero a la Administración.392  
 
El Ex Consejero de Estado Mauricio Fajardo Gómez explicó que debido a que en 
el plano de la causalidad material no existe la más mínima posibilidad de establecer 
una relación entre la conducta de la institución accionada y los daños 
experimentados por el damnificado, se acudió por parte del Consejo de Estado a la 
causalidad jurídica para establecer ese vínculo; de tal manera que para la Alta 
Corporación dicho vínculo causal, corresponde al concepto de causalidad jurídica 
y no solamente al concepto de causalidad física. En donde efectivamente podría 
llegarse a ver afectado un ciudadano con la introducción de un riesgo conflicto por 
parte del Estado, pero con la ubicación en un área civil de un establecimiento militar 
o un centro de comunicaciones al servicio del mismo. 393  
 
En tal virtud, la interpretación general y aceptada por el Consejo de Estado 
contravendría la lógica, pues la institución no podría modificar su conducta para no 
ser condenada, pues si no hace presencia y deja de cumplir sus funciones incurre 
en omisión, pero si las cumple y para ello se hace presente de modo permanente, 
entonces es responsable por haber creado un riesgo de naturaleza excepcional por 
el sólo hecho de acantonarse. Lo cual podría en términos coloquiales asimilarse al 
refrán popular colombiano “malo porque si y malo porque no”, o lo que es lo mismo 
“palo porque boga y palo porque no boga”.  
 
 
                                                          
392 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia (24 de octubre de 
1997), [C.P. Carlos Betancur Jaramillo] Sección Tercera. 
393 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 
504222331000950196-01 (28 de junio de 2006) [C.P. Ruth Stella Correa Palacio]. 
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En consecuencia, la aplicación de la causalidad jurídica (imputación objetiva) 
genera un escenario en el que a través del juicio de responsabilidad patrimonial se 
pretende compensar a la víctima del hecho de un tercero, lo cual genera que se 
inculpe y responsabilice a la Administración pública con fundamento en conexiones 
argumentales a las cuales se les otorga un peso mayor que a los hechos, pues en 
el plano de la realidad son los terroristas y no la Policía Nacional quienes causan 
los actos de terrorismo.  
 
El punto central del Salvamento de Voto, radica en que en los eventos de actos de 
terrorismo se debe aplicar la teoría de la causalidad adecuada debido a que la 
conducta de la Administración no es la causa determinante del daño experimentado 
por las víctimas, razón por la cual en los eventos donde no exista una conexión 
sólida entre la conducta de la Administración y el daño irrogado deben rechazarse 
las pretensiones indemnizatorias, pues a través de conexiones argumentativas no 
es viable en forma lógica atribuir los daños irrogados a las víctimas a una institución 
cuya conducta no tuvo injerencia en la materialización del daño.394 En ese sentido, 
se considera que el Consejo de Estado Sala ha venido aplicando en casos como el 
presente imputación objetiva395 y no causalidad, y mucho menos imputación 
jurídica.396  
 
De conformidad con la línea argumentativa arriba citada, se tiene que en virtud de 
la teoría de la sociedad del riesgo, donde es común que los asociados de un 
conglomerado social vivan en permanente peligro atendiendo a las situaciones 
                                                          
394 Ver CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 
13744. (25 de julio de 2002). [C.P. María Elena Giraldo Gómez]. Sección Tercera; ESCOBAR GIL, 
Rodrigo. Teoría general de los contratos de la administración pública. Bogotá: Legis, 2000. p. 259. 
395 MIR PUIG, Oriol. La responsabilidad patrimonial de la administración sanitaria, Organización, 
imputación y causalidad. Madrid: Editorial Civitas, 2000. p. 223, “Entendiendo por “imputación 
objetiva” aquella modalidad en la que se acepta que “para que pueda imputarse un resultado a una 
conducta que lo ha causado, es preciso que dicha conducta haya creado un riesgo jurídicamente 
relevante que a su vez se haya realizado”. 
396 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 
504222331000950196-01 (28 de junio de 2006) [C.P. Ruth Stella Correa Palacio]. 
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sociales y económicas del contexto nacional, y teniendo en cuenta que éstos 
siempre se encuentran frente a la posibilidad de afrontar conflictos o contingencias 
que podrían provocarles daño, sería cuestionable afirmar que la existencia de 
objetivos de carácter militar como las Estaciones de Policía entre otras, dentro de 
un conglomerado social, generarían un riesgo adicional al que normalmente se 
enfrentan los ciudadanos que habitan el territorio colombiano. 
 
Lo anterior, si se tiene en cuenta que la presencia de instituciones estatales tiene 
como objetivo cumplir con los cometidos de la administración, se tiene igualmente 
que los riesgos de la vida social que se deriven de la presencia de tales instituciones, 
son propios de la situación cultural, económica, política y administrativa del país. 
Cabe anotar además que al abordar este tipo de problemas desde la perspectiva de 
la víctima, si bien admite la posibilidad de atribuir responsabilidad a la administración 
bajo la óptica de la imputación, no es menos cierto que desde el ámbito de la 
causalidad material, no existe la más mínima posibilidad de establecer una relación 
entre la conducta de la institución accionada y los daños experimentados por el 
damnificado; ello porque, en los casos de responsabilidad administrativa por actos 
de terrorismo, más allá de una presunción del nexo de causalidad, no sería 
razonable atribuir responsabilidad a la administración por no hallarse configurada 
una verdadera relación causal entre la presencia de instituciones estatales y el daño 
experimentado por el demandante, pues resultaría acusada una entidad estatal a 
través de una serie de conexiones argumentativas que vendrían a pesar más que 
los hechos generadores del daño. 
 
Por ello, este sector de la jurisprudencia considera que dadas las situaciones 
sociales, políticas y económicas en las cuales se debate la realidad del país, aunado 
a la inexistencia de un proceso causal u ontológico como presupuesto para la 
configuración de la responsabilidad del Estado, no es posible concluir que en los 
eventos donde se generen daños a la población civil por actos de terrorismo, sea 
posible atribuir las consecuencias de los mismos a la administración; máxime si se 
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tiene en cuenta que, en ningún caso la actividad del Estado interviene como causa 
última y directa de la realización del atentado terrorista, pues los mismos son hechos 
de un tercero - justicia correctiva-. 
 
Sin embargo, se aclara que en los eventos donde resulta sacrificado un inocente, 
no en razón de la mera localización de una institución de la fuerza pública, sino por: 
 
“Realizar operaciones orientadas a cumplir los deberes constitucionales y legales 
que le son inherentes, desplegando lícitamente la fuerza para emprender o para 
repeler un ataque, se admite la idea de que a la institución a cuyo cargo haya 
estado la operación, se le pueda imputar con toda la claridad el daño 
experimentado por la víctima; el cual será antijurídico sólo si va más allá de lo 
que normalmente cualquier persona deba soportar por el hecho de vivir en una 
comunidad jurídicamente organizada, comportándose como un sujeto 
solidario”397 
 
5.2. VISIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO COLOMBIANO POR 
ACTOS DE TERRORISMO DESDE LA PERSPECTIVA DE LA IMPUTACIÓN  
 
Respecto a la responsabilidad del Estado por actos de terrorismo desde la 
perspectiva de la imputación, es del caso traer a colación las precisiones efectuadas 
por el Consejo de Estado en sentencia del siete (7) de julio de dos mil once (2011), 
Expediente 20835, con ponencia del Consejero Enrique Gil Botero398, en la cual se 
dejaron sentados los fundamentos jurídicos para declarar la responsabilidad del 
Estado colombiano por actos de terrorismo bajo la óptica de la atribución jurídica.  
 
                                                          
397 Ibid. 
398 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
05001-23-24-000-1994-00332-01(20835). (07 de julio de 2011). [C.P Enrique Gil Botero] 
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Se hace referencia a la estructura del Estado social de derecho, los fines del Estado, 
la dignidad humana, solidaridad, la paz, la libertad, igualdad, orden justo, y la 
cláusula general de responsabilidad consignados en el artículo 1°, 2°, 3° y 90 de la 
Constitución Política399, los cuales son principios normas de aplicación inmediata400 
que deben tener una efectividad plena con la realización de los principios y valores 
constitucionales.401  
 
En ese sentido, el Consejo de Estado para desarrollar una teoría de atribución se 
centra en los principios de solidaridad, dignidad humana y Estado social de 
derecho, desde el enfoque de una justicia material; precisando que si bien no se 
trata de estructurar teóricamente a un Estado asegurador, sí se hace necesario 
plantear la insuficiencia de los fundamentos de la responsabilidad de la 
Administración en los casos de terrorismo cometidos por terceros. Bajo el entendido 
de que el objeto primario de la justicia es la estructura básica de la sociedad, lo cual 
implica garantizar los derechos y deberes básicos dentro de sus principales 
instituciones, de manera que los beneficios derivados de los esfuerzos de cada cual 
en la sociedad estén justamente distribuidos entre los miembros de la comunidad a 
quien se le impone una carga pública mayor.402  
 
En ese sentido, el juez administrativo se ve compelido en su actuación a la 
aplicación de esta serie de principios frente a las víctimas de los atentados 
terroristas, pues no debe dejar pasar por alto la característica antropocéntrica del 
Estado Colombiano, donde la persona humana es el epicentro de la Constitución 
                                                          
399 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-406 (5 de junio de 1992) [M.P. Ciro 
Angarita Barón] 
400 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-1062 (16 de agosto de 2000). [M.P. 
Alvaro Tafur Galvis] 
401 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-005 (16 de enero de 1995) . [M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz] 
402 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
05001-23-24-000-1994-00332-01(20835). (07 de julio de 2011). [C.P Enrique Gil Botero] 
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de 1991, siendo la satisfacción de sus derechos y deberes básicos el fin último de 
la Constitución.403  
 
De tal manera que, bajo esta óptica el juez administrativo se encuentra “sometido 
al ordenamiento jurídico antes que a la ley, pues la idea de un orden justo se opone 
a la manifestación de la justicia sólo a través de la ley”404 haciendo prevalecer el 
derecho sustancial en los términos del artículo 228 de la Constitución. En 
consecuencia, se indicó en la referenciada providencia lo siguiente:  
 
“Es así como los fundamentos de responsabilidad administrativa, falla del 
servicio, daño especial y riesgo excepcional, deben enriquecerse de contenidos 
concretos inspirados en el modelo de Estado social de derecho, que hacen de él 
lo que es, porque son de su esencia, o bien, el juez debe decidir con fundamento 
en un régimen de derecho conformado por los principios constitucionales en 
virtud del plus o eficacia privilegiada que tienen dentro del ordenamiento jurídico, 
en atención al examen de cada caso concreto; los problemas de la 
responsabilidad deben ser estudiados desde el ángulo de la víctima; sería 
chocante e inadmisible hacer soportar por la víctima los perjuicios que exceden 
por su gravedad y por su particularidad, los inconvenientes normales de la vida 
en sociedad, que sobrepasan aquello que los individuos deben soportar en 
nombre del interés general”405406 
 
Ahora bien, en cuanto al fenómeno de la imputación que responde a la pregunta de 
quién debe responder frente a los atentados terroristas, la Sentencia 11300 de 
1997, “se ocupa del asunto, haciendo algunas consideraciones en torno al concepto 
                                                          
403 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-02 (8 de mayo de 1992) [M.P. 
Alejandro Martínez Caballero] 
404 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-486 (28 de octubre de 1993) [M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz] 
405 DARCY, Gilles. La responsabilité de l´administration Paris: Dalloz, 1996. p. 96 
406 PELÁEZ GUTIÉRREZ, Juan Carlos, Op. Cit, Pág. 73. 
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de imputabilidad como presupuesto de la responsabilidad del Estado, se parte allí 
del tenor literal del artículo 90 de la C.P”407  
 
Se hace referencia a la estructura del Estado social de derecho, los fines del Estado, 
la dignidad humana, solidaridad, la paz, la libertad, igualdad, orden justo, y la 
cláusula general de responsabilidad consignados en el artículo 1°, 2°, 3° y 90 de la 
Constitución Política408, los cuales son principios normas de aplicación inmediata409 
que deben tener una efectividad plena con la realización de los principios y valores 
constitucionales.410  
 
En ese sentido, el Consejo de Estado para desarrollar una teoría de atribución se 
centra en los principios de solidaridad, dignidad humana y Estado social de 
derecho, desde el enfoque de una justicia material; precisando que si bien no se 
trata de estructurar teóricamente a un Estado asegurador, sí se hace necesario 
plantear la insuficiencia de los fundamentos de la responsabilidad de la 
Administración en los casos de terrorismo cometidos por terceros. Bajo el entendido 
de que el objeto primario de la justicia es la estructura básica de la sociedad, lo cual 
implica garantizar los derechos y deberes básicos dentro de sus principales 
instituciones, de manera que los beneficios derivados de los esfuerzos de cada cual 
en la sociedad estén justamente distribuidos entre los miembros de la comunidad a 
quien se le impone una carga pública mayor.411  
 
                                                          
407 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente Nº 11300. 
(22 de octubre de 1997). [C.P. Carlos Betancur Jaramillo] Sección Tercera  
408 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-406 (5 de junio de 1992) [M.P. Ciro 
Angarita Barón] 
409 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-1062 (16 de agosto de 2000). [M.P. 
Alvaro Tafur Galvis] 
410 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-005 (16 de enero de 1995) . [M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz] 
411 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
05001-23-24-000-1994-00332-01(20835). (07 de julio de 2011). [C.P Enrique Gil Botero] 
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En ese sentido, el juez administrativo se ve compelido en su actuación a la 
aplicación de esta serie de principios frente a las víctimas de los atentados 
terroristas, pues no debe dejar pasar por alto la característica antropocéntrica del 
Estado Colombiano, donde la persona humana es el epicentro de la Constitución 
de 1991, siendo la satisfacción de sus derechos y deberes básicos el fin último de 
la Constitución.412  
 
En ese sentido se indica que a manera de silogismo que, si la lucha es contra el 
Estado y el atentado terrorista es contra el mismo, al margen de que se presenten 
víctimas civiles; entonces, el Estado que se beneficia de privilegios como son las 
contribuciones de los ciudadanos a las cargas públicas, tiene el deber y obligación 
de mantener la organización sociopolítica y de la fuerza pública, de allí que con la 
misma razón resulta adecuado deducir que cuando el Estado es objeto de actos 
desestabilizadores, debe reparar los daños de quienes fueron ajenos a ese objetivo 
directo, que no era la víctima misma, sino la organización política de la cual el 
individuo hace parte.  
 
Debido a que el ciudadano alcanzado por el acto de terrorismo hace parte de una 
sociedad construida sobre una elección política fundamentada en los principios 
enunciados, deviene que se ha generado una transgresión a los mismos, los cuales 
son de obligatorio cumplimiento por parte del Estado en todo momento.413  
 
Debe anotarse que, el acto de terrorismo encuentra razón en la intención de dañar 
a la sociedad en conjunto con el fin de destruirla, en consecuencia, la actividad 
terrorista debe ser tomada como un elemento accidental y excepcional en la 
determinación de los efectos jurídicos414. Por ello, el acto terrorista cuando el acto 
                                                          
412 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-02 (8 de mayo de 1992) [M.P. 
Alejandro Martínez Caballero] 
413 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
05001-23-24-000-1994-00332-01(20835). (07 de julio de 2011). [C.P Enrique Gil Botero] 
414 Apartes trascritos en CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia 
(23 de septiembre de 1994) [C.P. Julio Cesar Uribe Acosta]. Sección Tercera “Los actos terroristas 
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se dirige a la sociedad, pero se daña excepcional y anormalmente a un ciudadano, 
será toda la sociedad la que soporte de forma equitativa esa carga pública415.  
 
Es decir, en palabras del Consejo de Estado, la solidaridad fundamentaría la 
atribución de esos daños a la Administración, de tal manera que el juez 
administrativo se ve en la necesidad de interpretar las normas, principios y valores 
constitucionales desde el enfoque pro homine, dando prevalencia a los derechos 
de los asociados y no de la Administración que incumple las garantías 
constitucionales de protección de sus asociados. Pues precisamente, las 
decisiones del juez administrativo deben estar encaminadas a materializar los 
principios y fines del Estado, dentro de los cuales encontramos el mantenimiento 
de un orden justo.416  
 
En este caso, teniendo en cuenta que el acto de terrorismo no se encuentra dirigido 
en contra de un particular, sino del Estado y la sociedad en general, en el evento 
en que se materialice un daño a un integrante de la sociedad, ésta deberá 
responder en forma solidaria por los daños irrogados a la víctima, por ser un 
perjuicio social. Así mismo, el daño resulta antijurídico en razón a que una persona 
no tiene por qué soportar los daños que se generan con motivo de la defensa del 
orden institucional frente a las fuerzas de la subversión; de tal manera que si bien, 
el actuar de la administración es lícito, ello no la libera del deber jurídico de 
indemnizar los daños que cause con tal motivo, tal como se extrae de la teoría del 
daño especial tratada en el capítulo en precedencia de esta tesis.417 
 
                                                          
y el derecho privado” en “El seguro en la propiedad horizontal y ante los actos terroristas”, Medellín, 
1986, p. 76 y 77. 
415 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 8577. (23 
de septiembre de 1994). [C.P. Julio Cesar Acosta Uribe]. 
416 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia SU-846 (6 de julio de 2000). [M.P. Alfredo 
Beltrán Sierra] 
417 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
05001-23-24-000-1994-00332-01(20835). (07 de julio de 2011). [C.P Enrique Gil Botero] 
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Del anterior recuento jurisprudencial se tiene que esta línea de pensamiento al 
interior del Consejo de Estado considera que, con fundamento en la teoría de la 
justicia de contenidos materiales y no formales, aunado a la aplicación de principios 
de rango constitucional, tales como el Estado Social de Derecho, la solidaridad y la 
igualdad, es posible atribuir responsabilidad al Estado colombiano por actos de 
terrorismo, desde la óptica de la imputación, apartándose de la concepción 
tradicional del elemento causalidad u ontológico como presupuesto de la 
responsabilidad del Estado dentro del juicio de atribución realizado a la 
administración por éste tipo de actos.  
 
De tal suerte que, si bien esta línea parte de la base de que en el juicio de 
responsabilidad efectuado a la administración por actos de terrorismo nunca se 
configura el elemento de causalidad -conexión entre los eventos de la naturaleza-, 
considera que en este tipo de eventos la responsabilidad de la Administración debe 
ser analizada desde el territorio de la imputación o atribución jurídica y, en el 
particular, desde la óptica del Derecho Constitucional, con fundamento en los 
principios de igualdad, solidaridad, justicia material y dignidad humana, los cuales 
se erigen como los derroteros que deben guiar las decisiones de los Jueces, a 
efectos de conseguir el cumplimiento material de las garantías y presupuestos de 
paradigma constitucional, que se encuentran encaminadas a salvaguardar al 
ciudadano como centro y fin último del modelo de Estado Social de Derecho. 
 
Lo anterior, si se tiene en cuenta que al observar la responsabilidad del Estado por 
actos de terrorismo desde el territorio de la causalidad, en el entendido de 
considerar tales actuaciones como “el hecho exclusivo de un tercero”, implicaría 
condenar irremediablemente a la población a tener que sufrir las consecuencias de 
los actos demenciales del terrorismo, sin ninguna posibilidad de aplicación del 
modelo solidario, a pesar de ser el Estado el responsable de la salvaguarda de la 
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vida, honra y bienes de los ciudadanos418, detentando por mandato superior el 
monopolio legítimo de las armas. 
 
En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que el principio de solidaridad le impone 
a la administración el deber de reparar y que su fin reside en no dejar a la víctima 
desprotegida ante un daño injusto que no tiene el deber de soportar, se tiene que 
este postulado constituye un fundamento de la atribución de responsabilidad por los 
actos de terrorismo, hasta avanzar más allá de la noción tradicional de causas 
ontológicas normalmente generadoras del daño, toda vez que lo que se pretende 
con la aplicación ésta teoría es la socialización de los riesgos y de la incidencia de 
los daños a la población civil419. 
 
Es decir que, en aplicación al principio de solidaridad, se justifica la distribución de 
los daños a una población civil en particular en el conjunto de una sociedad, cuando 
han sido causados con ocasión de un perjuicio público, en desarrollo del principio 
del interés común420, como por ejemplo el daño sufrido por un vecino o transeúnte, 
a consecuencia de una bala perdida disparada por la policía al repeler acciones 
delincuenciales421. 
 
Así las cosas, debe entenderse que, a la luz de los fines y cometidos consignados 
en la Constitución Política de 1991, el Juez Contencioso Administrativo se encuentra 
                                                          
CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
05001-23-24-000-1994-00332-01(20835). (07 de julio de 2011). [C.P Enrique Gil Botero] “29) En 
cualquier caso debe tenerse en cuenta que en situaciones de conflicto armado las obligaciones de 
adoptar medidas positivas de protección y prevención se ven acentuadas y revestidas de una 
importancia cardinal, por lo que su inobservancia puede comprometer la responsabilidad 
internacional del Estado, tal como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos; 
En efecto, debido a que en estos casos las personas enfrentan un riesgo real de sufrir amenazas o 
vulneraciones de sus derechos humanos, el Estado asume una posición especial de garante que lo 
obliga a ofrecer una protección efectiva a la población civil y a adoptar todas las medidas a su alcance 
para evitar o conjurar situaciones de peligro razonablemente previsibles” 
419 LÓPEZ MESA, Marcelo J. Algunos excesos en materia de responsabilidad del Estado. ¿Es 
posible aplicar al Estado la doctrina del riesgo creado? Op. cit. p.437 y ss; ZAVALA DE GONZÁLEZ, 
Matilde. Op. cit. p. 85. 
420 ZAVALA DE GONZÁLEZ, Matilde. Op. cit.  
421 TRIGO, Félix A. y LÓPEZ MESA, Marcelo J. Op. cit. p.32. 
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en el deber de hacer una interpretación integral del ordenamiento jurídico, que 
materialice en sus decisiones los principios y valores contenidos en el texto 
constitucional, a efectos de darle prioridad a los derechos de los administrados 
como núcleo y fin esencial del Estado Social de Derecho.  
 
Por ello, este sector de la jurisprudencia considera que la causalidad como elemento 
estructurante de la responsabilidad del Estado, puede ser sustituida en los eventos 
donde se generen daños a la población civil por actos de terrorismo, no sólo por una 
presunción de causalidad422, sino también por la aplicación directa de principios 
constitucionales, tales como la igualdad, solidaridad, justicia material y dignidad 
humana - justicia distributiva-. 
 
Ahora bien, se considera pertinente traer a colación los casos específicos de la 
jurisprudencia contencioso administrativa relacionadas con teorías de imputación 
objetiva por actos de terrorismo, específicamente en lo que atañe a la posición de 
garante.  
 
En relación con los actos de terrorismo cometidos por terceros, es del caso anotar 
que las Fuerzas Militares de Colombia tienen una posición de garante permanente, 
indeclinable e irrenunciable sobre todos los ciudadanos e instituciones del Estado, 
al igual que la obligación de salvaguardar la soberanía nacional, el modelo de 
Estado colombiano y, en general, brindar garantías a los administrados para que 
puedan ejercer sus derechos y libertades individuales, al tenor de lo dispuesto en el 
artículo 217 de la Constitución Nacional, del cual se desprende no sólo su posición 
de garante institucional sino, además, el fundamento de orden positivo de los “roles 
sociales” o “funcionales” que debe desempeñar la institución.  
 
                                                          
422 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia (24 de octubre de 
1997). [C.P. Carlos Betancur Jaramillo] Actor Carmen Emilia Mora y otros. Sección Tercera, 
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En ese sentido se indica que a manera de silogismo que, si la lucha es contra el 
Estado y el atentado terrorista es contra el mismo, al margen de que se presenten 
víctimas civiles; entonces, el Estado que se beneficia de privilegios como son las 
contribuciones de los ciudadanos a las cargas públicas, tiene el deber y obligación 
de mantener la organización sociopolítica y de la fuerza pública, de allí que con la 
misma razón resulta adecuado deducir que cuando el Estado es objeto de actos 
desestabilizadores, debe reparar los daños de quienes fueron ajenos a ese objetivo 
directo, que no era la víctima misma, sino la organización política de la cual el 
individuo hace parte.  
 
Debido a que el ciudadano alcanzado por el acto de terrorismo hace parte de una 
sociedad construida sobre una elección política fundamentada en los principios 
enunciados, deviene que se ha generado una transgresión a los mismos, los cuales 
son de obligatorio cumplimiento por parte del Estado en todo momento.423  
 
Debe anotarse que, el acto de terrorismo encuentra razón en la intención de dañar 
a la sociedad en conjunto con el fin de destruirla, en consecuencia, la actividad 
terrorista debe ser tomada como un elemento accidental y excepcional en la 
determinación de los efectos jurídicos424. Por ello, el acto terrorista cuando el acto 
se dirige a la sociedad, pero se daña excepcional y anormalmente a un ciudadano, 
será toda la sociedad la que soporte de forma equitativa esa carga pública425.  
 
Es decir, en palabras del Consejo de Estado, “la solidaridad fundamentaría la 
atribución de esos daños a la Administración, de tal manera que el juez 
                                                          
423 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
05001-23-24-000-1994-00332-01(20835). (07 de julio de 2011). [C.P Enrique Gil Botero] 
424 Apartes trascritos en CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia 
(23 de septiembre de 1994) [C.P. Julio Cesar Uribe Acosta]. Sección Tercera “Los actos terroristas 
y el derecho privado” en “El seguro en la propiedad horizontal y ante los actos terroristas”, Medellín, 
1986, p. 76 y 77. 
425 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 8577. (23 
de septiembre de 1994). [C.P. Julio Cesar Acosta Uribe]. 
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administrativo se ve en la necesidad de interpretar las normas, principios y 
valores constitucionales desde el enfoque pro homine, dando prevalencia a los 
derechos de los asociados y no de la Administración que incumple las garantías 
constitucionales de protección de sus asociados; Pues precisamente, las 
decisiones del juez administrativo deben estar encaminadas a materializar los 
principios y fines del Estado, dentro de los cuales encontramos el mantenimiento 
de un orden justo426”.  
 
En este caso, teniendo en cuenta que el acto de terrorismo no se encuentra dirigido 
en contra de un particular, sino del Estado y la sociedad en general, en el evento 
en que se materialice un daño a un integrante de la sociedad, ésta deberá 
responder en forma solidaria por los daños irrogados a la víctima, por ser un 
perjuicio social. Así mismo, el daño resulta antijurídico en razón a que una persona 
no tiene por qué soportar los daños que se generan con motivo de la defensa del 
orden institucional frente a las fuerzas de la subversión; de tal manera que si bien, 
el actuar de la administración es lícito, ello no la libera del deber jurídico de 
indemnizar los daños que cause con tal motivo, tal como se extrae de la teoría del 
daño especial tratada en el capítulo en precedencia de esta tesis.427 
 
-. 207 – 211  
 
Frente a tal interpretación de las posiciones de garante del Ejército Nacional, la 
Corte Constitucional en sentencia SU-1184 de 2001 precisó que un miembro de la 
fuerza pública puede ser garante cuando se presenta: i) La creación de riesgos para 
bienes jurídicos, o ii) Surgimiento de deberes por la vinculación a una institución 
estatal; en ese sentido, los peligros para los bienes jurídicos pueden por la tenencia 
de objetos peligrosos como armas o dinamita entre otros, y por la actuación de 
persona ajo una relación de subordinación, quienes deben tomar medidas de 
                                                          
426 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia SU-846 (6 de julio de 2000). [M.P. Alfredo 
Beltrán Sierra] 
427 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Radicación número: 
05001-23-24-000-1994-00332-01(20835). (07 de julio de 2011). [C.P Enrique Gil Botero] 
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seguridad con la finalidad de evitar que se vulneren los derechos fundamentales por 
parte de terceros.  
 
En ese orden de ideas, el Estado puede ser garante en la modalidad de “garante 
institucional” cuando se presentan deberes irrenunciables en un Estado Social y 
Democrático de Derecho, como por ejemplo la protección de la vida e integridad de 
todos los habitantes, y la defensa de la seguridad de la nación.428  
 
De tal manera que, para que un miembro de la fuerza pública sea garante, se 
requiere que en concreto recaiga dentro de su ámbito de competencia la protección 
de los derechos constitucionales de los ciudadanos de la República. Es decir, un 
miembro de la fuerza pública que tiene dentro de su ámbito de responsabilidad el 
deber de resguardar un sector de la población amenazada por grupos al margen de 
la ley, y éste no inicia la acción de salvación cuando pese a tener los medios 
materiales para hacerlo, se le podrán imputar los resultados lesivos que el tercero 
cometió429, pudiéndose observar los deberes que colocan en garante institucional a 
las Fuerzas Militares y Policía Nacional en los artículo 217 y 218 de la Constitución 
Política.  
 
Así las cosas, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, tienen una posición de 
garante institucional derivada de su obligación de cumplir deberes irrenunciables 
de protección y vigilancia a los ciudadanos, así como la defensa de la soberanía 
del Estado en procura de garantizar los derechos constitucionales de los asociados; 
esto si se tiene en cuenta que el uso de la fuerza únicamente está legitimado para 
las fuerzas armadas del Estado, pues la estructura social deposita en ellas el 
monopolio del uso de las armas, razón por la cual se erige respecto a la 
Administración la indeclinable tarea de defender los derechos de los administrados, 
                                                          
428 GÜNTHER, Jakobs. Strafrecht Allgemeiner Teil Die Grundlagen und die Zurechnungslehre”, 
(studienausgabe). Berlin, New York: Auflage, Walter de Gruyter, 1993. p. 830. 
429 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-1184, 2001. Op. cit. 
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como garante del orden constitucional frente a los actos de terrorismo de las 
agrupaciones armadas guerrilleras.430 
 
Por ello, sería inadmisible que el Estado a través de las Fuerzas Militares o de 
Policía se abstuviesen de realizar las respectivas acciones de salvamento, claro 
está salvo que sea imposible físicamente evitar la ocurrencia de los actos de 
terrorismo.431 Por ello, se debe entender que la fuerza pública se encuentra siempre 
en posición de garante frente a la protección de los bienes y derechos de los 
ciudadanos, sin que ello suponga someter al Estado a lo imposible. 
 
De tal suerte que se considera pertinente traer a colación algunos apuntes 
realizados desde vieja data por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, en sentencia del cuatro (4) de octubre de dos mil 
siete (2007), Rad. 16.894, donde indicó que es conocido que en nuestro país el 
servicio de policía de nuestro país, carece de los recursos para proteger la vida y 
los bienes de todos y cada uno de los habitantes, lógica que generaría que la 
institución de la policía esté llamada a desaparecer.  
 
Se debe tener de presente siempre que, radica en cabeza del Estado el deber de 
protección de la vida, honra y bienes, deberes que cobran mayor relevancia en su 
protección cuando es conocida por las autoridades la posibilidad de que se concrete 
                                                          
430 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-1145 (30 de agosto de 2000) [M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz] sostuvo, de manera enfática, que: “Como lo ha reconocido la Corte, el 
uso de cualquier tipo de armas – de guerra o de uso personal – tiene un potencial ofensivo que debe 
ser fuertemente controlado por el Estado; A este respecto, la Corporación ha señalado que 
contradice los postulados más elementales del Estado Social de Derecho, la teoría según la cual los 
ciudadanos tienen derecho fundamental o constitucional de armarse para su defensa personal. 
Según la Corte, el Estado contemporáneo tiene la función de monopolizar el ejercicio de la fuerza y 
debe evitar, por todos los medios, que los miembros de la sociedad lleguen al extremo de considerar 
que sus derechos o intereses sólo pueden defenderse causando la muerte de su potencial agresor. 
Según la Corte una sociedad que centre sus esperanzas de convivencia pacífica en los métodos de 
disuasión por medio de las armas de fuego, es una sociedad fundada en un pacto frágil y deleznable; 
Las relaciones intersubjetivas estarían construidas en el temor y la desconfianza recíprocas, de tal 
manera que la ausencia de cooperación, entendimiento y confianza, como bases del progreso social, 
serían un obstáculo insalvable para el crecimiento individual y colectivo” 
431 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU-1184, 2001. Op. cit. 
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o materialice un riesgo de naturaleza prohibida. De tal manera que el Consejo de 
Estado, haciendo referencia a la escuela funcionalista del Derecho Penal Alemán, 
reafirma que el Estado al poseer de manera exclusiva el monopolio de la fuerza 
armada se encuentra obligado a precaver el delito, y responder patrimonialmente 
por los daños antijurídicos que pudiéndose evitar, se concreten por omisión en el 
cumplimiento del deber legal contenido en los artículos 2°, 217 y 218 de la 
Constitución Política.432 
 
En ese orden de ideas, se plantea la teoría de las obligaciones jurídicas 
superiores433 que en el derecho anglosajón se denominan obligaciones 
funcionales del Estado, y que son verdaderas obligaciones jurídicas que compelen 
a la Administración a cumplir en forma irrevocable el mandato constitucional 
respecto a los deberes de protección de los ciudadanos.  
 
En esta sentencia el Consejo de Estado, adopta una posición amplia en relación 
con los deberes de protección, bajo el entendido de que no es necesaria la 
presentación formal de una petición de protección por parte de los ciudadanos 
sobre los cuales se cierne la amenaza, pues considera que la mera existencia de 
la vida del ciudadano aun sin que hubiera mediado solicitud por parte del de la 
víctima, justifica la presencia de las autoridades para proteger los bienes jurídicos 
de los asociados.434 
 
                                                          
432 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 16.894. 
(4 de octubre de 2007) [C.P. Enrique Gil Botero]. Sección Tercera 
433 DE ASIS, Roig. Deberes y obligaciones de la Constitución. Madrid: Centro de Estudios 
Constitucionales, 1991. p. 453 
434 VID GREGORIO, Peces – Barba. Los deberes fundamentales. En: Doxa, (4) Alicante, 1987. p. 
338. DE ASIS, Roig, Op. cit. p. 276. “El deber u obligación de un buen gobierno en sus aspecto 
general no es otra cosa que la resolución de las necesidades y pretensiones individuales, políticas, 
económicas, sociales y culturales, así como el establecimiento de las obligaciones propias de los 
individuos a él sometidos, teniendo como punto de apoyo el constituido por el respeto, en la libertad 
y la igualdad, la dignidad humana como expresión de la comunicación intersubjetiva; Este deber no 
es solo de protección sino también de promoción” 
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En tales términos, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, en 
Sentencia Rad. 18.274, 2009 en aplicación a la posición de garante indicó que se 
realiza imputación material en la categoría de imputación objetiva “para determinar 
si el daño es atribuible o no en cabeza de un sujeto, en este caso la Policía 
Nacional, pues si bien el acto de terrorismo fue perpetrado por un grupo de 
personas que le dispararon una multiplicidad de ocasiones al Personero Municipal, 
lo que prima facie desde el plano de la causalidad adecuada configuraría una 
ausencia de imputación respecto del Estado por tratarse del hecho exclusivo y 
determinante de un tercero, desde la perspectiva de la imputación objetiva la 
omisión en el cumplimiento de deberes funcionales de la institución acarrea para el 
omitente la posibilidad de ser imputado por la acción de un tercero435”. 
 
Explica la jurisprudencia del Consejo de Estado que el hecho de que el daño tenga 
su génesis causal en la conducta de un tercero, ello no significa que se haya 
configurado una causa extraña que exonere de responsabilidad a la Administración, 
pues eventualmente puede serle imputable el daño causado por el tercero en los 
eventos en que sus acciones u omisiones hubieran sido relevantes o hubieren 
facilitado la producción del daño por parte del tercero. Es decir, que la conducta de 
la institución hubiese generad un aumento del riesgo permitido o un 
desconocimiento del principio de confianza, o si pudiendo evitar el daño teniendo 
la obligación legal y la capacidad debida, se hubiese abstenido de hacerlo.436 
 
En ese orden de ideas, se aclara que si bien la imputación fáctica tiene un 
componente causal, éste no es el único ingrediente que integra el proceso de 
atribución material, pues la imputación objetiva refulge como una herramienta 
adicional y esencial en el proceso de atribución de un resultado en cabeza de un 
determinado sujeto, que surge con el propósito controlar la incertidumbre que 
                                                          
435 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente: 18.274 




genera el empleo de las teorías causales -propias de las ciencias naturales- frente 
a la asignación de resultados en las ciencias sociales.  
 
En tal virtud, se genera la posibilidad de imputar a la Administración el daño que 
sea consecuencia de una acción u omisión de un tercero, siempre que se constate 
la ocurrencia de cualquiera de los siguientes aspectos: i) Posición de garante (Con 
fundamento en el ordenamiento jurídico se tenía el deber de impedir la 
materialización del daño); ii) Creación del riesgo jurídicamente desaprobado (Con 
su actividad se incrementó el riesgo permitido); o iii) El resultado está cubierto por 
el fin de protección de la norma (Se estaba dentro del ámbito de protección de la 
norma del ciudadano).  
 
En consecuencia, se tiene que los problemas fundamentales que se plantean en la 
responsabilidad extracontractual del Estado por actos de terrorismo, son en sede 
de omisión, los cuales se ventilan a través de la imputación objetiva, la cual nos va 
indicar cuándo un determinado sujeto se encuentra en el deber jurídico de evitar un 
resultado. 
 
“Desde esta perspectiva, la posición de garante se erige como uno de los ejes 
basilares sobre los cuales se edifica el concepto de imputación fáctica, puesto 
que a partir del conjunto de principios establecidos en el artículo 1° de la 
Constitución Política, se hace responsable desde diversas perspectivas 
jurídicas, a la persona cuya omisión ha facilitado la producción del daño, lo que 
desvirtúa en el plano jurídico el principio causal según el cual a partir de la 
omisión no se deriva nada (Ex nihilo, nihil – De la nada, nada)”437 
 
En pronunciamientos más recientes, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Radicación: 2005-00451 (37719) de 2018, resolvió el caso del acto 
                                                          
437 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit. p. 55-116. 
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de terrorismo en relación con el Club el Nogal, en el cual podemos encontrar la 
siguiente ratio decidendi. En este asunto se indicó por el Alto Tribunal que la 
responsabilidad no deviene de la omisión en atender requerimientos especiales del 
club para su seguridad, debido a que no existe prueba de solicitud alguna sobre 
protección especial, y que la seguridad de las instalaciones del club era contratada 
con empresas de seguridad privada encargadas de dar seguridad al ingreso de 
personas y automóviles, máxime si se tiene en cuenta que el personal de seguridad 
del club debió evidenciar el ingreso de un vehículo cargado con 250 kilos de 
explosivos, pues en estos casos el automotor se inclina por el peso; de tal manera 
que, si bien no es procedente definir la responsabilidad del Club debido a que no 
fue demandado, de haberse vinculado debería ser condenado.438 
 
En relación con las acciones y omisiones de las entidades demandadas, considera 
que existió un conocimiento si quiera sumario de la posible realización del atentado, 
atendiendo a que de los informes del CTI de la Fiscalía se evidencia que en captura 
de un miembro de las FARC alias El Flaco, éste relató que era el encargado de 
planear y poner en marcha la ofensiva en el área urbana en contra de bienes 
representativos del Estado. 
 
“Se indica en la referenciada sentencia que en las instalaciones del Club El Nogal 
se realizaban actividades de alcance institucional, pues la entonces Ministra de 
Defensa Martha Lucía Ramírez se hospedó en el club entre el 17 de octubre y 
19 de octubre, del 21 al 25 de octubre y del 28 de octubre al 2 de noviembre de 
2002; y entre otros personajes representativos del Estado se hospedó el Ministro 
del Interior y de Justicia de la época Fernando Londoño, el Fiscal General de la 
                                                          
438 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 2005-00451 
(37719), (16 de agosto de 2018). [C.P. Stella Conto Díaz Del Castillo]. 
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Nación439, el Director Nacional de Estupefacientes440, el director del 
Departamento Administrativo de Seguridad –DAS-441, el director de la Policía 
Nacional442, el comandante de la Fuerza Aérea Colombiana443”. 
 
En ese orden de ideas, el Consejo de Estado fundamentándose en los deberes de 
equidad, solidaridad y equilibrio de las cargas públicas, indica que son predicables 
respecto de la responsabilidad estatal por los perjuicios ocasionados en razón del 
ataque perpetrado por un grupo subversivo, debido a que el actor terrorista o 
rebelde busca atacar el elemento estructural del Estado –la población-, debilitando 
las instituciones. 
 
En ese orden de ideas, la Alta Corporación estima que se debe aplicar el régimen 
de responsabilidad objetivo bajo el título jurídico de imputación daño especial, en el 
entendido de que el Estado debe responder patrimonialmente, no porque su 
comportamiento pueda entenderse constitutivo de reproche, sino por la necesidad 
de restablecer el equilibrio frente a las cargas públicas de un ciudadano que soporta 
un daño público o común; haciendo materialmente efectivos los principios 
constitucionales de equidad, de solidaridad y se restablezca el principio de igualdad 
frente a las cargas públicas.444  
                                                          
439 “Con visita en fechas del 13 de agosto a las 8:15 horas, 1 de noviembre de 2002 a las 7:11 horas 
y 6 de febrero de 2003 a las 13:22 horas; Según consta en registro de asistentes a eventos del socio 
Fernando Londoño Hoyos en certificación expedida por el Club visible a fl. 28-31 c. 2 exp. 41816” 
440 “Con visita en fechas del 1° y 22 de noviembre de 2002 a las 6:40 y 6:38 horas, respectivamente. 
Según consta en registro asistentes a eventos del socio Fernando Londoño Hoyos en certificación 
expedida por el Club visible a fl. 28-31 c. 2 exp. 41816” 
441 “Con visita en fechas del 1°de noviembre y 3 de diciembre de 2002 a las 7:05 y 7:00 horas, 
respectivamente. Según consta en registro de asistentes a eventos del socio Fernando Londoño 
Hoyos en certificación expedida por el Club visible a fl. 28-31 c. 2 exp. 41816”  
442 “Con visita en fecha del 22 de noviembre de 2002 a las 6:50 horas. Según consta en registro de 
asistentes a eventos del socio Fernando Londoño Hoyos en certificación expedida por el Club visible 
a fl. 28-31 c. 2 exp. 41816” 
443 “Con visita en fecha del 22 de noviembre de 2002 a las 7:19 horas. Según consta en registro de 
asistentes a eventos del socio Fernando Londoño Hoyos en certificación expedida por el Club visible 
a fl. 28-31 c. 2 exp. 41816” 
444 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativa. Sentencia Expediente 49357. 




De otra parte, a efectos de imputar materialmente, echa mano de la teoría de la 
imputación objetiva en relación con el criterio de “Estado garante”, bajo el entendido 
de que su deber era aminorar los peligros a la población civil que se ciernen como 
consecuencia del conflicto armado interno, aspecto que fue desatendido por la 
Administración. 
 
Ahora bien, en relación con la decisión arriba trascrita se considera pertinente 
realizar las siguientes observaciones, como quiera que en la providencia de la 
referencia se incurre en imprecisiones en relación con la estructura del juicio de 
responsabilidad.  
 
Desde aquel famoso “ Fallo blanco” que marcó el inicio de la responsabilidad del 
Estado por acciones u omisiones de sus agentes, por el Tribunal de Conflictos de 
Francia de ocho (8) de febrero de mil ochocientos setenta y tres (1873), incoado 
por el señor Blanco contra el Prefecto del Departamento de la Gironde, representante 
del Estado: 
 
“tuvo por objeto hacer declarar al Estado civilmente responsable, por la aplicación 
de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, del perjuicio resultante de la herida 
sufrida por su hija, por hechos de obreros empleados por la administración de 
tabacos; considerando que la responsabilidad que puede incumbir al Estado por 
los perjuicios causados a los particulares por hechos de personas que emplee en 
el servicio público, no puede estar regida por los principios establecidos en el 
Código Civil para las relaciones de particular a particular; que esta 
responsabilidad no es ni general ni absoluta; que tiene sus reglas especiales que 
varían según las necesidades del servicio y la necesidad de conciliar los 
derechos del Estado con los derechos privados; que, desde entonces, en los 
términos de las leyes acabadas de ver, la autoridad administrativa es la sola 




Se le consideró durante largo tiempo como el fallo de principio, la piedra angular de 
todo el Derecho Administrativo. Es de anotar que el derecho sustancial 
administrativo no tiene un código como ocurre con las otras áreas del derecho, 
como el derecho civil, penal, comercial, etc., sino que para resolver los conflictos 
que se plantean entre los particulares con el Estado y entre las entres estatales, 
recurre a las reglas del derecho común. 
 
Ante esta inexistencia de normas para desatar las controversias dichas, se ha 
recurrido a la aplicación directa de textos constitucionales como el artículo 2° de la 
C.P según el cual: 
 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás 
derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del 
Estado y de los particulares, o el art. 90, que reza: 
 
“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. En 
el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales 
daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa 
de un agente suyo, aquel deberá repetir contra este. La ley podrá establecer los 
eventos en que la responsabilidad del Estado esté limitada, excluida o 
condicionado, o las teorías sobre la responsabilidad del Estado desarrolladas por 
la doctrina y la jurisprudencia” 
 
En relación con los elementos del juicio de responsabilidad extracontractual del 
Estado, el estadio actual de la jurisprudencia nacional indica que se necesitan en 
un orden especifico la ocurrencia de los siguientes elementos: 1. Un daño + 




Dentro de la imputación plena encontramos una: 2.1. Imputación material, que es 
el señalamiento concreto a quien se le atribuye el hecho dañoso, y esta se subdivide 
en dos niveles, 2.1.1. Acción, la cual se explica actualmente mediante la teoría de 
la causalidad adecuada y 2.1.2. La omisión en los deberes de actuación, siendo 
explicable a través de las teorías de imputación objetiva “a) riesgo permitido, b) 
principio de confianza, c) posición de garante, d) acción a propio, e) prohibición de 
regreso, f) fin de protección de la norma” (según la actual jurisprudencia). A su 
turno, dentro de la imputación plena se encuentra la 2.2. Imputación jurídica, que 
es la razón o fundamento normativo para atribuir la responsabilidad, la cual está 
compuesta por el 2.2.1. Régimen de responsabilidad subjetivo (Falla del servicio, 
simple, presunta, probada y relativa) y el 2.2. Régimen de responsabilidad objetivo 
(Riesgo excepcional Riesgo peligro, riesgo conflicto, riesgo beneficio, riesgo alea y 
(Daño especial).  
 
Siendo estos elementos de carácter conjuntivo no disyuntivos, es decir, deben 
analizarse en su totalidad y encontrarse acreditados todos y cada una de ellos, 
pues, ante la inexistencia de cualquiera de ellos, se torna estéril el juicio de 
responsabilidad, impidiéndole al juez continuar con el estudio de los restantes 
elementos. 
 
En el caso concreto, estimo que el Consejo de Estado, Radicación: 2005-00451 
(37719) de 2018, condenó a la Nación sin realizar imputación material, pues omitió 
realizar en debida forma la explicación de cómo atribuye el resultado (acto 
terrorista) a la administración, mediante el incumplimiento de sus deberes 
obligacionales, es decir, nunca indicó, cuál fue la omisión, como causa 
determinante, en que incurrió la administración para atribuirle el resultado en 




Máxime si se tiene en cuenta que el mismo Tribunal acepta el hecho de la 
“inexistencia de esa imputación material”, que por algún tipo de circunstancia 
decidió no analizar, tal como consta en la p.ina 50 del fallo, evidenciándose que el 
incumplimiento de los deberes de protección de los socios del Club el Nogal fue 
directamente de la “persona jurídica Club el Nogal” y su Empresa de Seguridad, por 
las fallas en el servicio de seguridad que estaban obligados a prestar a sus 
asociados y visitantes, los cuales pagan por ese servicio.  
 
Debiéndose aclarar que el Juez aun advirtiendo la falta de configuración del 
litisconsorcio necesario, decidió contravenir las reglas de orden procesal y de 
obligatorio cumplimiento de no vincular a los verdaderos omitentes en los deberes 
de seguridad y actuación, que permitieron la producción del daño, como lo son el 
Club el Nogal y su Empresa de Seguridad; razón por la cual desde el campo del 
derecho adjetivo se debió declarar la nulidad de todo lo actuado y vincular a estos 
sujetos, plenamente identificables e identificados para que hicieran valer su 
derecho de defensa ante la inminente condena que se debió haber proferido frente 
a estos, de conformidad con el artículo 83 del C.P.C445, vigente para la época de 
los hechos.  
                                                          
445 Código De Procedimiento Civil. “Art 83 Litisconsorcio necesario e integracion del 
contradictorio: <Artículo derogado por el literal c) del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012. Rige a 
partir del 1 de enero de 2014, en forma gradual, en los términos del numeral 6) del 
artículo 627> <Artículo modificado por el artículo 1, numeral 35 del Decreto 2282 de 1989. El nuevo 
texto es el siguiente:> Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los 
cuales, por su naturaleza o por disposición legal, no fuere posible resolver de mérito sin la 
comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos 
actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez 
en el auto que admite la demanda ordenará dar traslado de ésta a quienes falten para integrar 
el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia dispuestos para el 
demandado. En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras 
no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá a los citados el mismo término 
para que comparezcan; El proceso se suspenderá durante el término para comparecer los citados. 
Si alguno de los citados solicitare pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá sobre ellas; 
si las decretare, concederá para practicarlas un término que no podrá exceder del previsto para el 
proceso, o señalará día y hora para audiencia, según el caso. Cuando alguno de los litisconsortes 
necesarios del demandante no figure en la demanda, podrá pedirse su citación acompañando la 





Así, como también era carga del Ministerio Público (Procuraduría) solicitar dicha 
vinculación, y si así no se hizo en el trámite procesal, la decisión verdaderamente 
ajustada a derecho que debió haber tomado el juez, era declarar la ineptitud 
sustancial de la demanda por falta de integración del contradictorio, pues esa carga 
procesal de integrar en debida forma a la parte eventualmente afectada por el fallo, 
le correspondía a los demandantes, y no haber expedido un fallo condenatorio, 
frente a las instituciones que representan a la Nación, cuando probatoriamente 
existe una verdadera falta de legitimación en la causa por pasiva respecto a estas, 
e imposibilidad de imputar materialmente el resultado lesivo a estas desde el plano 
de la “imputación objetiva” y mucho menos de la “causalidad adecuada”.  
 
Lo anterior, si se tiene en cuenta que, al no haber sido constituida en garante la 
Nación del hecho criminoso cometido por las FARC - Club el Nogal – Empresa de 
Seguridad del Nogal, deviene que en el presente asunto la administración ni 
siquiera se encontraba obligada a resistir las pretensiones de la demanda.  
 
Por lo que resulta contra evidente, lo expresado en el fallo cuando dice que “es 
claro que la responsabilidad no deviene de la omisión en atender requerimientos 
especiales del Club para su seguridad, puesto que la sala no encuentra prueba de 
solicitud alguna sobre protección especial, estudios de seguridad o apoyo en las 
labores de vigilancia”, y la fatídica conclusión de atribuir sin elementos para 
hacerlo. De tal manera que, desde el plano del Derecho Procesal Administrativo, la 
Nación ni siquiera debió ser parte dentro del juicio de la referencia, pues resulta 
claro que el Estado nunca se constituyó en garante de los usuarios de los servicios 
del Club el Nogal para que se le pudiese atribuir materialmente el resultado dañoso 
por incumplimiento en los deberes relacionados con la seguridad del sitio. Como se 
dijo anteriormente, según la teoría del funcionalismo radical de Jakobs, “no todo 
atañe a todos”; pues solamente existe omisión en relación con los deberes 
funcionales de actuación, siempre y cuando se hubiese constituido previamente a 
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la institución en garante, y en el presente asunto no existió una defraudación de las 
expectativas impuestas por su rol, lo cual no implica que dicha constitución deba 
ser por escrito.  
  
Tanto es así que, en la referenciada providencia nunca se estableció el tipo de 
posición de garante que asumía la Nación en el sub examine para ser condenada 
frente al incumplimiento de sus deberes de actuación, como lo son el: i) Garante 
organizacional o relacional (creación del riesgo – no intervención y no generar 
daño) y ii) El garante institucional (solidaridad – intervención y protección).  
 
Entonces, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo debió haber vinculado al 
juicio al “Club el Nogal y la Empresa de Seguridad del Nogal” para que respondieran 
directamente como aquellos que efectivamente omitieron sus deberes de 
protección frente a los socios y comunidad del club; máxime si se tiene en cuenta 
que se acreditó dentro del expediente que uno de los miembros de la junta directiva 
del club el Nogal no solo facilitó el ingreso del carro bomba, sino que hacia parte de 
la estructura terrorista FARC. Inclusive, a la fecha de expedición de la sentencia 
cuestionada era perfectamente posible vincular al proceso a los responsables 
directos, quienes se encuentran totalmente identificados en el expediente, con 
condenas por el hecho materia del proceso.  
 
De tal manera que, con la posición del Alto Tribunal de omitir el Estudio y prueba 
en relación con uno de los elementos de la responsabilidad, como lo es la 
imputación material, se cambian los elementos estructurales del juicio, pasando la 
atribución material del daño a ser innecesaria para que surja el deber de reparar.  
 
En ese orden de ideas, nacería ipso iure o de pleno derecho el deber de reparar 
frente a cualquier sujeto que no participó por acción u omisión en la producción del 
resultado dañoso; toda vez que, el juez en el caso bajo examen suplió cualquier 
falencia probatoria frente a la atribución del daño, con el “régimen de 
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responsabilidad objetivo – título de imputación daño especial - principio de 
solidaridad y requilibrio de las cargas públicas”, utilizándolo como Joker o comodín, 
el cual cumple pésimamente la función de modificar las reglas del juego y otorga 
una ventaja irreal frente a quien la emplea; en palabras coloquiales de todas formas 
se debe condenar.  
  
A eso hay que sumarle que el material probatorio fuerte para determinar el 
hipotético conocimiento de la administración del atentado, son recortes de 
periódicos, aun extranjeros, sin ratificación del periodista, a los cuales el Alto 
Tribunal les ha otorgado un peso probatorio del cual carecen en la legislación 
colombiana, tal como lo señalan los precedentes verticales y vinculantes de esa 
misma Corporación, contraviniendo sus propios precedentes obligatorios.  
 
Debe aclararse además que, en asuntos de responsabilidad extracontractual por 
actos de terrorismo, la jurisdicción contenciosa estila disponer que se notifique a la 
entidad competente de la administración que indemniza víctimas de hechos 
terroristas por vía administrativa para que no se efectué doble pago; es decir, uno 
por vía judicial y otro por vía ejecutiva según los regímenes indemnizatorios 
soportados en el principio de solidaridad, lo cual no se evidencia en el resolutivo de 
la decisión.  
 
De lo expuesto se evidencia entonces cómo la mala práctica de las teorías de 
imputación objetiva desde su lado afirmativo, o inclusive la exclusión de la 
imputación so pretexto de la aplicación de regímenes de responsabilidad 
fundamentados en el principio de solidaridad, generan la posibilidad de condenar 
de manera automática a la administración, sin que las causales de exoneración de 
responsabilidad como la causa extraña o la prueba de diligencia y cuidado puedan 




En igual sentido, se hace pertinente traer a colación las precisiones realizadas por 
la Corte Constitucional en la Sentencia SU- de 2020 Referencia: Expediente: T-
7.532.245, en relación en la comentada sentencia el Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Radicación: 2005-00451 (37719) de 2018, que resolvió 
el caso del acto de terrorismo en relación con el Club el Nogal; en la cual la Corte 
Constitucional mediante sentencia de unificación de tutela efectuó consideraciones 
similares a las apreciaciones plasmadas por el tesista, en relación con la 
imposibilidad de imputar responsabilidad por no haberse constituido en garante a 
la Administración, veamos:  
 
En el caso de marras la Fiscalía General de la Nación y el Ministerio de Defensa 
Nacional formularon, acción de tutela contra la Subsección B de la Sección Tercera 
del Consejo de Estado, pues consideraron que la sentencia dictada por dicha 
autoridad judicial vulneró el derecho fundamental al debido proceso luego de 
incurrir en los defectos sustantivo y fáctico, así como en una violación directa de la 
Constitución Política. Señalaron que la autoridad judicial accionada desconoció el 
precedente judicial que el pleno de la Sección Tercera del Consejo de Estado fijó 
en la sentencia del 20 de junio de 2017446, en punto de la atribución de 
responsabilidad al Estado por daños que causan terceros. Concretamente, 
aseguraron que, según dicha providencia, el Estado debe reparar los daños 
antijurídicos causados por personas ajenas a este en tres supuestos, a saber:  
 
i) Cuando, a pesar de no actuar directamente, haya prestado colaboración activa 
a quienes lo produjeron, en cuyo caso la imputación jurídica del daño debería 
estudiarse bajo las premisas de la falla de servicio;  
 
                                                          
446 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Seccion Tercera, Radicado: 
25000-23-26-000-1995-00595-01 (18860); Demandantes: Rosa Elena Puerto Niño y otra; 
Demandado: Nación - Ministerio de Defensa Nacional; C.P. Ramiro Pazos Guerrero. 
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ii) Cuando se presenten daños causados por actos violentos de terceros, pero 
se determine la eventual responsabilidad del estado “con fundamento en la falla 
del servicio por omisión”;  
 
iii) Cuando, ante la ausencia de una falla en el servicio, “el juez contencioso 
administrativo debía proceder a valorar los hechos a la luz del régimen objetivo 
de riesgo excepcional, y por último el relativo al daño especial”; 
 
Por ello, considera la Fiscalía y el Ministerio de Defensa que la situación fáctica no 
se encuadra en ninguna de las hipótesis, pues en cualquier situación se requiere 
un conocimiento anterior y cierto por parte de las entidades pertinentes (posición 
de garante), que en el caso de marras no se demostró: i) La existencia de una 
amenaza clara contra el club El Nogal que, en consecuencia, pudiera haber sido 
conocida por las autoridades; y ii) Que el ataque estaba dirigido contra agentes o 
elementos representativos del Estado. Por consiguiente, consideran que el 
atentado en el club El Nogal, no le es imputable a la Administración.  
 
Al respecto la Corte Constitucional efectuando precisiones sobre “el régimen de 
responsabilidad del Estado en punto a la imputación jurídica de daños acaecidos 
en el marco de actos terroristas447”, hace referencia a las consideraciones del 
Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, en sentencia hito dictada el 
20 de junio de 2017 en el proceso número Radicado 25000-23-26-000-1995-00595-
01 (18860), en la cual se señaló lo siguiente:  
 
La Sala Plena de la Sección Tercera conoció, en sede de segunda instancia, un 
proceso de reparación directa en el que se acumularon dos demandas contra el 
Estado como consecuencia de un atentado que Pablo Emilio Escobar Gaviria 
                                                          
447 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Radicado: 
25000-23-26-000-1995-00595-01 (18860); Demandantes: Rosa Elena Puerto Niño y otra; 
Demandado: Nación - Ministerio de Defensa Nacional; C.P. Ramiro Pazos Guerrero. 
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ordenó y consistió en la detonación de un automóvil cargado con dinamita en 
Bogotá el 30 de enero de 1993, cuya onda explosiva afectó a varias personas y a 
distintos establecimientos de comercio ubicados en la localidad de Santa Fe, 
particularmente en la carrera 9ª entre calles 15 y 16. 
 
En dicho trámite judicial, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca denegó las 
pretensiones de las demandas señalando que no es posible imputar el daño a la 
Administración en razón a que no se evidencia una relación de causal entre el 
hecho generador del daño y la conducta de la administración. En consecuencia, 
consideró que los daños padecidos por las victimas como consecuencia del acto 
de terrorismo, son producto de la causa extraña en la modalidad del hecho de un 
tercero.  
 
Respecto a este asunto, la Sección Tercera realizó un análisis jurisprudencial sobre 
los casos en los cuales se ha atribuido responsabilidad patrimonial al Estado por 
actos de terrorismo, haciendo alusión a los títulos jurídicos de imputación falla del 
servicio, riesgo excepcional y daño especial.  
 
Explicando respecto a la falla del servicio, que la declaratoria de responsabilidad 
también opera por omisión frente a daños causados por actos violentos de terceros, 
de tal manera que si la entidad estatal conoce oportunamente de la posible 
ocurrencia de un acto de terrorismo proveniente de un tercero y tiene la 
competencia y la capacidad de evitar o mitigar los efectos lesivos de dicho acto, 
pero omite ejercer sus deberes, le serán imputables los daños acaezcan como 
consecuencia del acto violento.  
 
En consecuencia, para que se configure en forma válida la causa extraña como 
excluyente de responsabilidad, se debe probar la imposibilidad del obligado de: 
i)Llevar a cabo el comportamiento legal esperado; y b) La imposibilidad de prever 




Bajo estas sub reglas jurisprudenciales, la Corte Constitucional consideró que el 
fallo del Nogal (2018) propuso “centrar el análisis de la responsabilidad estatal en 
la antijuridicidad del daño creado”, propuesta que fue formulada en el salvamento 
de voto que hizo la consejera ponente en la sentencia hito del 2017. Con base en 
esa premisa la Magistrada Ponente aborda el régimen de responsabilidad del 
Estado en el caso del atentado al club El Nogal; Sin embargo, tales consideraciones 
no se enmarcan dentro del precedente consignado en la aludida sentencia de 2017, 
en la cual se hizo un exhaustivo balance jurisprudencial sobre los casos en los 
cuales se ha atribuido responsabilidad patrimonial al Estado por los daños 
causados con ocasión de actos violentos de terceros, a partir de los títulos de 
imputación falla del servicio, el riesgo excepcional y el daño especial.  
 
En consecuencia, para la Corte Constitucionales se hace evidente que el análisis 
de la responsabilidad del Estado no solo se centra en la antijuridicidad del daño 
creado, sino en la atribución jurídica del mismo al Estado a través de los títulos de 
imputación; razón por la cual pone de presente las siguientes incompatibilidad entre 
la sentencia del 2018 (El nogal) y la Sentencia hito de 2017, así:  
 
“Así por ejemplo, en la sentencia que atribuyó responsabilidad al Estado por el 
atentando ocurrido en el club El Nogal se concluyó que este correspondió a “a 
un ataque terrorista dentro del conflicto armado colombiano, realizado por el 
grupo insurgente FARC que infundió miedo y zozobra en la población civil con el 
fin de debilitar la institucionalidad”, y que si bien se trataba de las instalaciones 
de un club privado, las mismas venían siendo utilizadas con fines institucionales, 
sin particular consideración con los socios y trabajadores del lugar; motivo por el 
cual, a juicio de la Subsección B, las personas que sufrieron los daños ocurridos 
con la explosión del carro bomba no tenían el deber de soportar dicho 
menoscabo, máxime cuando se trató de personas al margen del conflicto armado 




Esa consideración no se subsume dentro de lo que, según la sentencia de la 
Sala Plena de la Sección Tercera del año 2017, se debería acreditar para que al 
Estado se le puedan imputar jurídicamente los daños ocurridos por actos 
terroristas, ya que, si el título de imputación es el riesgo excepcional, el acto 
violento causado por terceros necesariamente debe estar dirigido contra blancos 
selectivos, esto es, individuos o instituciones representativas del Estado, “pues 
si el acto violento es de carácter indiscriminado cuyo objetivo es provocar, como 
lo es el acto de terrorismo, pánico, temor o zozobra entre la población civil, no 
es posible declarar la responsabilidad del Estado con fundamento en el riesgo 
excepcional448449” 
 
En términos de la Corte Constitucional y de la Sala Plena de la Sección Tercera, 
las pretensiones encaminadas a vincular la responsabilidad del Estado en casos de 
actos violentos perpetrados por agentes no estatales cuyo objetivo es 
indeterminado, se deben desestimar, pues para atribuir responsabilidad en estos 
casos no basta la consumación del acto violento perpetrado en contra de la 
población civil, pues se debe acreditar “que el objetivo final era atacar una 
instalación militar o policial, establecimiento estatal, centro de comunicaciones o un 
elemento representativo del Estado”450, ocurriendo igual circunstancia si lo que se 
pretende es atribuir responsabilidad a título de daño especial. 
 
En ese sentido, la Corte Constitucional estima que en el caso del Club El Nogal 
dicha hipótesis no se concretó, pues en la sentencia no quedó probado que el 
atentado hubiese sido dirigido contra individuos o instituciones representativas del 
Estado, máxime si se tiene en cuenta que el acto terrorista ocurrió en un club 
                                                          
448 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, 
sentencia del 20 de julio de 2017, radicación No. 25000-23-26-000-1995-00595-01 (18860). 
449 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia SU- de 2020, Referencia: Expediente: T-7.532.245 
450 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, 
sentencia del 20 de julio de 2017, radicación No. 25000-23-26-000-1995-00595-01 (18860). 
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privado, es decir que no se trató de una institución, persona o entidad que 
represente al Estado. Así mismo, el hecho de que en las instalaciones del club 
hubieran podido utilizarse con fines institucionales no se acreditó que el blanco del 
ataque hubiera sido un objetivo claramente identificable como del Estado; y mucho 
menos se probó la previsibilidad de ese acto terrorista en concreto.  
 
Para la Corte Constitucional aunque el instituto de la reparación es una técnica 
judicial con la que se resarcen los daños antijurídicos y dicha circunstancia fue 
reconocida en la sentencia reprochada, era necesario establecer una razón de 
atribución para imputarle responsabilidad al Estado por los daños padecidos por las 
víctimas, pues lo que planteó la Subsección demandada fue justamente lo que la 
Sala Plena de la Sección Tercera desechó en la sentencia del 2017, es decir, que:  
 
“El juez cree una nueva fuente de responsabilidad del Estado con base 
exclusivamente en el principio de solidaridad sin un juicio claro de imputación, 
so pretexto de brindar en sede judicial asistencia y auxilio social, lo cual es ajeno 
al ámbito de una sede donde se juzga exclusivamente la responsabilidad de una 
de las partes convocadas al litigio; pues carecería de competencia para 
restablecer el equilibrio de las cargas sociales de personas en circunstancias de 
debilidad manifiesta por daños causados por terceros, sin que estos puedan ser 
atribuidos al Estado, esto es, sin verificar la configuración de los elementos 
estructurales de la obligación de reparar y, particularmente, el de la 
imputación”451 
  
En consecuencia, para la Corte el fallo del Club El Nogal no se compadece con la 
necesidad: i) De que exista seguridad jurídica, pues no existe uniformidad en la 
aplicación del derecho y la predictibilidad razonable de las decisiones judiciales en 
la resolución de conflictos; y ii) Tampoco salvaguarda la confianza legítima en el 
                                                          
451 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sala Plena, 
sentencia del 20 de julio de 2017, radicación No. 25000-23-26-000-1995-00595-01 (18860). 
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respeto del propio acto de las autoridades. Razón por la cual ordena revocar la 
sentencia del Club El Nogal, y en su lugar ordenar al Consejo de Estado emitir nueva 
sentencia según los parametros indicados.  
 
Por otra parte, también resulta importante citar la reciente sentencia del nueve (9) 
de septiembre de dos mil veinte (2020), emitida por el Consejo de Estado, Sala 
Plena de lo Contencioso Administrativo, Sala Especial de Decisión Núm. 9, 
Consejero Ponente: Gabriel Valbuena Hernández, Radicación 
76001333100120080013401, Proceso de origen: Acción de Grupo, mediante la 
cual se revocó la sentencia de segunda instancia del veintidós (22) de febrero de 
dos mil trece (2013) emitida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del 
Cauca, que habría negado las pretensiones indemnizatorias de las víctimas 
indirectas del secuestro y ejecución de los Diputados del Valle del Cauca en 2002; 
precisándose en la sentencia de la Alta Corporación los alcances de la 
responsabilidad del Estado por incumplimiento en sus deberes de protección “falla 
del servicio por omisión y posición de garante institucional” en relación con el tema 




En el referenciado caso, el 11 de abril de 2002 un grupo de rebeldes militantes de 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia FARC EP, utilizando prendas 
militares, irrumpieron en las instalaciones de la Asamblea Departamental del Valle 
del Cauca, diciendo a viva voz que se realizaría un atentado en esas dependencias 
y fingieron pertenecer al Batallón Numancia del Ejército Nacional de Colombia. Ese 
día se tomaron las instalaciones, se dirigieron a los diputados manifestándoles que 
como miembros del Ejército Nacional los iban a proteger y en razón de ello, 
valiéndose de engaños, los guiaron para que tomaran una buseta que ya tenían 




Se dirigieron por la ruta sector rural de Peñas Blancas, con destino a los Farallones 
de Cali logrando tomar como rehenes a 13 diputados, permaneciendo secuestrados 
entre el 11 de abril de 2002 hasta el 18 de junio de 2007, fecha en que fueron 
asesinados por el grupo armado de las FARC.  
 
El Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, en calidad de juez de 
segunda instancia determinó que no había lugar a declarar la responsabilidad, bajo 
el argumento de que no le asiste responsabilidad a la Policía Nacional, pues con el 
hecho del secuestro, la entidad perdió control sobre las víctimas, y difícilmente podía 
exigírsele el cumplimiento de una obligación específica de intervención. Por ello 
concluyó que a la Policía Nacional no tenía ningún deber de garante frente a ellos.  
 
Por su parte en sede de revisión, el Consejo de Estado señaló infirmó la sentencia 
del Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca que negó las 
pretensiones de la acción de grupo, y en su lugar concedió las mismas en razón a 
la aplicación de la teoría del garante institucional, respecto a lo cual mencionó que 
en materia de responsabilidad del Estado por incumplimiento del deber de 
protección por hechos acaecidos en el marco del conflicto armado interno, la 
Sección Tercera de la Corporación viene aplicando el título de imputación de falla 
del servicio por omisión de manera constante en su jurisprudencia; no obstante, 
desde la última década ha interpretado este mismo título bajo un esquema de 
imputación -fáctica objetiva-.  
 
Señala que según este esquema de imputación fáctica objetiva cuando a la 
Administración Pública se le ha impuesto el deber jurídico de evitar un resultado 
dañoso, aquella asume la posición de garante en relación con la víctima, razón por 
la cual de llegarse a concretar el daño, este resultará imputable a la Administración 
por el incumplimiento de dicho deber.  
 
Precisando que en la sentencia del 18 de febrero de 2010, la Sección Tercera del 
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Consejo de Estado señaló que debía entenderse “por posición de garante aquélla 
situación en que coloca el ordenamiento jurídico a un determinado sujeto de 
derecho, en relación con el cumplimiento de una específica obligación de 
intervención, de tal suerte que cualquier desconocimiento de ella acarrea las 
mismas y diferentes consecuencias, obligaciones y sanciones que repercuten para 
el autor material y directo del hecho”; fundamentándose para ello en la ya 
desarrollada sentencia de la Corte Constitucional en la sentencia SU 1184 de 2001. 
 
De esta manera, para la Alta Corporación la posición de garante se cimienta en la 
idea de que la imputación fáctica de un hecho dañoso no se agota en el plano 
material o causal porque es posible que allí suceda que la acción u omisión proviene 
de un tercero, sino contrario a ello, bajo su óptica el hecho es imputable a la entidad 
demandada siempre que se constate la ocurrencia de cualquiera de los siguientes 
aspectos: “i) Con fundamento en el ordenamiento jurídico se tenía el deber de 
impedir la materialización del daño (posición de garante); ii) Con su actividad se 
incrementó el riesgo permitido (creación de un riesgo jurídicamente desaprobado); 
o iii) Se estaba dentro del ámbito de protección de una norma de cuidado”.  
 
Para tal efecto cita como precedentes que recogen los postulados de la posición de 
garante institucional, las siguientes decisiones del Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera: i) Sentencias del 30/10/1997, Rad: 
10.958, Caso: Dirigente político de la UP vs. Ministerio de Defensa Policía Nacional; 
ii) Sentencia del 04/10/2007, Rad: 15.567, Caso: Ciudadano del municipio de 
Ciudad Bolívar vs. Ejército Nacional; iii) Sentencia 20/11/2008, Rad: 20.511452, 
Caso: Dirigente político, partido comunista vs. Ministerio de Defensa y DAS; iv) 
Sentencia 26/03/2009, Rad: 17.994, Caso: Desaparición de los campesinos de 
                                                          
452 En el mismo sentido de esta sentencia, se condenó al Estado por la muerte de Miler Chacón 
Mena, dirigente del partido comunista Colombiano, sentencia del 3 de octubre de 1997. Expediente 
15.985. Caso de Hernando Baquero Borda Sentencia de 15 de febrero de 1996, exp: 9940. Caso de 
Enrique Low Murtra Sentencia de 19 de junio de 1997, exp: 11.875. Caso de Jaime Pardo Leal 
Sentencia de 30 de octubre de 1997, exp: 10.958. Caso de ex concejal Alberto Carvajal Chacón 
Sentencia de 5 de marzo de 1998, exp: 10.303.  
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Monfort; v) Sentencia del 18/02/2010, Rad: 18.274, Caso: Personero del municipio 
de San Alberto Cesar; vi) Sentencia del 31/01/2011, Rad: 17.842, Caso: Abogado 
víctima en la ciudad de Medellín; vii) Sentencia del 01/18/2012, Rad: 21.196, Caso 
de Líder Político vs. Ministerio de Defensa-Policía Nacional; viii) Sentencia del 
10/05/2016, Rad: 33.948, Caso: Secuestro realizado por las Farc en el municipio de 
Calarcá; ix) Sentencia del 12/10/2017, Rad: 42.098, Caso: Edificio Miraflores de 
Neiva; x) Sentencia del 23/11/2016, Rad: 38.364, Caso: Edificio Altos de Manzanillo 
y Condominio Casa Blanca de Neiva.  
 
En este orden de ideas, para el Consejo de Estado el precedente está orientado a 
la aplicación del esquema de imputación de falla del servicio por omisión en la 
posición de garante, particularmente en eventos en que, aunque la acción provino 
de un tercero, la administración está llamada a responder patrimonialmente, cuando 
está acreditado que ésta no desplegó medidas de prevención o protección y en 
consecuencia se produjo un daño.  
 
En ese orden de ideas, la Alta Corporación concluyó que la entidad demandada 
Ministerio de Defensa -Policía Nacional-, no acreditó la realización de acciones 
positivas y concretas para dar respuesta a los requerimientos de protección 
suplicados por los miembros de la corporación departamental. Pues, no demostró 
si dentro de las acciones positivas incrementó las órdenes de seguridad, o si 
dispuso de mayores agentes policiales para custodiar el recinto, o qué medidas 
concretas de protección desarrolló para desarticular la amenaza y riesgo a los que 
estaban expuestos los asambleístas.  
 
En ese orden de ideas, concluye que se generó una violación de los deberes de 
garantía, estableciéndose que el antijurídico causado a los 11 diputados del Valle 
del Cauca, es atribuible fáctica y jurídicamente al Ministerio de Defensa - Policía 
Nacional, siendo la razón de ese juicio de atribución la falla en el servicio por omisión 
en el cumplimiento de los mandatos de protección y garantía del derecho 
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fundamental a la seguridad personal de los miembros de la asamblea departamental 
del Valle del Cauca, que desencadenó en su asesinato en cautiverio el 7 de junio 
de 2007. 
 
5.3. LA UTILIZACIÓN DE LA TEORÍA DE IMPUTACIÓN OBJETIVA EN EL 
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA GUAJIRA Y EL 
ATLÁNTICO  
 
En este punto se hace pertinente traer a colación la forma en que los Tribunales 
Contencioso Administrativos han empezado a utilizar la teoría de la imputación 
objetiva, precisando que se incorporará a la presente tesis doctoral el estudio las 
sentencias de caso, en atención a mi experiencia laboral por más de ocho años 
como “Abogado Asesor Grado 23 – Magistrado Auxiliar No. 1” en los Tribunales 
Administrativos del Atlántico y La Guajira (Despachos 09 y 01 con los Magistrados 
Cesar Torres y Nadia Benítez respectivamente), periodos en los cuales he 
participado activamente en las Salas de Decisión defendiendo las respectivas 
ponencias, específicamente en aquellas donde se ha utilizado la teoría de la 
imputación objetiva, tales como las que a continuación se relacionan.    
 
  
Máxime si se tiene en cuenta que en última sentencia de unificación de 
jurisprudencia respecto a actos de terrorismo (reiteración de la sentencia hito del 
20/0672017, Rad: 18860), el Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo, Sala Veintidós Especial de Decisión, Consejero Ponente: Alberto 
Yepes Barreiro, Radicación número: 44001-23-31-002-2002-00438-01(AG)REV, 
en providencia del cuatro (4) de junio de dos mil diecinueve (2019) decidió el 
recurso extraordinario de revisión en contra de la sentencia de segunda instancia 
del veinticinco (25) de mayo de dos mil diecisiete (2017) emitida por el Tribunal 
Contencioso Administrativo de La Guajira – Sala Primera de Decisión, en el proceso 
“Acción: Grupo, Actor: Luis Carlos Martínez y Otros, Demandado: Nación – 
Ministerio de Minas y Energía y Promigas S.A. E.S.P, Radicación número: 44001-
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23-31-002-2002-00438-01”, en donde se debatió la responsabilidad estatal por la 
voladura del “gasoducto Ballenas-Barranquilla, ubicado en el municipio de 
Manaure, válvula reguladora ubicada en el kilómetro 1 de la vía Riohacha – Maicao, 
sector “El Patrón”, con el cual se comercializa y transporta gas natural por diferentes 
ciudades de la costa atlántica, en virtud de una concesión otorgada por el Ministerio 
de Minas y Energía” derivada de un acto terrorista.  
 
Debiéndose anotar que el Alto Tribunal tomó como parámetro de referencia para el 
análisis del caso, otra sentencia de segunda instancia emitida por el Tribunal 
Contencioso Administrativo de La Guajira relacionada con los mismos hechos, pero 
esta vez en acción individual, como lo es la sentencia del cuatro (4) de noviembre 
de dos mil catorce (2014) proferida “i) Acción: Reparación Directa, Actor: Mingo 
Castro Jarariyu y Otros, Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Policía 
Nacional - Ejército Nacional – Ministerio del Interior – Ministerio de Minas y Energía 
– Departamento Administrativo de Seguridad D.A.S. – Promigas S.A. E.S.P, 
Radicación Expediente No. 44-001-33-31-001-2003-00136-01”; reiterándose como 
regalas de la responsabilidad del Estado por actos violentos o de terrorismo las 
siguientes:  
 
“Existen tres ámbitos de aplicación de las reglas mencionadas en el contexto 
del conflicto interno colombiano, específicamente frente a actos violentos que 
ejecutan los grupos alzados en armas que, eventualmente, pueden 
comprometer la responsabilidad pública. El primero de ellos se aplica en 
situaciones donde se compruebe que el Estado ha participado de forma 
directa en la producción del daño, como sucede, por ejemplo, cuando existe 
connivencia entre los agentes estatales y los integrantes de las 
organizaciones al margen de la ley, o de forma indirecta, como ocurre cuando 
el daño es consecuencia de las acciones emprendidas para reprimir el acto 
terrorista. El segundo, cuando el Estado no despliega ninguna acción 
debiendo hacerlo, es decir, omite su deber jurídico de actuar. Ambos ámbitos 
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se enmarcan en el régimen de imputación de responsabilidad subjetivo 
derivado de la falla del servicio. Y el tercero, aplicable a ciertas circunstancias 
especiales en las que existe un riesgo creado por el Estado y se concreta, es 
decir, a pesar de que este no ocasionó el daño por acción ni por omisión y 
actuó bajo los parámetros de actividad legítima, puede ser llamado a 
responder por un acto violento ejecutado por terceros”453 
 
De conformidad con lo expuesto, y en atención a que un porcentaje significativo de 
los hechos de terrorismo ocurren en regiones como La Guajira y el Atlántico, se 
hace menester citar los estudios de caso realizados por la judicatura en estas 
regiones.  
 
Así las cosas, el cuerpo de la presente investigación hará referencia a la Sentencia 
del veintinueve (29) de marzo de dos mil dieciséis (2016), Expediente No: 44-001-
33-31-001-2004-00562-01, emitida por el Tribunal Contencioso Administrativo de la 
Guajira – Sala Primera de Decisión, donde se decidió sobre los homicidios 
cometidos por las Autodefensas Unidas de Colombia – A.U.C en las estribaciones 
de la Sierra Nevada de Santa Marta, con la siguiente ratio decidendi:  
 
En consecuencia, considera la Sala que la respuesta al juicio de imputación factico 
realizado a las accionadas resulta positivo, ello desde el territorio de la imputación 
objetiva de conformidad con las teorías de Estado garante y Principio de confianza, 
debido a:  
 
i) La falta de cuidado y previsión de la administración que facilitó la actuación de las 
Autodefensa Unidas de Colombia A.U.C y ii) La inactividad del Ejército Nacional en 
relación con los previsibles actos de terrorismo que se presentarían en las 
                                                          
453 CONSEJO DE ESTADO, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sala Veintidós Especial 
de Decisión, Consejero Ponente: Alberto Yepes Barreiro, Radicación número: 44001-23-31-002-
2002-00438-01(AG)REV, en providencia del cuatro (4) de junio de dos mil diecinueve (2019) 
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estribaciones de la Sierra Nevada de Santa Marta, y en especial la vereda "El 
Limón", perteneciente al corregimiento el de "Caracolí", Municipio de San Juan del 
Cesar; supuestos que configuran una falla del servicio de conformidad con la línea 
jurisprudencial del H. Consejo de Estado relativa a la responsabilidad del Estado 
derivada de actos terroristas.454  
 
El Tribunal adoptando la jurisprudencia del Consejo de Estado, precisó que el 
principio de confianza encuentra uno de sus fundamentos en el principio de 
autorresponsabilidad; de tal manera que, por regla general, cada uno debe orientar 
su conducta de tal forma que no lesione los bienes ajenos455; de igual forma, la 
Corte Constitucional al precisar el alcance el principio de confianza puntualiza que 
si las expectativas de la buena fe y la confianza son permanentemente frustradas, 
no será posible la división del trabajo y, mucho menos el respeto por el sistema 
jurídico.456  
 
Así las cosas, el incumplimiento de los deberes que genera la posición de garante 
implica el desconocimiento de la buena fe y una grave afectación a la confianza, es 
decir, al provocarse una transgresión a la posición de garante por parte de la 
Administración necesariamente se incurre una violación al principio de confianza, 
pues se transgreden los roles sociales asignados por el ordenamiento jurídico a la 
institución.  
 
No obstante, existirán excepciones al principio de confianza que se encuentran 
justificadas, en virtud de: i) La condición de los intervinientes v. gr. Menores de edad 
o personas con discapacidad mental); ii) Cuando se tiene certeza de que la otra 
                                                          
454 PALUDI, Osvaldo. Op. cit. p. 123 y 124, [...] “Precisamente, como nuestro código corta la cadena 
causal según los casos por él mismo establecidos, y como, en rigor, legisla sobre responsabilidad y 
no sobre causalidad, hay supuestos de responsabilidad en los cuales ni siquiera interesa investigar 
la existencia del nexo causal" 
455 TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA GUAJIRA. Radicación Expediente No: 
44-001-33-31-001-2004-00562-01. (29 de marzo de 2016). [M.P. Nadia Patricia Benítez Vega] 
456 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-980, 2003. Op. cit. 
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parte defraudará las expectativas impuestas por su rol, y iii) En aquellos eventos en 
que se tiene posición de garante respecto del otro interviniente, motivo por el que 
no se podrá invocar el principio de confianza para eventualmente alegar ausencia 
de imputación (v.gr. El médico no puede alegar que el daño es imputable a la 
paciente quien debió hacerse la ecografía, so pena de practicarle una cesárea de 
manera prematura, pues aquel al margen del incumplimiento del rol de la paciente 
debió realizar los exámenes clínicos para determinar si el feto estebaba o no a 
término).457458  
 
Atendiendo a lo expuesto por el Tribunal Administrativo de La Guajira, el principio 
de confianza parte de reconocer que la sociedad se mueve bajo la interacción de 
conocimientos y roles asignados a cada uno de los participantes según su oficio, lo 
cual generan unas obligaciones de orden positivo, de conducta o éticas que se 
esperan sean cumplidas por cada uno de estos participantes; razón por la cual, si 
se defrauda el rol respectivo y se produce un daño, el resultado desencadenante 
será imputable a quien defraudó las expectativas sociales derivadas de su 
cometido. 
 
Coloca como ejemplo el hecho de que los administrados pueden esperar de quien 
se encuentra encargado de la defensa de la soberanía nacional y la protección sus 
bienes y seguridad (Ejército Nacional) un comportamiento ajustado a su status, es 
decir, ellos puede confiar en las instituciones encargadas de proteger la soberanía 
nacional desarrollarán sus actividades cumpliendo las expectativas que emanan de 
la función que ha sido asignada por el ordenamiento jurídico; pues de no ser así, 
estas incurrirían en una violación al principio de confianza, tal como ocurrió en el 
                                                          
457 GIL BOTERO, Enrique. Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit. p. 55-116.  
458 Radicación Expediente No: 44-001-33-31-001-2004-00562-01, 2016. Op. cit. Acción de 
Reparación Directa, Actora Miguelina Loperena y Otros, Demandado: Nación - Ministerio de Defensa 
- Ejército Nacional - Policía Nacional - Ministerio Del Interior. 
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presente asunto.459 Y en relación con la posición de garante, señala el Tribunal 
Administrativo de La Guajira:  
 
b) De otra parte, en relación con la posición de garante, se tiene que este 
elemento de imputación objetiva permite solucionar los problemas causales a los 
que se enfrenta la omisión; la posición de garante constituye uno de los grandes 
avances de las sociedades modernas y de los Estados sociales de derecho 
fundamentados en principios constitucionales, como el de la solidaridad y la 
prevalencia del interés general sobre el particular.460 
 
“De conformidad con la jurisprudencias transcrita se tiene que, por posición de 
garante debe entenderse aquella situación en que coloca el ordenamiento 
jurídico a un determinado sujeto de derecho, en relación con el cumplimiento 
específico de una obligación de intervención, de tal manera que cualquier 
desconocimiento de ella acarrea las mismas y diferentes consecuencias, 
obligaciones y sanciones que repercuten para el autor material y directo del 
hecho”461  
 
En tal virtud, el Tribunal Contencioso Administrativo de La Guajira aplicó la posición 
de garante como aquella que halla su fundamento en la infracción al deber objetivo 
de cuidado que el ordenamiento jurídico atribuye a ciertas personas “en específicos 
                                                          
459 LÓPEZ, Claudia. Introducción a la imputación objetiva. Op. cit. p.120 y 121.  
460 TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA GUAJIRA. Radicación Expediente No: 
44-001-33-31-001-2004-00562-01. (29 de marzo de 2016),. [M.P. Nadia Patricia Benítez Vega]. 
Acción de Reparación Directa, Actora Miguelina Loperena y Otros, Demandado: Nación - Ministerio 
de Defensa - Ejército Nacional - Policía Nacional - Ministerio Del Interior. 
461 PERDOMO TORRES Fernando Jorge. Op. cit. “La posición de garante trata de dar una 
explicación y repuesta teórica y coherente a la cuestión de cuáles son las condiciones que deben 
darse para que el no impedir la entrada de un resultado sea equiparable a la causación positiva del 
mismo; Según la opinión que aquí será definida, sólo se puede alcanzar una solución correcta si su 
búsqueda se encamina directamente en la sociedad, pero esta entendida como un sistema 
constituido por normas y no si la problemática toma como base conceptos enigmáticos basados en 
el naturalismo de otrora, pues la teoría de la posición de garante, como aquí es entendida, busca 
solucionar solamente un problema normativo – social, que tiene fundamento en el concepto de deber 
jurídico” LÓPEZ, Claudia. Introducción a la imputación objetiva. Op. cit.; JAKOBS Günther. Derecho 
penal. Parte General. Op. cit.; ROXIN, Claus. Derecho Penal, Parte General. Op. cit. 
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y concretos supuestos, para que tras la configuración material de un daño, éstas 
tengan que asumir derivaciones de dicha conducta”462  
 
Sin embargo, suelen presentarse eventos donde la teoría de la imputación objetiva 
es aplicada sin atender a los eventos donde es imposible imputar materialmente, 
tal como se vio en el caso del “acto de terrorismo en el Club el Nogal”.  
 
Para lo cual, es pertinente citar la Sentencia Expediente No. 08-001-3331-012-
2009-00009-01, 2018, Tribunal Contencioso Administrativo del Atlántico, Sección 
“C”:  
 
De las pruebas allegadas al plenario, da cuenta la Sala que en el presente asunto 
el señor José German Ramírez Uribe el día dieciocho (18) de noviembre de dos mil 
siete (2007), en horas de la madrugada, se desplazaba en una “Motocicleta, Marca: 
Suzuki, Color: Roja, Placas: BWH-54A, Modelo: 2007, Motor No: 
1E50FH11G573681, Chasis: 9FSBCHA36D160195, Servicio: Particular”, en el 
barrio Rebolo de Barranquilla.  
 
El señor José German Ramírez Uribe se desplazaba inicialmente por la Calle 17 
con la Carrera 29 en compañía de otra motocicleta, bajo los efectos del alcohol (fl. 
270), topándose con los policiales PT. Jhon Fredy Martínez Ramírez y PT. Wilson 
                                                          
462 CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, Sentencia Expediente 15.567. (4 de octubre de 2007) 
Sección Tercera; Código Penal, "Art 25, Acción y omisión: […] Quien tuviere el deber jurídico 
de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica y no lo llevare a cabo, estando 
en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva norma penal. 
A tal efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien 
jurídico protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una 
determinada fuente de riesgo, conforme a la Constitución o a la ley. Son constitutivas de 
posiciones de garantía las siguientes situaciones: 1) Cuando se asuma voluntariamente la 
protección real de una persona o de una fuente de riesgo, dentro del propio ámbito de 
dominio; 2) Cuando exista una estrecha comunidad de vida entre personas; 3) Cuando se emprenda 
la realización de una actividad riesgosa por varias personas; 4) Cuando se haya creado 
precedentemente una situación antijurídica de riesgo próximo para el bien jurídico correspondiente; 
Parágrafo. Los numerales 1, 2, 3 y 4 sólo se tendrán en cuenta en relación con las conductas 
punibles delictuales que atenten contra la vida e integridad personal, la libertad individual, y la libertad 
y formación sexuales" (Negrillas propias) 
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Alberto Arrieta Morelo, quienes se trasladaban en la Moto Oficial de la Policía 
Nacional Siglas 06-1405, los cuales al intentar un requerimiento al aludido 
ciudadano advirtieron que este se dio a la huida.  
 
En tal virtud, ante la fuga del señor José German Ramírez Uribe, los policiales PT. 
Jhon Fredy Martínez Ramírez y PT. Wilson Alberto Arrieta Morelo procedieron a 
perseguir al mismo requiriéndole que se detuviera, sin que éste hubiese atendido a 
las solicitudes de los servidores públicos; y prolongándose la persecución por más 
de veinte (20) minutos, tal como lo afirma la misma parte actora en su escrito de 
demanda.  
 
En el desarrollo de la persecución en principio podría afirmarse que se produjo un 
intercambio de disparos entre el señor José German Ramírez Uribe y el PT. Jhon 
Fredy Martínez Ramírez, en donde el primero percutió un arma de fuego en dos (2) 
ocasiones y el segundo también hizo lo propio, impactando uno de los proyectiles 
percutidos por el PT. Jhon Fredy Martínez Ramírez en la humanidad del señor José 
German Ramírez Uribe. De conformidad con el “álbum fotográfico realizado al 
estudio técnico del arma de fuego tipo “Revolver, Marca: Rossi, Calibre: 22 Largo, 
Serie externa: A 918141, Serie interna: 7459” que portaba el señor Ramírez Uribe 
(fl .284).  
 
En el expediente no milita “prueba de absorción atómica” practicada al señor 
Ramírez Uribe que secunde los indicios del intercambio de disparos relatado por 
los policiales, tales como los dos (2) proyectiles percutidos (fl. 284); debiéndose 
aclarar que, si bien en principio no sería una prueba determinante para establecer 
que el arma de fuego fue percutida por el accionante en razón al tamaño del arma, 
y la cantidad de pólvora que utiliza la misma según la ciencia forense (Sergio 
Giorgieri, "Introducción a las Ciencias Forenses”)463, también lo es que dicha prueba 
                                                          
463 LA NACIÓN. Cómo es la técnica para determinar si hay residuos de un disparo en la mano de 
una persona [En linea] Disponible en: <http://bit.ly/2pGcvrz> [...] “¿Todas las armas dejan 
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se hace necesaria para esclarecer las dudas que le surgen a la Sala sobre la 
alegado tiroteo.  
 
Según Informe BG-No. 2340, del dieciocho (18) de julio de dos mil ocho (2008), 
emitido por la Fiscalía General de la Nación - Cuerpo Técnico de Investigación - 
Laboratorio de Investigación Científica - LABCI - Área de Balística y Explosivos, se 
estableció que el impacto de proyectil que recibió el señor José German Ramírez 
Uribe fue a larga distancia, razón por la cual se concluye que el mismo fue percutido 
desde el arma de dotación del PT. Jhon Fredy Martínez Ramírez en el momento en 
que se desarrollaba la persecución.”  
 
Se dice en la Sentencia transcrita que la carrera acabó cuando el señor José 
German Ramírez Uribe cae de su moto en la “Calle 35 entre Carreras 21 y 22” y es 
alcanzado por los policiales PT. Jhon Fredy Martínez Ramírez y PT. Wilson Alberto 
Arrieta Morelo, quienes incautaron:  
 
                                                          
residuos? Marcelo Delorenzi, profesor titular de la Cátedra de Balística de la Diplomatura en 
Ciencias Forenses de la Universidad del Este, explica que la presencia de residuos en las 
manos tras un disparo depende del calibre y del tipo de arma; La deflagración es directamente 
proporcional al tamaño o al volumen del cartucho. Un arma calibre 22 es de las más chicas en el 
mercado, por lo que va a tener una deflagración mucho menor que otras armas, porque 
combustiona menos pólvora, sostiene Delorenzi: Por otro lado depende del tipo de arma, Cada 
arma tiene un funcionamiento diferente, un sistema de acerrojamiento distinto, que es el cierre que 
tiene cuando se efectúa el disparo, explica el especialista; Un arma calibre 22 es de las más chicas 
en el mercado, va a tener una deflagración mucho menor, combustiona menos pólvora; En un 
revólver hay mucha más posibilidad de fuga porque la recámara no está unida, hay una separación 
para que pueda girar. Por eso hay una fuga de gases a la altura del dedo índice", sostiene Delorenzi; 
En cambio en una pistola recámara y cañón son una sola pieza, por lo que no debería haber fuga si 
el arma está en buenas condiciones, agrega: Según las condiciones en que se encuentre el arma 
permite mayor o menor fuga de gases. Si está en malas condiciones, deteriorada, hay mayor 
potencial de fuga, detalla Delorenzi y resalta que la calidad del cartucho es fundamental; De todos 
modos, el experto aclara que la presencia o ausencia de residuos en las manos no es 
determinante; El análisis de la presencia de residuos de un disparo es una prueba orientativa 
más, pero no es categórica; Que no haya residuos no significa que esa persona no haya 
disparado. Y que el resultado de positivo tampoco asegura que haya efectuado el disparo, 
señala Delorenzi; En el caso del fiscal Alberto Nisman, no se encontraron vestigios de pólvora 
en sus manos ni en su ropa, por lo que la fiscal Viviana Fein ordenó nuevas pericias al arma 
calibre 22 de la cual salió el disparo que le provocó la muerte” 
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i) Un “Revolver, Marca: Rossi, Calibre: 22 Largo, Acabado: Niquelado, Cachas: 
Madera Color Marrón, Fabricación: Brasilera, Municipio: 041 cartuchos y 02 
vainillas Calibre 22 Largo, Capacidad: 06 cartuchos, Serie externa: A918141, Serie 
interna: 7459” el cual había sido percutido en dos ocasiones; y  
ii) Una “Motocicleta, Marca: Suzuki, Color: Roja, Placas: BWH-54A, Modelo: 2007, 
Motor No: 1E50FH11G573681, Chasis: 9FSBCHA36D160195, Servicio: Particular” 
con las placas alzadas. De igual forma se indicó en la providencia lo siguiente:  
 
“Cabe anotar que según Oficio No. 586/BR2-SCCA-420, del nueve (9) de junio 
de dos mil ocho (2008), emitido por el Ministerio de Defensa Nacional – Comando 
General de las Fuerzas Militares – Seccional Control Comercio Armas 
Barranquilla, el señor José German Ramírez Uribe con C.C. 72219788 no es el 
propietario legal del arma de fuego “REVOLVER de No. A918141, marca ROSSI, 
Cal. 22L, así como ninguna otra persona; es decir, dicha arma tiene una 
procedencia ilícita”464  
 
Ahora bien, una vez determinados los supuestos de hecho que se presentaron el 
dieciocho (18) de julio de dos mil ocho (2008), en el momento en que se desarrolló 
el procedimiento policial de detención del señor Ramírez Uribe, se hace pertinente 
confrontar el mismo con las normas que rigen el asunto a efectos de determinar si 
se presentó o no una falla del servicio.  
 
Para tal efecto se hace pertinente citar la Ley 67 de 1993 por la cual se aprueba la 
"Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y 
sustancias sicotrópicas, suscrita en Viena el 20 de diciembre de 1988”, en la cual 
se estableció que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no emplearán 
armas de fuego contra las personas salvo en los siguientes casos: i) En defensa 
propia o de otras personas, en caso de peligro inminente de muerte o lesiones 
                                                          
464 Folio 359 del Expediente. 
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graves; ii) Con el propósito de evitar la comisión de un delito particularmente grave 
que entrañe una seria amenaza para la vida; iii) Con el objeto de detener a una 
persona que represente ese peligro y oponga resistencia a su autoridad; iv) para 
impedir su fuga, y sólo en caso de que resulten insuficientes medidas menos 
extremas para lograr dichos objetivos; y v) En cualquier caso, sólo se podrá hacer 
uso intencional de armas letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger 
una vida.465 
 
En ese orden de ideas, el Tribunal Administrativo del Atlántico Al analizar la 
conducta desplegada por los policiales PT. Jhon Fredy Martínez Ramírez y PT. 
Wilson Alberto Arrieta Morelo, señaló lo siguiente:  
 
La Sala advierte que los mismos actuaron infringiendo el contenido del art. 30 del 
Decreto 1355 de 1970, modificado por el art. 109 del Decreto 522 de 1971, en 
relación con el uso de las armas de fuego. Debido a que, los patrulleros procedieron 
a utilizar sus armas de fuego en contra de la humanidad del señor José German 
Ramírez Uribe, sin que se encuentre plenamente acreditado en el expediente la 
agresión por parte de éste con arma de fuego.  
 
Por otra parte se debe aclarar que, ante la reprochable e ilegítima conducta 
desplegada por el señor José German Ramírez Uribe, los policiales PT. Jhon Fredy 
Martínez Ramírez y PT. Wilson Alberto Arrieta Morelo se vieron en la necesidad de 
neutralizarlo utilizando su arma de fuego466 con la finalidad de salvaguardar las 
vidas de los ciudadanos del sector. 
 
Cabe resaltar que pese a las órdenes de “alto” dadas por los policiales al señor 
José German Ramírez Uribe, éste nunca se detuvo, lo cual generó que las ordenes 
                                                          
465 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Radicación número: 05001-23-
31-000-2000-4596-01 (29882). (29 de mayo de 2014). [C.P. Ramiro Pazos Guerrero] 
466 Folio 492 del Expediente.  
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de los servidores referenciados se volvieran compulsivas, lo cual habilitaba a los 
policías para perseguir al infractor hasta reducirlo, a efectos de evitar el incremento 
del riesgo para la población civil, en cumplimiento de sus obligaciones legales y 
constitucionales.  
 
Máxime, si se tiene en cuenta que el señor Ramírez Uribe al momento de ser 
arrestado: i) Transitaba en una “Motocicleta, Marca: Suzuki, Color: Roja, Placas: 
BWH-54A, Modelo: 2007”, en una zona y una hora donde existía una prohibición 
legal de movilidad para las “motos”, iii) Lo hacía bajo los efectos del alcohol (fl. 270), 
iii) Portaba un arma de fuego de procedencia ilegal, encontrándose eventualmente 
incurso en el delito de “porte ilegal de armas”, iv) Desatendió a las normas de 
tránsito terrestre relacionadas con la semaforización, pares, límite de velocidad, 
entre otras; y v) Pese a tener conocimiento de todas las transgresiones en que 
incurría, tal como lo señala en su escrito de demanda, procedió a desatender las 
indicaciones de “alto” de la policía, con la finalidad de no ser judicializado por las 
referenciadas conductas”467  
 
En ese orden de ideas el Tribunal Administrativo del Atlántico concluyó que, si bien 
es cierto en el caso de marras se configuró un daño desde el plano fenomenológico, 
como lo fueron las lesiones físicas sufridas por el señor José German Ramírez 
Uribe en razón al procedimiento policivo que se realizó el día dieciocho (18) de 
noviembre de dos mil siete (2007), atribuible a la administración debido al “uso de 
fuerza por parte de los policías, sin atender a la proporcionalidad”; también lo es 
que, la conducta desplegada por el señor Ramírez Uribe contribuyó desde un punto 
de vista causal en la producción del daño como quiera que “se expuso de manera 
imprudente a la creación de su propio daño”, aunado al hecho de que ésta nunca 
se encontró en una “situación jurídicamente protegida”, advirtiéndose la conducta 
                                                          
467 TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ATLÁNTICO. Sentencia Expediente No. 08-
001-3331-012-2009-00009-01 (6 de julio de 2018) [M.P. Cesar Torres Ormaza] Sección “C” 
Accionante: José German Ramírez Uribe y otros, Demandado: Nación - Policía Nacional, Acción: 
Reparación directa.  
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desplegada por el señor Ramírez Uribe como transgresora del ordenamiento 
jurídico penal.  
 
Así las cosas, la Corporación determinó las responsabilidades de cada uno en un: 
Cincuenta por ciento (50%) para la administración y un cincuenta por ciento (50%) 
para la víctima directa, lo cual tendrá incidencia a efectos de determinar la 
liquidación de los perjuicios, toda vez que de la tasación de la indemnización será 
reducida en un cincuenta por ciento (50%).468  
 
En relación con la decisión arriba trascrita se considera pertinente realizar las 
siguientes observaciones, como quiera que en la providencia de la referencia 
incurre algunas imprecisiones de tipo conceptual en relación con la estructura del 
juicio de responsabilidad y la aplicación de la “teoría de la imputación objetiva”  
 
Según el Oficio No. 586/BR2-SCCA-420 del 09/06/2008, emitido por el Ministerio 
de Defensa Nacional – Comando General de las Fuerzas Militares – Seccional 
Control Comercio Armas Barranquilla, el señor José German Ramírez Uribe con 
C.C. 72219788 no era el propietario legal del arma de fuego que portaba al 
momento de realizar la operación administrativa de detención, así como ninguna 
otra persona; por lo que se tiene que dicha arma tenía una procedencia ilícita.  
 
En ese orden de hechos, ante la ilegítima conducta desplegada por el accionante 
encaminada a herir con arma de fuego a los policiales PT. Jhon Fredy Martínez 
Ramírez y PT. Wilson Alberto Arrieta Morelo, éstos se vieron en la necesidad de 
repeler el fuego actuando en legítima defensa con la finalidad de salvaguardar sus 
vidas, así como la de los ciudadanos del sector, a efectos de evitar el incremento 
del riesgo para la población civil, en cumplimiento de sus obligaciones legales y 
constitucionales.  





Así las cosas, en el evento de haberse aplicado el primero de los criterios negativos 
del principio de riesgo permitido como lo es el criterio de disminución del riesgo, en 
el escenario de la imputación objetiva, sería imposible atribuir materialmente el 
resultado a la Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional, como quiera que 
si bien la conducta de los policiales generaron un daño desde el punto de vista 
fenomenológico, el mismo se realizó con la finalidad de evitar uno de mayor 
envergadura frente a los ciudadanos del sector, como era la protección de las vidas 
de los transeúntes expuestos a la conducta del señor Ramírez Uribe que al 
momento de ser arrestado “i) Transitaba en una moto en una zona y una hora 
específica donde existía una prohibición legal de movilidad, y ii) Portaba un arma 
de fuego, de procedencia ilegal, encontrándose eventualmente incurso en el delito 
de “porte ilegal de armas” y en contravenciones relacionadas con el tránsito 
terrestre (volándose todos los semáforos)”.  
 
Para tal efecto, se considera pertinente traer a colación las precisiones sobre la 
obra del Maestro Roxin arriba citada “Reflexiones sobre la problemática de la 
imputación”469, en donde estructura el principio del riesgo permitido a través de los 
criterios de disminución de riesgo, bajo el entendido de que puede presentarse la 
exclusión de la imputación cuando se presente la disminución de un riesgo, pues 
en principio una acción que sea dañosa no podría ser imputable objetivamente al 
agente cuando el resultado neutraliza la producción de un daño de mayor gravedad.  
 
Por ejemplo, imaginemos que una piedra vuela con dirección a la cabeza de otro y, 
aunque el agente no la pueda neutralizar, sí logra desviarla a una parte del cuerpo 
para la que es menos peligrosa, a pesar de generar un daño, no el mismo no le es 
imputable objetivamente desde el territorio del Derecho Penal. De tal manera que, 
este criterio pregona porque la disminución de un riesgo que en principio es 
                                                          




imputable objetivamente al agente por haber causado un daño se limite o se 
excluya, porque tal como se ha venido argumentando sería un contrasentido que el 
Derecho prohíba acciones que no empeoran, sino que disminuyen el daño que 
eventualmente pueda recibir un bien jurídico protegido.  
 
Ahora bien, al analizar éste criterio de limitación o de exclusión de la imputación 
objetiva al agente desde el territorio del Derecho Administrativo, es dable llegar a 
la conclusión de que no necesariamente en los casos de actos de terrorismo en que 
se produzca una imputación objetiva de un resultado a la Administración por la 
acción de un tercero se configura la imputación material, pues si se configura un 
evento de disminución del riesgo respecto a la víctima la lógica nos indica que sería 
posible excluir la imputación objetiva, o por lo menos limitarla.  
 
Pues así como el Derecho Penal no prohíbe las acciones que reducen el riesgo de 
producción del daño o que debilitan las lesiones a los bienes jurídicos protegidos, 
el Derecho Administrativo tampoco podría prohibir las conductas de la 
Administración que limitan o aminoran un daño de la misma manera en que se 
sancionan a aquellas acciones que producen la lesión en su totalidad. 
 
En consecuencia, el criterio de disminución del riesgo consiste básicamente en la 
exclusión de la imputación del resultado, debido a que, si bien la conducta 
desplegada por el agente provocó un daño, con la finalidad de reducir la 
probabilidad de que se hubiese presentado una lesión mayor a un bien 
jurídicamente protegido, se tiene que, al aplicar dicho criterio negativo en el ámbito 
de la responsabilidad administrativa, de igual manera se debe excluir la imputación 
del resultado frente a los policiales, pues se reitera, sería ilógico que el Derecho 
prohíba acciones tendientes al cumplimiento de los deberes funcionales de los 
agentes de la administración, y la protección de los derechos de los cuidados 
cuando son puestos en peligro de manera intencional por un transgresor del 




De conformidad con lo expuesto, se tiene que si bien es cierto en el sub lite se 
configuró un “daño” desde el plano fenomenológico, como lo fueron las lesiones 
físicas sufridas por el señor José German Ramírez Uribe en razón al procedimiento 
policivo que se realizó el día dieciocho (18) de noviembre de dos mil siete (2007); 
también lo es que, dichas lesiones se generaron en razón a que la presunta víctima 
“se expuso de manera imprudente a la creación de su propio daño”, aunado al 
hecho de que ésta nunca se encontró en una “situación jurídicamente protegida” 
sino todo lo contrario, existen evidencias suficientes para calificar la conducta 
desplegada por el señor Ramírez Uribe como transgresora del ordenamiento 
jurídico penal. En ese orden de ideas, se tiene que la solución al caso bajo examen 
debió haber sido la exclusión de la imputación del resultado, bajo la aplicación de 
los criterios negativos desde la teoría de imputación objetiva.  
 
De conformidad con lo expuesto, se evidencia de que manera la falta de unas sub 
- reglas claras para la aplicación de la teoría de imputación objetiva en el Derecho 
Administrativo, pueden generar interpretaciones por parte de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa que podrían terminar desembocando en la 
transformación de una “teoría de imputación objetiva” a una “teoría de imputación 
absoluta”; es decir, en el evento de no producirse pautas claras para la aplicación 
de la teoría en la jurisdicción contencioso administrativo las no muy coherentes 
decisiones que permiten al Juez Administrativo atribuir por todo, abran llegado para 
quedarse, pese a que dogmáticamente la sistematización del Derecho como se ha 
expuesto la presente investigación no lo permite.  
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Tabla 11. Línea jurisprudencial de responsabilidad del estado por actos de terrorismo 1994 – 2018 
LÍNEA JURISPRUDENCIAL DE RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ACTOS DE TERRORISMO  
1994 – 2018 
Consejo de Estado, Sala 




Sentencia del 23/09/1994, Exp: 8577. Sentencia del 28/11/1994, Exp: 9955. Sentencia del 22/01/1996, Exp: 10648. Sentencia del 
16/11/1998, Exp: 10309. Sentencia del 27/01/2000, Exp: 8490. Sentencia del 21/02/2002, Exp. 14.215. Sentencia del 20/05/2004, 
Exp: 15.393. Sentencia del 6/10/2005. Exp: AG-00948. Sentencia del 04/10/2007, Exp: 15.567325. Sentencia del 04/10/2007, Exp: 
16.894. Sentencia del 18/02/2009, Exp: 18.274. Sentencia del 26/02/2009, Exp: 13.440. Sentencia del 26/03/2009, Exp: 17.994. 
Sentencia del 07/10/2009, Exp: 25627. Sentencia del 18/02/2010, Exp:18274. Sentencia del 9/05/2010, Exp: 19.385. Sentencia del 
09/06/ 2010, Exp: 18536. Sentencia del 18/01/2012, Exp: 18154. Sentencia del 05/07/2012, Exp: 21928. Sentencia del 20/10/2013, 
Exp: 31250. Sentencia del 16/08/2018, Exp: 37719. 
Nota: Elaboración propia 
Tabla 12. Los criterios de imputación objetiva utilizados por la jurisdicción contenciosa administrativa 
CRITERIOS DE IMPUTACIÓN OBJETIVA UTILIZADOS POR LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA 
MUESTRA 1 / SENTENCIA 1 MUESTRA 2 / SENTENCIA 2 MUESTRA 3 / SENTENCIA 3 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Tercera, Sentencia Subsección 
B, Sentencia del dieciséis (16) de agosto de dos mil 
dieciocho (2018), Radicación: 2005-00451 (37719), 
Concejero Ponente: Stella Conto Díaz Del Castillo. 
 
Tribunal Contencioso Administrativos de La 
Guajira, Sentencia del veintinueve (29) de marzo 
de dos mil dieciséis (2016), Radicación 
Expediente No: 44-001-33-31-001-2004-00562-
01, Magistrada Ponente: Nadia Patricia Benítez 
Vega, Acción de Reparación Directa, Actora 
Miguelina Loperena y Otros, Demandado: Nación 
- Ministerio de Defensa - Ejército Nacional - 
Policía Nacional - Ministerio Del Interior. 
Tribunal Contencioso Administrativo del 
Atlántico, Sección “C” Escritural, Sentencia 
del seis (6) de julio de dos mil dieciocho 
(2018), Expediente No. 08-001-3331-012-
2009-00009-01, Magistrado Ponente: 
Cesar Torres Ormaza, Accionante: José 
German Ramírez Uribe y otros, 
Demandado: Nación - Policía Nacional, 
Acción: Reparación directa. 
TEORÍA DE IMPUTACIÓN APLICADA: 
Funcionalismo Radical de Jakobs y Funcionalismo 
Moderado de Roxin 
TEORÍA DE IMPUTACIÓN APLICADA: 
Funcionalismo Radical de Jakobs 
TEORÍA DE IMPUTACIÓN APLICADA: 
Funcionalismo Moderado de Roxin 
En esta decisión se adoptó como criterio de imputación 
objetiva la “posición de garante” según el 
Funcionalismo Radical de Jakobs; bajo el entendido 
de que el Ejército se encontraba compelido a evitar el 
resultado del acto de terrorismo cometido por un tercero, 
en virtud de la (Constitución Política, 1991; arts. 2, 90 y 
93) 
 
En igual sentido, en la decisión también se adoptó como 
criterio de imputación objetiva el “aumento del riesgo 
permitido” según el Funcionalismo Moderado de 
Roxin; bajo el entendido de que las frecuentes visitas y 
pernoctación en el establecimiento privado del Ministro 
de Interior y altos funcionarios del Estado, sin una 
En esta decisión se adoptó como criterio de 
imputación objetiva la “posición de garante, y 
el principio de confianza” según el 
Funcionalismo Radical de Jakobs.  
 
Bajo el entendido de que el Ejército Nacional fue 
notificado de las actividades homicidas y 
sistemáticas desplegadas por el grupo las A.U.C 
con mucha antelación a la ocurrencia de los 
hechos; sin embargo, las autoridades Militares se 
abstuvieron de desplegar las acciones de 
salvamento que les correspondían para evitar el 
asesinato de los indígenas del sector de las 
En esta decisión se adoptó como criterio de 
imputación objetiva el “aumento del 
riesgo permitido” según el 
Funcionalismo Moderado de Roxin. 
 
Bajo el entendido de que los policiales PT. 
Jhon Fredy Martínez Ramírez y PT. Wilson 
Alberto Arrieta Morelo al intentar 
neutralizar al señor José German Ramírez 
con arma de fuego, aumentaron el riesgo 
de una lesión a la humanidad de éste.  
 
Indistintamente de que éste se hubiese 
expuesto de manera parcial a la 
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debida vigilancia por el Ejército aumentaron el riesgo de 
la colocación de un artefacto explosivo.  
estribaciones de la Sierra Nevada de Santa 
Marta.  
generación del daño, al no acatar las 
órdenes de “alto” de los policiales. 
DOCTRINA CANÓNICA DOCTRINA CANÓNICA DOCTRINA CANÓNICA 
JAKOBS, Gunther, “La imputación objetiva en Derecho 
Penal”, Ed. Civitas S.A. - Cuadernos Civias, 2016, 
España - Pamplona. Traducción Manuel Cancio Melia. 
P.. 103 al 104. / ROXIN, Claus, “Derecho Penal - Parte 
General – Fundamentos, La Estructura de la Teoría del 
Delito”, Ed. Civitas, Traducción por Diego Manuel Luzón 
Peña, Madrid, España, 1997, Pp. 193 -194.  
El Funcionalismo Moderado de Roxin se fundamenta en 
que una lesión puede ser imputable si el 
comportamiento de la persona a quien se le atribuye un 
determinado resultado ha generado un riesgo 
jurídicamente relevante a un bien jurídico. Mientras que 
en el Funcionalismo Radical de Jakobs, el sistema de 
imputación se elabora atendiendo a la forma como está 
organizada la sociedad y de acuerdo a los fines y 
funciones que cumple el Derecho en una comunidad 
organizada.  
JAKOBS, Gunther, “La imputación objetiva en 
Derecho Penal”, Ed. Civitas S.A. - Cuadernos 
Civias, 2016, España - Pamplona. Traducción 
Manuel Cancio Melia. P.. 103 al 104.  
 
Debe tenerse en cuenta que, la “posición de 
garante” y el “principio de confianza” no son 
categorías y criterios autónomos, sino que el 
primero hace referencia al género y el segundo a 
la especie.  
ROXIN, Claus, “Derecho Penal - Parte 
General – Fundamentos, La Estructura de 
la Teoría del Delito”, Ed. Civitas, 
Traducción por Diego Manuel Luzón Peña, 
Madrid, España, 1997, Pp. 193 -194.  
 
Debe tenerse en cuenta que, ha de 
rechazarse la imputación del resultado, 
cuando las acciones reduzcan el riesgo de 
producción del resultado, debiliten lesiones 
a los bienes jurídicamente protegidos o 
demoren su realización.  
COMENTARIOS AL CASO SEGÚN LA DOCTRINA 
CANÓNICA 
COMENTARIOS AL CASO SEGÚN LA 
DOCTRINA CANÓNICA 
COMENTARIOS AL CASO SEGÚN LA 
DOCTRINA CANÓNICA 
En el caso de marras se hace una mezcla entre el 
Funcionalismo Moderado de Roxin y el Funcionalismo 
Radical de Jakobs.  
 
Así mismo es de anotar que, no se atendió al segundo 
nivel que exige la canónica teoría de imputación objetiva 
“La realización del riesgo en el resultado se deberá a la 
conducta del autor.”  
 
De tal manera que al haberse configurado la realización 
del riesgo por parte de un tercero “Club El Nogal”, al 
margen del conocimiento del Ejercito Nacional de los 
posibles actos de terrorismo que se podrían cometer, no 
le sería imputable materialmente la conducta a la 
accionada.  
En el caso bajo análisis se utilizaron como 
categorías y criterios autónomos la “posición de 
garante” y el “principio de confianza”; cuando en 
realidad desde la doctrina canónica el primero 
hace referencia al género y el segundo a la 
especie. 
No obstante, teniendo en cuenta que en el caso 
de la referencia el Ejército Nacional se constituyó 
en garante de la población habitante de las 
estribaciones de la Sierra Nevada de Santa 
Marta, al haber sido notificado por escrito y con 
antelación a la ocurrencia de los homicidios en el 
sector por parte de grupos subversivos, se tiene 
que le es perfectamente imputable el resultado a 
la administración debido a la transgresión de su 
posición de garante.  
No se atendieron a los criterios negativos 
de la teoría del “aumento del riesgo”, es 
decir la otra cara de la moneda relativa a la 
“disminución del riesgo”.  
 
De tal manera que, si se hubiese tenido en 
cuenta que las acciones de los policiales se 
encontraban encaminadas a disminuir el 
daño que podía generar el señor German 
Ramírez al trafico social, al no detenerse 
ante las ordenes de “alto”; se tiene que en 
el asunto de la referencia el daño no sería 
imputable a la institución policial.  








CONSOLIDACIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE LA TEORÍA DEL FUNCIONALISMO 





CAPÍTULO I  
1. DIFERENCIAS ENTRE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DE 
LA ADMINISTRACIÓN Y EL DELITO  
 
Sea lo primero anotar que el juicio de responsabilidad extracontractual civil se 
sustenta en las reglas contenidas en los artículos 1494 y 2341 al 2360 del Código 
Civil470, y la interpretación que de éstas ha realizado la Corte Suprema de Justicia 
en su Sala de Casación Civil. Siendo esta la piedra angular de donde se deslindan 
las iniciales teorías de responsabilidad extracontractual de la administración, tal 
como se desarrolló líneas arriba.  
 
En ese orden de ideas, se considera pertinente destacar que al interior de la 
jurisdicción ordinaria existe una visión de la responsabilidad anclada en un estadio 
histórico diferente al de la jurisdicción contenciosa administrativa, y en concreto en 
relación con la aplicación de la causalidad y la imputación como factores de 
atribución material. 
 
Respecto al juicio de responsabilidad civil extracontractual se tiene que la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en Sentencia del veinticuatro (24) de 
agosto de dos mil nueve (2009), Magistrado Ponente: William Namén Vargas, 
Referencia: Expediente 11001-3103-038-2001-01054-01, determinó i) Los 
fundamentos filosóficos e históricos sobre los cuales descansa la responsabilidad 
civil extracontractual, ii) La evolución de los sistemas sobre los cuales opera la 
responsabilidad civil extracontractual, iii) La visión actual sobre responsabilidad 
                                                          
470 ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo. Op. Cit. p. 42 “la que proviene de un hecho ilícito intencional 
o no que ha inferido injuria o daño a la persona o propiedad de otro […] No hay relación entre el 
autor del daño y la víctima y si la hay el daño se produjo al margen de ella […] Supone la ausencia 
de obligación, se produce entre personas jurídicamente extrañas por lo menos en cuanto al hecho 
de que deriva y es ella la que crea la obligación de reparar el daño” En similar sentido el profesor 
MARTÍNEZ RAVE, Gilberto. La responsabilidad civil extracontractual en Colombia. Medellín: Diké, 
1988. 4ª ed. p. 11. Señala “la que nace para la persona que ha cometido un daño en el patrimonio 
de otra y con la cual no la liga ningún nexo contractual legal. Es decir, que nace para quien simple y 
llanamente ocasiona un daño a otra persona con la cual no tiene ninguna relación jurídica Anterior” 
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extracontractual por actividades peligrosas, y iv) Los elementos de la 
responsabilidad extracontractual.471  
 
1.1. OBJETO Y BIENES PROTEGIDOS POR LA RESPONSABILIDAD 
ADMINISTRATIVA Y PENAL  
 
1.1.1. Fuente de las obligaciones 1494 del Código Civil  
 
El artículo 1494 del Código Civil se erige como la fuente de las obligaciones de la 
responsabilidad civil extracontractual, el cual señala:  
 
“Art 1494 fuente de las obligaciones: Las obligaciones nacen, ya del concurso 
real de las voluntades de dos o más personas, como en los contratos o 
convenciones; ya de un hecho voluntario de la persona que se obliga, como en 
la aceptación de una herencia o legado y en todos los cuasicontratos; ya a 
consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona, como 
en los delitos; ya por disposición de la ley, como entre los padres y los hijos de 
familia” 
                                                          
471 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. Sentencia Expediente 11001-3103-
038-2001-01054-01. (24 de agosto de 2009). [M.P. William Namén Vargas] Referencia:“En tiempos 
inmemoriales, prevaleció la tendencia al castigo, escarmiento, sanción, represión y punición propia 
de mentalidades barbáricas primitivas, la víctima era juez y verdugo, los daños se estimaron asuntos 
personales y su reparación se asociaba a la venganza; empero, el Código de Ur-Nammu 
(probablemente, 2050 A.C), contempló algunas formas de reparación pecuniaria y la posibilidad de 
una compensación con recursos públicos en daños enormes de imposible cuantificación, ordenada 
por el Ensi o gobernador local sumerio; el Código de Lipit-Ishtar (alrededor de 1860 A.C), estableció 
en ciertos casos, análogas previsiones pecuniarias y las leyes de Eshnuma extendieron la reparación 
económica de ciertas ofensas a la dignidad y reputación de una persona (“si un hombre injuria a otro 
[…] o propina una bofetada en la cara, pesará y entregará diez shekels de plata) DRAPKIN, Israel, 
Los códigos pre-hamurábicos, Anuario de Derecho Penal y ciencias penales, Madrid, tomo XXXV, 
fascículo II, mayo-agosto de 1982, pp. 336 ss.. Ab initio, se sometía al autor de una injuria a idéntica 
agresión u ofensa a la inferida (Ley del Talión, Código de Hammurabi –aproximadamente 1780 a.C.- 
y Ley de Israel); después, el ius civile, introduce la compositio para regular el perjuicio y su 
consecuencia, previéndose en la Ley de las XII Tablas con la pena de muerte y la vindicta (talión, 
igual mal al infligido), así “el que cortase las plantas industriales ó producidas por el cultivo, será 
ahorcado [...] Si alguno rompiese a otro algún miembro, queda sujeto a la pena del talión, a no ser 
que pactasen otra cosa el ofensor y el ofendido [...] El que rompiese un diente a un hombre libre, le 




De la norma citada, se extrae que efectivamente existen cinco (5) fuentes de las 
obligaciones en el ordenamiento jurídico nacional, como son: i) El contrato, ii) El 
cuasicontrato, iii) El delito, iv) El cuasidelito, y v) La Ley.  
 
Las doctrina contemporánea472 aglomera las fuentes de las obligaciones en dos 
grandes grupos, dentro de las cuales encontramos los actos jurídicos y los hechos 
jurídicos. Razón por la cual, es menester determinar dentro de cuál de ellos se 
encuentra la responsabilidad civil y penal como fuente de las obligaciones.  
 
Se entiende por acto jurídico aquella manifestación de la voluntad tendiente a 
producir efectos jurídicos473, manifestación que puede ser unilateral como en el caso 
del testamento, bilateral como en el caso del contrato, o plurilateral como en el caso 
de la convención o en contratos como el de sociedad. El acto jurídico 
necesariamente debe ser lícito, pues de lo contrario será nulo, ineficaz o inexistente 
según el caso. 474  
 
Se distingue entonces entre acto jurídico y hecho jurídico; el primero se produce 
cuando hay una transformación de la realidad como consecuencia de la voluntad 
del individuo, tal como ocurre por ejemplo cuando una persona celebra un contrato, 
por el contrario, el hecho humano consiste en la transformación de la realidad 
causada por un individuo voluntaria o involuntariamente, tendiente a generar efectos 
jurídicos.  
 
Ahora, esos hechos jurídicos imputables al hombre, voluntarios o no, se dividen a 
su vez en hechos jurídicos licios e ilícitos. El hecho jurídico es lícito cuando produce 
                                                          
472 TAMAYO JARAMILLO, Javier. Tratado de Responsabilidad Civil. Op. cit. Tomo II. p. 4. 
473 ROTONDI, Mario. Instituciones de Derecho Privado. Madrid: Labor, 1953; MALAURIE, Philippe 
AYNES, Laurent. Cours de droit civil. Les Obligations. Paris: Ed. Cujas, 1993-1994. 4ª Ed.; TERRÉ, 
François; SIMLER, Philippe y LEQUETTE, Yves. Droit Civil: Les Obligations. Paris: Dalloz, 1993, 5a 
Ed. 
474 TAMAYO JARAMILLO, Javier. Tratado de Responsabilidad Civil. Op. cit. Tomo II. p. 5. 
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efectos jurídicos y no hay de por medio violación alguna del orden normativo. Es lo 
que ocurre, por ejemplo con la muerte o nacimiento de una persona, con los hechos 
de la naturaleza, y en general con los fenómenos del mundo real, que al producirse 
generan desde el punto de vista lógico una consecuencia jurídica que finalmente 
puede crear, modificar o extinguir derechos u obligaciones.475  
 
En cambio, el hecho jurídico se circunscribe a las conductas prohibidas por el 
ordenamiento jurídico, dentro de las cuales se observa el delito y el cuasidelito; 
siendo evidente que en el ordenamiento colombiano el “ilícito civil o cuasidelito” se 
encuentra regulado en el artículo 2341 del Código Civil y 90 Constitucional”.476 
 
Por su parte El delito es regulado en el artículo 9 del Código Penal, el cual señala: 
“Art 9 Conducta Punible. Para que la conducta sea punible se requiere que sea 
                                                          
475 Ibid. p. 6.  
476 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. Sentencia Expediente 11001-3103-
038-2001-01054-01. (24 de agosto de 2009). [M.P. William Namén Vargas] “ANTEQUERA, José 
María, “Historia de la legislación romana desde los tiempos más remotos hasta nuestros días”, 3ª 
ed. Madrid, 1874, pp. 273 ss., debatiéndose, empero, la consagración de una directriz general de 
reparación (Tabla VIII, 5, “rupsit (...) sarcito”). La Lex Aquilia, cuyo origen probable se atribuye a un 
plebiscito del tribuno AQUILIO en el año 286 a.C., manteniendo la sanción electiva de otrora, trató 
del damnum iniuria datum por lo “que se hizo no según el ius, esto es, contra el ius” (ULPIANO, D. 
9.2.5.1: quod non iure factum est, hoc est contra ius; D.47.10.1, pr: Inuiria ex eo dicta est, quod non 
iure fiat; omne quod non iure fit, iniuria fiere dicitur), “aún por aquel que no quiso causarlo” (etiam ab 
eo, qui nocere noluit, ULPIANO, 9.2.5.2). El damnum concernía a la destrucción o deterioro de cosa 
corporal (corpus laesum), por el golpe inferido (occidere, urere, frangere y rumpere: golpear, quemar, 
romper y rasgar) en virtud de un acto humano corporal (corpore) del autor sobre la víctima; el 
significado de iniuria, en la lex Aquilia, se remitía al daño causado sin justificación, contrario a 
derecho o antijurídico, pues según autorizada doctrina, sólo en la época republicana se confiere 
relevancia al dolo y a la culpa. GAIO, “Institutas, Comentarius Tertius”, 211: Impunitus est qui sine 
culpa et dolo malo casu quodam damnum committit., consagrándose en el período de SEVERO 
como título de imputación con función sancionatoria y reparatoria en interés del acreedor, en tanto 
en los orígenes, bastaba la causación del daño y el nexo de causalidad sin referencia al factor 
subjetivo CANNATA, Carlo Augusto, “Sul problema della responsabilità nel diritto privato romano”, 
Materiali per un corso di diritto romano, Catania, 1996, pp. 55 y ss.; SCHIPANI, Sandro, 
“Responsabilità ex lege Aquilia”, Criteri di imputazione e problema della “culpa”, Giappichelli, Torino, 
1969, pp. 82, 90 y 272. No obstante, al lado de la responsabilidad ex delicto y quasi ex delicto, el 
derecho romano admitió hipótesis sin referencia al dolo o culpa, por la sola verificación del 
acaecimiento dañoso, la situación del sujeto respecto de una cosa o por ciertas relaciones, conductas 
o actividades riesgosas, verbi gratia, en los edictos de effusis vel deiectis y de positis et suspensis a 
propósito del daño por lanzamiento de sólidos o líquidos desde las ventanas y la colocación (positum) 
o suspensión (suspensum) de elementos en las fachadas de las edificaciones de cuya caída pudiese 
lesionarse a los transeúntes”  
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típica, antijurídica y culpable; La causalidad por sí sola no basta para la imputación 
jurídica del resultado. Para que la conducta del inimputable sea punible se requiere 
que sea típica, antijurídica y se constate la inexistencia de causales de ausencia de 
responsabilidad”477 
 
En ese orden de ideas, se tiene que la fuente legal de la cual emanan las 
obligaciones en relación con el ilícito civil o cuasidelito y el delito provienen de 
estatutos normativos distintas, lo cual hace que los fundamentes de justicia sobre 
los cuales descansa cada disciplina de la responsabilidad varíen 
sustancialmente478.  
                                                          
477 Ibid. 
478 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. Sentencia Expediente 11001-3103-
038-2001-01054-01. (24 de agosto de 2009). [M.P. William Namén Vargas] “DIGESTO, Sedes 
Materiae, 9,3. Inst., 4,5,1-2; uno y otro reflejados en los artículos 2350, 2351 y 2355 del Código Civil 
colombiano, 1907 y 1910 del Código Civil español, 1119 y 1646 del Código Civil argentino, y 2053 
del Código Civil italiano, entre ordenamientos jurídicos; en las acciones noxales orientadas a la 
responsabilidad del propietario de una cosa cuando con su uso causaba daño; el derivado de la 
custodiam praestare; las actiones adversus iudicem qui litem suam fecit y adversus nautas, caupones 
et stabularios por la responsabilidad de los transportistas marítimos (nautae), hospederos de 
mesones (caupones) y administradores de establos (stabularii); en las actiones de pauperie en contra 
del dueño del animal, por serlo y sin consideración a su intervención en el hecho dañoso, en el edicto 
de feris del edil curul prohibiendo tener sueltos, atados o en lugares públicos animales bravíos o el 
damni infecti (D. 39, 2) por la ruina o derrumbe de una construcción GAIO, D.39, 2.22, BORREL, 
Maciá, “Responsabilidades Derivadas de Culpa Extracontractual Civil”, Bosch, Barcelona, 2003. El 
temor a la crueldad y arbitrariedad punitivas características del oscurantismo y la equívoca 
percepción de la responsabilidad como una pena (venganza, castigo, sanción) derivada de una falta 
(infracción, crimen, ofensa, delito, culpa), propició una concepción subjetiva, “sentimentalista”, 
“psicológica” o “espiritualista”, basada en la culpabilidad, intencionalidad, imprudencia, negligencia o 
falta de cuidado, confirmada con la presunción de inocencia y el apotegma dogmático conforme al 
cual “no hay responsabilidad sin culpa”, acentuado bajo la égida de la “moral” y del iusnaturalismo 
racionalista, con “cierta desviación del principio romano del dammun iniuria datum” previsto en la lex 
Aquilia para “determinar y sancionar la conducta de un agente productor del dammun, pues no se 
trata de la „culpa moral que depende de sus intenciones internas, sino de la apreciación objetiva de 
cuidados negligentes, que es la que determinará la existencia o no de la injuria”. Tan influyentes 
ideas en autorizados expositores franceses como Jean DOMAT, Robert Joseph POTHIER, se 
proyectaron en el Code Civil Française de 1804, cuyo artículo 1382 consagró el principio general 
conforme al cual “cualquier hecho de la persona que cause a otra un daño, obligará a aquella por 
cuya culpa se causó, a repararlo”, previendo también la responsabilidad por el hecho de las personas 
por quien se responde, de las cosas (artículo 1384) o de los animales bajo guarda (artículo 1385) y 
por la ruina de edificios (artículo 1386). Don Andrés BELLO, tomó algunas de estas doctrinas para 
el Código Civil de Chile de 1855, finalmente adoptado para la República (artículo 1º, Ley 57 de 1887, 
Código de la Unión sancionado el 26 de mayo de 1873 correspondiente al Código del Estado de 
Cundinamarca de 1859, similar al de Santander de 1858 y al de ocho de los nueve Estados Unidos 
de Colombia), introdujo genuinas modificaciones y agregaciones en cuanto a la solidaridad de los 
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1.1.2. El objetivo del sistema de responsabilidad extracontractual de la 
administración es muy distinto al de la responsabilidad penal: 
 
A medida que el Derecho fue evolucionando, se tuvo claro que el objetivo 
perseguido por el Derecho Penal es la seguridad de la sociedad, mientras que el 
objetivo de la responsabilidad civil es el de conservar el equilibrio patrimonial de los 
particulares, lo que no impide que un mismo comportamiento se enmarque dentro 
de una y otra responsabilidad, siempre y cuando el delito penal haya causado 
perjuicios patrimoniales o extramatrimoniales a un tercero479.  
 
Quiere decir lo anterior, que en la Responsabilidad Extracontractual Civil y del 
Estado se pretende brindar a la víctima de un “ilícito civil” la oportunidad de reclamar 
la reparación de la lesión, pretendiendo con ello retrotraer las cosas a su estado 
anterior cuando ello fuere posible, en virtud de lo dispuesto en los artículos 2341 al 
2360 del Código Civil y 90 de la Constitución Política. Es decir, la pretensión por 
excelencia en la responsabilidad extracontractual es corregir el daño efectuado.  
 
Mientras que el sistema de responsabilidad penal, se fundamenta en la aceptación 
de los daños punitivos, de tal manera que en esta disciplina se pregona porque el 
causante de una lesión reciba una sanción proporcional a la que recibió la víctima 
en razón a su conducta (Ley 599, 2000; Art. 4). Es decir, su objeto es castigar al 
causante de la infracción del ordenamiento jurídico.  
 
El objeto de estudio del Derecho Penal, su función y finalidad, es actuar como un 
instrumento jurídico de control social del Estado. Hans Heinrich Jesecheck señala 
una doble función represiva y preventiva del derecho penal, así: “en primer lugar, el 
                                                          
autores del daño (artículo 2344), la responsabilidad reforzada o agravada por daños causados por 
animales fieros (artículo 2354), colectiva de los moradores de la parte superior del edificio (artículo 
2355), por actividades de peligro o riesgo (artículo 2356), la dosificación del monto de la reparación 
por concurrencia de la culpa de la víctima (artículo 2357), las acciones de daños temidos o 
contingentes (artículo 2359) y populares (artículo 2360)” 
479 TAMAYO JARAMILLO, Javier. Tratado de Responsabilidad Civil. Op. cit. Tomo II. p. 15. 
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Derecho Penal realizase tarea de protección de la sociedad castigando las 
infracciones ya cometidas, por lo que es de naturaleza represiva; En segundo lugar, 
cumple esa misma misión por medio de la prevención de infracciones de posible 
comisión futura, por lo que posee naturaleza preventiva; La función represiva y la 
función preventiva del Derecho Penal no son, sin embargo contradictorias, sino que 
debe concebirse como una unidad”480  
 
Entonces, su finalidad esencial no es otra distinta que la de tutelar en forma 
coactiva, mediante la amenaza o conminación de la imposición de una pena, una 
serie de bienes o valores jurídicos fundamentales, en cuya preservación o 
protección se encuentra interesado el Estado; es decir, se centra en la tutela punitiva 
de una serie de situaciones sociales y culturales deseables, que el Derecho y el 
Estado reconocen. De tal manera que, el Derecho Penal persigue el mantenimiento 
del orden público interno. 
  
Debe anotarse que, en algunas ocasiones hay ilícitos que generan responsabilidad 
civil, sin que necesariamente surja la responsabilidad penal, tal como ocurre en la 
responsabilidad civil objetiva, en la responsabilidad por actividades peligrosas, o en 
el daño en cosa ajena meramente culposo. También puede ocurrir que haya ilícito 
penal que no constituya al mismo tiempo ilícito civil, esto sucede cuando del delito 
penal no se derivan perjuicios patrimoniales o extra patrimoniales a un tercero.  
 
Según Rudolph Von Iherin, la diferencia entre la pretensión del “ilícito civil” y el “ilícito 
penal” se centra en que en el primero se ocasiona un daño a los intereses privados 
de las personas, mientras que en el segundo ocasiona además de los daños 
materiales y morales de la víctima y perjudicados, un daño púbico, afecta intereses 
y bienes jurídicos que por razones de orden público y para protección de la 
comunidad en general el Estado protege punitivamente.481  
                                                          
480 JESCHECK, Hans-Heinrich. Op. cit. p. 6.  




Sostenía Von Liszt, que la diferencia fundamental se encuentra en la sanción de 
ambos ilícitos, pues la sanción del delito es más grave, pues además de represiva 
tiene una función social, mientras que las sanaciones civiles son reparadoras o 
indemnizadoras. Para Karl Binding, la diferencia se encuentra en la naturaleza del 
bien jurídico protegido, ya que el ilícito penal vulnera o pone en peligro bienes 
jurídicos de orden público, aun cuando sea de carácter particular, como el 
patrimonio económico en algunos casos. Mientras que el ilícito civil viola bienes 
jurídicos y derechos en cuya preservación se empeña fundamentalmente el interés 
privado.  
 
Es decir, del ilícito civil se deriva fundamental y de modo prioritario una acción 
indemnizatoria, o sea que se le deduce la responsabilidad civil respectiva, mientras 
que el ilícito penal genera una acción punitiva a efecto de establecer el grado de 
culpabilidad del agente del delito y en consecuencia la correspondiente 
responsabilidad penal, sin perjuicio de las responsabilidad civil derivada de la 
conducta punible.482  
 
1.1.3. Los principios de justicia que gobiernan la responsabilidad 
administrativa y penal 
 
En cuento a los fundamentos de justicia del ilícito civil generados por la conducta de 
la administración, se tiene que estos se cimentan sobre el principio de justicia 
correctiva, el cual implica que “un individuo tiene el deber de reparar el daño 
antijurídico que ha causado con su conducta, existiendo:  
 
                                                          
482 Ibid.  
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i) Un deber de no causar daño a nadie y ii) Un deber de reparar los daños que se 
hubieren causado”483 y el principio de “justicia distributiva, el cual atiende a que un 
sujeto debe responder por el daño que causa a otro no por la acción moral del 
dañador o dañado, sino el grado de distribución de pérdidas en la sociedad, creando 
una situación más justa en relación con la situación anterior”484, en los términos 
arriba expuestos.  
  
De otro lado, el principio que gobierna el sistema de responsabilidad penal es el de 
justicia retributiva, el cual como habíamos indicado se fundamenta en la aceptación 
de los daños punitivos, encontrándose conformado este principio por dos 
elementos: i) Uno exige que sea impuesta una sanción aproximadamente 
proporcional a la gravedad moral de la conducta y, ii) El otro prohíbe que sea 
impuesta una sanción desproporcionada frente a la gravedad de la conducta.485  
 
1.1.4. Estructura del juicio de responsabilidad extracontractual administrativa 
vs el de responsabilidad penal:  
 
- Responsabilidad Extracontractual del Estado  
 
Los elementos constitutivos del juicio de responsabilidad extracontractual del 
Estado se encuentran consignados en la cláusula general de responsabilidad 
administrativa, consagrada en el artículo 90 constitucional486, como fuente positiva 
                                                          
483 COLEMAN, Jules L. Risks an Wrongs. “Entonces, el principio de justicia correctiva fundamenta la 
atribución de responsabilidad por daños únicamente a quien los ha causado” 
484 DE CARVALHO LEAL, Virginia, 2015. Op. cit. p.130. “En otras palabras, si en clave de justicia 
distributiva el estado de cosas posterior a la acción del dañador es más justo que la situación 
antecedente, no procedería la imputación de responsabilidad por daño” 
485 ROSENKRANTZ, Carlos. El riesgo y la responsabilidad extracontractual. Op. cit. 
486 Constitución Política de Colombia, 1991. Op. cit. Art 90. “El Estado responderá patrimonialmente 
por los daños antijurídicos que lesean imputables, causados por la acción o la omisión de las 
autoridades públicas; En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno 
de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un 
agente suyo, aquel deberá repetir contra éste” 
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de las obligaciones civiles para el Estado, en razón del ilícito civil o cuasi delito, en 
concordancia con el artículo 1494 del Código Civil.487  
 
El Artículo 90 de la Constitución Política señala: “El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por 
la acción o la omisión de las autoridades públicas” […] 
 
El artículo citado488 se erige como la cláusula general de la responsabilidad 
extracontractual del Estado489, la cual requiere dos elementos fundamentales para 
comprometer su responsabilidad, tales como: i) El daño antijurídico490 y ii) La 
imputación plena491 - fáctica y jurídica.492 
 
- Estructura: i) Daño Antijurídico + ii) Imputación Plena (Imputación material + 
Imputación material)   
                                                          
487 Codigo Civil, “Art 1494. Fuente De Las Obligaciones: Las obligaciones nacen, ya del concurso 
real de las voluntades de dos o más personas, como en los contratos o convenciones; ya de un 
hecho voluntario de la persona que se obliga, como en la aceptación de una herencia o legado y en 
todos los cuasicontratos; ya a consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o daño a otra 
persona, como en los delitos; ya por disposición de la ley, como entre los padres y los hijos de familia” 
488 Sentencia C-832, 2001. Op. cit. “El Estado de Derecho se funda en dos grandes axiomas: El 
principio de legalidad y la responsabilidad patrimonial del Estado; La garantía de los derechos y 
libertades de los ciudadanos no se preserva solamente con la exigencia a las autoridades públicas 
que en sus actuaciones se sujeten a la ley sino que también es esencial que si el Estado en ejercicio 
de sus poderes de intervención causa un daño antijurídico o lesión lo repare íntegramente” 
489 Sentencia C-864, 2004. Op. cit. Sentencia C-037, 2003. Op. cit. 
490 Sentencia C-254, 2003. Op. cit. […] “La antijuridicidad del daño no depende de la licitud o ilicitud 
de la conducta desplegada por la Administración sino de la soportabilidad o no por parte de la víctima” 
[…] 
491 Ibid. “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de imputabilidad; De 
conformidad con éste, la indemnización del daño antijurídico le corresponde al estado cuando exista 
título jurídico de atribución, es decir, cuando de la voluntad del constituyente o del legislador pueda 
deducirse que la acción u omisión de una autoridad pública compromete al Estado con sus 
resultados” 
492 Radicación: 504222331000950196-01, 2006. Op. cit. “Esta Corporación antes ha manifestado 
muy clara y acertadamente que: “Las imputaciones fácticas son las indicaciones históricas referidas 
a los hechos en los cuales el demandante edifica sus pretensiones; o el simple señalamiento de las 
causas materiales, en criterio de quien imputa, que guardan inmediatez con el hecho y, que 
considera, contribuyeron desde el punto de vista físico a la concreción del daño; En cambio las 
imputaciones jurídicas aluden a la fuente normativa de deberes y de obligaciones —constitucionales, 





En cuanto al daño. De manera genérica, el daño es toda lesión a los intereses 
lícitos de una persona, trátese de derechos pecuniarios o de no pecuniarios, de 
derechos individuales o de colectivos, que se presenta como lesión definitiva de un 
derecho o como alteración de su goce.493 
 
Entonces […] “el daño es un hecho: es toda afrenta a la integridad de una cosa, 
de una persona, de una actividad, o de una situación […] El perjuicio lo constituye 
el conjunto de elementos que aparecen como las diversas consecuencias que se 
derivan del daño para la víctima del mismo. Mientras que el daño es un hecho 
que se constata, el perjuicio es, al contrario, una noción subjetiva apreciada en 
relación con una persona determinada”494 
 
En una línea de pensamiento similar, los hermanos Mazeaud, recordando el 
derecho romano, expresaron que los romanos “trataron tímidamente de sustituir la 
noción de damnum, por la de perjuicio: comprendieron que lo que importa no era la 
comprobación de un atentado material contra una cosa (damnum), sino el perjuicio 
                                                          
493 HENAO, Juan Carlos. El Daño - Análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del 
Estado en derecho colombiano y Francés. Bogotá: Universidad externado de Colombia, 1998. p. 84. 
“El daño en sentido jurídico reproduce el sentido común del término: la alteración negativa de un 
estado de cosas existente”. Ver DE CUPIS, Adriano. El daño. Teoría general de la responsabilidad 
civil. Barcelona: Bosch, 1975. p. 81, “El daño no significa más que el nacimiento del perjuicio, es 
decir, aminoración o alteración de una situación favorable”; HINESTROSA, Fernando. Derecho de 
obligaciones. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 1967. p. 529, “daño es la lesión del 
derecho ajeno consistente en el quebranto económico recibido, en la merma patrimonial sufrida por 
la víctima, a la vez que en el padecimiento moral que la acongoja”; TAMAYO JARAMILLO, Javier. 
De la responsabilidad civil. Op. cit. T.2, p.5 “daño civil indemnizable es el menoscabo a las facultades 
jurídicas que tiene una persona para disfrutar un bien patrimonial o extrapatrimonial”; ESCOBAR 
GIL, Rodrigo. Responsabilidad contractual de la administración pública. Bogotá: Temis, 1989. p.165 
“En el leguaje corriente la expresión daño significa todo detrimento, menoscabo o perjuicio que a 
consecuencia de un acontecimiento determinado experimenta una persona en sus bienes 
espirituales, corporales o patrimoniales, sin importar que la causa sea un hecho humano, inferido 
por la propia víctima o por un tercero, o que la causa sea un hecho de la naturaleza”; BUSTAMANTE 
ALSINA, Jorge. Teoría general de la responsabilidad civil. Buenos Aires: Abeledo-Perrot, 1983. 4ª 
Ed. p.143, “Significa el menoscabo que se experimenta en el patrimonio por el detrimento de los 
valores económicos que lo componen (daño patrimonial) y también la lesión a los sentimientos, al 
honor o a las afecciones legitimas (daño moral)”.  
494 HENAO, Juan Carlos, Op.cit. p. 1351 
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sufrido a causa del hecho por el propietario; por eso decidieron que el simple 
damnum que no causaba perjuicio no daba lugar a reparación495” 
 
Con esta misma lógica, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sentencia Exp. 18048 de 2011, precisó que “el daño, es en sí mismo, 
es la lesión, la herida, la enfermedad, el dolor, la molestia, el detrimento ocasionado 
a una persona en su cuerpo, en su espíritu o en su patrimonio”, mientras que “el 
perjuicio es el menoscabo patrimonial que resulta como consecuencia del daño; y 
la indemnización es el resarcimiento, la reparación, la satisfacción o pago del 
perjuicio que el daño ocasionó”496 
 
En este punto, es menester anotar que no toda clase de daños puede ser 
indemnizable, pues dentro del ordenamiento jurídico colombiano la jurisprudencia y 
la doctrina aceptan dos clases de daños: a) Los primeros son aquellas lesiones 
anormales que sufren los ciudadanos, y “no que se encuentran en el deber jurídico 
de soportar”, las cuales son catalogadas como daños antijurídicos; y b) Los 
segundos se constituyen en las lesiones padecidas por administrados que “se 
encuentran en el deber jurídico de soportar” por el solo hecho de vivir en sociedad, 
las cuales son catalogadas como daño jurídico.497  
                                                          
495 MAEAUD y TUNC, Tratado teórico práctico de la responsabilidad civil delictual y contractual. T.I, 
Vol. I, Pág. 40. 
496 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente 18048 (9 
de mayo de 2011) [C.P. Enrique Gil Botero] Sección Tercera 
497 MEZA MERCADO, Cesar Hernando. Op. cit.. p. 52. [...] “Noción daño jurídico Sobre esta noción 
el profesor Enrique Gil Botero ha señalado que un daño es jurídico cuando existe el deber legal de 
soportarlo y se estaría frente a ese deber en situaciones contempladas en los casos de expropiación 
cuando el legislador, mediante ley votada favorablemente por la mayoría de los miembros de cada 
cámara, determine que no habrá lugar a indemnización, o cuando de la aplicación de una ley 
expedida por motivo de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto con derechos de los 
particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público 
o social, y también en el caso de expropiación en tiempo de guerra, que podrá ser decretada por el 
gobierno sin previa indemnización, con la aclaración de la temporalidad de la ocupación para atender 
las necesidades de la guerra o para destinar a ellas sus productos” GIL BOTERO, Enrique. 
Responsabilidad Extracontractual del Estado. Op. cit. p. 28. “Debe precisarse respecto a este tópico 
que, los eventos descritos en la doctrina como daños jurídicos no son taxativos sino meramente 
enunciativos, pues la juridicidad o antijuridicidad de una lesión podrá variar, dependiendo de las 
situaciones específicas del caso objeto de análisis” 
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Gráfico 3. Clasificación Daño Jurídico y Antijurídico 
 
Fuente: MEZA MERCADO, Cesar Hernando. Entre la causalidad y la imputación objetiva. Medellín: 
Editorial Librería Jurídica Sánchez, 2017. p.110.  
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Gráfico 4. Estructura actual del juicio de responsabilidad extracontractual del Estado 
 




- Responsabilidad Civil Extracontractual:  
 
En relación con la estructura del juicio de responsabilidad civil extracontractual, la 
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, precisó los siguientes 
elementos: 
 
[…] “La responsabilidad civil, concebida lato sensu como la obligación de reparar, 
resarcir o indemnizar un daño causado injustamente, encuentra venero en la 
eterna búsqueda de la justicia, equidad y solidaridad para restablecer el equilibrio 
alterado con la conculcación de la esfera jurídica protegida por la norma; En 
cuanto a sus presupuestos estructurales, existe uniformidad, respecto de la 
existencia de un hecho u omisión, un daño y la relación de causalidad, más no 
en torno de los criterios o factores de imputación ni de sus fundamentos; El daño, 
entendido en sentido icástico, o sea, la lesión, detrimento o menoscabo de un 
derecho, interés o, incluso, un valor tutelado por el ordenamiento jurídico, es el 
primer elemento o presupuesto de la responsabilidad civil; En tal virtud, el artículo 
1494 del Código Civil, dentro de las fuentes de la relación obligatoria, entre otras 
enuncia, el hecho que ha inferido injuria o daño a otra persona, como en los 
delitos y, en consecuencia, la obligación de repararlo, parte de su existencia real 
u objetiva –presente o futura-, sin la cual, por elementales razones lógicas, el 
mencionado deber de prestación no surge; Establecida ex ante la realidad o 
certeza del daño, debe determinarse su causa e imputarse al sujeto, de donde, 
la relación, nexo o vínculo de causalidad, es el segundo elemento constante de 
la responsabilidad y consiste en precisar al autor del detrimento, mediante la 
imputación fáctica, física, material o causal del menoscabo a su conducta, sea 
por acción, sea por omisión; En una fase ulterior al quebranto y a la imputación 
material o autoría, es menester determinar el fundamento o justificación del deber 
de responder para establecer si el sujeto a cuya esfera jurídica se imputa el daño 
está obligado o no a repararlo; Tal aspecto, atañe estrictamente a los criterios por 
266 
 
los cuales un sujeto es o no responsable de un daño, esto es, a la determinación 
del deber jurídico de repararlo o, a lo denominado, imputación jurídica”498 
 
Ahora bien, de conformidad con la línea jurisprudencial citada, se tienen frente al 
sistema de responsabilidad subjetiva los elementos que estructuran el juicio de 
responsabilidad extracontractual civil son: i) El daño499, ii) La relación de causalidad 
entre el hecho y el daño, iii) El Fundamento y iv) La culpa.  
                                                          
498 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. Sentencia Expediente 11001-3103-
038-2001-01054-01. (24 de agosto de 2009). [M.P. William Namén Vargas] 
499 HINESTROSA Fernando, “Responsabilidad extracontractual: antijuridicidad y culpa”, citado en 
HENAO, Juan Carlos, Op.cit. p.36. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil, 
Sentencia del cuatro (4) de abril de mil novecientos sesenta y ocho (1968); M.P: Dr. Fernando 
Hinestrosa, G.F, T. CXXIV, No. 2297 a 2299, Pág. 58. Se advierte que el daño se erige 
indefectiblemente como el primer elemento de la responsabilidad y, de no estar presente, se torna 
inoficioso continuar con el estudio de los restantes elementos, pues si una persona no ha sido 
dañada no tiene por qué ser favorecida con una condena que no le correspondería, sino que iría a 
enriquecerla sin justa causa, toda vez que el daño es la causa de la reparación, y la reparación es la 
finalidad de la responsabilidad. El daño es requisito necesario más no suficiente para que se 
declare la responsabilidad. La ausencia del daño trae consecuencias negativas para quien intenta 
la acción de responsabilidad, pues impide la declaración de esta; sin embargo, en ocasiones, a pesar 
de existir el daño, no procede la declaración de responsabilidad. Esto por cuanto el daño es requisito 
indispensable pero no suficiente para que se declare la responsabilidad. En efecto, en algunos casos 
no es posible declarar la responsabilidad, a pesar de haber existido daño; verbigracia, cuando “el 
daño existe pero no se puede atribuir al demandado, como cuando aparece demostrada una de las 
causales exonerativas; o el daño existe y es imputable, pero el imputado no tiene el deber de 
repararlo, porque no es un daño antijurídico y debe ser soportado por quien lo sufre”. HENAO, Juan 
Carlos, Op.cit. p. 38. “El daño debe probarse: El daño debe ser probado por quien lo sufre, so pena 
de que no proceda su indemnización, al tenor de lo dispuesto en el artículo 167 del C.G.P.” (Antes 
177 del C.P.C.); “Sin embargo, pueden existir ocasiones en donde el juez se apoya en presunciones 
que aligeran de manera importante la carga de la prueba, pues el juez en algunos casos puede 
utilizar elementos de juicio que permitan establecer estándares de cuantificación mínima de daños; 
verbigracia, en los casos en que: una persona sufre una lesión total y permanente, con 
independencia de que haya establecido la clase y costo de dicha persona, debe proceder la 
indemnización mediante el otorgamiento de una suma de dinero en la que el juez, obrando con 
criterios de equidad, tase el daño mínimo dependiendo de los elementos de juicio que tiene a su 
alcance; Se tiene entonces que la existencia del daño permite al juez deducir la forma mínima de su 
indemnización, aun cuando el actor no haya probado en concreto el rubro del daño y su quantum, 
que de todas formas existe según la realidad procesal; es por ello que si se implementa 
sistemáticamente la aplicación del estándar mínimo del daño, lo que realmente adquiere relevancia 
es su existencia más no su cuantía; Esta última será un problema secundario que podrá siempre, en 
últimas, ser deducida a partir de su forma indemnizatoria mínima, sin que se llegue al extremo del 
rechazo de las pretensiones del actor en un proceso de responsabilidad; En tal virtud, si se encuentra 
probada la existencia del daño en el proceso, no se requiere probar en el mismo su cuantía para que 
la responsabilidad sea declarada en los términos de la jurisprudencia colombiana; una cosa es la 
ausencia de prueba del perjuicio y otra cosa es la falta de los elementos para hacer su tasación; En 
efecto, en el primero de los casos se profiere una decisión desestimatoria, en tanto en el segundo el 
juez tiene dos posibilidades: a) Aplicar el estándar mínimo del daño a través de presunciones, en los 
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Es de anotar que, la culpa como elemento de este sistema de responsabilidad, 
puede ser observada de conformidad con la noción que señala el artículo 63 del 
Código Civil o como el incumplimiento al contenido obligacional del ordenamiento 
jurídico por parte del sujeto al cual se le atribuye responsabilidad; precisando que, 
la calificación y graduación de culpa que se indica tanto en el artículo 63 como en 
el 1604 ibídem, giran en torno al principio de la “utilitas contrahentium”500 o utilidad 
del contrato, por lo que carece de relevancia la clasificación de dolo, culpa leve y 
culpa levísima que describe la norma en cuanto a la responsabilidad 
extracontractual. 
 
Por su parte, en relación con el sistema de responsabilidad objetiva por actividades 
riesgosas o peligrosas, los elementos que estructuran el juicio de responsabilidad 
extracontractual civil, son: i) El daño, ii) La relación de causalidad entre el daño y la 
actividad peligrosa y iii) El Fundamento.  
 
Ahora bien, debe aclararse que la jurisdicción ordinaria civil también admite la 
atribución de responsabilidad con fundamento en una omisión; sin embargo, al 
interior de esta se ha entendido que las omisiones sí podrían operar desde la óptica 
de la causalidad, lo que a mi juicio considero es una imprecisión de carácter 
conceptual, atendiendo a las definiciones doctrinales realizadas por Hans Kelsen y 
Mir Puglier en relación con los conceptos de causalidad e imputación como factores 
de atribución material señalados líneas arriba, pues a lo sumo sólo podría llegar a 
                                                          
términos arriba anotados; y b) Efectuar una condena in genere, la cual se resuelve en un incidente 
de liquidación de perjuicios que se presenta ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo al 
tenor de lo dispuesto en el artículo 193 del C.P.A.C.A. (Antes 172 del C.C.A.)” 
500 MERCADO, Javier Belda. La Responsabilidad del Comodatario en el Derecho Romano. En: 
Revista Electrónica de la Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, 2007. [En línea] 
Disponible en: < http://bit.ly/32vTO71> p.1. “La utilitas es un criterio que se utiliza con frecuencia en 
las fuentes romanas para justificar el grado de responsabilidad exigido a los deudores en algunas 
relaciones. Parece indudable que la utilitas contrahentium encontró una aplicación preferente en los 
contratos gratuitos, en particular en el comodato y en el depósito, constituyendo un criterio prevalente 
para atribuir la responsabilidad a los respectivos deudores. La utilitas contrahentium, más que un 
criterio a tener en cuenta, según los casos, era una regla o principio de aplicación general en 
el ámbito de la responsabilidad contractual” (Negrillas propias) 
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valorarse este factor de atribución material como “causalidad Hipotética” en los 
términos de Mir Puglier.  
 
Quiere decir lo anterior que, los elementos constitutivos del juicio de responsabilidad 
extracontractual civil pueden sintetizarse como ecuaciones, en los siguientes 
términos: 
 
Responsabilidad subjetiva: Responsabilidad (R) = Daño (D) + Relación de 
causalidad (RC) + Fundamento (F) + Culpa (C). Es decir, R = D + RC + F + C.  
 
Responsabilidad objetiva por actividades peligrosas: Responsabilidad (R) = 
Daño (D) + Relación de causalidad (RC) + Fundamento (F). Es decir, R = D + RC + 
F.501 
 
- Responsabilidad Penal: A fines del siglo pasado Von Liszt propuso una definición 
de derecho penal que ha servido de base a la mayor parte de las formuladas con 
posterioridad: "Derecho penal es el conjunto de las reglas jurídicas establecidas por 
el Estado, que asocian el crimen, como hecho, a la pena, como legítima 
consecuencia"502  
                                                          
501 MEZA MERCADO, Cesar Hernando. Op. cit. p.206. “a) Es una responsabilidad cuyos elementos 
estructurales se reducen al ejercicio de i) Una actividad peligrosa, ii) El daño y iii) La relación causal 
entre éste y aquélla; b) Es una responsabilidad objetiva en la que no opera presunción alguna de 
responsabilidad, de culpa, de peligrosidad, ni se basa en la culpabilidad, sino en el riesgo o grave 
peligro que el ejercicio de estas actividades comporta para los demás; La noción de culpa está 
totalmente excluida de su estructura nocional, no es menester para su constitución, aunque pueden 
existir eventos en que el daño se hubiese producido por el ejercicio de una actividad peligrosa o 
riesgosa mediando culpa o no; c) La responsabilidad recae en quien desarrolla una actividad que 
pueda estimarse como generadora de riesgos o peligros para la comunidad, en cuanto con la misma 
se incrementan aquellos a los que normalmente las personas se encuentran expuestas y, por ende, 
será responsable quien la ejerza, de hecho o de derecho, o esté bajo su dirección, manejo o control; 
d) En este sistema, por lo general, exonera sólo el elemento extraño, esto es, la fuerza mayor o el 
caso fortuito, la intervención de la víctima o de un tercero, cuando actúa como causa única y 
exclusiva o, mejor, la causa extraña impide la imputación causal del daño a la conducta del supuesto 
autor” 
502 VON LISZT, FranzTratado de derecho penal. Madrid: Hijos de Reus, 1916. (Recensión). 3a ed. 




“En la moderna dogmática del Derecho Penal existe en lo sustancial acuerdo en 
cuanto a que toda conducta punible supone una acción típica, antijurídica, 
culpable y que cumple otros eventuales presupuestos de punibilidad; Por tanto, 
toda conducta punible presenta cuatro elementos comunes (acción, tipicidad, 
antijuridicidad, y culpabilidad), a los cuales puede añadirse aún en algunos casos 
un ulterior presupuesto de la punibilidad”503  
 
Ahora bien, siguiendo las precisiones del maestro Claus Roxin en su “Tratado de 
Derecho Penal General”, se tiene que las citadas categorías básicas le dan ya a la 
materia jurídica, un considerable grado de orden y de principios comunes. “Su 
contenido concreto y su relación reciproca son discutidos y, según los distintos 
puntos de vista científicos de que se parta, presentan un aspecto diferente para 
cada una” 504 Sin embargo, para crear una base provisional de entendimiento, se 
deben explicar los conceptos de la forma más elemental posible, ello si se tiene en 
cuenta que la presente investigación se encuentra dirigida hacia los 
administrativistas. Precisando que la definición de cada uno de estos elementos 
tiene una noción perceptiblemente distinta a la luz de la escuela penal que se 
estudie:  
 
- Acción: En forma general, la acción se erige como la conducta humana que 
modifica el mundo exterior y que es realizada como consecuencia de la voluntad 
humana. De tal manera que los movimientos involuntarios desde del campo jurídico 
                                                          
503 ROXIN, Claus. La Estructura de la Teoría del Delito. Op. cit. p.193-194.  
504 Ibid. “Frente a esto, Naucke 1979 aboga por la formulación de una teoría general del hecho 
punible, cuya legitimación no se extraiga del Derecho positivo, sino a la que, a la inversa, se adhiera 
el derecho positivo. Según la actual teoría general del delito no cumple esas exigencias, sino que, 
como actualidad de ayer fijamente escrita, al subrayar la tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad 
presupone una determinada situación única del Estado y de su Derecho penal. Y añade que es 




penal no podrían ser considerados como acción, pues el criterio de acción no solo 
conlleva la acción material, sino el elemento voluntad.505  
  
- Tipicidad: Por su parte, la tipicidad hace referencia a las descripciones de las 
conductas humanas consignadas en el código penal como delictivas, pudiéndose 
hacer alusión entonces al principio nullum crimene sine lege (ningún delito, ninguna 
pena sin ley previa Art. 29 de la Constitución Política); la tipicidad puede ser dividida 
según la doctrina en tipicidad objetiva y subjetiva, así:  
 
Tipo objetivo: Es la simple realización y materialización exterior de la conducta, al 
margen de cualquier elemento subjetivo o valorativo, de tal manera que sólo se 
observa la modificación del mundo exterior sin atender a valoración legal que aluda 
a la antijuridicidad de la actuación. Tipo subjetivo: Por el contrario, el tipo subjetivo 
hace referencia a los elementos internos del agente, como su deseo de realizar la 
conducta y materializar el hecho dañoso.506 
 
- Antijuridicidad: La antijuridicidad se entiende como la acción típica, respecto de 
la cual, luego de hacer un juicio de valor contraviene una prohibición o mandato 
legal, en la medida en que se genera una lesión de bienes jurídicos.507  
 
- Culpa: Es considerada como un elemento fundamental para la configuración de la 
ecuación jurídica de la conducta punible. El profesor Francisco Muñoz Conde la 
define “actúa culpablemente quien comete un acto antijurídico, pudiendo actuar de 
modo distinto, es decir, conforme a derecho”508.  
 
De manera genérica puede afirmarse que la culpa es “un juicio que se emite sobre 
quien habiendo podido comportarse de acuerdo al deber que le era exigible, ha 
                                                          
505 ROXIN, Claus. La Estructura de la Teoría del Delito. Op. cit. p.193-194.  
506 ROXIN, Claus. La Estructura de la Teoría del Delito. Op. cit. p.195.  
507 ROXIN, Claus, Op cit. p. 195.  
508 MUÑOZ CONDE, Francisco. Teoría General del Delito. Bogotá: Temis, Bogotá, 1984. p. 128.  
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actuado de un modo contrario a ese deber ser; trátese entonces de un fenómeno 
complejo de cuya estructura, forma parte el dolo, la culpa, la imputabilidad, y la 
normalidad de la motivación, y puesto que en ella intervienen estos elementos, bien 
puede sintetizarse su esencia en la reprochabilidad”509  
 
A su turno, el artículo 23 de la Ley 599 de 200, suministra la siguiente noción “La 
conducta es culposa cuando el resultado típico es producto de la infracción al deber 
objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o 
habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo”, básicamente la culpa radica según la 
normatividad en el quebrantamiento del deber objetivo de cuidado según el rol que 
desempeña cada persona, bien sea generada esa infracción por la falta de atención 




“En la categoría delictiva de la responsabilidad, se trata de saber si el sujeto 
individual merece una pena por el injusto que ha realizado; El presupuesto más 
importante de la responsabilidad es la culpabilidad del sujeto; Pero este no es el 
único presupuesto, sino que debe añadirse además una necesidad preventiva de 
punición; Así por ejemplo en el denominado estado de necesidad, cuando el autor 
actúa de manera antijurídica pero podía actuar de otro modo y no lo hace, se 
comporta culpablemente”510  
 
- Estructura tripartita o bipartita del delito: Con respecto a los tres atributos 
esenciales de la acción (tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad) se puede hablar de 
una estructura del delito tripartita, en cambio la teoría de los elemento negativos 
del tipo conducen a un sistema bipartito del delito, que en caso de concurrencia 
                                                          
509 REYES ECHANDÍA, Alfonso. La culpabilidad. Bogotá: Editorial Universidad Externado de 
Colombia, 1976. p. 20.  
510 ROXIN, Claus. La Estructura de la Teoría del Delito. Op. cit. p.223.  
272 
 
de una acción, sólo distingue además entre injusto típico y la culpabilidad, y a lo 
sumo se diferencia, dentro de la amplia categoría delictiva del injusto, entre tipos 
positivos, fundamentadores del injusto y contratipos negativos excluyentes del 
injusto.  
 
- i) Tipicidad + ii) Antijuridicidad + iii) Culpabilidad = Esquema tripartito 
- i) Tipicidad + ii) Culpabilidad = En el esquema bipartito, la antijuridicidad se 




1.1.5. El autor, la ilicitud de la conducta, la antijuridicidad del daño, la culpa, 
la causalidad, y la imputación, en la responsabilidad administrativa y penal  
 
- El autor de la conducta  
 
El Derecho Penal se caracteriza por detentar un sistema de responsabilidad basado 
en un autor, en virtud de la cual la punibilidad se vincula a una acción concreta y la 
sanción como respuesta al hecho individual de un sujeto. Quiere decir lo anterior 
que, en lo que atañe a la responsabilidad en el Derecho Penal la misma se observa 
de cara a un juicio de reproche en cuanto al sujeto o persona natural que realiza la 
conducta, y su actividad generadora del ilícito penal.511  
 
Por el contrario, en la responsabilidad extracontractual administrativa, el juicio de 
reproche no se realiza en cuanto al sujeto que materializa directamente la conducta 
“servidor público”, sino frente a la institución en que presta un servicio público de 
conformidad con la (Constitución Política, 1991; art 365). Es decir, se diferencia 
entre la responsabilidad personal del servidor y la responsabilidad institucional, 
siendo la “institución” aquella llamada a responder por la defectuosa o legitima, pero 
lesiva prestación del servicio público.  
 
                                                          
511 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 599 (24 de julio de 2000) “Art 25. acción 
y omisión: La conducta punible puede ser realizada por acción o por omisión; Quien tuviere el deber 
jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica y no lo llevare a cabo, estando 
en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva norma penal. A tal 
efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien jurídico 
protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de 
riesgo, conforme a la Constitución o a la ley. Son constitutivas de posiciones de garantía las 
siguientes situaciones: 1) Cuando se asuma voluntariamente la protección real de una persona o de 
una fuente de riesgo, dentro del propio ámbito de dominio; 2) Cuando exista una estrecha comunidad 
de vida entre personas; 3) Cuando se emprenda la realización de una actividad riesgosa por varias 
personas; 4) Cuando se haya creado precedentemente una situación antijurídica de riesgo próximo 
para el bien jurídico correspondiente: Parágrafo: Los numerales 1, 2, 3 y 4 sólo se tendrán en cuenta 
en relación con las conductas punibles delictuales que atenten contra la vida e integridad personal, 
la libertad individual, y la libertad y formación sexuales”  
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Ello si se tiene en cuenta que luego de la Revolución Francesa (1789), cuyas 
consecuencias políticas dan al traste con la premisa The king can do not wrong o El 
rey no puede equivocarse, se efectúa jurídicamente la división entre los bienes y 
responsabilidades del servidor público y los de la Administración, así como la 
división entre las prerrogativas personales y las potestades administrativas.  
 
Razón por la cual en los eventos donde se presentan daños por la prestación 
inadecuada o adecuada del servicio público, es la institución estatal quien debe 
responder y no el operador de la misma, pues son las potestades del Estado que 
se encuentran causando un perjuicio y no la voluntad del sujeto que materializa la 
actuación administrativa propiamente dicha.512  
 
                                                          
512 RODRÍGUEZ, Libardo R. Op. cit. 
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- La tipicidad e ilicitud de la conducta  
 
En relación con la ilicitud de la conducta en la responsabilidad extracontractual 
administrativa, se tiene que no necesariamente debe existir una actuación contraria 
a Derecho para que surja el deber de reparar; así como tampoco es necesaria la 
tipificación plena de las conductas lesivas a los intereses jurídicos de los particulares 
por parte del legislador para que el ilícito civil pueda nacer a la vida jurídica, pues el 
simple hecho de dañar los bienes ajenos de manera genérica produce el deber de 
reparar.  
 
En relación con la ilicitud de la conducta, se debe enunciar que en materia de 
responsabilidad administrativa al momento de imputar subjetivamente el régimen de 
responsabilidad objetivo a una institución estatal por daño especial o riesgo 
excepcional, no existe un reproche de carácter subjetivo a la conducta desplegada 
por la accionada513; es decir, “se impondrá la obligación de reparar daños y 
perjuicios sin importar que el responsable haya actuado con culpa o no, será el dato 
objetivo de la causación de un daño el que dará lugar a la responsabilidad”514  
 
A su turno, frente a tipicidad de la conducta en la responsabilidad penal, 
necesariamente deben encontrarse positivisadas todas las actuaciones que podrían 
ser constitutivas de un “injusto penal” de manera previa a la materialización del acto 
para que se considere delito, en virtud del principio general y aforismo latino “Nullum 
crimen, nulla poena sine praevia lege” que se traduce como "ningún delito, ninguna 
pena sin ley previa". 
 
                                                          
513 Sentencia C-254, 2003. Op. cit. […] “La antijuridicidad del daño no depende de la licitud o ilicitud 
de la conducta desplegada por la Administración sino de la soportabilidad o no por parte de la víctima” 
[…] 
514 GUTIÉRREZ Y GONZÁLEZ, Ernesto. Op cit.; VILLEGAS ROJINA, Rafael. Op cit. p.67. 
BEJARANO SÁNCHEZ, Manuel, Op. cit. p. 220. PINA, Rafael. Op. cit.; DIEZ-PICAZO, Luis y 
GULLÓN, Antonio Op. cit. p. 591, “consideran que la responsabilidad objetiva es aquella que se 
produce con independencia de toda culpa.”. 
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En ese orden de ideas a diferencia de la responsabilidad administrativa, en la 
responsabilidad penal el principio nullum crímen sine lege debe ser considerado en 
tres aspectos, a saber: i) El de la exclusividad; ii) El de la irretroactividad; y iii) El de 
la prohibición de la analogía.  
 
Por primero, solo la ley puede crear delitos; por el segundo, la ley que crea el delito 
ha de tener vigencia anterior al hecho amenazado con pena; por el tercero, la ley 
debe prever las acciones punibles con límites claros y definidos, entregando, así, el 
instrumento eficaz para evitar la aplicación analógica de la ley. Se impone con ello 
una peculiar modalidad en la redacción de la ley penal: previsión por medio de tipos 
autónomos no extensibles. Tal como ocurre también en la responsabilidad 
disciplinaria.  
 
Así mismo, en cuanto a la ilicitud de la conducta “antijuridicidad”, en la 
responsabilidad penal se observa como una “valoración que hace el juzgador de 
una conducta que es contraria a las normas jurídicas, y que lesionan bienes 
jurídicos”515. Elemento que se convierte en una característica sin la cual no puede 
surgir al mundo jurídico la responsabilidad penal.  
 
- La culpa 
 
Según el profesor Jerónimo Monroy, la noción de culpa en materia civil difiere de la 
noción de culpa en materia penal. La culpa en materia civil se refiere al elemento 
subjetivo, como potencialidad de previsión, representación y voluntariedad con 
relación al manejo de los negocios propios o ajenos (Culpa contractual). La culpa 
en materia penal, hace referencia en cuanto a su elemento subjetivo, a la capacidad 
de previsión, representación y voluntariedad con relación a la conducta punible, o 
                                                          
515 MONRROY SIERRA, Jerónimo Alberto. Op. cit. p.385. 
277 
 
simplemente del comportamiento y sus efectos o resultados, ya sea confiando en 
poder evitarlos, o bien por no prever esos resultados, siendo posible preverlos.516  
 
Ahora bien, como ya se dijo líneas arriba, la “culpa” en la responsabilidad 
administrativa no es necesaria para que surja la responsabilidad y hace referencia 
al “incumplimiento al contenido obligacional previsto en la constitución, la ley o la 
jurisprudencia”517, por lo que la doctrina del derecho administrativo la asemeja a la 
falla del servicio o faute du service. 
 
Por su parte, la “culpa” en la responsabilidad penal es un componente necesario 
para que se configure el injusto penal, pues “actúa culpablemente quien comete un 
acto antijurídico, pudiendo actuar de modo distinto, es decir conforme a derecho, 
estando en capacidad de hacerlo”.518  
 
En ese orden de ideas, la culpa penal subsume unas características básicas para 
su configuración, como son: a) La imputabilidad o capacidad de culpabilidad; b) El 
conocimiento de la antijuridicidad del hecho cometido; y c) La exigibilidad de un 
comportamiento distinto.  
 
Así mismo en relación con la “graduación de la culpa” en la responsabilidad 
administrativa, se puede afirmar que la misma no existe, pues “la calificación y 
graduación de culpa que se indica tanto en el artículo 63 como en el 1604 CC, giran 
en torno al principio de la utilitas contrahentium o utilidad del contrato por lo que 
carece de relevancia la clasificación de dolo, culpa leve y culpa levísima”519 De tal 
manera que, la mínima transgresión al ordenamiento jurídico con la conducta del 
agente configurará la culpa.  
 
                                                          
516 MONRROY SIERRA, Jerónimo Alberto. Op. cit. p.601. 
517 RODRÍGUEZ, Libardo R. Op. cit. p.439.  
518 MUÑOZ CONDE, Francisco. Teoría General del Delito. Op. cit. 128.  
519 MERCADO, Javier Belda. Op. cit. p. 1.  
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En contraposición a la “culpa administrativa - civil”, la culpa en la responsabilidad 
penal si admite grados, en razón a que hace referencia a un concepto psicológico 
y/o normativo, que dosifica la reprochabilidad de la conducta desplegada por el 
agente, como base para la medición de la pena.520  
 
Ahora bien, en nuestro ordenamiento jurídico (Ley 599, 2000; artículo 21)521 la 
clasifica en: i) Dolo522; ii) Culpa523; iii) Preterintencionalidad.524 Se trata entonces de 
dos culpas distintas, cada una de ellas en su propia ontología.  
                                                          
520 ROXIN, Claus. La Estructura de la Teoría del Delito. Op. cit. p.795.  
521 Ley 599, 2000.Op. cit. “Art 21 Modalidades de la conducta punible: La conducta es dolosa, 
culposa o preterintencional. La culpa y la preterintención sólo son punibles en los casos 
expresamente señalados por la ley” 
522 Ibid. “Dolo: La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la 
infracción penal y quiere su realización; También será dolosa la conducta cuando la realización de 
la infracción penal ha sido prevista como probable y su no producción se deja librada al azar” 
523 Ibid. “Art 23 Culpa: La conducta es culposa cuando el resultado típico es producto de la infracción 
al deber objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo 
previsto, confió en poder evitarlo” 
524 Ibid. “Art 24: La conducta es preterintencional cuando su resultado, siendo previsible, excede la 
intención del agente” 
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Tabla 13. Diferencias entre los elementos estructurales de la responsabilidad penal y la responsabilidad 
administrativa 
DIFERENCIAS ENTRE LOS ELEMENTOS ESTRUCTURALES DE LA RESPONSABILIDAD PENAL Y LA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
Criterio Responsabilidad Penal Responsabilidad Administrativa 
- Fuente de las 
obligaciones  
- El artículo 1494 del Código Civil: El delito.  
- El “ilícito civil o cuasidelito” se encuentra regulado en el artículo 2341 
del Código Civil y 90 Constitucional.  
- El artículo 1494 del Código Civil: El cuasidelito 
- Por su parte El “delito” es regulado en el artículo 9 del 
Código Penal.  
- El objetivo del 
sistema de 
responsabilidad 
- El objetivo perseguido por el Derecho Penal es la seguridad de la 
sociedad.  
- Se fundamenta en la aceptación de los daños punitivos, de tal 
manera que en esta disciplina se pregona porque el causante de una 
lesión reciba una sanción proporcional a la que recibió la víctima 
en razón a su conducta (Art. 4 Código Penal). Es decir, su objeto 
es castigar al causante de la infracción del ordenamiento jurídico.  
- Su finalidad esencial es tutelar en forma coactiva y mediante la 
imposición de una pena, una serie de bienes o valores jurídicos 
fundamentales, en cuya preservación o protección se encuentra 
interesado el Estado; De tal manera que, el Derecho Penal persigue 
el mantenimiento del orden público interno.  
- La sanción del delito es más grave, pues además de represiva tiene 
una función social. 
- El ilícito penal vulnera bienes jurídicos de orden público, aun cuando 
sea de carácter particular, como el patrimonio económico en algunos 
casos.  
- El objetivo de la responsabilidad civil es el de conservar el 
equilibrio patrimonial de los particulares.  
- Se pretende brindar a la víctima de un “ilícito civil” la 
oportunidad de reclamar la reparación de la lesión, 
pretendiendo con ello retrotraer las cosas a su estado anterior 
cuando ello fuere posible, en virtud de lo dispuesto en los 
artículos 2341 al 2360 del Código Civil y 90 de la Constitución 
Política. Es decir, la pretensión por excelencia en la 
responsabilidad extracontractual es corregir el daño 
efectuado.  
- La sanción civil Es reparadora o indemnizadora. 
- El ilícito civil viola bienes jurídicos y derechos en cuya 
preservación se empeña fundamentalmente el interés 
privado. 
- Los principios 
de justicia que 
gobiernan la 
responsabilidad 
- “El principio de “justicia retributiva”, el cual como habíamos 
indicado se fundamenta en la aceptación de los daños punitivos, 
encontrándose conformado por dos elementos: i) Uno exige que sea 
impuesta una sanción aproximadamente proporcional a la gravedad 
moral de la conducta y, ii) El otro prohíbe que sea impuesta una 
sanción desproporcionada frente a la gravedad de la conducta” 
- El principio de “justicia correctiva”, el cual implica que “un 
individuo tiene el deber de reparar el daño antijurídico que ha 
causado con su conducta, existiendo: i) Un deber de no 
causar daño a nadie y ii) Un deber de reparar los daños que 
se hubieren causado”.  
- El principio de “justicia distributiva”, el cual atiende a que 
un sujeto debe responder por el daño que causa a otro no por 
la acción moral del dañador o dañado, sino el grado de 
distribución de pérdidas en la sociedad, creando una 
situación más justa en relación con la situación anterior”.  
- Estructura del 
juicio de 
responsabilidad 
- Esquema tripartito: i) Tipicidad + ii) Antijuridicidad + iii) Culpabilidad 
- Esquema bipartito: i) Tipicidad + ii) Culpabilidad. La antijuridicidad 
se encuentra subsumido en el elemento tipicidad.  
i) Daño Antijurídico + ii) Imputación Plena (Imputación 
material + Imputación material)  
- El autor de la 
conducta 
- Se observa de cara a un juicio de reproche en cuanto al “sujeto o 
persona natural” que realiza la conducta, y su actividad generadora 
de la ilícito penal.  
- El juicio de reproche no se realiza en cuanto al sujeto que 
materializa directamente la conducta “servidor público”, sino 
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frente a la “institución” en que presta un servicio público de 
conformidad con la Constitución Política, 1991; art 365.  
- Se diferencia entre la responsabilidad personal del servidor 
y la responsabilidad institucional, siendo la “institución” 
aquella llamada a responder por la defectuosa o “legitima, 
pero lesiva” prestación del servicio público.  
- La tipicidad - La tipicidad de la conducta en la responsabilidad penal, 
necesariamente deben encontrarse positivisadas todas las actuación 
que podrían ser constitutivas de un “injusto penal” de manera previa a 
la materialización del acto para que se considere delito, en virtud del 
principio general y aforismo latino “Nullum crimen, nulla poena sine 
praevia lege” que se traduce como "ningún delito, ninguna pena sin 
ley previa".  
- No es necesaria la tipificación plena de las conductas 
lesivas a los intereses jurídicos de los particulares por parte 
del legislador para que el ilícito civil pueda nacer a la vida 
jurídica, pues el simple hecho de dañar los bienes ajenos de 
manera genérica produce el deber de reparar.  
 
- Ilicitud de la 
conducta  
- En cuanto a la ilicitud de la conducta “antijuridicidad”, en la 
responsabilidad penal se observa como una “valoración que hace el 
juzgador de una conducta que es contraria a las normas jurídicas, y 
que lesionan bienes jurídicos”. Elemento que se convierte en una 
característica sin la cual no puede surgir al mundo jurídico la 
responsabilidad penal. 
- En relación con la ilicitud de la conducta en la 
responsabilidad extracontractual administrativa, se tiene que 
no necesariamente debe existir una actuación contraria a 
Derecho para que surja el deber de reparar. 
- Responsabilidad objetiva por “daño especial” o “riesgo 
excepcional”, donde no existe un reproche de carácter 
subjetivo a la conducta desplegada por la accionada. 
- La culpa - La “culpa” en la responsabilidad penal es un componente necesario 
para que se configure el injusto penal, pues “actúa culpablemente 
quien comete un acto antijurídico, pudiendo actuar de modo distinto, 
es decir conforme a derecho, estando en capacidad de hacerlo”.  
- Se necesitan los presupuestos de: a) La imputabilidad o capacidad 
de culpabilidad; b) El conocimiento de la antijuridicidad del hecho 
cometido; y c) La exigibilidad de un comportamiento distinto.  
- Si admite grados. El artículo 21 del Código Penal la clasifica en: i) 
Dolo; ii) Culpa; iii) Preterintencionalidad. 
- La “culpa” en la responsabilidad administrativa no es 
necesaria para que surja la responsabilidad y hace 
referencia al “incumplimiento al contenido obligacional 
previsto en la constitución, la ley o la jurisprudencia”, por lo 
que la doctrina del derecho administrativo la asemeja a la falla 
del servicio. 
- No existe “graduación de la culpa”, de tal manera que, la 
mínima transgresión al ordenamiento jurídico con la conducta 






CAPITULO II  
2. LA FORMA EN QUE SE DEBE REALIZAR EL TRASLADO DE LAS TEORÍAS 
DE IMPUTACIÓN OBJETIVA DE RESULTADOS DEL DERECHO PENAL, AL 
JUICIO DE RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR 
ACTOS DE TERRORISMO 
 
Recapitulando, se debe resaltar el hecho de que el juicio de responsabilidad es uno 
solo, teniendo algunos elementos trasversales en las distintas disciplinas, lo que 
cambia es la tipificación de la conducta constitutiva de responsabilidad; es decir, en 
materia de responsabilidad penal se cambia el ilícito civil por el delito, en materia 
disciplinaria se califica la falta inherente a la conducta del servidor público ilicitud 
sustancial, y en materia fiscal las faltas monetarias. 
 
En relación con las Tesis Doctorales relacionadas con la imputación objetiva en el 
ámbito del Derecho Administrativo, se tiene que son muy pocos los trabajos 
concernientes a la aplicación de esta teoría en el campo de la responsabilidad 
administrativa; cosa que no ocurre con el Derecho Penal, donde ha sido 
ampliamente desarrollada por los dogmáticos respecto al tema.  
 
Frente a tal punto, se hace pertinente traer a colación algunas de las investigaciones 
-administrativas y penales- que hacen parte del estado del arte, y que servirán en 
parte, como plataforma para el desarrollo de las propuestas o condicionamientos a 
la aplicación de la teoría de imputación objetiva de resultados en la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo.  
 
- La primera Investigación Doctoral a citar, es la “Imputación objetiva en los 
accidentes de tráfico. Una perspectiva práctica”, elaborada por el Profesor Adolfo 
Costas Gascón, en la Universidad Rey Juan Carlos Octubre, 2015, Tesis Doctoral 
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presentada para la obtención del grado de Doctor, realizada bajo la dirección de la 
profesora Dra. Julia Ropero Carrasco, donde encontramos lo siguiente:  
 
La investigación, se circunscribió a la aplicación de la teoría de la imputación 
objetiva, en relación con el riesgo permitido frente a los accidentes de tráfico en los 
que se produce un resultado atribuible a una “conducta imprudente”; al igual que se 
pretendió demostrar “que entre los factores causales de mayor relevancia en la 
producción de los accidentes está la mala señalización por parte de la 
Administración”.  
 
Se comenta, toda conducta realizada en el ámbito del tráfico es arriesgada y 
peligrosa; de tal manera que toda conducta generadora de un daño en el ámbito de 
la seguridad vial, lleva implícito la asunción de un riesgo. En ese orden de ideas se 
recapitula, que se está ante una conducta imprudente cuando se haya incrementado 
el riesgo por encima de lo que el ordenamiento jurídico admite, llevando a cabo un 
comportamiento contrario a las reglas de cuidado. Puede hablarse en consecuencia 
de un riesgo permitido, es decir, de la tolerancia social en un cierto grado de riesgo 
para los bienes jurídicos. “Riesgos que una sociedad tolera porque los considera 
necesarios para su desarrollo social no pueden ser alcanzados por la tipicidad, que 
implica un primer elemento que caracteriza una perturbación intolerable del orden 
social”525 
 
Se relata que, solo tras una minuciosa inspección ocular y reconocimiento 
minucioso de los daños de los vehículos se podrán precisar datos de relevancia 
para la resolución del caso, como son “determinar el punto de colisión, cuál de los 
vehículos es el que impactó con el otro u otros vehículos implicados, así como los 
distintos puntos de percepción y reacción por parte de los conductores intervinientes 
en el accidente”, con la finalidad de establecer responsabilidad desde el plano de la 
                                                          
525 BACIGALUPO, Enrique. Principios de derecho penal, parte general. Madrid: Akal, 1997. 4ª. Ed. 
p. 198 y ss. 
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causalidad; sin embargo, existen eventos en que la determinación causal del daño 
se hace muy dispendiosa y hasta imposible, de tal manera que se da aplicación a 
las teorías de imputación objetiva y específicamente a las “principio de confianza, 
incremento del riesgo y acción a propio riesgo” para la atribución de resultados en 
cabeza de un determinado sujeto como forma de corrección de la indeterminación 
causal.  
 
Por ende, la investigación concluye con que el aporte de la teoría de la imputación 
objetiva proporciona a la hora de atribuir resultados una solución frente a la 
problemática de establecer de manera concreta la “verdadera causa de los 
accidentes, en los casos de concurrencia de culpas o riesgos”, que puedan generar 
responsabilidades. 
 
- La segunda Investigación Doctoral a citar, es “El concepto de imputación en el 
Derecho penal. De la “imputatio” a la “imputación objetiva”: un estudio comparativo 
de los modelos de Claus Roxin, Wolfgang Frisch y Günther Jakobs”, elaborada por 
el profesor Nicolás Santiago Cordini, en la Universidad Nacional del Litoral, 2013, 
Tesis Doctoral presentada para la obtención del grado de Doctor, realizada bajo la 
dirección del profesor Dr. Julio de Olazábal, donde se realizaron las siguientes 
precisiones: La investigación se contrae a establecer las modificaciones que ha 
producido la teoría de la “sociedad del riesgo”526 a la teoría de “la imputación 
                                                          
526 BECK, Ulrich. La sociedad del riesgo, hacia una nueva modernidad. Buenos Aires: Editorial 
Paidós, 1998. p.25-26. “En la modernidad, la producción social de la riqueza va acompañada 
sistemáticamente por la producción social de riesgos. Por tanto, los problemas y conflictos de reparto 
de la sociedad de la carencia son sustituidos por los problemas y conflictos que surgen de la 
producción, definición y reparto de los riesgos producidos de manera científico – técnica; Este cambio 
de la lógica del reparto de la riqueza de la sociedad de la carencia a la lógica del reparto de los 
riesgos en la modernidad desarrollada está vinculando históricamente a (al menos) dos condiciones, 
En primer lugar, éste cambio se consuma (como sabemos hoy) allí donde en la medida en que 
mediante el nivel alcanzado por las fuerzas productivas humanas y tecnológicas y por las 
seguridades y regulaciones del estado Social se puede reducir objetivamente y excluir socialmente 
la miseria auténtica; En segundo lugar, éste cambio categorial depende al mismo tiempo del 
crecimiento exponencial de las fuerzas productivas en el proceso de modernización se libren riesgos 
y los potenciales de autoamenaza en una medida desconocida hasta el momento; En la medida en 
que se presentan éstas condiciones, un tipo histórico de pensamiento y de la actuación es 
relativizado o sustituido por otro; El concepto de Sociedad industrial o de clases (en el sentido más 
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objetiva”527, y cuales cuáles han sido los presupuestos de atribución de 
responsabilidad que han sido modificados a partir de la aparición de los nuevos 
riesgos; así como determinar cuál es el rol de la causalidad en la teoría de la 
imputación objetiva según los modelos de Claus Roxin, Wolfgang Frisch y Günther 
Jakobs.  
 
“Estos modelos formulan, en términos generales, que un resultado causado por 
una conducta humana sólo es imputable si esta conducta ha creado un peligro 
desaprobado jurídicamente para la realización del resultado y si este peligro 
también se ha realizado en el hecho concreto causante del resultado; En 
consecuencia, desde el sector de la dogmática jurídico-penal, se le reconoce a 
la teoría de la imputación objetiva, entendida como subcategoría del tipo penal, 
el hecho de favorecer la resolución de problemas que se planteaban bajo el 
amparo de una teoría de causal amplia, operando de manera armónica con la 
teoría de la sociedad del riesgo como una categoría del riesgo permitido. Sin 
embargo, no hay que desconocer que se trata de un concepto ambiguo, y su 
utilización por parte de los diversos operadores jurídicos acarrea, muchas veces, 
un aumento de los márgenes de discrecionalidad a la hora de decidir un caso” 
 
- La tercera Investigación a citar, es la “Teoría de la imputación objetiva”, 
elaborada por el profesor Dario Alberto Dal Dosso, en la Universidad de Mendoza - 
República Argentina, Tesis para la obtención del Master propio en Derecho Penal 
                                                          
amplio Marx y Weber) giraba en torno a la cuestión de cómo se puede repartir la riqueza producida 
socialmente de manera desigual y al mismo tiempo legítima Esto coincide con el nuevo paradigma 
de la sociedad del riesgo, que en su núcleo reposa la solución de un problema similar y sin embargo 
completamente diferente; ¿Cómo se puede evitar, minimizar dramatizar, canalizar los riesgos y 
peligros que se han producido sistemáticamente en el proceso avanzado de modernización y 
limitarlos y repartirlos allí donde hayan visto la luz del mundo en la figura de efectos secundarios 
latentes de tal modo que ni obstaculicen el proceso de modernización ni sobrepasen los límites de 
lo soportable (ecológica, médica, psicológica, socialmente)?” 
527 ROXIN, Claus. Gedanken zur Problematik der Zurechnung im Strafrecht‖. En: Festscrhift für 
Richard M. Honig (80) 3. Januar 1970―, herausgegeben von der Juristischen Fakultät der Georg-
August-Universität Göttingen, Göttingen, Verlag Otto Schwatz & CO.p. 133-150 
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Universidad de Sevilla Octubre/noviembre 2011, de la cual se pueden extraer las 
siguientes conclusiones:  
 
La investigación referida, tiene por objeto establecer como fue el proceso de 
desarrollo histórico - conceptual de la teoría de imputación objetiva en el derecho 
penal, para lo cual efectúa un recuento por las escuelas de imputación “causalista 
- causalismo clásico y neoclásico”, “crisis del dogma causal”, “escuela finalista - 
teoría de la acción final y teoría de la adecuación social”, “escuela funcionalista - 
funcionalismo moderado y funcionalismo radical”; hasta llegar a el estudio de las 
modernas teorías de imputación objetiva.  
  
En la investigación de la referencia, la imputación objetiva se presenta como un 
elemento central de las corrientes jurídico-penales denominadas funcionalistas, 
que pretenden estructurar un sistema de imputación penal despojado del contenido 
naturalísimo propio de las corrientes causalista y finalista, erigiendo la imputación 
sobre la base de consideraciones de carácter social y elementos normativos.  
 
Se precisa además que estas teorías de imputación objetiva también dejan lugar 
en el pensamiento del Tribunal Supremo Español con las posiciones de Enrique 
Gimbernat Ordeig, W. Frisch, Manuel Cancio Meliá, Yesid Reyes Alvarado y 
Eugenio Raúl Zaffaroni. 
 
- La cuarta Investigación Doctoral a citar, es “El principio de confianza en 
derecho penal, un estudio sobre la aplicación del principio de autorresponsabilidad 
en la teoría de la imputación objetiva”, elaborada por el profesor Mario Maraver 
Gómez, en la Universidad Autónoma de Madrid, Facultad de Derecho, Madrid – 
abril de 2007, Tesis Doctoral presentada para la obtención del grado de Doctor, 
realizada bajo la dirección del profesor Dr. D. Agustín Jorge Barreiro, de donde se 




La investigación se centra en el alcance del “principio de confianza como 
componente de la teoría de imputación objetiva” frente al deber objetivo de cuidado, 
a efectos de averiguar en qué medida el principio de confianza puede ofrecer 
realmente un criterio para determinar los límites del deber objetivo de cuidado, 
atendiendo al principio de autorresponsabilidad. En ese orden de ideas, se indica 
que la esencia del ordenamiento jurídico es darle a la comunidad un orden social y 
normativo que haga posible la convivencia, y para ello es necesario que quien actúa 
no defraude los deberes de tráfico social que le han sido asignados.  
 
En ese orden de ideas, una vez desarrollado el estado del arte teórico - dogmático 
de la presente investigación, se hace pertinente concretar las propuestas o 
condicionamientos a la aplicación de la teoría de imputación objetiva de resultados 
en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, como una forma de aplicar la 
atribución material en los juicios responsabilidad extracontractual del Estado de una 
forma más adecuada a los fines de dicha disciplina.  
 
2.1. PROPUESTA DE CONDICIONAMIENTOS A LA APLICACIÓN DE LA 
TEORÍA DE IMPUTACIÓN OBJETIVA DE RESULTADOS EN LA JURISDICCIÓN 
DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 
En el presente aparte, el autor propone una nueva tipología al ordenamiento jurídico 
denominada “los condicionamientos de la imputación objetiva de resultados en la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo”, la cual permitirá filtrar y controlar el 
proceso de atribución material en la jurisdicción de lo contencioso administrativo en 
relación con la forma en que los jueces se encuentran implementando la teoría de 
la imputación objetiva en los juicios de responsabilidad extracontractual del Estado 
en los procesos de reparación directa. Los cuales, tienden a concluir con una 
“imputación absoluta de la administración pública" debido a una aplicación 
asistemática de esta teoría del Derecho Penal aplicada al Derecho Administrativo. 




2.2. EL DEBER DE UTILIZACIÓN DE LOS CRITERIOS DE IMPUTACIÓN 
OBJETIVA TANTO EN SU ASPECTO AFIRMATIVO COMO NEGATIVO EN LA 
JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA.  
 
Citando a la Profesora María Ángeles Rueda Martin en su obra, “La teoría de la 
imputación objetiva del resultado en el delito doloso de acción” Ed. Universidad 
Externado de Colombia – J.M Bosch Editor - Barcelona, Bogotá, 2002, si el canal 
del tipo objetivo se utiliza para gravar al sujeto con algo que en absoluto tiene 
conexión con su voluntad, como puede ser el caso de un peligro jurídicamente 
desaprobado, el cual únicamente está constituido en la esfera del conocimiento del 
otro -la comunidad social, el espectador objetivo que la representa, una persona 
inteligente, un experto, es decir, que es sólo un producto del conocimiento de 
cualquiera menos del sujeto al que se va a dirigir la imputación-, entonces no puede 
dejar de reconocerse que se imputa algo que puede ser cualquier cosa menos una 
obra suya. 528  
 
Este es sin embargo el proceder de la imputación objetiva, esta atribuye al sujeto, 
concretamente por medio de un tipo objetivo que en el momento de la imputación 
objetiva opera independiente y completamente desvinculado del tipo subjetivo, 
peligros jurídicamente desaprobados aun en el caso de que para el mismo fueran 
absolutamente imprevisibles, y sólo por que tales peligros si se presumen 
previsibles para una persona inteligente, o para un espectador objetivo, para otro, 
que en virtud de sus conocimiento superiores, así como en virtud de sus 
capacidades de previsión también superiores con respecto al sujeto de la 
imputación, se supone que hubiera advertido el peligro en el caso de que hubieran 
estado colocados en la misma situación en que se encontraba aquel en el momento 
                                                          
528 RUEDA MARTIN, María Ángeles. La teoría de la imputación objetiva del resultado en el delito 
doloso de acción. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2002.  
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de iniciar o de disponerse a iniciar la realización de la acción personal. (tipo 
objetivo).  
 
No obstante, la incapacidad de prever del sujeto a quien ya se ha imputado el 
acontecimiento producido exclusivamente por medio del tipo objetivo, emergerá en 
algún momento posterior del enjuiciamiento, y entonces aquél dato relevante 
producirá los efectos de poner fin a un enjuiciamiento que en ningún caso podría 
concluir ya con un veredicto de responsabilidad, sino con uno de absolución. Se 
anota que la explicación por la que se ha puesto fin al enjuiciamiento en el nivel de 
tipo subjetivo, es que el acontecimiento que se hubiese imputado al sujeto en el tipo 
objetivo, finalmente habría de resultar uno que no era de su obra.  
 
Entonces, en el juicio donde el acontecimiento imputado objetivamente no sea obra 
del sujeto de la imputación, sino un hecho extraño al mismo, a todas luces existe 
una falta de conexión entre el hecho y la voluntad del sujeto imputado. De tal manera 
que, la pretensión básica y fundamental de la teoría de la imputación objetiva, es 
que tiene como misión delimitar la causalidad, y la obra del sujeto entra en un estado 
de máxima descomposición, pues con ella se ha atribuido al sujeto algo que no era 
su obra. 
 
Para Gimbernat Ordeig si bien la imputación objetiva puede ser concebida como un 
elemento del tipo, la misma deberá ser comprendida, en todo caso, como uno 
diferente a todos los demás elementos típicos. Según Gimbernat “lo que la teoría 
de la imputación objetiva hace es reunir una serie de criterios normativos 
excluyentes de la tipicidad, que en gran medida y hasta ahora habían deambulado 
por aquella -desde la causalidad hacia la acción- sin encontrar un lugar sistemático 
correcto”529  
                                                          
529 RUEDA MARTIN, María Ángeles. Op. cit. p.59. GIMBERNAT ORDEIG, Enrique. Estudios de 
Derecho Penal. Madrid: Técnos, 1990. 3ª. Ed. p. 212. Citando a la Profesora María Ángeles Rueda 
Martin en su obra, “La teoría de la imputación objetiva del resultado en el delito doloso de acción”, 




De esta forma, para delimitar los tipos de lo injusto, “los defensores de la teoría de 
imputación objetiva proponen la utilización de una serie de criterios normativos 
mediante los cuales se pretende la atribución de un determinado sentido social 
típico”. Entonces, como ha concluido Cancio Melia, “la doctrina de la imputación 
objetiva ha supuesto, en este sentido, un recorte del ámbito de responsabilidad 
jurídico penal530”  
 
De tal manera que, en virtud del principio de oposición531, necesariamente ante la 
creación de un riesgo jurídicamente desaprobado como conducta reprochable, 
también podría configurarse un evento de riesgo jurídicamente aprobado como 
conducta avalada por el ordenamiento jurídico. Respecto al principio de oposición 
se puede decir lo siguiente:  
 
“Lévi- Strauss: Toda comprensión se expresa por dos opuestos, cada uno de los 
cuales tiene un mismo valor de significación. Si de uno se dice blanco, el otro es 
negro, etc. La oposición está al servicio de una diferenciación clasificatoria; 
Llamemos a este procedimiento de oposición antes que, de diferenciación, ya 
que discontinuo, mientras que una diferenciación puede ser progresiva y 
continua […] La primera modalidad de la función simbólica, el principio de 
oposición, traduce un sentimiento nacido de una situación contradictoria por una 
oposición entre dos términos, uno que no puede existir sin el otro, como el Este 
                                                          
formalmente, a lo que el finalismo ortodoxo en que nosotros estamos posicionados ha denominado 
siempre, y desde el principio, como adecuación social cuando se trata de fundamentar la exclusión 
de la tipicidad, o como inadecuación social cuando se trata es de fundamentarla, y todo ello 
independientemente de que luego, materialmente se dote a esa categoría de unos u otros contenidos 
valorativos, así como independientemente se conciban los tipos de lo injusto a los que se aplican 
tales criterios valorativos de la imputación objetiva” 
530 CANCIO MELIÁ, Manuel. Conducta de la víctima e imputación objetiva en Derecho penal. Bogotá: 
Universidad del Externado de Colombia, 2001. p. 54.  




y el Oeste, el tío y el sobrino, etc. (la oposición correlativa o la 
complementariedad de ARISTÓTELES)” 532 (negrillas propias)  
 
Entonces, el riesgo permitido es el macro concepto opuesto, “la otra cara de la 
moneda” del riesgo jurídicamente desaprobado como elemento necesario y positivo 
para la afirmación de la imputación objetiva. En consecuencia, la presencia de uno 
niega la existencia del otro; de tal manera que, los eventos de creación del riesgo 
jurídicamente desaprobado corresponden al aspecto positivo de la imputación 
objetiva y el riesgo jurídicamente permitido se corresponde con los aspectos 
negativos de la teoría.  
 
De conformidad con lo expuesto, se evidencia de forma clara el hecho de que la 
teoría de la imputación objetiva de resultados opera en dos sentidos “uno afirmativo 
y uno negativo”; es decir, en términos del profesor José María Peláez Mejía “la 
imputación objetiva es una moneda que tiene dos caras”, las cuales se pueden 
explicar así:  
 
i) Aspectos afirmativos de la teoría de imputación objetiva, que otorgan la 
posibilidad de atribuir un resultado a un sujeto cuando:  
 
a) El primer requisito que exige la teoría de la imputación objetiva es la “creación de 
un riesgo desaprobado o típicamente relevante”, que será común al delito doloso y 
                                                          
532 Ibid. “Toda comprensión se expresa por dos opuestos, cada uno de los cuales tiene un mismo 
valor de significación. Si de uno se dice blanco, el otro es negro, etc; La oposición está al servicio de 
una diferenciación clasificatoria; Llamemos a este procedimiento de oposición antes que de 
diferenciación, ya que discontinuo, mientras que una diferenciación puede ser progresiva y continua; 
¿Cómo crece la sociedad? En el seno de un clan suben en potencia muchos hijos; A la menor 
disputa, el clan se resquiebra; Uno de los hijos va a fundar otro clan. La primera modalidad de la 
función simbólica, el principio de oposición, traduce un sentimiento nacido de una situación 
contradictoria por una oposición entre dos términos, uno que no puede existir sin el otro, como el 




al delito imprudente. La constitución de este requisito se establece en general 
mediante la aplicación y verificación de dos criterios:  
 
i) El primer criterio de concreción se centra en la exigencia de que el resultado 
fuera objetivamente previsible para que pueda ser imputado a la acción, esto es, se 
exige que dicha acción fuera peligrosa.533  
ii) En segundo lugar se afirma la creación de un peligro jurídicamente 
desaprobado o típicamente relevante, sólo si se ha infringido la diligencia debida o 
el cuidado objetivamente debido.534 
 
b) El segundo requisito exigido por la teoría de la imputación objetiva, posterior a la 
verificación de que se haya creado un riesgo jurídicamente desaprobado o 
típicamente relevante y se haya producido el resultado, consiste en que “éste tiene 
que aparecer como realización del peligro creado o incrementado por la conducta 
del autor”. Mediante este requisito se establece que son objetivamente imputables 
los resultados que no son consecuencia específica precisamente del peligro creado 
por el autor sino que se deben a la interferencia de otro peligro distinto.535 
 
ii) Aspectos negativos de la teoría de imputación objetiva, que por el contrario 
impide la imputación del resultado cuando se configuren las siguientes 
circunstancias:  
 
a) Frente al requisito de la “creación de un riesgo jurídicamente desaprobado o 
típicamente relevante”, se impide apreciar la imputación en el tipo objetivo en dos 
supuesto.  
 
                                                          
533 MARTÍNEZ ESCAMILLA, Margarita. La imputación objetiva del resultado. [En línea] Disponible 
en: <http://bit.ly/2X0NKST> p.54.  
534 GIMBERNAT ORDEIG, Enrique. Delitos cualificados Madrid: Editorial B de f, 2007. p. 42.  
535 RUEDA MARTIN, María Ángeles. Op. cit. p .60. 
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i) En primer lugar, allí “donde el autor disminuye el riesgo de lesión del bien 
jurídico”. Falta de creación de un peligro jurídicamente relevante cuando el autor 
modifica el curso causal y de este modo reduce el peligro que amenazaba a la 
víctima. Roxin niega la imputación del delito de lesiones corporales, a pesar de su 
causalidad, al que puede desviar una piedra que se cierne sobre la cabeza de 
alguien hacia otra parte del cuerpo menos vulnerable, y la imputación de un delito 
de homicidio al médico que retrasa la muerte inevitable de un paciente.536  
 
Entonces, se debe excluir la imputación al resultado, ya que sería improcedente 
prohibir acciones que no menoscaban la situación del bien jurídico protegido, sino 
que la mejoran. Es cierto que los mencionados supuestos de disminución del riesgo 
podría resolverse a través de una causal de justificación (estado de necesidad o 
legítima defensa), pero ello supondría aceptar que pese a la disminución del riesgo 
el supuesto constituye un “delito normal de lesión del bien jurídico”, y justamente 
para Roxin falta eso.537  
  
ii) El segundo caso en que se excluye la imputación en el tipo objetivo por no 
existir la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado o típicamente relevante, 
se da en aquellos supuestos en que el autor ciertamente no disminuye el riesgo de 
lesión del bien jurídico, pero tampoco lo aumenta de forma considerable. A esta 
zona pertenece el ya mencionado caso de la tormenta y el paseo por el bosque, si 
se supera un mínimo de riesgo socialmente adecuado.  
 
"ejemplo frecuentemente utilizado" de que alguien, "al comenzar una tormenta, 
envía a otro al bosque con la esperanza de que le mate un rayo". Si contra toda 
probabilidad se produce efectivamente ese resultado, según la teoría de la 
equivalencia no se puede dudar que hay causalidad en el que dio el consejo”538 
                                                          
536 Ibid. p.62. 
537 Ibid.  
538 ROXIN, Claus, “Derecho Penal - Parte General – Fundamentos, La Estructura de la Teoría del 




En relación con estos casos se considera que no puede prohibirse la causación 
de un resultado por una conducta normal y no peligrosa (riesgos generales de la 
vida).  
 
b) Frente al requisito de la aparición del riesgo desaprobado como la 
realización del peligro creado o su incremento por la conducta del autor, en el 
ámbito de esta exigencia se tratan las siguientes fórmulas que impide apreciar la 
imputación en el tipo objetivo. 
 
i) En primer lugar, se excluirá la imputación del resultado en los casos realización 
de un peligro ausente en el momento de la realización de la acción peligrosa del 
autor y sobreviniendo con posterioridad a dicho momento. Aquí se pretenden 
resolver todos los casos del siguiente tenor: “La víctima de una tentativa de 
homicidio no muere por el disparo del autor, si no a consecuencia de un incendio 
que se produce en el hospital al que ha sido trasladada. El autor ha creado en el 
ejemplo un peligro para la vida de la víctima y acusado su muerte desde el punto de 
vista de la teoría de la equivalencia de las condiciones; pero no se le puede imputar 
ese resultado, porque no representa la realización del peligro creado por la acción 
inicial. Por eso el autor habrá realizado una tentativa homicidio y no un homicidio 
consumado. La teoría de la imputación objetiva afirma que este no es un problema 
de dolo sino una cuestión relativa la realización del tipo objetivo, o dicho de otra 
forma, no es una cuestión subjetiva sino objetiva”539  
 
ii) En segundo lugar, quedará excluida también la imputación del resultado, por falta 
de realización del peligro creado o incrementado por conducta del autor, en todos 
aquellos casos en que el resultado se hubiera producido igualmente en el mismo 
momento y lugar como consecuencia de otros factores causales concurrentes.  
                                                          
539 Ibid. p.60. 
294 
 
Es el denominado fin de protección de la norma, el cual se produce cuando no se 
ha materializado el riesgo de la acción originaria, sino que el riesgo procede de una 
fuente diversa de peligro. En este evento se pretenden resolver situaciones como 
el:  
 
“Caso de dos ciclistas que marchaban de noche uno tras otro sin alumbrado en 
las bicicletas; El ciclista que iba delante, debido a la falta de iluminación, choca 
con otro ciclista que venía de frente; El accidente se podría haber evitado sólo 
con que el ciclista de atrás hubiera llevado su vehículo con iluminación; En este 
supuesto la conducción prohibida del segundo ciclista con una bicicleta sin 
alumbrado ha aumentado el peligro de que el primer ciclista causara un 
accidente; Se rechaza la imputación al resultado porque el fin del precepto que 
impone la iluminación consiste en evitar accidentes que procedan directamente 
de la propia bicicleta, la iluminación consiste en evitar accidentes que procedan 
directamente de la propia bicicleta, pero no en que ilumine otras bicicletas y se 
eviten sus choques con terceros”540  
 
Una vez precisado lo anterior, hay que tener en cuenta que el concepto de 
imputación es una noción que pertenece a la teoría general del Derecho, pero ha 
sido asumido por el Derecho Penal, que lo ha desarrollado con matices propios.541  
 
En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que el Derecho Administrativo desde los 
años 90´s ha empezado a utilizar la teoría de la imputación objetiva como una forma 
de corrección de a la crisis del dogma causal542, es importante recordar que el 
                                                          
540 Ibid. p. 62.  
541 Ibid. p. 64. 
542 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Expediente 9955, 1994. Op. cit. 
Sentencia Expediente 14.215, 2002. Op. cit. Sentencia Expediente 15.567325, 2007 Op. cit. 
Sentencia del 4/10/2007, Exp. 16.894. Sentencia del 26/02/2009, Exp. 13.440. Sentencia del 
26/03/2009, Sentencia Expediente 17.994, 2009. Op. cit., Exp. 18.274. Sentencia del 9/05/2010, 




Consejo de Estado Colombiano se ha limitado a utilizar la teoría de imputación 
objetiva únicamente como criterios de atribución material en su aspecto afirmativo 
o positivo, es decir, utilizado solamente “la cara positiva de la moneda”543 para 
atribuir resultados a la administración pública que en principio no son producto de 
su actuar sino de un tercero; la otra cara de la moneda, relativa a los aspectos 
negativos de la imputación objetiva, que impiden la atribución del resultado.  
 
En ese orden de ideas, al llegar a este punto de la investigación se tiene por 
comprobado y demostrado que en la actualidad la jurisprudencia contencioso 
administrativa al desechar el aspecto negativo de la teoría, ha encaminado el 
discurso de la responsabilidad extracontractual de la administración pública a una 
atribución de todos los resultados posibles que se puedan presentar en el trafico 
social y en la prestación de servicios públicos como una fórmula infalible de 
imputación absoluta; en contraposición a la visión original de la imputación objetiva 
en materia penal, como criterios negativos de la tipicidad objetiva.  
 
Es por ello que con la presente investigación dogmática se evidencia como en el 
proceso de transformación de la teoría original de la imputación objetiva del Derecho 
Penal al campo del Derecho Administrativo, encajan de manera perfecta los 
postulados del maestro Diego López Medina al referirse a los “sitios de recepción 
de la Teoría Transaccional del Derecho (TTD), que crean la Teoría Jurídica Local 
destinada a otros teóricos jurídicos locales, y que puede ser transmutada por los 
autores locales de manera intencional"544 dependiendo de los conflictos entre 
escuelas de teoría jurídica, de las peculiaridades de la cultura jurídica en cada sitio 
de recepción, y de la agenda política que guía a los autores canónicos y a sus 
intérpretes prestigiosos.  
 
                                                          
543 PELÁEZ MEJÍA, José María. Causales de justificación y ausencia de lesividad como criterios 
negativos de imputación objetiva: Una propuesta de ampliación del concepto riesgo permitido para 
la constitución de un esquema bipartito del delito. Universidad Libre, Bogotá, 2018, Pag. 371. 
544 LÓPEZ MEDINA, Diego. Teoría Impura del Derecho, 2006. Op. cit. p. 10-25. 
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En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que la aplicación de la teoría de 
imputación objetiva en el Derecho Administrativo se materializa únicamente a través 
de los criterios afirmativos, refulge con meridiana claridad que este panorama puede 
configurar interpretaciones contrarias a la seguridad jurídica; en consecuencia, 
surge como primera propuesta correctiva a la aplicación de la teoría en el Derecho 
Administrativo: i) La utilización obligatoria del aspecto positivo y negativo de la teoría 
de imputación objetiva, al momento realizar el juicio de atribución fáctica; de tal 
manera que, en los eventos que sea verificable los aspectos negativos de la teoría, 
se impida la imputación material del resultado a la administración pública. 
 
En ese orden de ideas, citando al profesor José María Peláez Mejía, se tiene que 
en virtud del ya mencionado principio de oposición algo no puede ser y no ser al 
mismo tiempo; es decir, en el sistema de imputación objetiva el principio del “riesgo 
permitido que se basa en la forma en el ordenamiento jurídico avala unos mínimos 
de lesiones por el sólo hecho de vivir en sociedad”, no puede constituir al mismo 
tiempo un “riesgo jurídicamente desaprobado”, pues éste sería el concepto 
diametralmente opuesto, es decir el incremento del riesgo por fuera de los 
parámetros mínimos que señala el sistema jurídico545.  
 
En consecuencia, se reitera que, en los casos de responsabilidad administrativa 
para los eventos donde se atribuya con imputación objetiva por el factor del riesgo 
o “creación de un riesgo jurídicamente desaprobado”, deben tenerse en cuenta los 
criterios negativos del mismo (como contracara de aquellos afirmativos), los cuales 
eventualmente podrían avalar la imposibilidad de atribuir un resultado en el caso 
bajo examen.  
 
                                                          
545 PELÁEZ MEJÍA, José María. Causales de justificación y ausencia de lesividad como criterios 
negativos de imputación objetiva: Una propuesta de ampliación del concepto riesgo permitido para 
la constitución de un esquema bipartito del delito. Universidad Libre, Bogotá, 2018, Pag. 371. 
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En la siguiente tabla se procede a esbozar los criterios positivos y negativos de 
imputación objetiva que se pretenden aplicar en el juicio de responsabilidad 
extracontractual estatal; para tal efecto, se procederá a tomar la estructura del 
trasversal de la teoría de imputación objetiva, y se acogerá la teoría bajo la visión 
del maestro Jakobs por ser más amplia y adecuada para los fines de la atribución 
en el Derecho Administrativo.  
 
Tabla 14. Criterios positivos y negativos de la imputación objetiva 
CRITERIOS POSITIVOS Y NEGATIVOS DE LA IMPUTACIÓN OBJETIVA 
ASPECTO POSITIVO O AFIRMATIVO DE LA 
IMPUTACIÓN OBJETIVA 
Requisitos para que exista imputación objetiva 
ASPECTO NEGATIVO DE LA IMPUTACIÓN 
OBJETIVA 
Requisitos para que no exista imputación 
objetiva 
I. Creación de un riesgo jurídicamente 
desaprobado (imputación objetiva del 
comportamiento). Se presenta cuando:  
I. Ausencia de creación de un riesgo 
jurídicamente desaprobado. Se presenta 
cuando:  
a) El resultado fuera objetivamente previsible para 
que pueda ser imputado a la conducta, esto es que 
dicha conducta fuera peligrosa 
a) Disminución del riesgo  
  
b) La creación del peligro desaprobado como 
consecuencia de la infracción a la debida diligencia  
b) Falta creación del riesgo 
c) Cuando se incumpla la posición de garante:  
- Cuando se trate de un riesgo desaprobado  
- Cuando se transgreda el principio de confianza  
- Cuando no se configura la prohibición de 
regreso546  
- Cuando no se configura la acción a propio 
riesgo547  
c) Se cumpla la posición de garante:  
- Cuando se trate de un riesgo permitido  
- Cuando se materialice el principio de confianza  
- Cuando exista prohibición de regreso548 
- Cuando exista acción a propio riesgo549 
II. La realización del riesgo en el resultado se 
deberá a la conducta del autor.  
II. Ausencia de realización del riesgo en el 
resultado.  
a) Un peligro latente al momento de la realización de 
la acción y sobreviniente concomitantemente con el 
hecho  
a) Un peligro ausente al momento de la realización 
de la acción y sobreviniente con posterioridad al 
hecho  
b) Cuando el resultado se encuentra cobijado por el 
fin de protección de la norma jurídica550  
b) Cuando el resultado NO se encuentra cobijado 
por el fin de protección de la norma jurídica551  
 
En atención a lo expuesto, se procede a mostrar el nuevo esquema del juicio de 
responsabilidad extracontractual del Estado, con la aplicación del primer 
condicionamiento a la aplicación de la teoría de imputación objetiva de resultados 
                                                          
546 En la jurisdicción contencioso administrativa no tienen aplicación.  
547 En la jurisdicción contencioso administrativa no tienen aplicación. 
548 En la jurisdicción contencioso administrativa no tienen aplicación. 
549 En la jurisdicción contencioso administrativa no tienen aplicación. 
550 En la jurisdicción contencioso administrativa no tienen aplicación. 
551 En la jurisdicción contencioso administrativa no tienen aplicación. 
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en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, el cual se cotejará con el sistema 
de responsabilidad actual:  
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Tabla 15. Nuevo esquema del juicio de responsabilidad extracontractual del Estado 




































 Fáctica:  Acción: 
Causalidad (+) 
i) Equivalencia de condiciones  
ii) Causa próxima  
iii) Causa eficiente  
iv) Causa adecuada 
Imputación 
plena:  
  Crisis del dogma causal 
  Omisión: 
Imputación 
Objetiva (+ y -) 
ASPECTO POSITIVO O AFIRMATIVO 
DE LA IMPUTACIÓN OBJETIVA 
ASPECTO NEGATIVO DE LA IMPUTACIÓN 
OBJETIVA 
 I. Creación de un riesgo 
jurídicamente desaprobado 
(imputación objetiva del 
comportamiento).  
I. Ausencia de creación de un riesgo 
jurídicamente desaprobado. Se presenta 
cuando:  
a) Cuando se incumpla la posición de 
garante:  
- Cuando se trate de un riesgo 
jurídicamente desaprobado  
- Cuando se incumpla el principio de 
confianza  
- Cuando infrinja la posición de garante 
institucional (jurisprudencial)  
- Cuando infrinja la posición de garante 
relacional (jurisprudencial)  
a) Se cumpla la posición de garante:  
- Cuando se trate de un riesgo permitido (falta de 
creación del riego) 
- Cuando se materialice el principio de confianza  
- Cuando se cumpla la posición de garante 
institucional (jurisprudencial)  
- Cuando se cumpla la posición de garante 
relacional (jurisprudencial)  
b) Aumento del riesgo b) Disminución del riesgo 
II. La realización del riesgo en el 
resultado se deberá a la conducta del 
autor.  
II. Ausencia de realización del riesgo en el 
resultado. Se presenta:  
Es decir, un peligro latente al momento 
de la realización de la acción, y que se 
materializa concomitantemente con la 
conducta del autor  
Se trata de un peligro ausente al momento de la 
realización de la acción y sobreviniente con 
posterioridad al hecho  
Jurídica:  Régimen 
Subjetivo  
Falla del servicio: Simple, presunta probada y relativa 
Régimen 
objetivo 
Daño Especial y Riesgo Excepcional 
 Nueva estructura del juicio de responsabilidad extracontractual del Estado, con aplicación de los aspectos afirmativos y negativos de la 
teoría de imputación objetiva.  
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2.3. TOMA DE POSICIÓN - UTILIZACIÓN DEL FUNCIONALISMO RADICAL DE 
JAKOBS AL APLICAR LA TEORÍA DE LA IMPUTACIÓN OBJETIVA EN LA 
JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA.  
  
Sea lo primero anotar que desde Aristóteles hasta los filósofos y juristas modernos, 
han concebido el criterio de imputación de distintas maneras, pasando por criterios 
históricos, el área de aplicación, y corriente filosófica a la que pertenezca el autor; 
por ello, no podemos perder de vista que tal como se mencionó líneas arriba “el 
concepto de imputación pertenece a la teoría general del Derecho y no 
exclusivamente al Derecho Penal”; razón por la cual, a efectos de elaborar criterios 
de aplicación sólidos para la teoría de la imputación objetiva en el Derecho 
Administrativo, se hace importante definir con claridad cuál es la visión de la teoría 
de imputación objetiva que se va a seguir en la jurisdicción contenciosa para la 
atribución material de resultados 552. 
 
Al analizar la jurisprudencia nacional, observamos que el Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, al implementar la teoría de la 
imputación objetiva de resultados proveniente de la escuela funcionalista del 
Derecho Penal alemán553, realiza una fusión o mixtura entre los criterios de 
imputación desarrollados bajo la vertiente de Claus Roxin y los criterios de 
imputación desarrollados por Gunther Jakobs; sin tener en cuenta que, aunque 
hacen parte de una misma escuela la visión del Derecho Penal derivada de cada 
vertiente es totalmente diferente. Debiéndose aclarar que para Roxin la visión de 
imputación del resultado es mucho más restringida que para Jakobs.  
 
                                                          
552 RUEDA MARTIN, María Ángeles. Op. cit. p.64. 
553 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente. 




Y en la actualidad, dicha fusión se sigue presentando, tal como se puede observar 
de la decisión emitida por el Consejo de Estado, caso Club el Nogal554. Esta 
diferenciación no es inocua y comporta grandes consecuencias en el mundo 
jurídico, pues mientras en la primera vertiente una “lesión puede ser imputable si el 
comportamiento de la persona a quien se le atribuye un determinado resultado ha 
generado un riesgo jurídicamente relevante a un bien jurídico”555; en la segunda, el 
sistema de imputación se elabora atendiendo a “la forma como está organizada la 
sociedad y de acuerdo a los fines y funciones que cumple el Derecho en una 
comunidad organizada 556”. 
 
Lo anterior si se tiene en cuenta que la estructura del funcionalismo radical de 
Jakobs se encuentra compuesta por dos niveles: I) Imputación objetiva del 
comportamiento, la cual encierra la posición de garante, herramienta que 
comprende criterios como “a) El riesgo permitido, b) El principio de confianza, c) La 
prohibición de regreso, d) La competencia de la víctima. Y II) La realización del 
riesgo en el resultado se deba a la conducta del autor. De donde se desprende el 
“fin de protección de la norma”.  
 
En contraposición a la visión del funcionalismo moderado de Roxin, la cual, aunque 
también cuenta con los mismos dos niveles, su alcance es mucho más limitado o 
conservador: “I) La creación de un riesgo jurídicamente desaprobado, la cual se 
configura mediante a) Disminución de riesgo, b) Falta de creación del riesgo, c) 
riesgo permitido. Y II) Realización del riesgo permitido, la cual se encuentra 
compuesta por a) La falta de realización del peligro, b) Si falta la realización del 
riesgo no permitido, c) Si el resultado no se encuentra cubierto por el fin de 
protección de la norma”  
 
                                                          
554 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Radicación: 
2005-00451 (37719), de 2018,  
555 DAL DOSSO, Dario Alberto. Teoría de la Imputación Objetiva, 2011. p. 12. 
556 Ibidem, p. 12. 
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En ese orden de ideas, atendiendo a los fines constitucionales consagrados en el 
preámbulo, y (Constitución Política, 1991; arts.1, 2, 209 y 365), se tiene que al definir 
y escoger una visión amplia de imputación objetiva para su aplicación en el Derecho 
Administrativo como es la del “funcionalismo radical de Jakobs”, estos fines 
encuentran una materialización plena y armónica en tal escogencia. Ello si se tiene 
en cuenta que, tal como se describió líneas arriba el “funcionalismo moderado de 
Roxin” puede encontrarse inmerso dentro del desarrollo teórico de la visión de la 
imputación objetiva de Jakobs, adicionándole éste elementos como “las posiciones 
de garante -a) El riesgo permitido, b) El principio de confianza, c) La prohibición de 
regreso, d) La competencia de la víctima.  
 
Para justificar que en la jurisdicción contencioso administrativa es más conveniente 
el “funcionalismo radical basado en el cumplimiento de roles y tráfico social” que el 
“funcionalismo moderado sustentado en el aumento del riesgo jurídicamente 
aprobado”, se debe hacer alusión a las normas constitucionales que permiten al 
Estado Colombiano únicamente actuar a través de unos roles previamente 
determinados, tales como los artículos 4° y 6° de la C.P: 
 
“Art 4. La Constitución es norma de normas; En todo caso de incompatibilidad 
entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales. […] Art 6. Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes; Los servidores públicos lo son 
por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus 
funciones” 
 
Debe anotarse que en el ámbito de la omisión es evidente que no todos responde 
por cualquier consecuencia lesiva que esté en condiciones de evitar, sino que 
únicamente se encuentra obligado quien cumple un rol que lo coloca en una 
posición de garantía. De tal manera que, si examinamos quienes son titulares de 
posiciones de garantía en la sociedad tenemos al Estado como garante de la 
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seguridad interior y exterior, al padre y la madre como garantes de los hijos, a los 
médicos como garantes del sistema sanitario entre otros.  
  
En ese orden de ideas, se tiene que el Estado se encuentra en el mundo social en 
condición de portador de unos roles específicos (artículos 1, 2, 90, 209 y 365 de la 
Constitución Política), esto es el ejercicio de la función pública557 mediante la 
prestación de servicios públicos, la cual es desarrollada mediante leyes (Ley 5 de 
1992, Ley 489 de 1998, Ley 270 de 1996, etc.). Siendo entonces el Estado el 
principal portador de roles en la sociedad, aunado al hecho de que es éste quien 
asigna los mismos a los ciudadanos distribuyendo el trafico social de acuerdo a las 
políticas públicas.  
 
Los deberes que comporta el tráfico en general, en cuanto a deberes de 
aseguramiento o de salvamento, son deberes que pertenecen al rol de aquellos que 
asumen libertad de organización. Para el Estado, el deber de organización conlleva 
a ocuparse de que tal institución no resulte lesiva, en esa medida se trata del rol de 
la Administración Pública de prestar servicios sin dañar a los ciudadanos.  
 
Es decir, el Estado Colombiano al tener unos roles perfectamente definidos y 
establecidos por el ordenamiento jurídico, no formaría parte del rol del Estado 
eliminar todo riesgo de lesión de los ciudadanos. Esto posibilita a la Administración 
Pública la división de sus funciones administrativas y el reparo de tareas.  
 
Además, la teoría de la imputación objetiva propuesta por Jakobs se enmarca en 
una dogmática cuya pretensión es sobre todo la de explicar el sistema de imputación 
que rige en una determinada sociedad en un momento dado, y en el caso del Estado 
se sustenta sobre una defraudación a los roles establecidos en el contrato social. 
                                                          
557 “Entiéndase por función pública el ejercicio de la función legislativa, ejecutiva y judicial; y no solo 




Pues recordemos que para el estado la única manera de desarrollar actividades en 
virtud del principio de legalidad es a través del cumplimiento de roles.  
 
En palabras de Niklas Luhmann en su obra la “teoría de los sistemas”558, se indica 
que las sociedades organizadas tienen en común el hecho de estar estructuradas 
jerárquicamente, ya que están representadas por una parte de ellas-mismas. Es 
decir, existen unos órdenes de subordinación o de desigualdades que resultan de 
la estructura primaria de la sociedad, y cada función depende estructuralmente de 
su relación con las demás funciones. Circunstancia que se presenta de igual manera 
en la estructura del Estado.  
 
Las anteriores elucubraciones dogmáticas tienen como finalidad establecer de 
manera clara y uniforme una posición y visión para el Derecho Administrativo en 
relación a como debe ser analizada la teoría de la imputación objetiva; ello con la 
finalidad de determinarse en forma clara las bases constitucionales sobre la cuales 
descansa la esta teoría en la jurisdicción contencioso administrativa colombiana.  
 
En otras palabras, según los contenidos del marco teórico aquí expuesto, la 
investigación se encamina a afirmar que para la imputación en materia contencioso 
administrativa, el modelo propuesto por Jakobs, cumple en mejor medida con las 
necesidades del Derecho Administrativo, y en especial de la responsabilidad 
extracontractual; pudiendo descartarse una aplicación mixta de criterios del 
funcionalismo.559  
 
                                                          
558 LUHMANN, Niklas. La teoría de sistemas. En: Contrastes. Revista Internacional de Filosofía, vol. 
XV, 2010. p. 301-317.  
559 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Penal. Proceso No. 19746 (28 de agosto de 
2006) [M.P. Edgar Lombana Trujillo]; Proceso No. 33920. (11 de abril de 2012). [M.P. Augusto Ibáñez 
Guzmán]; Proceso No. 32174. (2 de septiembre de 2009). [M.P. Yesid Ramírez Bastidas]; Proceso 
No. 23157. (30 de mayo de 2007) [M.P. Yesid Ramírez Bastidas]; Proceso No. 25536. (27 de julio 
de 2006). [M.P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón]; Proceso No. 30722. (27 de julio de 2009). [M.P. Jose 




Razón por la cual, en este punto de la presente investigación se propone que la 
visión a la que debe apelar el Derecho Administrativo para aplicar la teoría de la 
imputación objetiva en los juicios de responsabilidad extracontractual frente a la 
administración pública es la alteración a los roles sociales de Jakobs por ser más 
completa; es decir, por incluir la “creación del riesgo relevante de Roxin” y adicionar 
las ya mencionadas posiciones de garante.560  
 
2.4. LA EXCLUSIÓN DE LA “ACCIÓN A PROPIO RIESGO Y PROHIBICIÓN DE 
REGRESO” EN LA APLICACIÓN DE LAS POSICIONES DE GARANTE DE 
JAKOBS EN EL JUICIO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVO, Y EL 
CRITERIO DE “FIN DE PROTECCIÓN DE LA NORMA” 
 
Recapitulando, se entienden por “causales de atipicidad” aquellas conductas 
humanas que no se adecuan o no se encuadran dentro de los elementos que 
conforman el tipo penal, y por consiguiente no son delictivas, ni susceptibles de 
sanción penal; mientras que las “causales de justificación” son entendidas como 
eventos negativos de la antijuridicidad que impiden su configuración, tales como el  
 
“cumplimiento de un deber legal, obediencia debida, estado de necesidad 
justificante, legítima defensa, ejercicio de un derecho, cargo público o actividad 
lícita, etc., es decir, impiden que una conducta típica sea valorada como contraria 
a las normas jurídicas”561  
 
En ese orden de ideas, haciendo un análisis comparativo entre el anotado esquema 
penal y las formas de exoneración de responsabilidad de la administración pública, 
y sin que tal comparación resulte totalmente exacta en razón a los distintos 
fundamentos doctrinales, eventualmente se podría asimilar las causales de 
                                                          
560 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente. 
15.567325 (4 de octubre de 2007) [C.P.Enrique Gil Botero]. 
561 PELÁEZ MEJÍA, José María. Causales de justificación y ausencia de lesividad como criterios 
negativos de imputación objetiva. Op. cit. p.126. 
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atipicidad en materia penal con la inexistencia del hecho o acto en el plano 
contencioso administrativo, pues en ambos casos constituyen el primer elemento 
que debe surgir al mundo del Derecho bajo unos requisitos especialísimos con el 
objeto de que se continúe con el juicio de responsabilidad. 
  
Por su parte, en relación con las causales de justificación en materia penal estas 
pueden ser comparables con las “causales de exoneración de responsabilidad 
(causa extraña - prueba de diligencia y cuidado)” en materia contencioso 
administrativa, atendiendo a que ambas se fundamentan en la valoración de una 
conducta que bajo circunstancias específicas no transgreden o las normas o bienes 
jurídicos. Es decir, en ambos casos se trata de justificar que la conducta fue ajustada 
a Derecho.  
 
En ese orden de ideas, se observa que la teoría de la imputación objetiva se 
encuentra dirigida a negar o avalar la configuración del tipo penal, mucho antes de 
entrar a un análisis sobre la antijuridicidad de la conducta.562 De tal manera que, a 
efectos de generar un hilo conductor lógico y coherencia al aplicar la teoría de la 
imputación objetiva en el Derecho Administrativo, debe entenderse que para los 
solos efectos del juicio de responsabilidad extracontractual de la administración la 
teoría de la imputación objetiva opera en el plano de la imputación material.  
 
Tabla 16. Juicio de responsabilidad administrativo y penal 
JUICIO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVO Y PENAL 
Juicio de Responsabilidad Extracontractual 
del Estado  
Juicio de Responsabilidad Penal  
Hecho o acto  
(Inexistencia del daño) 
Conducta típica: Opera la imputación objetiva 
(Causales de atipicidad) 
Imputación: Material del daño antijurídico: 
Opera la imputación objetiva 
Jurídica: Subjetiva y Objetiva  
(Causales de exoneración) 
Antijurídica: Formal y Material  
(Causales de exclusión) 
 Culpable: Imputabilidad, Conocimiento de la 
antijuridicidad, exigencia de un comportamiento distinto  
Nota. Elaboración propia 
                                                          
562 RUEDA MARTIN, María Ángeles. Op. cit. p.20. 
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Ahora bien, se tiene que el sub criterio de posición de garante acción a propio riesgo 
es un instrumento que permite establecer cuándo un daño es única y 
exclusivamente atribuible a la propia víctima, en tanto desconoció su deber de 
autoprotección y, por tanto, la defraudación del rol y la concreción del riesgo fue 
producto de su actuar563.  
 
Por su parte, el sub criterio de prohibición de regreso hace referencia a “imputar 
un daño o un resultado lesivo a un sujeto que participó previamente a la 
materialización del hecho, al margen de que haya obrado de manera dolosa, 
culposa o inconsciente, ya que su intervención no materializa o determina la 
concreción del riesgo jurídicamente desaprobado; En otra palabras, su 
comportamiento fue irrelevante en la producción del resultado, pues su conducta 
no desborda los límites del riesgo permitido”564  
 
En relación con estos dos criterios de posición de garante, se evidencia que por 
técnica jurídica debe limitarse su utilización al momento impedir la atribución 
material en la jurisdicción contenciosa administrativa; como quiera que, en la figura 
de la causa extraña en la modalidad de culpa exclusiva de la víctima y hecho de un 
tercero” como instituciones propias de la responsabilidad civil extracontractual, se 
encuentran encaminadas a cumplir con la misma finalidad de la denominada acción 
a propio riesgo y “prohibición de regreso”, sin que sea necesario dar aplicación a 
esta figura proveniente del Derecho Penal, en razón a que en nuestro sistema de 
responsabilidad administrativo existen figuras que cumplen con los mismos fines. 
 
Se considera importante destacar que, idéntica circunstancia ocurre con el aludido 
criterio de fin de protección de la norma, pues el mismo se subsume dentro de la 
figura de la “causa extraña” en la modalidad del “hecho de un tercero”.  
 
                                                          




Quiere decir lo anterior que, las posiciones de garante “acción a propio riesgo, 
prohibición de regreso” y el criterio de “fin de protección de la norma”, al subsumirse 
dentro de la figura de la causa extraña no deben tener aplicación en la disciplina de 
la responsabilidad extracontractual de la administración, y por lo tanto su uso debe 
ser eliminado en el ejercicio de la aplicación de la teoría de imputación objetiva de 
resultados en el Derecho Administrativo. 
 
Ello con la finalidad de evitar antinomias en la interpretación y depurar al máximo 
los conceptos provenientes del Derecho Penal que sean contradictorios o 
incompatibles con las bases y el sistema de la responsabilidad estatal; frente a lo 
cual es pertinente citar al maestro Vincenzo Zeno-Zencocich, el cual manifiesta que 
tomar y aplicar sin mayores distinciones los criterios elaborados por los cultores del 
Derecho Penal para trasladarlos al ámbito de la responsabilidad civil, ha oscurecido 
la cuestión en vez de aclararla; pues la lógica que gobierna el ilícito penal es muy 
distinta a aquélla que preside a la responsabilidad civil; No obstante, lo anterior, 
aclara el autor que tal percepción sobre el asunto, no quita que puedan adoptarse 
“con provecho” algunas de las nociones, tesis, razonamientos o conclusiones a las 
que, hubiesen podido llegar los investigadores del derecho criminal (Francesco 
Antolisei, Giuseppe Bettiol, Federico Stella, Salvatore Aleo, Günther Jakobs, Claus 
Roxin, etc.), siempre y cuando, claro está, se las adapte a las normas, estructura y 





                                                          
565 ZENO-ZENCOVICH, Vincenzo. Op. cit. p. 39 e ss. 
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2.5. LA UTILIZACIÓN DEL “RIESGO PERMITIDO Y PRINCIPIO DE CONFIANZA” 
COMO SUB CRITERIOS DE LAS POSICIONES DE GARANTE DE JAKOBS EN 
EL JUICIO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVO 
 
En consonancia con lo anteriormente expuesto, se tiene que al haberse excluido las 
posiciones de garantes de “acción a propio riesgo, prohibición de regreso” y el 
criterio de “fin de protección de la norma” en el nuevo esquema de responsabilidad 
extracontractual de la administración que se propone; deviene que por un criterio 
residual las aplicaciones de las restantes posiciones de garante se limitaran al 
“riesgo permitido y el principio de confianza”.  
 
Así mismo, debe hacerse claridad en relación con la división de garante institucional 
y relacional, pues las mismas son una creación jurisprudencial de la Corte 
Constitucional y del Consejo de Estado. Ello si se tiene en cuenta que según la 
doctrina canónica las posiciones de garante desarrolladas por Jakobs únicamente 
son “el riesgo permitido, el principio de confianza, la prohibición de regreso, y la 
acción a propio riesgo”.  
 
En ese orden de ideas, si bien estas sub categorías de posición de garante -
institucional y relacional- no hacen parte de la doctrina canónica, sino que 
constituyen una adaptación de la doctrina del profesor Jakobs a las necesidades de 
la jurisprudencia contenciosa por resolver las situaciones del Derecho 
Administrativo nacional; también lo es que, dicha tipología tampoco se opone a los 
fines de sistematización de la teoría de la imputación objetiva en el Derecho 
Administrativo, por lo cual se incluirán en la estructura de la propuesta al esquema 
de responsabilidad con las precisiones del caso.  
 
En tal virtud, en este punto de la investigación se pretende elaborar un esquema 
lógico para la utilización del “riesgo permitido y el principio de confianza” adaptados 
a las necesidades propias de la jurisdicción de lo contencioso administrativo; esto 
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es, como sub criterios de las posiciones de garante de Jakobs, a tendiendo a que 
en la toma de posición de esta investigación se dejó sentado que será bajo la visión 
del funcionalismo radical con el cual se deberá observar la imputación objetiva de 
resultados en el juicio de responsabilidad extracontractual de la administración 
pública.  
 
En ese orden de ideas, compete a este investigador desglosar de manera 
sistemática como debe operar la teoría de la imputación objetiva en la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo bajo esta nueva visión de la disciplina.  
 
Sea lo primero recordar que, las reglas jurisprudenciales actuales señalan que al 
momento de hacer la imputación material del resultado debe indagarse si en la 
ocurrencia del daño se presentó un factor de acción por parte de la administración 
(causalidad); y si este no es determinable, establecer si existían deberes de 
vigilancia, actuación, prevención o salvamento en relación con el bien jurídico 
lesionado, a efectos de establecer si se configuró el incumplimiento en las anotadas 
obligaciones por parte de la entidad accionada (omisión).  
 
Ahora bien, tratándose de omisiones, la jurisprudencia contenciosa utiliza la teoría 
de la imputación objetiva como una forma de corrección de la indeterminación 
causal, para lo cual como se dijo líneas arriba hasta la fecha solamente se limita a 
la aplicación de su aspecto afirmativo en forma poco sistemática. Debiéndose 
aclarar además que, la teoría de la imputación objetiva opera tanto para los daños 
ocasionados por la acción como por la omisión de la administración.  
 
El esquema de aplicación de la teoría de imputación objetiva que se propone, 
consiste en que su estructura opere en dos niveles, es decir, al igual que en el 
Derecho Penal, pero con las adaptaciones al Derecho Administrativo arriba 
desarrolladas; en otras palabras, para que surja la posibilidad de imputar 
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materialmente a una entidad estatal por omisión se deberá configurar el siguiente 
esquema:  
 
i) Un primer nivel: La creación de un riesgo jurídicamente desaprobado (imputación 
objetiva del comportamiento), el cual puede configurarse cuando: a) Cuando se 
incumpla la posición de garante en relación con la configuración de un “riesgo 
desaprobado” y la transgresión del “principio de confianza”, así como la posición de 
garante institucional y relacional (creación jurisprudencial); y b) Cuando exista un 
aumento del riesgo.  
 
ii) Un segundo nivel: Consistente en que la realización del resultado sea 
consecuencia de la creación del riesgo jurídicamente desaprobado por la conducta 
del autor; es decir, se configura cuando existe un peligro latente al momento de la 
realización de la acción, y que se materializa concomitantemente con la conducta 
del autor.  
 
En ese orden de ideas, si la conducta de la administración examinada supera los 
dos niveles referenciados, le será imputable materialmente el hecho dañoso que se 
le endilga; por el contrario, sino no se configurasen los aspectos positivos de la 
teoría se deberá echar mano de los aspectos negativos, los cuales impedirán la 
imputación material.  
 
Una vez determinado el daño antijurídico y la imputación material a través de la 
figura de la objetiva si es del caso, se deberá continuar con establecer la imputación 
jurídica, esto es, el sistema de responsabilidad (subjetivo – objetivo), y el título 
jurídico de imputación (falla del servicio, daño especial y riesgo excepcional).  
 
En los anteriores términos, se deja sentada esta nueva fórmula para analizar la 
imputación material en el juicio de responsabilidad extracontractual del Estado; 
estructura que ayudará particularmente a los estudiosos de la disciplina de la 
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responsabilidad extracontractual del Estado a dar soluciones a las confusiones 
conceptuales sobre el asunto, y en general a la dogmática jurídica para organizar 
sistemáticamente la doctrina Penal aglutinada en las lecturas de responsabilidad 
administrativa.  
 
Los razonamientos hasta aquí expuestos ofrecen unos criterios solidos 
dogmáticamente hablando para estructurar una corrección al juicio de imputación 
material en la jurisdicción contenciosa, utilizando la teoría de imputación objetiva sin 
caer en imprecisiones conceptuales.  
 
Es de anotar que, con la implementación de los criterios de rectificación expuestos 
en la presente investigación se propone abandonar la aplicación de una teoría de 
imputación objetiva proveniente del Derecho Penal y se efectuar un giro hacia la 
creación e implementación de una teoría de imputación objetiva propia del Derecho 
Administrativo Colombiano.  
 
Como consecuencia de lo expuesto, se hace pertinente esbozar desde el punto de 
vista constitucional la forma en que ha migrado la teoría de la imputación objetiva 
del Derecho Penal al Derecho Administrativo; para tal efecto, se hace pertinente 
traer a colación al profesor José Rory Forero Salcedo, quien plantea los criterios y 
la forma en que han migrado las teorías del Derecho Penal al Derecho Disciplinario 
como sub categoría del Derecho Administrativo, sugiriendo la existencia de una 
responsabilidad disciplinara con poca autonomía o inclusive proponiendo la 
existencia de un “Derecho Penal Disciplinario” ante la abundante presencia de 
elementos comunes entre un sistema de responsabilidad y otro.  
 
Este autor manifiesta que el problema surge debido a la desnaturalización de esa 
disciplina de reciente construcción jurídico–legal, pues se plantea que el Derecho 
Disciplinario, a pesar de la relevancia que tiene en sociedades como Colombia “siga 
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dependiendo del Derecho Penal o del Derecho Administrativo, sin unas reglas claras 
de juego o, de otro lado, dotarlo de una naturaleza jurídica propia”566  
 
Es decir, para el autor la eliminación de una identidad propia del Derecho 
Disciplinario por la intromisión de figuras de otras áreas, genera confusión debido a 
que se utiliza el término Derecho Administrativo Sancionador, y se aplican principios 
del Derecho Penal y Derecho Administrativo, lo que ha llevado el Derecho 
Disciplinario a “ubicarse en un punto entre tales disciplinas, sin una identidad propia, 
que genera dificultades en su operatividad racional.”567 
 
Esa misma analogía ocurre con la disciplina de la responsabilidad extracontractual 
del Estado, pues como se dejó visto líneas arriba, la jurisprudencia contenciosa ha 
permitido que el Derecho Penal penetre en gran manera la forma en cómo se realza 
la atribución de resultados en esta; razón por la cual, la propuesta sugerida al campo 
del Derecho con la presente investigación es de una despenalización del Derecho 
Administrativo, en forma sistemática con la aplicación de principios de orden 









                                                          
566 FORERO SALCEDO, José Rory. Fundamentos constitucionales del Derecho disciplinario en 
España y en Colombia. EN: Universidad Complutense de Madrid. marzo, 2010. p. 213.  
567 Ibid.  
314 
 
Gráfico 5. Responsabilidad extracontractual en el Estado constitucional, 
social y democrático de derecho colombiano 
 
Fuente: Basada en José Rory Forero Salcedo. Fundamentos constitucionales del Derecho 




3. LA TEORÍA DEL FUNCIONALISMO ESTATAL 
 
Sea lo primero aclarar que esta teoría desarrollada por el autor, se denominará 
funcionalismo estatal en razón a que toda la base dogmática para la organización 
de los criterios de imputación objetiva al interior de la responsabilidad 
extracontractual del Estado tienen su fundamento en la escuela funcionalista del 
Derecho Penal Alemán; de tal manera que, luego de haber efectuado el ejercicio 
completo de trasladar en forma organizada las teorías desarrolladas por las 
escuelas del Derecho Penal Alemán al Derecho Administrativo Colombiano, se 
considera adecuado darle una ubicación contextual a esta teoría dentro de la 
función del Estado, la cual se puede observar y desarrollar desde la escuela de 
servicios públicos, tal como se explicará a continuación.  
 
La importancia de los servicios públicos en el estudio del Derecho Administrativo es 
un hecho inobjetable. Sin embargo, ésta ha construido en varias oportunidades un 
obstáculo al desarrollo coherente de la actividad doctrinaria, entendida como “la 
manifestación científica que dan los estudiosos a las diferentes instituciones y 
disposición normativas, en este caso las pertenecientes al sub sistema de lo jurídico 
– administrativo” 568.  
 
Al respecto el maestro Alberto Montaña Plata en su obra El concepto de servicio 
público en el Derecho Administrativo, señala que la historia de la disciplina jurídico 
– administrativa ha estado caracterizada por la inclusión permanente de los 
servicios públicos; esta realidad ha contribuido en buena medida a la consolidación 
                                                          
568 MONTAÑA PLATA, Alberto. El concepto de servicio público en el Derecho Administrativo. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2008, p. 24. MAGALDI, Nuria. Procura existencia, Estado de 
Derecho y Estado Social. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2008. MALAGÓN PINZÓN, 
Miguel Alejandro. Vivir en policía: Una contralectura a los orígenes del Derecho Administrativo 
colombiano. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2007. p. 19  
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de un perjuicio para los doctrinantes, quienes en su afán de explicar algunas 
estructuras del Derecho Administrativo terminan en muchos casos subvalorando la 
importancia del servicio público.  
 
La noción de servicio público se encuentra altamente relacionada con las finalidades 
estatales, que, al no poderse definir de modo inmutable e inevitable, “sacralizado” 
de este modo su esencia, no pueden tener origen diverso al expresado en el 
derecho positivo, y de modo fundamental en la constitución política.569  
 
Así, la consagración de valores, principios y derechos de las disposiciones de tipo 
programático en la Carta Política se constituye en la orientadora de las finalidades 
estatales, que, de ningún modo, de conformidad con las nuevas concepciones 
científicas del papel que desempeñan las constituciones, tienen un carácter estático 
y ajeno a la evolución social, sino que por el contrario son muy asertivas a la 
dinámica propia de las realidades de sociedades almamente pluralistas.  
 
Son precisamente estas finalidades las que justifican y orientan en un ordenamiento 
jurídico el grado de libertad de los particulares en la materialización de iniciativas 
económicas en sectores tradicionalmente considerados como servicios públicos; 
por el contrario570, la intervención estatal, inclusive en condiciones de posición 
dominante o monopolio; o también la extensión de los controles que puede ejercer 
la Administración Publica sobre los sujetos prestadores de servicios públicos.  
 
En consecuencia, se pretende ubicar teóricamente la aplicación de una teoría de 
responsabilidad extracontractual del Estado, en el marco de los alcances e 
interpretaciones de la prestación de servicios públicos como un sub sistema de este. 
De tal manera que, se procura presentar la situación general de los servicios 
                                                          
569 MONTAÑA PLATA, Alberto. Fundamentos de Derecho Administrativo. Bogotá: Universidad 
Externado de Colombia, 2010. p.127.  
570 MONTAÑA PLATA, Alberto. Dimensión teórica de la jurisdicción contencioso administrativa en 
Colombia. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2005. p. 17.  
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públicos en el Derecho Constitucional, haciendo relación a la materialización que de 
los deberes estatales se establece en la Carta Política y su concreción en 
posibilidades diferentes de desarrollo.  
 
3.1. LOS SERVICIOS PÚBLICOS COMO CONCRECIÓN DE LOS DEBERES 
ESTATALES PLASMADOS EN LA CONSTITUCIÓN.  
 
“La organización estatal, al igual que las otras organizaciones sociales, se 
presenta como respuesta a intereses y aspiraciones comunes de un grupo que 
pretende desarrollarlas, valiéndose de una estructura y unas reglas a partir de las 
cuales se materializan unas finalidades concretas; Esta transformación de 
intereses y finalidades es fácilmente perceptible tratándose del Estado entendido 
como máxima manifestación de este tipo de organizaciones, no bajo 
consideraciones simplemente dogmáticas si no prestando atención al atributo de 
generalidad que caracteriza los intereses que esta sede persigue; De este modo, 
la realización del interés general se circunscribe a una organización jurídica que 
se materializa a través de una estructura organizativa y de un conjunto de reglas 
y principios que hacen posible, o cuando menos pretenden hacer posible, la 
realización de las finalidades propuestas” 
 
La categoría de servicios públicos, respecto de la cual no hemos hecho aún mención 
de su contenido o carácter, se convierte en parte fundamental de estas finalidades 
estatales materializadora del interés general, y aunque se haya expresa referencia 
constitucional a ella su consagración constitucional no puede desvincularse de 
consideración es genérica sobre las finalidades debidamente institucionalizadas.  
 
Bajo esta consideración, no podemos descuidar dos aspectos fundamentales de la 
carta política: El conjunto de reglas y principios que orientan de modo amplio la 
realización de los servicios públicos que por el momento consideramos 
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genéricamente como una categoría perteneciente a las finalidades estatales, así 
como la organización estatal que en ella se estructura para dar desarrollo a estos.  
 
3.2. CARÁCTER “PÚBLICO” DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS  
 
El artículo 365 de la Constitución Política prevé que los servicios públicos son 
“inherentes a la finalidad social del Estado”. Esta es una de las disposiciones más 
trascendentales sobre la materia, pues señala expresamente el nexo indiscutible 
entre los fines sociales del Estado y una actividad de eminentemente esencia 
económica.  
 
A partir de esta disposición, puede establecerse un perfil conceptual claro de los 
servicios públicos en nuestro régimen constitucional: Un perfil de naturaleza 
teológica, donde uno de los elementos fundamentales que conforman su noción es 
el hecho de construir un desarrollo concreto de las finalidades del Estado, y en 
particular aquellas de carácter social.  
 
Retomamos de este modo, a partir de una disposición que específicamente 
desarrolla la materia que nos ocupa, la idea que antes señalábamos, consistente en 
la transformación de las finalidades del estatales en concretos deberes del Estado, 
derivados no de consideraciones ideológicas sino de la interpretación del texto 
constitucional, que a su vez conforma la base de nuestro ordenamiento jurídico.  
 
El carácter teleológico de los servicios públicos ha sido señalado por la Corte 
Constitucional en la Sentencia T-380 de 1994 como aquella mediante la cual  
 
“Se busca a través de los servicios públicos satisfacer necesidades de interés 
general en forma regular y continua. Son, además, el medio por el cual el Estado 
realiza los fines esenciales de servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
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constitucionales. La razón de ser de los poderes constituidos es el servicio a la 
comunidad, la satisfacción de sus necesidades y la protección de los derechos 
individuales de sus miembros. En este sentido los servicios públicos deben 
mantener un nivel de eficiencia aceptable para dar respuesta a las necesidades 
sociales, en orden a la realización de los fines esenciales del Estado, a la justicia 
social y a promover la igualdad en forma real y efectiva”  
 
Se señala también en el artículo 365 de la C.P que es “deber del Estado asegurar 
su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional”. Encontramos 
también aquí un desarrollo del vínculo entre las finalidades y deberes del Estado, 
pues expresamente se hace referencia al “deber” del Estado en materia de servicios 
públicos.  
 
Vale la pena señalar como, a partir del nuevo orden de los servicios públicos 
introducido con la Constitución de 1991, se hace referencia al “deber de asegurar” 
y no al “deber de prestar” estos. Se configura de este modo una nueva concepción, 
según la cual el Estado no debe necesariamente “prestar” los servicios públicos, 
sino que basta que “asegure” su prestación. De este deber de “asegurar”, se deriva 
indiscutiblemente una responsabilidad del Estado tratándose de los servicios 
públicos, pues estos hacen parte de sus deberes y finalidades en absoluto 
renunciables. También vale la pena señalar como esta responsabilidad del Estado 
tiene una calificación relacionada con la calidad del servicio, pues expresamente se 
hace relación, a través de esta disposición a la “prestación eficiente” de los servicios 
públicos.  
 
De este modo, la calificación de públicos atribuida a los servicios no se deriva de la 
naturaleza de los entes o personas que nos prestan, pues lo que corresponde a esta 
instancia es garantizar la prestación eficiente. Esta, puede pensarse desde ahora, 
se deriva, ya sea de los destinatarios de estos servicios el público en general, de su 




Es clara, pues, a partir de la lectura de esta parte de nuestro texto político, la 
responsabilidad que se deriva para el Estado en esta materia que como lo 
presentaremos a continuación a partir del mismo texto ofrece algunas 
manifestaciones. Sin considerar estas últimas, sin embargo, debe tenerse presente 
que las de unas características bien particulares a la dimensión económica de los 
servicios públicos.  
 
En ese orden de ideas, no puede olvidarse que toda la actividad estatal se realiza a 
través de la prestación de servicios públicos, la cual materializa el contenido del 
Preámbulo de la (Constitución Política, 1991; arts.1, 2, y 209); y es precisamente a 
través de la materialización de una actividad estatal tendiente a prestar un servicio 
público mediante la cual el Estado puede cometer daños de carácter 
extracontractual.  
 
De tal manera que, al ser de manera genérica todo acto de la administración una 
forma de servicio público tendiente a realizar los fines del Estado, es a través de la 
teoría del servicio público la visión en la cual se debe fundamentar la 
responsabilidad extracontractual del Estado, y específicamente las herramientas 
jurídicas mediante las cuales se efectué el juicio de atribución material.  
 
Máxime si recordamos que, precisamente la esencia de nuestro derecho 
administrativo actual como categoría separada del Derecho Ordinario es el criterio 
de prestación de servicios públicos, tal como se dejó sentado en Francia en el Siglo 
XIX con los fallos “Blanco, Cadot y Terrier”.  
 
Es decir, se encuentra plenamente justificada la participación del Estado, de uno u 
otro modo, en actividades de servicio público, como desarrollo del reconocimiento 
de la responsabilidad que le es propia en la materia. Pues se reitera, los servicios 
públicos se encuentran estrechamente vinculados con la teleología del Estado 
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derivada del texto político, y esta se concreta a través de unos deberes estatales 
que difícilmente pueden cumplirse sin el despliegue de un número considerable de 
actividades claramente distinguible por parte de las instancias públicas.  
 
3.3. LA TEORÍA DEL “FUNCIONALISMO ESTATAL”, A PARTIR DE LA 
FUNCIÓN ADMINISTRATIVA (Constitución Política, 1991; arts.1, 2, y 209) Y LA 
PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO (ART. 365 C.P), AL INTERIOR DE LA 
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 
Se debe recordar que, de conformidad con el desarrollo teórico de la presente 
investigación, se obtuvieron cuatro (4) sub reglas o criterios modificatorios para la 
aplicación de la “teoría de imputación objetiva de resultados” al interior de la 
disciplina de la responsabilidad extracontractual de la administración, siendo estos: 
“i) El deber de utilización de los criterios de imputación objetiva tanto en su aspecto 
afirmativo como negativo en la jurisdicción contencioso administrativa; ii) Toma de 
posición - utilización del funcionalismo radical de Jakobs al aplicar la teoría de la 
imputación objetiva en la jurisdicción contencioso administrativa; iii) La exclusión de 
la “acción a propio riesgo y prohibición de regreso” en la aplicación de las posiciones 
de garante de Jakobs en el juicio de responsabilidad administrativo, y el criterio de 
“fin de protección de la norma”; iv) La utilización del “riesgo permitido y principio de 
confianza” como sub criterios de las posiciones de garante de Jakobs en el juicio de 
responsabilidad administrativo.” 
 
Estos criterios, conforman el cuerpo estructural de una denominada teoría del 
funcionalismo estatal, la cual nace de cara a una visión del funcionalismo radical de 
Jakobs, debido a que la materialización de los fines del estado a través de la 
prestación de servicios públicos en el Estado Social de Derecho, y la función pública 
guardan mucho más coherencia con la vertiente del funcionalismo relacionada con 
la forma como está organizada la sociedad de acuerdo a los fines y funciones que 
cumple el Derecho en una comunidad organizada - Jakobs, que con una lesión 
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imputable si el comportamiento de la persona a quien se le atribuye un determinado 
resultado constituye ha generado un riesgo jurídicamente relevante a un bien 
jurídico - Roxin. 
  
Lo anterior, si se tiene en cuenta que en términos de la Sentencia C-566 de 1995, 
de la Corte Constitucional “el presupuesto en el que se funda el Estado social de 
derecho, es el de la íntima interconexión que se da entre la esfera estatal y la social. 
La sociedad no se presenta más como una entidad absolutamente independiente y 
autoregulada, dotada de un orden inmanente ajeno a toda regulación estatal que no 
fuera puramente adaptativa y promulgada en momentos de crisis. La experiencia 
histórica ha demostrado la necesidad de que el Estado tenga una decidida 
presencia existencial y regulativa en las dimensiones más importantes de la vida 
social y económica, con el objeto de corregir sus disfuncionalidades y racionalizar 
su actividad, lo que llevado a la práctica ha contribuido a difuminar - hasta cierto 
punto - las fronteras entre lo estatal y lo social, reemplazándolas por una constante, 
fluida e interactiva relación entre lo público y lo privado571”. 
 
Es decir, El concepto de Estado Social de Derecho, encierra la búsqueda de 
bienestar, la realización de la calidad de vida y la dignidad humana, mediante una 
actitud más atenta y decidida del Estado, a través de la puesta en marcha de 
medidas precisas, por parte de la estructura estatal, que logren los propósitos que 
posiblemente aún bajo presupuestos propios del Estado liberal de Derecho ya 
existían, aunque en medida más formal, más teórica y más carentes de concretas 
conductas de las instancias estatales.  
 
En igual sentido, la solidaridad es también un principio estrechamente relacionado 
con la forma social y de derecho del Estado. Así como esta última obedece a un 
preciso momento histórico, la solidaridad es un principio que comienza a impregnar 
                                                          
571 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-566 (30 de noviembre de 1995). [M.P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz] 
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esta nueva concepción de Estado y las nuevas lectura de derechos fundamentales 
que empiezan entonces a replantear la consideración individualista apoyada en el 
principio de igualdad propia del estado posrevolucionario de derecho.572 De este 
modo, la consideración constitucional de los principios de igualdad y solidaridad en 
un Estado social y de Derecho nos indica una dirección bastante clara de finalidades 
y por ende de deberes del Estado, sean estos o no identificables plenamente con 
los servicios públicos573.  
 
En ese orden de ideas, teniendo en cuenta el deber del Estado de coordinar todas 
sus actuaciones administrativas (Constitución Política, 1991; art. 209), y 
encaminarlas a la materialización de los fines esenciales del Estado (Constitución 
Política, 1991; arts.1 y 2) a través de la prestación del servicio público (Constitución 
Política, 1991; art. 365), se considera viable dogmáticamente la creación de una 
nueva categoría jurídica en el Derecho Administrativo denominada funcionalismo 
estatal, perteneciente a la teoría del servicio público, mediante la cual se pueda 
explicar la atribución material en el juicio de responsabilidad extracontractual del 
Estado mediante la teoría de imputación objetiva, con las adaptaciones necesarias 
a las pretensiones de la responsabilidad estatal colombiana.  
 
Quiere decir lo anterior, que a los criterios de corrección arriba referenciados 
conformaran la denominada “teoría del funcionalismo estatal colombiano”, la cual 
desde una visión dogmática constitucional encuentra sus bases en la función 
administrativa (Constitución Política, 1991; arts.1, 2, y 209), y la “Escuela de 
servicios públicos” consignada en el artículo 365 de la Constitución Política. 
Falseando con ello, la actual visión “teórico - práctica” de la responsabilidad 
                                                          
572 IVÁN RINCÓN, Jorge. Las generaciones de derechos fundamentales y la actuación 
administrativa. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2002. p. 17.  
573 MONTAÑA PLATA, Alberto. El concepto de servicio público en el Derecho Administrativo. 2008. 
p. 24.  
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extracontractual del Estado, relacionada con la forma de atribución de resultados 
por omisión.574  
 
Por último, se considera pertinente traer a colación los postulados sobre la 
argumentación y la decisión judicial de Dunkan Kennedy575, debido a que según 
este autor la respuesta jurídica y la decisión a la que se pretende llegar se 
fundamenta en la concepción ideológica y moral del juez; es decir, para el autor la 
argumentación jurídica no es otra cosa que la manipulación del material jurídico, en 
procura de respaldar la preferencia del juez, y un resultado específico. Es decir, 
para Kennedy el juez nunca es neutral.  
 
Es así que la crítica a la teoría de la neutralidad judicial ha sido uno de los propósitos 
centrales de los estudios críticos, dado que ella constituye uno de los dos pilares de 
las teorías del Derecho, y uno de los mecanismos mediante los cuales el Derecho, 
según la perspectiva crítica, conserva y fortalece el statu quo. Es decir, atendiendo 
a la teoría de la adjudicación de Kennedy elaborada en la obra “A Critique of 
Adjudication”, se pretende controvertir la neutralidad del juez.  
 
A través de un ejemplo explica la figura de la referencia, indicando que si se es un 
juez en un Tribunal Federal en el Distrito de Boston y además se es oriundo de la 
zona, el juez examinará la ley desde la perspectiva de un sujeto que tendrá que 
aplicarla, interpretarla, cambiarla, ponerla en entredicho o lo que fuese menester. Y 
lo hará en el contexto de una sociedad jurídica y de un público que acatan lo que 
los jueces de un Tribunal Federal de Distrito ordenan.576  
 
                                                          
574 POPPER, Karl R. Op. cit. 
575 KENNEDY, Dunkan. Libertad y restricción en la decisión judicial. [En línea] Disponible en: 
<http://bit.ly/2rvyXEg> 




Ahora bien, aplicando la teoría de Duncan Kennedy al proceso de argumentación 
para los criterios de corrección de la teoría de imputación objetiva, se tiene que la 
posición defendida en la presente investigación tiene plena aplicabilidad tanto por 
los teóricos de la responsabilidad extracontractual del Estado en particular como 
para los del Derecho Administrativo en general; pues en últimas serán los jueces de 
lo contencioso administrativo fundamentados en la revaluación de la dogmática de 
la responsabilidad extracontractual del Estado propuesta en la presente 
investigación, quienes con sus interpretaciones iniciaran el proceso de 
acoplamiento de la nueva teoría al ordenamiento jurídico.577  
 
Máxime si se tiene en cuenta que, una de las características principales del Derecho 
Administrativo y de la disciplina de la responsabilidad extracontractual del Estado 
es que no existe un código de carácter sustancial donde se encuentren normadas 
las teorías aplicables a los juicios de responsabilidad extracontractual de la 
Administración; y mucho menos que exista un sistema reglado mediante el cual se 
determine la forma establecida por el legislador para la atribución material de 
resultados.578 
 
En consecuencia, los jueces administrativos detentan todas las herramientas para 
en virtud de su libertad judicial, y con base en criterios de orden dogmáticos como 
el propuesto en la presente investigación, iniciar el proceso de corrección de 
atribución material de resultados en el sistema jurídico colombiano, el cual 
conllevará necesariamente a dos (2) resultados:  
 
i) La elaboración de nuevas categorizaciones que permitirán la “utilización adecuada 
de las teorías de atribución material” por parte del juez administrativo al momento 
endilgar un resultado en cabeza de un determinado sujeto, específicamente en lo 
                                                          
577 KENNEDY, Dunkan. Libertad y restricción en la decisión judicial. Op. cit. 
578 ZAPATA GARCÍA, Pedro A. Fundamentos, límites y convergencias de la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública: Una lectura unificada de la responsabilidad contractual y 
extracontractual administrativa. Barcelona: Universidad de Barcelona, 2018. p. 26. 
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relacionado con la teoría de la imputación objetiva de resultados; y 
consecuencialmente:  
 
ii) El mantenimiento de la seguridad jurídica en los juicios de responsabilidad 
extracontractual, impidiendo la imputación absoluta a la administración por parte de 
la doctrina y la jurisprudencia administrativa.  
 
Finalmente, estos resultados tendrán incidencia en el impacto fiscal de las 
decisiones tomadas por los jueces administrativos, debido a que la puesta en 
funcionamiento de unos límites perfectamente demarcados al ejercicio de la 
imputación objetiva desde un punto de vista dogmático, no solo aclarará la disciplina 
de responsabilidad extracontractual; sino que, circunscribirán las condenas 
efectuadas a los lineamientos de una real atribución material. Disminuyendo así las 
actuales condenas al Estado que ascienden a la suma de 400 billones de pesos 
según la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (ANDJE).579  
                                                          
579 CONTADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Pagos, Presupuesto General Nación, MHCP *Corte: 
(30 de septiembre de 2018) “de 52 entidades estatales del orden nacional. Los pagos de 2018 





Es de recordar que la jurisprudencia contencioso administrativa colombiana, a partir 
de la expedición de la constitución de 1991, comenzó a trasladar y utilizar las teorías 
del Derecho Penal alemán desarrolladas en el periodo de la segunda guerra mundial 
(1939-1945), con la finalidad de proponer una solución de tipo teórico al problema 
de la indeterminación causal en el juicio de responsabilidad de la administración 
frente a los actos de terrorismo cometidos por terceros, y en cualquier tipo de 
eventos donde se presente “incumplimiento a los deberes de actuación”; debido a 
que las “teorías causales” se habían vuelto insuficientes para explicar la atribución 
de resultados en cabeza de un determinado sujeto, cuando la fuente no provenía 
de la esfera “ontológica” sino de la “normativa” 
 
Atendiendo a que el problema de la indeterminación causal fue solucionado por la 
jurisdicción contencioso administrativa colombiana mediante el traslado y aplicación 
de teorías desarrolladas para el Derecho Penal alemán, se tiene que éste ejercicio 
generó una contaminación “teórico - práctica” relacionada con la forma en que se 
atribuye materialmente un resultado a la administración por el incumplimiento en 
sus deberes de actuación; pues actualmente se utiliza en forma plena, una 
sumatoria de las teorías del Funcionalismo Moderado de Claus Roxin, basadas en 
el aumento o disminución del riesgo (Los criterios de disminución de riesgo, creación 
o no creación de un riesgo jurídicamente relevante, aumento o falta de aumento del 
riesgo permitido, la esfera de protección de la norma)580 y el Funcionalismo Radical 
de Gunter Jakobs sustentada en los roles sociales (El riesgo permitido, principio de 
confianza, prohibición de regreso, competencia de la víctima)581 dentro del ámbito 
de la responsabilidad estatal, para atribuir materialmente resultados a la 
administración frente a las omisiones administrativas, lo cual genera gran 
                                                          
580 ROXIN C, “Zitschrift für die gesamte Strafreschtswissenschaft (ZStW)”, 1974; ambos trabajos en 
ROXIN, Claus. Problemas Básicos del Derecho Penal. Op. cit. 
581 JAKOBS, Günther. La imputación objetiva en Derecho Penal. Op. cit. p.24 y ss. 
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incertidumbre jurídica en relación con la visión del funcionalismo que se debe utilizar 
para realizar la atribución material.  
 
Esa contaminación que padece el Derecho Administrativo ha sido generada por la 
aplicación de teorías desarrolladas sobre la base del principio de justicia retributiva 
(Derecho Punitivo) en la disciplina de la responsabilidad extracontractual, cuyo 
fundamento por excelencia es el principio de justicia correctivo, razón por la cual los 
operadores judiciales al momento de realizar la atribución material por 
“incumplimiento de deberes de actuación de la administración”, se encuentran 
generando interpretaciones ambiguas que conllevan a una gran inseguridad jurídica 
dentro de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, producto de la aplicación 
indiscriminada de teorías elaboradas por el Derecho Penal hace más de siete (7) 
décadas para atribuir resultados en los delitos de “comisión por omisión”582  
 
En este punto de la investigación, se pretende brindar las bases teóricas y 
constitucionales sobre las cuales se fundamentará la propuesta de una construcción 
dogmática denominada “teoría del funcionalismo estatal”, como una fórmula de 
corrección a la actual manera de aplicar la teoría de la imputación objetiva en el 
juicio de responsabilidad extracontractual del Estado.  
 
La propuesta de la referencia se empieza a formar a partir de algunas diferencias 
de orden estructural y conceptual entre la responsabilidad extracontractual de la 
administración y el Derecho Punitivo, dentro de las cuales se pueden mencionar las 
siguientes:  
 
i) La fuente de las obligaciones en que se sustenta la responsabilidad 
extracontractual de la administración y la responsabilidad penal son distintas; ello, 
porque la primera tiene sus bases en los artículos 1494 y 2341 al 2360 del Código 
                                                          
582 TAMAYO JARAMILLO, Javier. Tratado de Responsabilidad Civil. Op. cit. Tomo I. p. 11. 
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Civil y 90 de la Constitución Política583 (cuasidelito), y la segunda en los artículos 4 
y 9 (Ley 599, 2000) (delito).  
 
ii) Otro elemento distintivitvo entre el sistema de responsabilidad extracontractual 
de la administración y el de responsabilidad penal es su finalidad, pues para la 
responsabilidad administrativa se pretende conservar el equilibrio patrimonial de los 
particulares retrotrayendo las cosas a su estado anterior de la ocurrencia del daño 
cuando ello fuere posible, siendo su pretensión la corrección del daño efectuado; 
mientras que el sistema de responsabilidad penal se fundamenta en la aceptación 
de los daños punitivos, donde se pregona por que el causante de una lesión reciba 
una sanción proporcional a la que recibió la víctima en razón a su conducta, siendo 
su pretensión castigar al causante de la infracción.  
 
iii) En relación a los principios de justicia que gobiernan la responsabilidad 
administrativa y penal, se debe anotar que los fundamentos de justicia del ilícito civil 
generados por la conducta de la administración, se cimentan por excelencia sobre 
el principio de justicia correctiva, el cual implica que “un individuo tiene el deber de 
reparar el daño antijurídico que ha causado con su conducta”; mientras que el 
principio que gobierna el sistema de responsabilidad penal es el de justicia 
retributiva, el cual encuentra fundamento en la exigencia de una sanción 
proporcional a la gravedad moral de la conducta.  
 
iv) Frente a la estructura del juicio de responsabilidad de la administración y el de 
responsabilidad penal, se debe tener en cuenta que el primero se encuentra 
estructurado por:  
 
                                                          
583 ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo. Op. Cit. p. 42 y MARTÍNEZ RAVE, Gilberto. La 
responsabilidad civil extracontractual en Colombia. p. 11. Señala “la que nace para la persona que 
ha cometido un daño en el patrimonio de otra y con la cual no la liga ningún nexo contractual legal. 
Es decir, que nace para quien simple y llanamente ocasiona un daño a otra persona con la cual no 
tiene ninguna relación jurídica Anterior” 
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a) El daño antijurídico y b) La imputación plena - fáctica y jurídica-; mientras que el 
segundo presenta cuatro elementos a saber: a) Acción, b) Tipicidad, c) 
Antijuridicidad, y d) Culpabilidad.  
 
v) En cuanto al autor de la conducta, debe tenerse en cuenta que en el Derecho 
Penal la misma se observa de cara al “sujeto o persona natural” que realiza la 
conducta, y su actividad generadora de la ilícito penal; por el contrario, en la 
responsabilidad extracontractual administrativa, el juicio de reproche no se realiza 
en cuanto al sujeto que materializa directamente la conducta “servidor público”, sino 
frente a la “institución” en que presta un servicio público de conformidad con el 
(Constitución Política, 1991; art 365) 
 
vi) Respecto a la ilicitud de la conducta, se tiene que en la responsabilidad 
extracontractual administrativa, no necesariamente debe existir una actuación 
contraria a Derecho para que surja el deber de reparar (régimen de responsabilidad 
objetivo); así como tampoco es necesaria la tipificación plena de las conductas 
lesivas a los intereses jurídicos de los particulares por parte del legislador para que 
el ilícito civil pueda nacer a la vida jurídica, pues el simple hecho de dañar los bienes 
ajenos de manera genérica produce el deber de reparar.  
 
Por su parte, frente a la tipicidad de la conducta en la responsabilidad penal, si es 
necesario que se encuentren positivisadas todas las actuación que podrían ser 
constitutivas de un “injusto penal” de manera previa a la materialización del acto 
para que se considere delito; y de igual manera, frente a la ilicitud de la conducta 
“antijuridicidad” en materia penal584, este se convierte en un elemento sin la cual no 
puede surgir al mundo jurídico la responsabilidad penal.  
 
                                                          
584 MONRROY SIERRA, Jerónimo Alberto. Op. cit. p. 385. “valoración que hace el juzgador de una 
conducta que es contraria a las normas jurídicas, y que lesionan bienes jurídicos” 
331 
 
vii) En lo atinente a la culpa, se debe aclarar que en la responsabilidad 
administrativa no es necesaria para que surja la responsabilidad y hace referencia 
al “incumplimiento al contenido obligacional previsto en la constitución, la ley o la 
jurisprudencia”585, por lo que la doctrina del derecho administrativo la asemeja a la 
falla del servicio o faute du service; mientras que la culpa (culpabilidad) en materia 
penal, es un componente necesario para que se configure el injusto penal, pues 
“actúa culpablemente quien comete un acto antijurídico, pudiendo actuar de modo 
distinto, es decir conforme a derecho, estando en capacidad de hacerlo”586  
 
Los anteriores parámetros constituyen una justificación para la construcción de 
criterios de corrección en relación con la aplicación de la teoría de la imputación 
objetiva de resultados en el Derecho Administrativo, pues el primer indicador que 
nos señalan las diferencias entre un sistema de responsabilidad y otro es que la 
teoría de imputación proveniente del Derecho Penal no puede ser aplicada al 
sistema de responsabilidad extracontractual de la administración sin una previa 
sistematización dogmática de la teoría, debiéndose ajustar la misma a las 
pretensiones específicas de la disciplina.  
 
En ese orden de ideas, con fundamento en el estado del arte planteado en la 
presente investigación, se ha llegado a la conclusión de que al sistematizar la 
información existente relacionada con la teoría de la imputación objetiva de 
resultados según las necesidades del juicio de responsabilidad extracontractual de 
la administración, es posible sugerir algunos criterios de corrección a “la forma en 
que se debe realizar el traslado de las teorías de imputación objetiva de resultados 
del derecho penal, al juicio de responsabilidad extracontractual del Estado por actos 
de terrorismo”. 
 
                                                          
585 RODRÍGUEZ, Libardo R. Op. cit. p. 439.  
586 MUÑOZ CONDE, Francisco. Teoría General del Delito. Op. cit. p.128.  
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Con estos criterios de corrección o condicionamientos a la aplicación de la teoría de 
imputación objetiva de resultados en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, 
se pretende filtrar y controlar el proceso de atribución material en la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo en relación con la forma en que los jueces se 
encuentran implementando la teoría de la imputación objetiva en los juicios de 
responsabilidad extracontractual del Estado en los procesos de reparación directa. 
Los cuales, tienden a concluir con una “imputación absoluta de la administración 
pública" debido a una aplicación asistemática de esta teoría del Derecho Penal 
aplicada al Derecho Administrativo.  
 
i) El primer criterio de corrección es “el deber de utilización de los criterios de 
imputación objetiva tanto en su aspecto afirmativo como negativo en la 
jurisdicción contencioso administrativa”.  
 
Teniendo en cuenta que, en principio el canal del tipo objetivo se utiliza para gravar 
al sujeto con algo que en absoluto tiene conexión con su voluntad, como puede ser 
el caso de un peligro jurídicamente desaprobado, el cual únicamente está 
constituido en la esfera del conocimiento del otro -la comunidad social, el espectador 
objetivo que la representa, una persona inteligente, un experto, es decir, que es sólo 
un producto del conocimiento de cualquiera menos del sujeto al que se va a dirigir 
la imputación-, entonces no puede dejar de reconocerse que se imputa ya sujeto 
algo que puede ser cualquier cosa menos una obra suya. 587  
 
Tampoco puede dejarse de lado que según Gimbernat lo que la teoría de la 
imputación objetiva lo que hace es reunir una serie de criterios normativos 
excluyentes de la tipicidad588; de tal manera que “la doctrina de la imputación 
                                                          
587 RUEDA MARTIN, María Ángeles. La teoría de la imputación objetiva del resultado en el delito 
doloso de acción. Op. cit.  
588 Ibid. GIMBERNAT ORDEIG, Enrique. Estudios de Derecho Penal. Op. cit. p. 212. Citando a la 
Profesora RUEDA MARTIN, María Ángeles. Op. cit. “Estima que no todo eso a lo que Gimbernat 
denomina “imputación objetiva” sea una cosa distinta, formalmente, a lo que el finalismo ortodoxo en 
que nosotros estamos posicionados ha denominado siempre, y desde el principio, como adecuación 
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objetiva ha supuesto, en este sentido, un recorte del ámbito de responsabilidad 
jurídico penal”.589  
 
De tal manera que, en virtud del principio de oposición590, necesariamente ante la 
creación de un riesgo jurídicamente desaprobado como conducta reprochable, 
también podría configurarse un evento de riesgo jurídicamente aprobado como 
conducta avalada por el ordenamiento jurídico; siempre y cuando no sea al mismo 
tiempo y frente al mismo hecho. 
 
Entonces, el riesgo permitido es el macro concepto opuesto, “la otra cara de la 
moneda” del riesgo jurídicamente desaprobado como elemento necesario y positivo 
para la afirmación de la imputación objetiva. En consecuencia, la presencia de uno 
niega la existencia del otro; de tal manera que, los eventos de creación del riesgo 
jurídicamente desaprobado corresponden al aspecto positivo de la imputación 
objetiva y el riesgo jurídicamente permitido se corresponde con los aspectos 
negativos de la teoría.  
 
De conformidad con lo expuesto, se evidencia de forma clara el hecho de que la 
teoría de la imputación objetiva de resultados opera en dos sentidos “uno afirmativo 
y uno negativo”; es decir, en términos del el profesor José María Peláez Mejía “la 
imputación objetiva es una moneda que tiene dos caras”.591  
                                                          
social cuando se trata de fundamentar la exclusión de la tipicidad, o como inadecuación social 
cuando se trata es de fundamentarla, y todo ello independientemente de que luego, materialmente 
se dote a esa categoría de unos u otros contenidos valorativos, así como independientemente se 
conciban los tipos de lo injusto a los que se aplican tales criterios valorativos de la imputación 
objetiva” 
589 CANCIO MELIÁ, Manuel. Conducta de la víctima e imputación objetiva en Derecho penal. Op. cit. 
p.54.  
590 LÉVI-STRAUSS, Claude. La estructura de los mitos. Op. cit. p. 231-232.  
591 i) Aspectos afirmativos de la teoría de imputación objetiva, que otorgan la posibilidad de 
atribuir un resultado a un sujeto cuando: a) El primer requisito que exige la teoría de la imputación 
objetiva es la “creación de un riesgo desaprobado o típicamente relevante”, que será común al delito 
doloso y al delito imprudente. La constitución de este requisito se establece en general mediante la 
aplicación y verificación de dos criterios: “1)El primer criterio de concreción se centra en la exigencia 
de que el resultado fuera objetivamente previsible para que pueda ser imputado a la acción, esto es, 
se exige que dicha acción fuera peligrosa” “2) En segundo lugar se afirma la creación de un peligro 
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Ahora bien, tiendo en cuenta que el concepto de imputación es una noción que 
pertenece a la teoría general del Derecho, pero ha sido asumida por el Derecho 
Penal, que lo ha desarrollado con matices propios592; es posible conciliar el hecho 
de que el Derecho Administrativo desde los años 90´s ha empezado a utilizar la 
teoría de la imputación objetiva como una forma de corrección a la crisis del dogma 
causal593.  
 
                                                          
jurídicamente desaprobado o típicamente relevante, sólo si se ha infringido la diligencia debida o el 
cuidado objetivamente debido. b) El segundo requisito exigido por la teoría de la imputación 
objetiva, posterior a la verificación de que se haya creado un riesgo jurídicamente desaprobado o 
típicamente relevante y se haya producido el resultado, consiste en que éste tiene que aparecer 
como realización del peligro creado o incrementado por la conducta del autor; Mediante este requisito 
se establece que son objetivamente imputables los resultados que no son consecuencia específica 
precisamente del peligro creado por el autor sino que se deben a la interferencia de otro peligro 
distinto; ii) Aspectos negativos de la teoría de imputación objetiva, que por el contrario impide la 
imputación del resultado cuando se configuren las siguientes circunstancias: a) Frente al requisito 
de la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado o típicamente relevante, se impide 
apreciar la imputación en el tipo objetivo en dos supuesto”, “1) En primer lugar, allí donde el autor 
disminuye el riesgo de lesión del bien jurídico; Falta de creación de un peligro jurídicamente 
relevante cuando el autor modifica el curso causal y de este modo reduce el peligro que amenazaba 
a la víctima; Roxin niega la imputación del delito de lesiones corporales, a pesar de su causalidad, 
al que puede desviar una piedra que se cierne sobre la cabeza de alguien hacia otra parte del cuerpo 
menos vulnerable, y la imputación de un delito de homicidio al médico que retrasa la muerte 
inevitable de un paciente; Entonces, se debe excluir la imputación al resultado, ya que sería 
improcedente prohibir acciones que no menoscaban la situación del bien jurídico protegido, sino que 
la mejoran; Es cierto que los mencionados supuestos de disminución del riesgo podría resolverse a 
través de una causal de justificación (estado de necesidad o legítima defensa), pero ello supondría 
aceptar que pese a la disminución del riesgo el supuesto constituye un delito normal de lesión del 
bien jurídico, y justamente para Roxin falta eso; “2) El segundo caso en que se excluye la imputación 
en el tipo objetivo por no existir la creación de un riesgo jurídicamente desaprobado o típicamente 
relevante, se da en aquellos supuestos en que el autor ciertamente no disminuye el riesgo de 
lesión del bien jurídico, pero tampoco lo aumenta de forma considerable A esta zona pertenece 
el ya mencionado caso de la tormenta y el paseo por el bosque, que pueden conducir a un accidente, 
si se supera un mínimo de riesgo socialmente adecuado; En relación con estos casos se considera 
que no puede prohibirse la causación de un resultado por una conducta normal y no peligrosa 
(riesgos generales de la vida). b) Frente al requisito de la aparición del riesgo desaprobado 
como la realización del peligro creado o su incremento por la conducta del autor, en el ámbito 
de esta exigencia se tratan las siguientes fórmulas que impide apreciar la imputación en el tipo 
objetivo” 
592 RUEDA MARTIN, María Ángeles. Op. cit. p .64. 
593 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Expediente 9955, 1994. Op. cit. 
Sentencia Expediente 14.215, 2002. Op. cit. Sentencia Expediente 15.567325, 2007 Op. cit.. 
Sentencia del 4/10/2007, Exp. 16.894. Sentencia del 26/02/2009, Exp. 13.440. Sentencia del 
26/03/2009, Sentencia Expediente 17.994, 2009. Op. cit., Exp. 18.274, 2010. Op. cit. Sentencia 
Expediente 19.385, 2010. Op. cit. Exp:18274. Sentencia del cinco 05/07/2012, Exp. 21928. 
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Es importante recordar que el Consejo de Estado Colombiano se ha limitado a 
utilizar la teoría de imputación objetiva únicamente como criterios de atribución 
material en su aspecto afirmativo o positivo, es decir, utilizado solamente “la cara 
positiva de la moneda” para atribuir resultados a la administración pública que en 
principio no son producto de su actuar sino de un tercero; dejando de descartando 
u olvidando “la otra cara de la moneda” relativa a los aspectos negativos de la 
imputación objetiva, que impiden la atribución del resultado.  
 
En ese orden de ideas, al llegar a este punto de la investigación se tiene por 
comprobado y demostrado que en la actualidad la jurisprudencia contencioso 
administrativa al desechar el aspecto negativo de la teoría, ha encaminado el 
discurso de la responsabilidad extracontractual de la administración pública a una 
atribución de todos los resultados posibles que se puedan presentar en el trafico 
social y en la prestación de servicios públicos como una fórmula infalible de 
imputación absoluta; en contraposición a la visión original de la imputación objetiva 
en materia penal, como criterios negativos de la tipicidad objetiva.594  
 
En atención a lo expuesto, se sugiere o propone la siguiente fórmula para solucionar 
el problema de la imputación absoluta en la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, y adoptar una forma clara de aplicación de imputación objetiva en el 
Derecho Administrativo:  
 
                                                          
594 PELÁEZ MEJÍA, José María. Configuración del principio de confianza como criterio negativo de 
tipicidad objetiva. Op. Cit. 
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Tabla 17. La imputación objetiva en el derecho administrativo 
LA IMPUTACIÓN OBJETIVA EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO  
ASPECTO POSITIVO O AFIRMATIVO DE LA 
IMPUTACIÓN OBJETIVA 
ASPECTO NEGATIVO DE LA IMPUTACIÓN 
OBJETIVA 
I. Creación de un riesgo jurídicamente 
desaprobado (imputación objetiva del 
comportamiento).  
I. Ausencia de creación de un riesgo 
jurídicamente desaprobado. Se presenta 
cuando:  
a) Cuando se incumpla la posición de garante:  
- Cuando se trate de un riesgo jurídicamente 
desaprobado  
- Cuando se incumpla el principio de confianza  
- Cuando infrinja la posición de garante institucional 
(jurisprudencial)  
- Cuando infrinja la posición de garante relacional 
(jurisprudencial)  
a) Se cumpla la posición de garante:  
- Cuando se trate de un riesgo permitido (falta 
de creación del riego) 
- Cuando se materialice el principio de 
confianza  
- Cuando se cumpla la posición de garante 
institucional (jurisprudencial)  
- Cuando se cumpla la posición de garante 
relacional (jurisprudencial)  
b) Aumento del riesgo b) Disminución del riesgo 
II. La realización del riesgo en el resultado se 
deberá a la conducta del autor.  
II. Ausencia de realización del riesgo en el 
resultado. Se presenta:  
Es decir, un peligro latente al momento de la 
realización de la acción, y que se materializa 
concomitantemente con la conducta del autor  
Se trata de un peligro ausente al momento de 
la realización de la acción y sobreviniente con 
posterioridad al hecho  
Nota. Elaboración propia 
 
ii) El segundo criterio de corrección es “la utilización del funcionalismo radical 
de Jakobs al aplicar la teoría de la imputación objetiva en la jurisdicción 
contencioso administrativa”.  
  
Sea lo primero anotar que el concepto de imputación pertenece a la teoría general 
del Derecho y no exclusivamente al Derecho Penal595; razón por la cual, a efectos 
de elaborar criterios de aplicación sólidos para la teoría de la imputación objetiva en 
el Derecho Administrativo, se hace importante definir con claridad “cuál es la visión 
de la teoría de imputación objetiva que se va a seguir en la jurisdicción contenciosa 
para la atribución material de resultados”.  
 
Al analizar la jurisprudencia nacional, observamos que el Consejo de Estado, Sala 
de lo Contencioso Administrativo, en sentencia Rad. 15.567325 de 2007, Tema: 
Actos de Terrorismo, realiza una fusión o mixtura entre los criterios de imputación 
desarrollados bajo la vertiente de Claus Roxin y los criterios de imputación 
                                                          
595 RUEDA MARTIN, María Ángeles. Op. cit. p.64. 
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desarrollados por Gunther Jakobs; sin tener en cuenta que, aunque hacen parte de 
una misma escuela, la visión del Derecho Penal derivada de cada vertiente es 
totalmente diferente. Debiéndose aclarar que para Roxin la visión de imputación del 
resultado es mucho más restringida que para Jakobs.  
 
Pues mientras en la primera vertiente una “lesión puede ser imputable si el 
comportamiento de la persona a quien se le atribuye un determinado resultado 
constituye ha generado un riesgo jurídicamente relevante a un bien jurídico”; en la 
segunda, el sistema de imputación se elabora atendiendo a “la forma como está 
organizada la sociedad y de acuerdo a los fines y funciones que cumple el Derecho 
en una comunidad organizada”.  
 
En ese orden de ideas, atendiendo a los fines constitucionales consagrados en el 
preámbulo, y artículos 1, 2, 90, 209 y 365 de la Constitución Política, se tiene que 
al definir y escoger una visión amplia de imputación objetiva para para su aplicación 
en el Derecho Administrativo como es la del “funcionalismo radical de Jakobs”, estos 
fines encuentran una materialización plena y armónica en tal escogencia. Ello si se 
tiene en cuenta que, tal como se describió líneas arriba el “funcionalismo moderado 
de Roxin” puede encontrarse inmerso dentro del desarrollo teórico de la visión de la 
imputación objetiva de Jakobs, adicionándole éste elementos como “las posiciones 
de garante -a) El riesgo permitido, b) El principio de confianza, c) La prohibición de 
regreso, d) La competencia de la víctima-”. 
 
La anterior toma de posición, conllevará al operador jurídico a tener una ruta clara 
al momento de aplicar imputación objetiva en el juicio de responsabilidad 
extracontractual del Estado y limitar el amplio espectro de literatura penal existente 
sobre el tema. Es decir, se establece de manera clara y uniforme una posición y 
visión para el Derecho Administrativo en relación a como debe ser analizada la 




En otras palabras, se propone que la visión a la que debe apelar el Derecho 
Administrativo para aplicar la teoría de la imputación objetiva en los juicios de 
responsabilidad extracontractual frente a la administración pública es la alteración 
a los roles sociales de Jakobs por ser más completa; es decir, por incluir la “creación 
del riesgo relevante de Roxin” y adicionar las ya mencionadas posiciones de 
garante. Anclándose en un enfoque claro y definido del sistema de imputación 
objetiva que se debe aplicar596.  
 
iii) Un tercer criterio de corrección corresponde a la “exclusión de la “acción 
a propio riesgo y prohibición de regreso” en la aplicación de las posiciones 
de garante de Jakobs en el juicio de responsabilidad administrativo, y el 
criterio de “fin de protección de la norma”.  
 
Se tiene que el sub criterio de posición de garante acción a propio riesgo es un 
instrumento que permite establecer cuándo un daño es única y exclusivamente 
atribuible a la propia víctima, en tanto desconoció su deber de autoprotección y, por 
tanto, la defraudación del rol y la concreción del riesgo fue producto de su actuar597.  
 
Por su parte, el sub criterio de prohibición de regreso hace referencia a “imputar 
un daño o un resultado lesivo a un sujeto que participó previamente a la 
materialización del hecho, al margen de que haya obrado de manera dolosa, 
culposa o inconsciente, ya que su intervención no materializa o determina la 
concreción del riesgo jurídicamente desaprobado. En otra palabras, su 
comportamiento fue irrelevante en la producción del resultado, pues su conducta 
no desborda los límites del riesgo permitido”598.  
  
                                                          
596 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia Expediente. 
15.567325 (4 de octubre de 2007) [C.P.Enrique Gil Botero]. 




En relación con estos dos sub criterios de posición de garante, se evidencia que por 
técnica jurídica debe limitarse su utilización al momento impedir la atribución 
material en la jurisdicción contenciosa administrativa; como quiera que, en la figura 
de la causa extraña en la modalidad de culpa exclusiva de la víctima y hecho de un 
tercero como instituciones propias de la responsabilidad civil extracontractual, se 
encuentran encaminadas a cumplir con la misma finalidad de la denominada acción 
a propio riesgo y prohibición de regreso, sin que sea necesario dar aplicación a esta 
figura proveniente del Derecho Penal, en razón a que en nuestro sistema de 
responsabilidad administrativo existen figuras que cumplen con los mismos fines. 
 
Aclarando que, idéntica circunstancia ocurre con el aludido criterio de fin de 
protección de la norma, pues el mismo se subsume dentro de la figura de la causa 
extraña en la modalidad del hecho de un tercero.  
 
Quiere decir lo anterior que, las posiciones de garante acción a propio riesgo, 
prohibición de regreso y el criterio de fin de protección de la norma, al subsumirse 
dentro de la figura de la causa extraña no deben tener aplicación en la disciplina de 
la responsabilidad extracontractual de la administración, y por lo tanto su uso debe 
ser eliminado en el ejercicio de la aplicación de la teoría de imputación objetiva de 
resultados en el Derecho Administrativo. Debiendose aclarar que la causa extraña 
en Derecho Administrativo se resume a la “culpa exclusiva de la víctima, hehco de 
un tercero, fuerza mayor y caso fortuito”.  
 
iv) Un cuarto criterio es la utilización del “riesgo permitido y principio de 
confianza” como sub criterios de las posiciones de garante de Jakobs en el 
juicio de responsabilidad administrativo” 
 
En consonancia con lo anteriormente expuesto, se tiene que al haberse excluido las 
posiciones de garantes de acción a propio riesgo, prohibición de regreso y el criterio 
de fin de protección de la norma en el nuevo esquema de responsabilidad 
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extracontractual de la administración que se propone; deviene que por un criterio 
residual la aplicación de las restantes posiciones de garante se limitaran al riesgo 
permitido y el principio de confianza.  
 
Así mismo, debe hacerse claridad en relación con la división de garante institucional 
y relacional, pues las mismas son una creación jurisprudencial de la Corte 
Constitucional y del Consejo de Estado. Ello si se tiene en cuenta que según la 
doctrina canónica las posiciones de garante desarrolladas por Jakobs únicamente 
son “el riesgo permitido, el principio de confianza, la prohibición de regreso, y la 
acción a propio riesgo”.  
 
En ese orden de ideas, si bien estas sub categorías de posición de garante -
institucional y relacional- no hacen parte de la doctrina canónica, sino que 
constituyen una adaptación de la doctrina del profesor Jakobs a las necesidades de 
la jurisprudencia contenciosa por resolver las situaciones del Derecho 
Administrativo nacional; también lo es que, dicha tipología tampoco se opone a los 
fines de sistematización de la teoría de la imputación objetiva en el Derecho 
Administrativo, por lo cual se incluirán en la estructura de la propuesta al esquema 
de responsabilidad con las precisiones del caso.  
 
En tal virtud, en este punto de la investigación se pretende elaborar un esquema 
lógico para la utilización del “riesgo permitido y el principio de confianza” adaptados 
a las necesidades propias de la jurisdicción de lo contencioso administrativo; esto 
es, como sub criterios de las posiciones de garante de Jakobs, atendiendo a que en 
la toma de posición de esta investigación se dejó sentado que será bajo la visión 
del funcionalismo radical con el cual se deberá observar la imputación objetiva de 





En ese orden de ideas, el esquema de aplicación de la teoría de imputación objetiva 
que se propone, consiste en que su estructura opere en dos niveles, es decir, al 
igual que en el Derecho Penal, pero con las adaptaciones al Derecho Administrativo 
arriba desarrolladas; en otras palabras, para que surja la posibilidad de imputar 
materialmente a una entidad estatal por omisión se deberá configurar el siguiente 
esquema:  
 
i) Un primer nivel: La creación de un riesgo jurídicamente desaprobado (imputación 
objetiva del comportamiento), el cual puede configurarse cuando: a) Se incumpla la 
posición de garante en relación con la “configuración de un riesgo desaprobado” y 
la “transgresión del principio de confianza”, así como la “infracción a la posición de 
garante institucional y relacional (creación jurisprudencial)”; y cuando b) Exista un 
aumento del riesgo.  
 
ii) Un segundo nivel: Consistente en que la realización del resultado sea 
consecuencia de la creación del riesgo jurídicamente desaprobado por la conducta 
del autor; es decir, se configura cuando existe un peligro latente al momento de la 
realización de la acción, y que se materializa concomitantemente con la conducta 
del autor.  
 
De tal manera que, si la conducta de la administración examinada supera los dos 
niveles referenciados, le será imputable materialmente el hecho dañoso que se le 
endilga; por el contrario, sino no se configuran los aspectos positivos de la teoría se 
deberá echar mano de los aspectos negativos, los cuales impedirán la imputación 
material.  
 
Esta nueva fórmula para analizar la imputación material en el juicio de 
responsabilidad extracontractual del Estado; ayudará particularmente a los 
estudiosos de la disciplina de la responsabilidad extracontractual del Estado a dar 
soluciones a las confusiones conceptuales sobre el asunto, y en general a la 
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dogmática jurídica para organizar sistemáticamente la doctrina Penal aglutinada en 
las lecturas de responsabilidad administrativa.  
 
Es decir, se propone abandonar la aplicación de una “teoría de imputación objetiva 
proveniente del Derecho Penal” y se pretende efectuar un giro hacia la creación e 
implementación de una “teoría de imputación objetiva propia o autónoma del 
Derecho Administrativo Colombiano”.  
 
En otras palabras, teniendo en cuenta que la jurisprudencia contenciosa ha 
permitido que el Derecho Penal penetre en gran manera la forma en cómo se realiza 
la atribución de resultados en esta; la propuesta sugerida al campo del Derecho con 
la presente investigación es de una “despenalización” del Derecho Administrativo, 
en forma sistemática con la aplicación de principios de orden constitucional, y de la 
mano con la teoría del Derecho. Es decir, dejar de aplicar en la responsabilidad 
extracontractual del Estado criterios de imputación objetiva diseñados para el 
Derecho Penal, y aplicar los criterios de imputación objetiva desarrollados desde el 
Derecho Administrativo, según la presente tesis. 
 
De conformidad con lo expuesto, se tiene que la presente investigación ha arrojado 
cuatro (4) sub reglas o criterios modificatorios para la aplicación de la “teoría de 
imputación objetiva de resultados” al interior de la disciplina de la responsabilidad 
extracontractual de la administración, siendo estos: “i) El deber de utilización de los 
criterios de imputación objetiva tanto en su aspecto afirmativo como negativo en la 
jurisdicción contencioso administrativa; ii) Toma de posición - utilización del 
funcionalismo radical de Jakobs al aplicar la teoría de la imputación objetiva en la 
jurisdicción contencioso administrativa; iii) La exclusión de la “acción a propio riesgo 
y prohibición de regreso” en la aplicación de las posiciones de garante de Jakobs 
en el juicio de responsabilidad administrativo, y el criterio de “fin de protección de la 
norma”; iv) La utilización del “riesgo permitido y principio de confianza” como sub 
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criterios de las posiciones de garante de Jakobs en el juicio de responsabilidad 
administrativo” 
 
En tal virtud, de conformidad con el proceso de falsación del estado del arte hasta 
aquí efectuado, se evidencia que el esquema actual de atribución material para los 
casos de omisiones administrativas en la responsabilidad extracontractual del 
Estado y en especial las relacionadas con “actos de terrorismo”, fundamentado en 
la aplicación de las teorías de imputación objetiva de resultados provenientes de la 
escuela funcionalista del Derecho Penal alemán (“El riesgo permitido, El principio 
de confianza, La posición de garante, La acción a propio riesgo, La prohibición de 
regreso”, y “El fin de protección de la norma”) en los términos que han sido acogidos 
por el Derecho Administrativo, no se ajustan de manera adecuada a las 
pretensiones de la responsabilidad administrativa, desnaturalizando los fines 
propios de dicha institución.  
 
Ahora bien, los anteriores criterios de corrección conformaran la denominada “teoría 
del funcionalismo estatal colombiano”, la cual desde una visión dogmática 
constitucional encuentra sus bases en la función administrativa (Constitución 
Política, 1991; arts.1, 2, y 209), y la “Escuela de servicios públicos” consignada en 
el artículo 365 de la Constitución Política. Falseando con ello, la actual visión 
“teórico - práctica” de la responsabilidad extracontractual del Estado, relacionada 
con la forma de atribución de resultados por omisión.599  
 
  
                                                          
599 POPPER, Karl R. Op. cit. 
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1. Pregunta problema: ¿Se respondió y cómo?  
 
La pregunta de investigación que surge de la problemática expuesta es: ¿Cómo 
debe efectuarse el traslado de los principios y teorías de la imputación objetiva de 
resultados del Derecho Penal a los juicios de responsabilidad extracontractual del 
Estado por actos de terrorismo?  
 
Esta pregunta se responde en la elaboración del “Titulo IV” de la investigación, en 
donde una vez determinado el estado del arte, este sirvió como insumo para la 
elaboración de criterios de corrección al proceso de atribución material en el juicio 
de responsabilidad extracontractual del Estado. Proponiéndose la implementación 
de los criterios positivos y negativos de la imputación objetiva; la visión del 
funcionalismo radical de Jakobs en la jurisdicción contencioso administrativa; la 
exclusión de la “acción a propio riesgo, prohibición de regreso, y fin de protección 
de la norma”; la utilización del “riesgo permitido y principio de confianza”. 
  
Siendo los anteriores criterios los que estructuraran el contenido de la “teoría del 
funcionalismo estatal colombiano”, el mismo encuentra sus bases en la función 
administrativa (Constitución Política, 1991; arts.1, 2, y 209), y la “Escuela de 
servicios públicos” consignada en el artículo 365 de la Constitución Política.  
 
Esta nueva tipología demuestra en forma contundente que la aplicación de la “teoría 
de la imputación objetiva de resultado proveniente de la escuela funcionalista del 
Derecho Penal alemán” desde la visión actual de la jurisprudencia contencioso 
administrativa, no se ajusta de manera adecuada a los parámetros que señala el 
artículo 1494 del Código Civil como fuente de las obligaciones dentro del 
ordenamiento jurídico colombiano, y específicamente al artículo 90 constitucional 
como fundamento de la responsabilidad extracontractual del Estado en relación con 




No sólo porque existen diferencias entre las pretensiones de la responsabilidad 
penal y la responsabilidad extracontractual de la Administración, sino porque la 
aplicación de la teoría como actualmente ha sido concebida adolece de un sistema 
ordenado para que surja la posibilidad de imputar materialmente, como es la 
estructuración en dos (2) niveles -I. La creación de un riesgo jurídicamente 
desaprobado (imputación objetiva del comportamiento); y II. La realización del 
riesgo en el resultado se deberá a la conducta del autor- utilizada en el Derecho 
Penal, pero descartada en el Derecho Administrativo.  
 
Al igual que la ausencia de una posición dogmática y doctrinal precisa en relación 
con la vertiente del funcionalismo penal que debe acoger la jurisdicción contenciosa 
para la aplicación de la teoría de imputación objetiva de resultados, circunstancia 
que repercute en el momento de la utilización de una línea doctrinal uniforme en 
relación con el asunto.  
 
De tal manera que, la pregunta problema se resuelve mediante la utilización del 
“funcionalismo radical de Jakobs” como punto de partida para estructurar el nuevo 
sistema de imputación objetiva administrativo, y una vez determinada la línea de 
pensamiento a aplicar se deberán introducir los criterios de corrección arriba 
anotados con la finalidad de adaptar la “teoría de imputación objetiva de Jakobs” a 
las necesidades de atribución material de la responsabilidad estatal; es decir, 
mediante la utilización del funcionalismo estatal.  
 
2. Hipótesis: ¿Se demostró y cómo? 
 
La hipótesis elegida y demostrada en la presente investigación doctoral fue la 
segunda, es decir, la relacionada con la aplicación condicionada de la “teoría de 




Pues si bien al interior de la jurisdicción de lo contencioso administrativo no existen 
teorías propias encaminadas a controlar o corregir la problemática de la “crisis del 
dogma causal”, y que una solución plausible a este proceso es el uso de las teorías 
provenientes del Derecho Penal; también lo es que, la aplicación de tales teorías al 
interior de la jurisdicción contenciosa administrativa debe ser condicionada a los 
principios, reglas básicas y pretensiones propias de la responsabilidad 
extracontractual de la administración, debido a que la finalidad de la “teoría de 
imputación objetiva de resultado” es delimitar y/o atribuir un resultado al autor de 
una conducta punible en cuanto a persona, y no el de asignar el resultado a una 
institución que generó un daño frente a la prestación del servicio público en 
cumplimiento de una función pública (ilícito civil o cuasidelito).  
 
En tal virtud, atendiendo a las valoraciones efectuadas a los marcos jurídicos, 
teóricos y estado del arte, se estima como respuesta al problema jurídico que “la 
aplicación de la teoría de imputación objetiva de resultado en la jurisdicción 
contenciosa debe realizarse de manera condicionada a las pretensiones propias de 
la responsabilidad extracontractual”; bajo el entendido de que se erige como una 
fórmula de corrección más adecuada para responder a la “crisis del dogma causal” 
al interior del juicio de responsabilidad extracontractual del Estado, pues en la 
actualidad existe una aplicación asistemática de la teoría que se encuentra siendo 
utilizada por la doctrina y la jurisprudencia nacional. Razón por la cual, la hipótesis 
que fue objeto de comprobación en la presente investigación es la segunda 
posición. 
 
La anterior conclusión es producto del proceso de falsación realizado al actual 
estado del arte en relación con el teman, para lo cual es pertinente citar al Filósofo 
del Derecho Karl Raimund Popper, quien propuso a inicios del siglo XX la teoría del 
“falsacionismo”, la cual hace referencia a que, en la lógica de la investigación 
científica, el conocimiento científico no avanza confirmando nuevas leyes, sino 
descartando leyes que contradicen la experiencia. El criterio de demarcación puede 
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definirse como la capacidad de una proposición de ser refutada o falsada. Sólo se 
admitirán como proposiciones científicas aquellas para las que sea 
conceptualmente posible un experimento o una observación que las contradiga.600  
 
Así pues, la falsación ocurre cuando la comunidad científica se pone de acuerdo, 
en que una teoría correspondería a una moda601 más o menos pasajera. Es decir, 
la ciencia progresa a través de la superación de obstáculos epistemológicos, "en 
contra de conocimiento anterior, destruyendo conocimientos mal adquiridos o 
superando aquello que, en el espíritu mismo, obstaculiza la espiritualización"602  De 
tal manera que la ciencia no puede producir verdad, lo que debe hacer es buscar 
mejores maneras de preguntar603, pues todo lo cognoscible por los sentidos detenta 
un grado de falseabilidad.  
 
En consecuencia, luego de constatar y comprobar la teoría de la referencia, la 
presente investigación se encuentra generando al interior de la comunidad científico 
- jurídica, un nuevo conocimiento que replantea la teoría dominante al interior de la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo relativa a la “aplicación asistemática de 
la imputación objetiva de resultados en la responsabilidad extracontractual del 
Estado”, con la “adecuación de dicha fórmula a las pretensiones propias de la 
responsabilidad extracontractual de la Administración, y la implementación de la 
teoría del funcionalismo estatal”.  
  
De conformidad con lo expuesto, la sistematización de los cuatro (4) criterios de 
corrección arriba anotados estructuran la base de una tipología nueva para el 
Derecho Administrativo colombiano, denominada “La teoría del funcionalismo 
Estatal”, la cual se desprende de la escuela de prestación de servicios públicos que 
                                                          
600 POPPER, Karl R. Op. cit. “Aunque no podamos justificar racionalmente nuestras teorías, y ni 
siquiera probar que son probables, podemos criticarlas de forma racional y objetiva, buscando y 
eliminando errores al servicio de la verdad, distinguiendo así entre teorías mejores y peores” 
601 CARTWRIGHT, Nancy. Op. cit. 
602 BACHELARD, Gasston. Op. cit. 
603 POPPER, Karl R. Op. cit. 
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tiene plena vigencia en el ordenamiento jurídico nacional (Art. 365 C.P), y que 
constituye una manera de “despenalizar” la disciplina de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, filtrando las teorías de imputación objetiva de resultado 
a través de las reglas de la función administrativa (Constitución Política, 1991; 
arts.1, 2, y 209) pues, se reitera, los daños cometidos por la administración se 
realizan en el desarrollo de la prestación un servicio público como herramienta para 
materializar el cumplimiento de la función administrativa que ordena la 
constitución604; y no mediante conductas típicas.  
 
3.Objetivos: ¿Se cumplió con el objetivo general y específico? 
 
La presente investigación cumplió a cabalidad con el objetivo general, el cual 
consistía en establecer la compatibilidad de instituciones propias del Derecho Penal 
alemán (escuela funcionalista) con el Derecho Administrativo colombiano, 
específicamente en la responsabilidad extracontractual del Estado por actos de 
terrorismo; advirtiéndose algunas contradicciones de tipo dogmático que impiden 
armonizar las instituciones, si no se proponen criterios de corrección para tal efecto.  
 
De igual manera, también se cumplieron con los objetivos específicos encaminados 
a desarrollar el objeto central de la presente investigación, pues a lo largo de los 
cuatro (4) “Títulos” desarrollados “a) Se determinaron los fundamentos filosóficos y 
teóricos sobre los cuales se erige la responsabilidad extracontractual”, “b) Se 
elaboró una reconstrucción del estado del arte en relación con la aplicación de la 
imputación objetiva en el Derecho Penal y su utilización al interior del juicio de 
responsabilidad extracontractual del Estado”, “c) Se estableció la noción de actos 
de terrorismo, así como los fundamentos y principios de justicia que concurren en 
el juicio de responsabilidad extracontractual del Estado para que surja el deber de 
                                                          
604 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo. 2003. 
Op. cit. p.23. 
349 
 
reparar”; y “d) Finalmente se resolvió la problemática asociada a la forma de realizar 
el traslado de las teorías de imputación objetiva de resultados del Derecho Penal, 
al juicio de responsabilidad extracontractual del Estado por actos de terrorismo”. 
 
Razón por la cual, una vez cumplido los objetivos de la referencia refulge la 
propuesta de justificar la aplicación de la teoría del “funcionalismo estatal” al interior 
de la “escuela de prestación de servicios públicos” del Derecho Administrativo 
colombiano, a efectos de sistematizar el uso de la “imputación objetiva de 
resultados” en la responsabilidad administrativa por actos de terrorismo, según los 
artículos 1498, 2341 del Código Civil, y (Constitución Política, 1991; arts.1, 2, 209 y 
365) 
 
Conclusiones generales y resultados.  
  
En virtud de la tesis doctoral a desarrollada se obtuvieron como resultados: 
 
Atendiendo a la visión del profesor López Medina en su obra Teoría Impura del 
Derecho se comprobó que en el viaje que presenta la “Teoría del Derecho” desde 
sus “sitios de producción” hasta sus “sitios de recepción”, se produce una 
transformación o transmutación de la Teoría Transnacional del Derecho por los 
autores locales, los cuales generan una “lectura transformadora” de las doctrinas 
canónicas, y producen interpretaciones locales ajustadas a sus propios objetivos 
locales.  
 
En el caso de la aplicación de la teoría de la imputación objetiva del Derecho Penal 
al Derecho Administrativo en la disciplina de la responsabilidad extracontractual del 
Estado, se debe anotar que la jurisdicción contencioso administrativa al traer estas 
teorías desde el sitio de producción (Alemania 1939 - 1945) hasta el sitio de 
recepción (Colombia 1991 – a la fecha), lo hizo con la finalidad de explicar la manera 
de atribuir materialmente resultados a la administración pública en relación con el 
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incumplimiento de deberes de actuación u “omisión administrativa”, cosa que 
dogmáticamente no era posible con la aplicación de las teorías causales para la 
fecha.  
  
Sin embargo al efectuarse el viaje de la teoría de la imputación objetiva del “sitio de 
producción (Alemania)” al “sitio de recepción (Colombia)”, se produjo una lectura 
transformadora por los autores locales al implementar la misma, específicamente 
por parte del “Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera” y “Corte Constitucional”, tal como se observa en las sentencias del Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Expediente 9955 de 1994, 
Expediente 9276 de 1994, Expediente 11798 de 1996, Expediente 11781 de 1997, 
Expediente 17.994 de 2009 y Exp. 14.215 de 2002.  
 
Luego de analizar la imputación objetiva en el Derecho Penal y su adaptación al 
Derecho Administrativo, da cuenta la investigación que su aplicación se realiza en 
forma no sistemática, pues nunca se atendió a los fundamentos de la teoría del 
delito mediante los cuales se creó la imputación objetiva, sino que simplemente se 
trasladó la aplicación de la teoría al Derecho Administrativo en forma parcial, 
aplicando únicamente el aspecto positivo de la teoría y desechado el aspecto 
negativo de la misma, siendo este último muy importante porque limita la 
responsabilidad de la administración en eventos de: i) Ausencia de creación de un 
riesgo jurídicamente desaprobado, y ii) Ausencia de realización del riesgo en el 
resultado.  
 
Pues tal como se demostró, seguir observando y utilizando la teoría de imputación 
objetiva en el Derecho Administrativo sin el criterio negativo de la misma, aumenta 
en forma desproporcionada la posibilidad de atribuir materialmente un daño a la 
Administración Pública, el cual que no encuentra su fundamento para ser imputado 




En ese orden de ideas, la presente tesis arroja como resultado la reestructuración 
del juicio de responsabilidad extracontractual del Estado a efectos de sistematizar 
la aplicación de los criterios de imputación objetiva en el Derecho Administrativo, 
generando con ello, el siguiente esquema de imputación material que debe ser 
interpretado en lo referente a la dogmática penal desde el funcionalismo radical de 
Jakobs, y desde el Derecho Administrativo según la escuela de servicios públicos, 
así:  
 
LA IMPUTACIÓN OBJETIVA EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO  
ASPECTO POSITIVO O AFIRMATIVO DE LA 
IMPUTACIÓN OBJETIVA 
ASPECTO NEGATIVO DE LA IMPUTACIÓN 
OBJETIVA 
I. Creación de un riesgo jurídicamente 
desaprobado (imputación objetiva del 
comportamiento).  
I. Ausencia de creación de un riesgo 
jurídicamente desaprobado. Se presenta 
cuando:  
a) Cuando se incumpla la posición de garante:  
- Cuando se trate de un riesgo jurídicamente 
desaprobado  
- Cuando se incumpla el principio de confianza  
- Cuando infrinja la posición de garante institucional 
(jurisprudencial)  
- Cuando infrinja la posición de garante relacional 
(jurisprudencial)  
a) Se cumpla la posición de garante:  
- Cuando se trate de un riesgo permitido (falta 
de creación del riego) 
- Cuando se materialice el principio de 
confianza  
- Cuando se cumpla la posición de garante 
institucional (jurisprudencial)  
- Cuando se cumpla la posición de garante 
relacional (jurisprudencial)  
b) Aumento del riesgo b) Disminución del riesgo 
II. La realización del riesgo en el resultado se 
deberá a la conducta del autor.  
II. Ausencia de realización del riesgo en el 
resultado. Se presenta:  
Es decir, un peligro latente al momento de la 
realización de la acción, y que se materializa 
concomitantemente con la conducta del autor  
Se trata de un peligro ausente al momento de 
la realización de la acción y sobreviniente con 
posterioridad al hecho  
 
“Atendiendo a la visión del profesor López Medina en su obra Teoría Impura del 
Derecho se comprobó que en el viaje que presenta la “Teoría del Derecho” desde 
sus “sitios de producción” hasta sus “sitios de recepción”, se produce una 
transformación o transmutación de la Teoría Transnacional del Derecho por los 
autores locales, los cuales generan una “lectura transformadora” de las doctrinas 
canónicas, y producen interpretaciones locales ajustadas a sus propios 
objetivos locales.  
 
En el caso de la aplicación de la teoría de la imputación objetiva del Derecho Penal 
al Derecho Administrativo en la disciplina de la responsabilidad extracontractual del 
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Estado, se debe anotar que la jurisdicción contencioso administrativa al traer estas 
teorías desde el sitio de producción (Alemania 1939 - 1945) hasta el sitio de 
recepción (Colombia 1991 – a la fecha), lo hizo con la finalidad de explicar la manera 
de atribuir materialmente resultados a la administración pública en relación con el 
incumplimiento de deberes de actuación u “omisión administrativa”, cosa que 
dogmáticamente no era posible con la aplicación de las teorías causales para la 
fecha.  
  
Sin embargo al efectuarse el viaje de la teoría de la imputación objetiva del “sitio de 
producción (Alemania)” al “sitio de recepción (Colombia)”, se produjo una lectura 
transformadora por los autores locales al implementar la misma, específicamente 
por parte del “Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera” y “Corte Constitucional”, tal como se observa en las sentencias del Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Expediente 9955 de 1994, 
Expediente 9276 de 1994, Expediente 11798 de 1996, Expediente 11781 de 1997, 
Expediente 17.994 de 2009 y Exp. 14.215 de 2002.  
 
Luego de analizar la imputación objetiva en el Derecho Penal y su adaptación al 
Derecho Administrativo, da cuenta la investigación que su aplicación se realiza en 
forma no sistemática, pues nunca se atendió a los fundamentos de la teoría del 
delito mediante los cuales se creó la imputación objetiva, sino que simplemente se 
trasladó la aplicación de la teoría al Derecho Administrativo en forma parcial, 
aplicando únicamente el aspecto positivo de la teoría y desechado el aspecto 
negativo de la misma, siendo este último muy importante porque limita la 
responsabilidad de la administración en eventos de: i) Ausencia de creación de un 
riesgo jurídicamente desaprobado, y ii) Ausencia de realización del riesgo en el 
resultado.  
 
Pues tal como se demostró, seguir observando y utilizando la teoría de imputación 
objetiva en el Derecho Administrativo sin el criterio negativo de la misma, aumenta 
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en forma desproporcionada la posibilidad de atribuir materialmente un daño a la 
Administración Pública, el cual que no encuentra su fundamento para ser imputado 
“ni causal ni objetivamente” a esta por no configurarse los presupuestos para ello.   
 
En ese orden de ideas, la presente tesis arroja como resultado la reestructuración 
del juicio de responsabilidad extracontractual del Estado a efectos de sistematizar 
la aplicación de los criterios de imputación objetiva en el Derecho Administrativo, 
generando con ello, el siguiente esquema de imputación material que debe ser 
interpretado en lo referente a la dogmática penal desde el funcionalismo radical de 
JAKOBS, y desde el Derecho Administrativo según la escuela de servicios públicos, 
así:  
 
LA IMPUTACIÓN OBJETIVA EN EL DERECHO ADMINISTRATIVO  
ASPECTO POSITIVO O AFIRMATIVO DE LA 
IMPUTACIÓN OBJETIVA 
ASPECTO NEGATIVO DE LA IMPUTACIÓN 
OBJETIVA 
I. Creación de un riesgo jurídicamente 
desaprobado (imputación objetiva del 
comportamiento).  
I. Ausencia de creación de un riesgo 
jurídicamente desaprobado. Se presenta 
cuando:  
a) Cuando se incumpla la posición de garante:  
- Cuando se trate de un riesgo jurídicamente 
desaprobado  
- Cuando se incumpla el principio de confianza  
- Cuando infrinja la posición de garante institucional 
(jurisprudencial)  
- Cuando infrinja la posición de garante relacional 
(jurisprudencial)  
a) Se cumpla la posición de garante:  
- Cuando se trate de un riesgo permitido (falta 
de creación del riego) 
- Cuando se materialice el principio de 
confianza  
- Cuando se cumpla la posición de garante 
institucional (jurisprudencial)  
- Cuando se cumpla la posición de garante 
relacional (jurisprudencial)  
b) Aumento del riesgo b) Disminución del riesgo 
II. La realización del riesgo en el resultado se 
deberá a la conducta del autor.  
II. Ausencia de realización del riesgo en el 
resultado. Se presenta:  
Es decir, un peligro latente al momento de la 
realización de la acción, y que se materializa 
concomitantemente con la conducta del autor  
Se trata de un peligro ausente al momento de 
la realización de la acción y sobreviniente con 
posterioridad al hecho  
 
En ese orden de ideas, se demuestra que la forma más adecuada de trasladar la 
teoría de la imputación objetiva del Derecho Penal al Derecho Administrativo radica 
en la utilización de la posición de garante bajo el “riesgo permitido y principio de 
confianza”; advirtiéndose además la necesidad de la excluir los criterios de la 
“acción a propio riesgo, prohibición de regreso, y fin de protección de la norma” por 
asimilarse los mismos a la denominada causa extraña en materia contencioso 
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administrativa (culpa exclusiva de la víctima, hecho de un tercero, fuerza mayo y 
caso fortuito).  
 
En ese orden de ideas, la presente investigación arroja elementos como: i) La 
elaboración de nuevas taxonomías que permitirán la “utilización adecuada de las 
teorías de atribución material” por parte del juez administrativo al momento endilgar 
un resultado en cabeza de un determinado sujeto, específicamente en lo 
relacionado con la teoría de la imputación objetiva de resultados; y ii) El 
mantenimiento de la seguridad jurídica en los juicios de responsabilidad 
extracontractual, impidiendo la imputación absoluta a la administración por parte de 
la doctrina y la jurisprudencia administrativas.  
 
Debiéndose precisar que en el estudio de casos, la aplicación directa de esta nueva 
perspectiva de la atribución material al interior del juicio de responsabilidad 
extracontractual del Estado, resolverá los grandes problemas de atribución material 
en gran cantidad de asuntos, y especialmente en los casos de actos terroristas 
cometidos por terceros, donde se presenta en mucha ocasiones dificultad para 
establecer si el daño que resulta de una actuación realizada por un agente extraño 
a la administración es imputable o no materialmente al Estado, tal como ocurrió en 
la comentada sentencia el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Radicación: 2005-00451 (37719) de 2018, que resolvió el caso del 
acto de terrorismo en relación con el Club el Nogal, y que fue revocada por la Corte 
Constitucional en la Sentencia SU- de 2020 Referencia: Expediente: T-7.532.245, 
con argumentos un tanto similares a los señalados en el cuerpo de la investigación.  
 
Estos resultados se obtuvieron como consecuencia de un estudio donde se 
establecieron las posibilidades de trasladar las instituciones propias del Derecho 
Penal alemán (escuela funcionalista) en el Derecho Administrativo colombiano, 
específicamente en la responsabilidad extracontractual del Estado por actos de 
terrorismo; convirtiéndose en una investigación básica jurídica - documental, 
355 
 
consistente en un proceso de búsqueda, recuperación, análisis, crítica e 
interpretación de datos secundarios y los obtenidos y registrados por otros 
investigadores en fuentes documentales: impresas, audiovisuales o electrónicas Y 
como en toda investigación, el propósito de este diseño fue el aporte de nuevos 
conocimientos y falsear los existentes, tal como se hizo. 
 
El método a utilizado en la investigación, fue el método cualitativo, donde se recopiló 
información de las categorías de investigación en profundidad, con la finalidad de 
comprender los hechos, las razones y los acontecimientos que rodeaban el 
problema; abarcando el estudio, uso y recolección de una variedad de materiales 
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